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Iniciativas

QUE REFORMA EL DECRETO POR EL QUE SE ESTABLECE EL

HORARIO ESTACIONAL QUE SE APLICARÁ EN LOS ESTADOS

UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO CARLOS

IVÁN AYALA BOBADILLA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MORENA

El suscrito, diputado Carlos Iván Ayala Bobadilla, per-
teneciente al Grupo Parlamentario de Morena de la
LXIV Legislatura, en ejercicio de la facultad que le
confieren los artículos 71, fracción II, 72 y demás re-
lativos de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como 6, numeral 1, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados y demás
disposiciones aplicables, somete a la consideración de
esta honorable asamblea, iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el decreto por el que se
establece el horario estacional que se aplicará en los
Estados Unidos Mexicanos, para que el estado de Si-
naloa se sujete cada año sólo al meridiano 105? oeste,
con base en la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes históricos de los husos horarios en
el mundo

En 1884 se realizó la Conferencia Internacional de
Meridianos, con sede en la ciudad de Washington, DC.
El encuentro tuvo la finalidad de establecer un sistema
de husos horarios coherente entre las 25 naciones asis-
tentes, para facilitar las actividades de intercambio
económico que éstas realizaban cada vez con mayor
frecuencia. Entre los acuerdos alcanzados en dicha
conferencia se resumen los siguientes:

a) Se consideró propicio adoptar un sistema único
de medición del tiempo basado en sólo un meridia-
no, para reemplazar los numerosos sistemas indivi-
duales existentes.

b) El meridiano que pasa por el centro del Observa-
torio de Greenwich fue el meridiano inicial de lon-
gitudes adoptado por la conferencia. Por ello, el sis-
tema completo actualmente es denominado
meridiano de Greenwich. Este representará el meri-
diano 0, desprendiéndose de él 12 meridianos al es-
te y 12 al oeste, cada uno aumentando en 15° y re-

presentando una hora del día, en orden ascendente,
y que confluyen en el meridiano 180 grados.

c) Todos los países adoptaron un día universal que
será un día solar medio, comenzando en la media
noche, tiempo medio, en Greenwich, y continuando
24 horas en el reloj.

De esta forma, entre los países que adoptaron este sis-
tema, los días medirán siempre 24 horas y las diferen-
cias de horarios que se presenten entre un país y otro
siempre serán de un determinado número exacto de
horas, sin que existan diferencias de minutos o segun-
dos. Del mismo modo, si un país quiere mover sus hu-
sos horarios, tendrá que ubicarlos dentro de uno de los
meridianos del sistema de Greenwich para no alterar
este orden. Un huso horario puede entenderse como la
forma que el hombre crea para organizar los horarios
del planeta Tierra de manera sucesiva y permanente. Si
la esfera terrestre comprende 360 grados, se divide en-
tre las 24 horas que gira ésta en su propio eje, cada hu-
so medirá 15 grados lo que es igual a una hora. Es de-
cir, son 24 espacios de 15 grados que definen el
horario de cada región del planeta.

En virtud de que el planeta tiene un movimiento de ro-
tación de oeste a este, cuando se pasa de un huso ho-
rario a otro en dirección este, sumamos una hora; al
pasar del este al oeste, hay que restar una hora, la zo-
na con la hora cero en el planeta es la atravesada por
el meridiano de Greenwich, que tiene como punto
principal la ciudad de Londres, Inglaterra.

II. Antecedentes históricos de los husos horarios en
México

Cabe señalar que nuestro país, adoptó la orientación de
la Conferencia Internacional de Meridianos y en los
años de 1931, 1942, 1948, 1981, 1988, 1989 se aplicó
el concepto de horarios estacionales en diversas regio-
nes del territorio nacional, hasta que en 1995 la Comi-
sión Federal de Electricidad y el Fideicomiso para el
Ahorro de Energía Eléctrica plantearon la aplicación
de la medida a nivel nacional.

Es a partir de decreto presidencial de 1996 en que se
establece el sistema de horarios estacionales denomi-
nado “horario de verano” para el territorio nacional
con una duración de siete meses, del primer domingo
de abril al último domingo de octubre, indicándose
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que habrá tres zonas de husos horarios, ubicando en la
segunda de ellas a Baja California Sur, Nayarit, Sina-
loa y Sonora y precisando en sus artículos segundo y
tercero que esta zona será regida cada año por los hu-
sos horarios correspondientes al meridiano 90? oeste
del meridiano de Greenwich durante el periodo citado
de abril a octubre, y por el meridiano 105? oeste del
meridiano de Greenwich fuera del periodo antes indi-
cado.

Luego, en el decreto presidencial del 1 de febrero de
2001 se modificaron los mandatos anteriores redu-
ciendo la duración del horario de verano a cinco me-
ses, de mayo a septiembre y estableciendo una cuarta
zona de husos horarios en la que se ubica a Sonora re-
gida por el meridiano 105? todo el año, en tanto que la
segunda zona seguirá rigiéndose por los husos hora-
rios correspondientes al meridiano 90? oeste del meri-
diano de Greenwich solo que ahora durante cinco me-
ses, en el periodo comprendido del primer domingo de
mayo al último domingo de septiembre de cada año, y
por el meridiano 105? oeste del meridiano de Green-
wich fuera del periodo antes indicado.

El 26 de febrero de 2001, el entonces jefe de gobierno
del Distrito Federal, Andrés Manuel López Obrador,
emitió su propio decreto, en el cual se negaba a modi-
ficar el huso horario vigente, contradiciendo el similar
del 1 de febrero, citado supra líneas. Fue entonces que
el propio jefe de gobierno promovió ante la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, una controversia cons-
titucional donde demandó la invalidez de dicho instru-
mento legislativo. La Suprema Corte resolvió que era
competencia del Congreso de la Unión legislar en ma-
teria de husos horarios y horarios estacionales. A con-
secuencia de estos hechos, el 29 de diciembre de 2001
se expidió la Ley del Sistema de Horarios en los Esta-
dos Unidos Mexicanos aplicable a todo el país que re-
conoce los husos horarios 90?, 105? y 120? oeste del
meridiano de Greenwich y establece el sistema normal
de medición del tiempo en cuatro zonas horarias me-
diante la aplicación de los husos horarios que les co-
rrespondan.

Es hasta el 6 de enero de 2010 en que el horario de ve-
rano nuevamente se ve modificado mediante el corres-
pondiente decreto presidencial que reestablece su du-
ración a siete meses, de abril a octubre de cada año en
el territorio nacional, exceptuando a dos grupos de
municipios de la frontera norte de nuestro país en los

que la duración del horario de verano será de marzo a
noviembre.

El 6 de enero de 2010 se publica el decreto para mo-
dificar la Ley del Sistema Horario de los Estados Uni-
dos Mexicanos; resultado de ello, la fracción II del ar-
tículo 3o. redefine el alcance de la zona Pacífico
quedando como sigue:

I. …;

II. Zona Pacífico: Referida al meridiano 105 oeste y
que comprende los territorios de los estados de Ba-
ja California Sur; Chihuahua; Nayarit, con excep-
ción del municipio de Bahía de Banderas, el cual se
regirá conforme a la fracción anterior en lo relativo
a la zona centro; Sinaloa y Sonora;

III. …;

IV. …;

El 31 de enero de 2015 por razones primordialmen-
te económicas que beneficiarían al turismo de
Quintana Roo se emitió un nuevo decreto refor-
mando la ley para en su artículo 2 incluir el huso
horario 75? oeste del meridiano de Greenwich, y en
su artículo 3, numeral I citar el numeral V, insertar
el numeral IV reconociendo la zona sureste referida
al meridiano 75? oeste que comprende el territorio
de Quintana Roo, y pasar el actual numeral IV a ser
el V. Así, para nuestro país se reconocieron los hu-
sos horarios 75?, 90?, 105? y 120? oeste y cinco zo-
nas horarias.

III. Integración regional histórica de los estados de
Sinaloa y Sonora

Los territorios de los actuales Sinaloa y Sonora cons-
tituyen desde la prehistoria y hasta nuestros días una
región unida no solo por su continuidad geografía sino
por la compartición de la más ancestral cultura y la si-
militud de sus recursos naturales y por ende los me-
dios y formas de producción que han caracterizado su
economía por siglos, de ahí que desde mucho antes
que estallara la Guerra de Independencia en 1810, los
dos territorios como provincias de Sinaloa y de Sono-
ra, juntos, conformaron primero el Reino de la Nueva
Navarra, luego la Gobernación de Sonora y Sinaloa y
después, también juntos, conformaron la Intendencia
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de Arizpe, parte integral de las entonces llamadas Pro-
vincias Internas de Occidente prevaleciendo así hasta
que después de lograda la independencia de España,
mediante el Acta Constitutiva de la Federación de ene-
ro de 1824 se creó el estado de Occidente, el cual es-
tuvo constituido, nuevamente, por los territorios de Si-
naloa y Sonora.

La creación del estado de Occidente, si bien obedeció
a circunstancias coyunturales de ejercicio y control del
poder político a nivel nacional y local a las cuales los
diversos grupos de poder que actuaban regionalmente
al interior de cada provincia no se opusieron por con-
siderar que con la unión sus riquezas podían verse pro-
tegidas e incrementadas por un gobierno más fuerte y
con mayores recursos financieros procedentes de am-
bas provincias, la realidad es que en ese momento pre-
valeció la consideración histórica de siempre recono-
cer a ambos territorios como partes integrales de una
misma unidad geográfica, económica, social y política
de nuestro territorio.

En los años siguientes la obstaculización de un des-
arrollo estable y continuo derivó en una efímera exis-
tencia del estado de Occidente que dio origen a su di-
visión y, finalmente, a la formación de los actuales
estados de Sonora y Sinaloa en 1831.

La separación de estos estados tiene antecedentes his-
tóricos que la justifican como un proceso necesario y
positivo. Ante esto, se debe destacar que tanto Sonora
como Sinaloa cuentan con potencialidades para su
desarrollo en magnitudes considerables, debido a que
poseen riquezas similares, valles fértiles, litorales,
condiciones climáticas que favorecen actividades eco-
nómicas y por ser pueblos de esfuerzo y trabajo; de es-
ta forma, la conveniencia o la oportunidad de la divi-
sión de Sonora y Sinaloa puede estar a discusión, y
aunque ciertamente fue un hecho irreversible, este no
modificó su funcionamiento y sus relaciones como
una región económica integrada del noroeste de nues-
tro país.

Una vez disuelto el estado de Occidente, los estados li-
bres y soberanos de Sonora y Sinaloa procedieron se-
paradamente a designar e instalar sus respectivas leyes
con la finalidad de conducir de la mejor manera el fu-
turo de los ciudadanos, sin embargo, dadas sus simili-
tudes y su cercanía con la frontera sur de los Estados
Unidos, el mercado más importante del mundo y el

más cercano a nuestra región, ambos estados iniciaron
las relaciones comerciales y de negocios que persisten
a la fecha con el vecino país del norte.

IV. Economía, ahorro de energía, salud y seguridad
pública

Además de los motivos de tipo geográfico, cultural e
histórico existen otros que están directamente asocia-
dos a la economía del estado, a la productividad, la sa-
lud, la productividad y seguridad de sus habitantes.

En nuestro país, el horario estacional (de verano) fue
concebido e implantado específicamente como una al-
ternativa para el ahorro de energía considerando ade-
más que por priorizar las actividades en las horas de
mayor disponibilidad de luz solar se verían beneficia-
dos la economía a través de los negocios, el comercio
y la productividad; la seguridad laboral (disminución
de accidentes); la salud a través de una mayor activi-
dad física y la seguridad pública; sin embargo, los re-
sultados observables a la fecha para el estado de Sina-
loa resultan discutibles, como enseguida se muestra.

Economía

Las economías de aglomeración están hoy distribuidas
a lo largo de diversos espacios económicos y escalas
geográficas: distritos centrales de negocios, parques
de oficinas, parques científicos, las eficiencias en
transporte y vivienda derivadas de grandes cinturones
de conmutación, distritos de manufacturas de bajo
costo, destinos turísticos, ramas especializadas de la
agricultura, tales como la horticultura o la comida cul-
tivada orgánicamente, y los complejos evidentes en las
ciudades globales. Cada uno de estos espacios muestra
distintas economías de aglomeración y empíricamente
se fundan en tipos diversos de contextos geográficos,
desde lo urbano a lo rural, de lo local a lo global.

Las ciudades y la economía global se pueden especifi-
car mediante múltiples circuitos globales a través de
los cuales las ciudades se están conectando entre las
fronteras. La formación de geografías inter-ciudades
está contribuyendo a los flujos de profesionales, turis-
tas y migrantes, así como las cadenas de mercancías
para diversos productos que van desde centros expor-
tadores a centros importadores. En este contexto, des-
de finales del siglo xix, Sinaloa ya enviaba sus prime-
ras mercancías al país vecino del norte. En los años
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cuarenta, la agricultura orientada a la exportación era
la actividad motora en el crecimiento económico de la
zona. Nogales, Arizona, es una ciudad que está ubica-
da a mil 100 kilómetros de Sinaloa, y que histórica-
mente ha estado vinculada con la exportación de hor-
talizas mexicanas.

Sinaloa es el mayor productor de hortalizas del país y
principal proveedor de Estados Unidos de América
(EUA) y utiliza principalmente la vía de transporta-
ciones de Nogales, Arizona, en 90 por ciento de sus
exportaciones de hortalizas frescas. Durante la tempo-
rada de cosecha salen diariamente más de 200 tráiler
que utilizan la misma ruta. Se debe señalar que por la
vía a Nogales, Arizona las hortalizas sinaloenses y en
general la producción del noroeste del país llegan a la
frontera con Estados Unidos, donde se entregan a in-
termediarios que las distribuyen, principalmente en
California y Texas.

En el esquema del funcionamiento de una megaregión
se hace necesario mantener siempre en primer plano la
importancia de la planificación y la coordinación para
asegurar resultados óptimos y beneficios para todas las
partes involucradas, en ese sentido, Arizona, Sonora y
Sinaloa, venciendo los obstáculos que en su momento
significaron la frontera y el idioma, conformaron de
hecho una de las megaregiones más competitivas el
mundo que representa una importante área de oportu-
nidad para el establecimiento y coordinación de nue-
vas y mejores relaciones comerciales a través de la ca-
dena hortícola, intercambios médicos, industria
automotriz, turismo, etcétera, relaciones que se busca
mejorar uniformando los husos horarios en la región lo
cual sólo es posible mediante la inclusión de Sinaloa
en la cuarta zona de husos horarios).

Desde la emisión del decreto presidencial de 1996
para la aplicación de horarios estacionales en todo el
territorio nacional se han aprobado –correctamente
en nuestra opinión– dos casos de excepción por
cuestiones relacionadas con sus principales activida-
des económicas con otros países: tales casos son So-
nora y Quintana Roo; pues bien, para Sinaloa apli-
can los criterios seguidos en los casos citados ya que
las actividades comerciales agrícolas y turísticas del
estado, ambas las más importantes de Sinaloa, de-
penden principalmente de su relación con Estados
Unidos.

Por tales razones, sin duda, incluir a Sinaloa en la
cuarta zona de husos horarios del país le permitirá un
mejor funcionamiento y mayor aprovechamiento de
sus recursos para ser más competitivo en materia de
negocios con Arizona y toda la Unión Americana; lo
cual constituye uno de los principales objetivos ya ma-
nifestados por autoridades gubernamentales originan-
do de la misma forma la posibilidad de establecer nue-
vos lazos comerciales o en su caso mejorar y aumentar
los que ya se tienen.

El ahorro de energía

El ahorro de energía derivado de la aplicación del ho-
rario de verano de Sinaloa fue sustentado principal-
mente en dos vertientes: el ahorro diario derivado de
una hora más de iluminación artificial y la disminu-
ción en el consumo de energía por el uso del aire acon-
dicionado, respectivamente en la vía pública, oficinas,
negocios y en los hogares, sin embargo, más allá de las
estadísticas oficiales sobre la disminución del consu-
mo de energía, la realidad es que para los usuarios del
servicio eléctrico en el estado, tal ahorro de energía, si
es que existe, no se ve reflejado en la facturación del
servicio. El argumento de esta afirmación, que es el
mismo aprobado en su momento por esta soberanía
para el caso de Sonora, se fundamenta en

Que las elevadas temperaturas que durante el verano
se registran en la zona geográfica donde se ubica esa
entidad generan un desequilibrio en el balance energé-
tico, al ser menor el ahorro de electricidad por ilumi-
nación que el consumo de energía por el uso de aire
acondicionado durante la hora extra de luz natural que
resulta de aplicar el sistema de horarios estacionales…

Lo cual es fácil deducir de las características del clima
que anualmente se registra en esta entidad federativa:

El 48 por ciento de la entidad presenta clima cálido
subhúmedo localizado en una franja noreste sureste
que abarca desde el norteño municipio de Choix hasta
los límites con Nayarit.

El 40 por ciento es clima seco y semiseco presentes en
una franja que va desde el norteño municipio de El
Fuerte hasta Mazatlán.

El 10 por ciento es muy seco y se localiza en la zona
de Los Mochis, en el municipio de Ahome; el restante
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2 por ciento es clima templado subhúmedo localizado
en las partes altas de la Sierra Madre Occidental.

La temperatura media anual del estado es alrededor de
25?C, las temperaturas mínimas promedio, son alrede-
dor de 10.5?C en el mes de enero y las máximas pro-
medio pueden ser mayores a 36?C durante los meses
de mayo a julio. Esto nos demuestra lo poco benefi-
cioso que resulta el horario de verano, ya que al con-
cluir las labores una hora más temprano por la tarde
implica una hora más de uso de aire acondicionado en
los hogares.

Esta realidad manifestada tanto por la sociedad civil
como por las cámaras de comercio y de industriales
del Estado ha provocado que después de un periodo de
veintitrés años de aplicarse los husos horarios estacio-
nales en Sinaloa, exista el consenso y la necesidad de
que esta entidad federativa se rija durante todo el año
por el huso horario del meridiano 105° al oeste del me-
ridiano de Greenwich.

En apoyo a lo anterior afirmamos que en los últimos
años en diversos países del mundo se han realizado es-
tudios específicos de los cuales referenciamos algunos
considerados representativos, que, como en su mo-
mento fue establecido para el caso de Sonora, ponen
en tela de juicio el supuesto ahorro de energía y en al-
gunos casos concluyen que el horario de verano real-
mente no ahorra energía y que incluso podría provocar
pérdidas. En tales estudios los investigadores descu-
brieron que en general con el horario de verano sí se
ahorraba energía durante las noches, pero también se
gastaba durante la mañana en las horas de oscuridad
previas al amanecer, y en la tarde, dado que en las re-
giones como Sinaloa y Sonora las personas regresan
una hora de luz más temprano a sus hogares, el clima
cálido hace necesario el uso del aire acondicionado au-
mentando así el consumo de energía.

Un buen ejemplo de estos amplios y completos análi-
sis realizados es el de Matthew Kotchen1 de 2008.

Matthew Kotchen, un economista de la Universidad
de California, vio en el estado estadounidense de In-
diana un comportamiento perfecto para el estudio.
Con el cambio de horario se consiguió un ahorro en
luz artificial pero el consumo en aire acondicionado
aumentó; esto se debe a que aunque las personas lle-
garan una hora solar más temprano a sus hogares, du-

rante este tiempo sigue haciendo calor, por lo tanto en-
cienden el aire acondicionado. Este es el caso que apli-
ca para Sinaloa pues no se debe pasar por alto las ele-
vadas temperaturas que en comparación con Indiana,
Estados Unidos de América se registran en nuestro es-
tado durante las 24 horas de todos los días del verano,
lo que genera un desequilibrio en el balance energéti-
co, puesto que al ser menor el ahorro de electricidad
por iluminación que el consumo de energía por el uso
de aire acondicionado durante la hora extra de luz na-
tural que resulta de aplicar el horario de verano, las re-
percusiones definitivamente no son favorables para el
objetivo por el que fue establecido el horario estacio-
nal (de verano).

Por las mismas razones aquí citadas, la tendencia des-
aprobatoria en el mundo hacia el horario de verano va
en aumento y el mejor ejemplo de ello es Europa, don-
de la Comisión Europea realizo el año pasado entre el
4 de julio y el 16 de agosto de 2018 una consulta pú-
blica abierta sobre el horario de verano entre los paí-
ses integrantes de la Comunidad Económica Europea2,
con la participación de 4.6 millones de personas, de
los cuales 99 por ciento fueron ciudadanos que gene-
raron la más grande cantidad de respuestas recibidas
en consulta pública alguna. Enseguida se muestran las
respuestas obtenidas para tres de las preguntas más
importantes:

1. ¿En general cuál es su experiencia con el cambio de
horario? El resultado para esta pregunta fue: 76 por
ciento negativamente, 19 por ciento positivamente y
5 por ciento sin opinión sobre esta respuesta.

2.- ¿Preferencia de conservar o abolir el cambio
bianual de tiempo? El 84 por ciento respondió en
favor de abolir el cambio de horario y 16 en contra.

3. ¿La razón por la cual se estaba a favor o en con-
tra del cambio de horario? Del total que votó por la
abolición del horario de verano 43 por ciento dije-
ron estar en contra por motivos de salud, 20 por
ciento por ausencia de ahorro de energía y el resto
por motivos diversos.

Para abundar sobre este tema se ofrecen otras referen-
cias de publicaciones científicas3.

La salud y la productividad. Los accidentes laborales
y de tránsito

Gaceta Parlamentaria Miércoles 20 de marzo de 20198



Desde que el horario de verano se implantó en la Repú-
blica Mexicana como una alternativa para el ahorro de
energía, con el paso de los años, en muchos países del
mundo se han realizado estudios científicos –de los que
referenciamos algunos representativos– que han dado
como resultado la observación de algunos inesperados
efectos negativos sobre la salud con consecuencias so-
bre la productividad y la seguridad de las personas.

Por el antecedente del “jet-lag”, entendido este como
el rezago o adelanto en el tiempo o cambio de horario
causado por largos viajes a la velocidad de los aviones
de propulsión o “jets” que causa somnolencia, cansan-
cio, dificultad para realizar tareas mentales y físicas,
cambios de ánimo, irritabilidad, falta de atención, me-
moria y concentración, trastornos digestivos y de otros
órganos y sistemas, y los estudios concretos realizados
en otros países se sabe que el horario de verano sí afec-
ta la salud, sin embargo, esas afectaciones se han esta-
blecido –al menos en México– como “alteraciones”
que hasta hoy no han sido declaradas como enferme-
dades, de ahí que tampoco exista –al menos hasta aho-
ra– estadística que pueda usarse para reconocer los
efectos negativos que sobre la salud de las personas
tiene el horario de verano, en consecuencia, al no re-
conocerse la afectación de la salud, entonces tampoco
se reconoce el impacto de tales “alteraciones” en la es-
tadística de la productividad en las empresas y de los
accidentes laborales y de tránsito.

Si esas “alteraciones” provocadas por el horario de ve-
rano se reconocieran como lo que son, verdaderos dis-
turbios del comportamiento de al menos una buena
parte de las personas, deberían tomarse desde ahora las
precauciones necesarias para prevenir sus efectos en la
vida y la productividad de las personas y las empresas
aún sin contar con una estadística de los casos.

En materia de salud debe decirse que por el carácter es-
tacional, es decir, no continuo, y los pocos años de apli-
cación que el horario de verano tiene en nuestro país y
específicamente en Sinaloa, la estadística de los casos
de afectaciones a la salud y la productividad de las per-
sonas y las empresas apenas se están construyendo me-
diante el análisis y publicación de los primeros comen-
tarios generalizados y algunos incipientes “casos de
estudio”4, pero eso no quiere decir que tales afectacio-
nes no existan. Los ejemplos abundan y son los mu-
chos casos de estudio publicados en los países con una
larga tradición en la aplicación del horario de verano.

Un caso sobresaliente es el publicado en 2007 por Till
Roenneberg5 y colaboradores, un cronobiólogo de la
Universidad Ludwig Maximilians de Munich, Alema-
nia, expone en sus estudios que nuestros relojes bioló-
gicos circadianos, establecidos por la luz y la oscuri-
dad, nunca se ajustarán para obtener una hora “extra”
de luz al final del día durante el horario de verano. La
consecuencia de ello es que la mayoría de la población
disminuirá drásticamente la productividad, disminuye
también calidad de vida, aumenta la susceptibilidad a
enfermedades y las personas siempre se encuentran
cansadas. Otra razón por la que mucha gente en el
mundo desarrolla fatiga crónica es por culpa del “jet-
lag” social, en otras palabras, sus períodos óptimos de
sueño circadianos no sintonizan con los horarios de
sueño reales; el cambio de luz de la mañana a la noche
es lo que aumenta este retraso. La luz no produce el
mismo efecto durante la mañana que durante la tarde.
La luz por la mañana activa el ritmo, pero la luz du-
rante la tarde demora el ritmo.

En el mismo orden de ideas, se han realizado muchos
otros trabajos de investigación6 que avalan las afirma-
ciones hechas sobre las diversas afectaciones a la sa-
lud y sobre sus consecuencias en la productividad y
explican los efectos bio-psicosociales que provoca en
las personas el cambio de horario. Los resultados en-
contrados son: después de la eliminación del horario
de verano, las personas observadas despertaron más
tarde y durmieron menos, pero tuvieron menos can-
sancio al despertar. Otras personas siguieron acostán-
dose aproximadamente a la misma hora, pero dismi-
nuyeron su latencia y sus dificultades para empezar a
dormir.

Así también, se encuentra que personas que trabajan
durante el fin de semana requirieron cerca de dos se-
manas para ajustarse con relación a los que trabajaban
semanalmente. Estos resultados apoyan la hipótesis de
que la eliminación del horario produce menos proble-
mas sobre el sistema circadiano que su inicio.

Tal y como lo muestran los estudios citados, en cuan-
to a las consecuencias de esta desincronización en el
cambio de horario y sus efectos psicofisiológicos; es
importante incorporar como efectos agregados o adi-
cionales los sucedidos en la vida social de las perso-
nas, particularmente en sus relaciones interpersonales
y laborales.
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Algunos de los efectos visibles en la personas que ob-
servan cambios en su organismo son la presencia de
trastornos del sueño (alteraciones), más de quince días
para ajustarse al cambio de horario, excesiva somno-
lencia diurna y siestas, cansancio intelectual, ligero
dolor de cabeza por la mañana, dificultad para conci-
liar el sueño por la noche y reducción del deseo sexual,
y la consecuencia directa de estos efectos se traduce en
problemas en la rutina diaria, retardos y ausentismo la-
boral, baja productividad laboral, incidencia de acci-
dentes de trabajo7 y de tránsito8, problemas con los hi-
jos en edad preescolar y la pareja, evitar salir a medio
día, y como resultado final baja la calidad de vida de
los trabajadores.

Las alteraciones que produce el cambio de horario en
los ámbitos biológicos, psicoemocionales y sociales,
así como en su diferenciación entre lo individual y lo
colectivo, sí afectan a individuos y a grupos, especial-
mente a quienes tienen una estructura poco flexible en
lo biológico y en lo psicoemocional, y a quienes están
sujetos a realizar actividades en horarios rígidos. Tales
alteraciones, relacionadas con los sistemas nervioso
central, digestivo y otros involucrados en el proceso de
adaptación, podrían resumirse en las siguientes: som-
nolencia, irritabilidad, dificultades en la atención, la
concentración y la memoria, los cuales representan
mayor riesgo en individuos que requieren de esas fun-
ciones al iniciar el día como pilotos, estudiantes,
maestros, empleados y trabajadores. Fatiga, baja en el
rendimiento, menor productividad; malestar general,
cambios en el estado de ánimo, depresión, aumento de
secreción del jugo gástrico, disminución diurna y au-
mento nocturno del apetito, aumento de molestias psi-
cosomáticas.

Para abundar en el tema vale la pena comentar que en
el estado de Sonora se observaron otras implicaciones
en el comportamiento humano provocado por el cam-
bio de horario y que afectan la salud9, que se relacio-
nan enseguida:

a) Los niños de clase media baja, que habitualmen-
te no desayunan, menos lo hacen cuando se implan-
ta el cambio de horario. Eso ocasiona hipogluce-
mia, cefaleas, náuseas y mareos. La falta de sueño
aunado a la falta de desayuno adecuado genera pro-
blemas de atención, somnolencia, cansancio, des-
ánimo, etcétera.

b) En esos niños el reloj biológico tarda en ajustar-
se por lo menos dos meses. Los niños se acuestan
más tarde porque la luz del día sigue presente. En la
mañana deben levantarse a una hora fija para pre-
pararse y llegar a tiempo a la escuela. Por otro lado,
es posible que los niños obligados a acostarse más
temprano tarden en dormir, lo que ocasiona menos
horas de sueño efectivo que no se reponen al si-
guiente día. Día tras día se acumulan horas de no-
sueño y esto repercute negativamente en el aprove-
chamiento escolar, la puntualidad, la asistencia y en
la atención en general. 

c) En los adultos la adaptación es más rápida que en
el niño, en promedio 15 días.

d) En el caso de mujeres embarazadas, no hay evi-
dencia de que el cambio de horario repercuta direc-
tamente sobre el producto, pero indirectamente es
posible que la falta de sueño en la madre pueda
afectar la salud y el peso del niño. Faltan investiga-
ciones más específicas al respecto para hacer afir-
maciones. En general la opinión expresada es que
se descansa menos porque la gente se acuesta más
tarde y se levanta más temprano, lo que genera una
sensación de cansancio general y de desvelo.

La seguridad pública

La seguridad pública se estableció como una de las
ventajas del horario de verano por privilegiar la reali-
zación de las actividades cotidianas con una hora me-
nos de oscuridad, en otras palabras se entiende que los
actos criminales disminuirían. Al parecer esto fue más
un deseo que un pronóstico basado en un análisis rea-
lista, pues las estadísticas sobre criminalidad ofrecidas
–tanto por las autoridades como por organizaciones ci-
viles– a través de noticieros y medios de información
masiva, ha ido en aumento día a día en todos sus ru-
bros, sin importar la hora del día o de la noche.

Como se deja ver en las encuestas realizadas por pe-
riódicos y otros medios de comunicación de distribu-
ción estatal, el problema principal que la sociedad si-
naloense detecta es que la hora que se adiciona con
más luz en la tarde se pierde en la mañana, por lo que,
al menos en el tema que afirma haber mayor seguridad
pública y pensar que se reducen los niveles de crimi-
nalidad es aventurado, ya que los ciudadanos que gus-
tan de salir a ejercitarse en la mañana, los niños que
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entran a la escuela en el horario matutino, o nuestros
trabajadores que ingresan a laborar temprano lo hacen
a oscuras, lo cual lleva a la oportunidad de que apa-
rezcan hechos criminales.

V. Consideraciones finales

Una medida como la aplicación del horario de verano,
que de principio considera igual a las distintas regiones
del país, sin duda, tiene efectos y explicaciones distin-
tas para cada una de las regiones. Tal es el caso de la re-
gión del noroeste de México que ofrece diferencias no-
tables en muchos sentidos, con respecto a las regiones
del centro y sur del país; lo cual obliga a una explica-
ción particular y a la adecuación de políticas públicas
que en todo momento consideren aspectos de su ubica-
ción geográfica, clima, ecología, cultura y estilos de vi-
da mediando las creencias, actitudes, conocimientos,
percepciones y conductas, para en relación con estos
rasgos, construir las normas de convivencia que con-
formen una identidad y pertenencia regional.

De tal forma, nuestra supervivencia como grupo de in-
dividuos depende en gran medida de la capacidad de
percibir adecuadamente el medio ambiente social y fí-
sico, y de nuestra adaptación funcional a estos entornos
cambiantes y dinámicos. Una medida externa –como la
aplicación del horario de verano– podría presentar un
efecto negativo en la percepción subjetiva de la perso-
na (grado de afectación). Además de las condicionan-
tes económicas, sociales y políticas que son determi-
nantes de las decisiones que toman los gobiernos
estatales y federales, es de sumo interés conocer y con-
siderar en la toma de decisión los aspectos psicosocia-
les que se advierten como variables relacionadas con la
aceptación o rechazo a la medida de cambio de horario.

La aceptación de una política pública y su impacto
–como el cambio de horario– no puede ser explicada
únicamente considerando el ahorro económico sino
supone incluir factores como los efectos sobre la salud
y la vida social y ecológica específicos para cada una
de las regiones donde entran en juego las percepciones
y atribuciones -sean tanto individuales como sociales-
que poseen las personas.

Para el caso de nuestro estado de Sinaloa, con el hora-
rio estacional (de verano) en el que se adelanta el reloj
una hora para usar más la luz del día no se han senti-
do los beneficios adjudicados a la aplicación de dicho

horario consistentes en un mayor comercio; mejora-
miento de los negocios, mayor seguridad; disminución
de accidentes; posibilidad de que la persona haga más
actividad física y ahorro de energía eléctrica. Entende-
mos que el propósito fue fomentar la cultura verde, pe-
ro aún en la actualidad, después de veintitrés años que
se ha puesto en práctica, los beneficios para los ciuda-
danos y las empresas no son observables.

De manera puntual se debe concluir que la desventaja
más importante de la implantación del horario estacio-
nal en Sinaloa es la diferencia de horario con Sonora y
Arizona que no permite coordinar, sincronizar y opti-
mizar las relaciones comerciales, financieras y de ne-
gocios con esos estados vecinos, que junto con Sinaloa
constituyen una megaregión económica. Después de
esta situación están las desventajas relacionadas con las
afectaciones negativas a la salud y sus consecuencias
en la productividad de personas, empresas, actividades
escolares, inseguridad laboral y de tránsito entre otras
actividades, que si bien no han sido aún reconocidas
como enfermedades los estudios realizados sí muestran
como afectaciones reales; además están los aspectos
asociados a la seguridad pública en la que no se ad-
vierte mejoría y el pretendido rubro del ahorro de ener-
gía que a la fecha, después de veintitrés años, no se ha
traducido en un ahorro económico que no sea percibi-
do en la factura eléctrica recibida por los usuarios.

VI. Proyecto de acuerdo

Expuesto lo anterior y con el objetivo de dotar a Sina-
loa de mejores condiciones para su desarrollo econó-
mico y social mediante la eliminación del horario es-
tacional y propiciar un mayor fortalecimiento e
integración de la región y el aprovechamiento del po-
tencial de la entidad en beneficio de los sinaloenses y
de todos los mexicanos, me permito someter a consi-
deración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se modifican diversas disposi-
ciones del decreto por el que se establece el horario
estacional que se aplicará en los Estados Unidos
Mexicanos

Artículo Único. Se reforman la fracción I y II del de-
creto por el que se establece el horario estacional que
se aplicara en los Estados Unidos Mexicanos para que-
dar como sigue:
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Artículo Único. …

I. Estados de Baja California Sur, Chihuahua y Na-
yarit, sujetos al meridiano 105 grados por ubicación
y 90 grados por horario estacional;

II. Estados de Sonora y Sinaloa, sujetos al meridia-
no 105 grados por ubicación y 105 grados por ho-
rario estacional.

III. a VI. …

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, Ciudad de Méxi-
co, a los 20 días del mes de marzo de 2019.

Diputado Carlos Iván Ayala Bobadilla (rúbrica)

QUE EXPIDE LA LEY NACIONAL DE EXTINCIÓN DE DOMI-
NIO, REGLAMENTARIA DEL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTI-
TUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,
SUSCRITA POR INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PAN

Los suscritos, diputados federales de la LXIV Legisla-
tura de la Cámara de Diputados, integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, pre-
sentan iniciativa de Ley Nacional de Extinción de Do-
minio, Reglamentaria del Artículo 22 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La crisis de violencia e inseguridad que padece nues-
tro país tiene como una de sus razones la proliferación
de conductas ilícitas por parte de la delincuencia orga-
nizada y la corrupción. A su vez el principal motor de
estas actividades es la ambición de contar con fuentes
ilícitas de recursos económicos.

Nuestro país sobresale dentro de la comunidad inter-
nacional como lugar de origen y destino de flujos ilí-
citos tanto del orden financiero como económicos en
general. En ese sentido, las autoridades encargadas de
recabar datos estadísticos han sido omisas en consoli-
dar los agregados estadísticos referidos tanto a los de-
litos precedentes del género de operaciones con recur-
sos de procedencia ilícita, como de la cifra económica
a la que los bienes sujetos a los procesos de lavado y
triangulación han sido sometidos. Dicha omisión se
tiende a colmar con las estimaciones realizadas por
empresas consultoras nacionales e internacionales que
estiman que en México se llegan a lavar cada año en-
tre cuarenta y sesenta mil millones de dólares. A efec-
to de hacer frente a dichos fenómenos y la cauda de
efectos perniciosos para la economía, el sistema finan-
ciero y el estado de derecho es fundamental que el Es-
tado actúe de manera categórica y eficaz en el cumpli-
miento de la ley y el abatimiento de la impunidad.

Uno de los tramos de actuación en materia de seguri-
dad y justicia es precisamente el relacionado con la re-
cuperación de activos de manos del crimen y la co-

Miércoles 20 de marzo de 2019 Gaceta Parlamentaria13



rrupción. La recuperación de activos se lleva a cabo
fundamentalmente a través de tres procesos reconoci-
dos en el ordenamiento jurídico mexicano y que son el
decomiso, el abandono y la extinción de dominio. En
los seis años de la presidencia de Enrique Peña Nieto
únicamente se recuperaron activos por una cantidad
cercana a los cuarenta millones de pesos, correspon-
diendo una cifra aproximada a los veinte millones de
dólares a la figura del bando no y otro tanto a la extin-
ción de dominio, no localizándose datos con relación a
decomisos derivados de procedimientos penales fede-
rales. Como se puede observar, dichas cantidades son
muy poco significativas al compararse con las corres-
pondientes a aquellas derivadas de flujos ilícitos y que
en seis años pudieron haber sumado al menos 250 mil
millones de dólares.

Como resultado de lo anterior, el denominado Grupo
de Acción Financiera Internacional (GAFI), el grupo
de expertos internacionales encargado de generar re-
comendaciones y de realizar evaluaciones a los miem-
bros de la comunidad internacional en materia de pre-
vención y combate al fenómeno de lavado de dinero,
señaló en el informe de resultados de su valoración del
desempeño de México en la materia, señaló que si bien
nuestro país cuenta con un robusto marco jurídico e
institucional, los resultados de las políticas antilavado
y de recuperación de activos eran deficientes.

Toda vez que han sido objeto de la mayor preocupa-
ción en el seno de los órganos especializados de la Or-
ganización de las Naciones Unidas, como la Oficina
de Naciones Unidas para la Droga y el Delito los fe-
nómenos relacionados con el crimen organizado y el
lavado de dinero, así como la corrupción y sus efectos
erosivos de la gobernabilidad y el desarrollo de las na-
ciones, es que se han generado diversos instrumentos
y tratados internacionales que contienen obligaciones
para los estados en materia de prevención y persecu-
ción de dichos actos ilícitos. En ese orden de ideas es
que se han suscrito en el seno y auspiciados por la
ONU los siguientes tratados internacionales: Conven-
ción de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de
Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, la Conven-
ción de las Naciones Unidas contra la Delincuencia
Organizada Trasnacional y sus tres protocolos com-
plementarios en materia de trata de personas, tráfico
de migrantes y de tráfico ilícito de armas, así como la
Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción. 

Dentro de ese contexto convencional, la Oficina de Na-
ciones Unidas para la Droga y el Delito (ONUDD) ela-
boró la denominada Ley Modelo de Extinción de Domi-
nio, que tiene como objetivo el servir como una directriz
legislativa y de estandarización a efecto de que los
miembros de la comunidad internacional den cuenta con
el desarrollo de procedimientos que, en un estricto régi-
men de respeto a los derechos humanos, sean idóneos y
proporcionales en materia de extinción de dominio. 

Al respecto es menester señalar que en el centro de la
reflexión del respeto a los derechos fundamentales se
encuentra la consideración del derecho a la propiedad.
Este, como la totalidad de derechos humanos, es parte
de un sistema complejo en el que ninguna de las pre-
rrogativas del ciudadano tiene carácter absoluto. Lo
anterior se confirma por el propio texto constitucional
que somete a la institución de la propiedad privada a
las modalidades que dicte el interés público. 

La presente iniciativa ha sido desarrollada incorporan-
do los referentes internacionales en la materia, adap-
tando los contenidos de la ley modelo señalada a la
tradición jurídica sustantiva y adjetiva de nuestro país. 

En tal sentido, encontramos necesario que la Ley Na-
cional de Extinción de Dominio, que debe expedirse
en cumplimiento del mandato constitucional derivado
de enmienda propuesta originariamente por grupos
parlamentarios del Partido Acción Nacional para el
combate eficaz a la corrupción y a la criminalidad or-
ganizada, tenga los atributos consagrados por la prác-
tica y la contextura doctrinal internacional. A saber di-
chas características son:

– Procedimiento real verdaderamente autónomo del
correspondiente a la vía penal. 

– Acción de Extinción de Dominio imprescriptible,
a efecto de inhibir la posibilidad de legitimación de
acervos patrimoniales derivados de ilicitud por el
simple paso del tiempo, lo cual sería un imperdona-
ble y cándido proceso de lavado de dinero inheren-
te al marco constitucional. 

– Posibilidad de aplicación retrospectiva o retroac-
tiva de la acción de Extinción de Dominio, a efecto
de que esta se pueda aplicar incluso a conductas y
hechos acaecidos de manera previa a la emisión de
la legislación ulterior. 
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– Carga dinámica de la prueba. Lo anterior implica
que, a diferencia del proceso penal que tiende a la
individualización de una punición de carácter per-
sonal, en la persecución patrimonial es factible, idó-
neo, necesario y proporcional, el establecimiento
del principio probatorio en virtud del cual, quien
afirma, está obligado a probar. Si la Litis de la Ex-
tinción de Dominio consistirá en el origen lícito de
acervos patrimoniales, es asequible jurídicamente
la exigencia de que quien sostiene esa licitud la
acredite en el ejercicio de garantía de audiencia. 

En tal virtud y en acatamiento a la reforma constitu-
cional que dispone la creación de una Ley Nacional de
Extinción de Dominio, es que el Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional propone el siguiente pro-
yecto de Ley Nacional de Extinción de Dominio.

El contenido de este proyecto supone la regulación de
aspectos de orden sustantivo y adjetivo de disposicio-
nes de categoría constitucional. 

Se disponen las hipótesis sustantivas de procedencia
de la acción, quiénes son las partes del proceso así co-
mo las atribuciones a cargo del Ministerio Público,
tanto del orden federal como de las entidades federati-
vas y la policía en la preparación y presentación de la
acción de Extinción de Dominio. 

Destaca en los estándares internacionales que se refle-
jan en esta iniciativa el hecho de que las hipótesis pro-
cesales para el ejercicio de la acción no están condi-
cionados a que se adelanten etapas procesales de
imputación penal, puesto que ello sería contrario a la
naturaleza de la figura que se crea precisamente para
remontar las gravosas cargas probatorias del todo in-
debidas e inconsecuentes para la reivindicación patri-
monial. 

En virtud de lo anteriormente expuesto, sometemos a
consideración de esta Cámara de Diputados el si-
guiente proyecto de

Decreto que expide la Ley Nacional de Extinción de
Dominio, Reglamentaria del Artículo 22 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Artículo Único: Se expide la Ley Nacional de Extin-
ción de Dominio, Reglamentaria del Artículo 22 de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos en los siguientes términos:

Título Primero

Capítulo Primero
Disposiciones Preliminares

Artículo 1. Esta ley es reglamentaria del artículo 22 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos en materia de extinción de dominio. Sus dispo-
siciones son de orden público, de interés social y tiene
por objeto regular la extinción de dominio de bienes a
favor del Estado, así como el procedimiento corres-
pondiente, la administración de bienes sujetos a extin-
ción, la actuación de las autoridades competentes, los
efectos de la resolución que se emita y los medios pa-
ra la intervención de terceros que se consideren afec-
tados por la misma.

Artículo 2. Para efectos de esta ley se entenderá por:

I. Afectado.- Persona física o moral que invoque un
derecho real sobre un bien sujeto a esta ley.

II. Bienes. Todos los activos de cualquier tipo, ya
sean corpóreos o incorpóreos, muebles o inmue-
bles, tangibles o intangibles y los documentos o ins-
trumentos legales que acrediten la propiedad u otros
derechos sobre dichos activos.

III. Buena fe. Conducta diligente y prudente, exen-
ta de toda culpa, en todo acto o negocio jurídico re-
lacionado con los bienes sujetos al procedimiento
de extinción de dominio.

IV. Actividad ilícita. Conducta correspondiente a
las enumeradas en el párrafo cuarto del artículo 22
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, que se encuentre relacionado con in-
vestigación o se cuenten con datos de prueba, sin
que sea necesario la existencia de auto de vincula-
ción a proceso o sentencia condenatoria. 

V. Instrumentos. Bienes utilizados o destinados a
ser utilizados, de cualquier forma, en su totalidad o
en parte, para actividades ilícitas.

VI. Juez.- Órgano jurisdiccional competente.
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VII. Ministerio Público.- Ministerio Público de la
Federación o de las entidades federativas.

VII. Productos.- Bienes derivados u obtenidos di-
recta o indirectamente de actividades ilícitas.

Artículo 3. La extinción de dominio es una conse-
cuencia patrimonial de actividades ilícitas consistente
en la declaración de titularidad a favor del Estado, de
los bienes a que se refiere esta ley, por sentencia de au-
toridad judicial, sin contraprestación, ni compensación
de naturaleza alguna.

La extinción de dominio es de naturaleza jurisdiccio-
nal, de carácter real en cuanto se dirige contra bien-
es, y se declara a través de un procedimiento autóno-
mo, e independiente de cualquier otro juicio o
proceso.

Artículo 4. A falta de regulación suficiente en la pre-
sente Ley respecto de las instituciones y supuestos ju-
rídicos regulados por la misma, se estará a las siguien-
tes reglas de supletoriedad:

I. En la preparación del ejercicio de la acción de ex-
tinción de dominio, a lo previsto en el Código Na-
cional de Procedimientos Penales;

II. En el juicio de extinción de dominio, a lo previs-
to en el Código Federal de Procedimientos Civiles
y en su caso a los Códigos de Procedimientos Civi-
les de las Entidades federativas;

III. En la administración, enajenación y destino de
los bienes, a lo previsto en la Ley Federal para la
Administración y Enajenación de Bienes del Sector
Público, y en las leyes locales en la materia;

IV. En los aspectos relativos a la regulación de bien-
es u obligaciones, a lo previsto en el Código Civil
Federal y en su caso a los Códigos Civiles de las
Entidades federativas;

Toda la información que se genere u obtenga con rela-
ción a esta Ley se regirá en los términos de la Ley Ge-
neral de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública y en su caso a la legislación de la
materia de las entidades federativas.

La documentación e información obtenida de la inves-
tigación de una causa penal, se sujetará a lo dispuesto
por el artículo 218 del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales.

El fiscal general de la República entregará un informe
anual al Congreso de la Unión, sobre el ejercicio de las
facultades que le otorga esta ley. Asimismo, los titula-
res de las Fiscalías Generales de los estados de la Fe-
deración entregarán un informe anual al Poder Legis-
lativo local, sobre el ejercicio de las facultades en
materia de extinción de dominio.

Artículo 5. La extinción de dominio se declarará con
independencia de que los presupuestos para su proce-
dencia hayan ocurrido con anterioridad a la vigencia
de esta Ley.

Artículo 6. El ejercicio de la acción de extinción de
dominio es imprescriptible.

Artículo 7. Los bienes que se encuentren sujetos al
procedimiento de extinción no se legitiman por causa
de muerte y en consecuencia, la extinción de dominio
procederá sobre éstos. De igual forma, la muerte del o
los afectados no cancela la acción de extinción de do-
minio. 

Artículo 8. Se presume la buena fe en la adquisición y
destino de los bienes; en consecuencia, ningún acto ju-
rídico realizado sobre los bienes sujetos al procedi-
miento de extinción los legitima, salvo los derechos de
terceros de buena fe.

Artículo 9. Los bienes que correspondan al régimen de
propiedad ejidal o comunal podrán ser objeto de ex-
tinción de dominio. 

Artículo 10. Dentro de las investigaciones con fines de
extinción de dominio se podrá solicitar, previa autori-
zación judicial, acceso a las bases de datos en búsque-
da de la información necesaria para la procedencia de
la acción, cruces de información en las bases de datos
de entidades financieras, y en general en todas aquellas
involucradas con la operación, registro y control de de-
rechos patrimoniales. Esta autorización podrá conce-
derse por un año, prorrogable por un término igual.

Para el ejercicio de estas funciones las entidades men-
cionadas facilitarán la consulta y cruce de bases de da-
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tos de conformidad con las disposiciones de carácter
general que al efecto se emitan.

No será oponible la secrecía bancaria, cambiaria, bur-
sátil o tributaria, ni se impedirá el acceso a la informa-
ción contenida en bases de datos dentro del proceso de
extinción de dominio.

Capítulo Segundo
Aspectos procesales

Artículo 11. En la aplicación de la presente ley se ga-
rantizarán y protegerán los derechos reconocidos en la
Constitución y en los tratados internacionales que re-
sulten inherentes a su naturaleza.

Las actuaciones que limiten derechos fundamentales
serán ejercitadas previa orden judicial.

En caso de urgencia u otra necesidad debidamente
fundamentada, la autoridad competente podrá adoptar
tales medidas, debiendo someterlas a control judicial
posterior tan pronto sea posible.

Artículo 12. Por cada bien perseguible en extinción de
dominio se desarrollará un proceso, salvo las excep-
ciones constitucionales y legales.

Artículo 13. El Ministerio Público podrá acumular en
una misma investigación distintos bienes, cuando se
constate alguno de los siguientes factores de conexi-
dad:

I. Cuando los bienes aparentemente pertenezcan o
estén vinculados bajo esquemas de dueño controla-
dor o beneficiario controlador a una misma persona,
al mismo núcleo familiar, al mismo grupo empresa-
rial o societario o al mismo núcleo ejidal, comunal
o agrario;

II. Cuando existen nexos de relación común entre
los titulares de los bienes que permiten inferir la
presencia de una identidad o unidad patrimonial o
económica, tales como la utilización de testaferros,
prestanombres, subordinados, empresas fachada o
esquemas similares;

III. Cuando se trate de bienes que presenten identi-
dad en cuanto a la actividad ilícita de la cual pro-
vienen o para la cual están siendo destinados; o

IV. Cuando después de una evaluación costo-bene-
ficio se determine que se trata de bienes respecto de
los cuales no se justifica desarrollar un proceso de
extinción de dominio individual para cada uno de
ellos, debido a su escaso valor económico, a su
abandono, o su estado de deterioro.

Artículo 14. Procederá la separación de procesos de
extinción de dominio:

I. Cuando el fiscal general o en quien delegue la fa-
cultad considere que hay razón suficiente para de-
cretar el archivo o presentar demanda de extinción
de dominio ante el juez, respecto de uno o algunos
de los bienes que son objeto del proceso;

II. Cuando se decrete nulidad parcial de la actua-
ción procesal que obligue a reponer el trámite con
relación a uno o algunos de los bienes;

III. Cuando se recaiga acuerdo entre el Ministerio
Público y el afectado respecto de uno o algunos de
los bienes; o

IV. Cuando uno o algunos de los bienes objeto del
trámite o alguno de los afectados se encuentren en
el exterior, siempre y cuando el fiscal general o en
quien delegue la facultad lo considere necesario y
conveniente para garantizar la celeridad y el éxito
del proceso.

La separación de procesos no generará cambio de
competencia, y el Juez que la ordenó continuará cono-
ciendo de las actuaciones.

Artículo 15. Durante el procedimiento se reconocen al
afectado los siguientes derechos:

I. Tener acceso al proceso, directamente o a través
de la asistencia y representación de un abogado,
desde la notificación de la pretensión de extinción
de dominio o desde la materialización de las medi-
das cautelares.

II. Conocer los hechos y fundamentos que sustentan
el proceso en términos claros y comprensibles.

II. Presentar y solicitar pruebas, e intervenir am-
pliamente en resguardo de sus derechos.
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III. Controvertir las pretensiones que se estén ha-
ciendo valer en contra de los bienes.

IV. Renunciar al debate probatorio y optar por una
sentencia anticipada de extinción de dominio.

Artículo 16. La decisión que admite la pretensión y to-
das las resoluciones que se adopten sobre la misma se
notificaran a los afectados en forma personal, o a tra-
vés de apoderado o defensor. Cuando no resulte posi-
ble efectuar esta notificación, ésta se hará por edictos,
que contendrán una relación sucinta de la demanda, y
se publicarán por tres veces, de siete en siete días, en
uno de los periódicos diarios de mayor circulación en
la República o en su caso, en la entidad federativa, ha-
ciéndosele saber que debe presentarse dentro del tér-
mino de treinta días, contados del siguiente al de la úl-
tima publicación para deducir sus derechos.

Todas las demás notificaciones, aún las de carácter
personal se efectuarán por medio de boletín judicial.

Artículo 17. Serán emplazados a juicio los afectados
que hayan sido notificados personalmente de la de-
manda o por conducto de su apoderado o defensor o
por instructivo, así como aquellos que habiendo sido
notificados por edictos no se presenten a deducir sus
derechos. 

En caso de desconocimiento del titular de los bienes
sujetos a extinción, se emplazará al afectado mediante
la publicación por tres veces en el boletín judicial dón-
de radique el juicio, a efecto de que en un plazo de
treinta días acuda a deducir sus derechos.

Artículo 18. En caso de incomparecencia del afectado
debidamente notificado, el Ministerio Público podrá
desistirse de la acción a efecto de promover el proce-
dimiento de abandono previsto en el Código Nacional
de Procedimientos Penales

Artículo 19. Los términos para recurrir y de traslado
serán comunes y se contarán a partir de la última noti-
ficación.

Artículo 20. El juez para hacer cumplir sus determina-
ciones podrá emplear, a discreción y sin prelación,
cualquiera de los medios de apremio que le otorga la
ley.

Artículo 21. A toda demanda o contestación deberá
acompañarse necesariamente:

I. El poder que acredite la personalidad del que
comparece en nombre de otro, o bien el documento
o documentos que acrediten el carácter con el que el
litigante se presente en juicio, en el caso de tener re-
presentación legal de alguna persona o corporación
o cuando el derecho que reclame provenga de ha-
bérsele transmitido por otra persona;

II. Los documentos en que el actor funde su acción
y aquellos en que el demandado funde sus excep-
ciones. Si no los tuvieren a su disposición, acredita-
rán haber solicitado su expedición con la copia sim-
ple sellada por el archivo o lugar en que se
encuentren los originales, para que, a su costa, se
les expida certificación de ellos. Se entiende que las
partes tienen a su disposición los documentos,
siempre que legalmente puedan pedir copia autori-
zada de los originales y exista obligación de expe-
dírselos. Si las partes no pudiesen presentar los do-
cumentos en que funden sus acciones o
excepciones, declararán, bajo protesta de decir ver-
dad, la causa por la que no pueden presentarlos. En
vista a dicha manifestación, el juez, si lo estima pro-
cedente, ordenará al responsable de la expedición
que el documento solicitado por el interesado se ex-
pida a costa de éste, apercibiéndolo con la imposi-
ción de alguna de las medidas de apremio que auto-
riza la ley.

Salvo disposición legal en contrario o que se trate
de pruebas supervenientes, de no cumplirse por las
partes con alguno de los requisitos anteriores, no se
les recibirán las pruebas documentales que no obren
en su poder al presentar la demanda o contestación,
como tampoco si en esos escritos se dejan de iden-
tificar las documentales, para el efecto de que opor-
tunamente se exijan por el tribunal y sean recibidas;
el mismo tratamiento se dará a los informes que se
pretendan rendir como prueba;

III. Además de lo señalado en la fracción II, con la
demanda y contestación se acompañarán todos los
documentos que las partes tengan en su poder y que
deban de servir como pruebas de su parte y, los que
presentaren después, con violación de este precep-
to, no les serán admitidos, salvo de que se trate de
pruebas supervenientes; y
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IV. Las copias simples o fotostáticas, siempre que
sean legibles a simple vista, tanto del escrito de de-
manda como de los demás documentos referidos,
incluyendo la de los que se exhiban como prueba
según los párrafos precedentes, para correr traslado
a la contraria. El juez prevendrá al ministerio públi-
co en caso de que advierta la falta de éstas para que
subsane su omisión; en caso de la contestación a la
demanda se prevendrá al demandado para que sub-
sane su omisión. La omisión de las copias no será
motivo para dejar de admitir los escritos y docu-
mentos que se presenten en tiempo oportuno. En es-
te caso, el juez señalará sin ulterior recurso, un tér-
mino que no excederá de tres días para exhibir las
copias y si no se presentasen en dicho plazo, las ha-
rá el secretario a costa de la parte que las omitió. Se
exceptúa de esta disposición el escrito de demanda
principal.

V. La designación del domicilio ubicado dentro de
la demarcación territorial dónde tenga lugar el jui-
cio para que se les hagan las notificaciones y se
practiquen las diligencias que sean necesarias.

Artículo 22. Las partes podrán solicitar por sí o por
conducto de persona autorizada copia simple o certifi-
cada de las constancias de autos que obren en el pro-
cedimiento a costa de la parte solicitante y previo el
pago correspondiente.

Se autorizará a las partes o a sus autorizados copiar o
reproducir por cualquier medio tecnológico el acuerdo
o resoluciones dictadas por los tribunales, sin que se
requiera decreto judicial en el procedimiento que así lo
autorice.

Artículo 23. Las partes podrán autorizar para oír y re-
cibir notificaciones en su nombre, a una o varias per-
sonas con capacidad legal, quienes quedarán faculta-
das para intervenir en representación de la parte que
los autoriza en todas las etapas procesales del juicio,
comprendiendo la de alzada y la ejecución, con todas
las facultades generales y las especiales que requieran
cláusula especial, incluyendo la de absolver y articular
posiciones, debiendo en su caso, especificar aquellas
facultades que no se les otorguen, pero no podrán sus-
tituir o delegar dichas facultades en un tercero.

Las personas autorizadas conforme a la primera parte
de este párrafo, deberán acreditar encontrarse legal-

mente autorizadas para ejercer la profesión de aboga-
do o Licenciado en Derecho, debiendo proporcionar
los datos correspondientes en el escrito en que se otor-
gue dicha autorización y exhibir su cédula profesional
o carta de pasante en su primera intervención, en el en-
tendido que el autorizado que no cumpla con lo ante-
rior, perderá la facultad a que se refiere este artículo en
perjuicio de la parte que lo hubiere designado, y úni-
camente tendrá las que se indican en el último párrafo
de este artículo. Las personas autorizadas en los térmi-
nos de este artículo, serán responsables de los daños y
perjuicios que causen ante el que los autorice, de
acuerdo a las disposiciones aplicables en materia civil
para el mandato y las demás conexas, salvo prueba en
contrario. Los autorizados podrán renunciar a dicha
calidad, mediante escrito presentado al tribunal, ha-
ciendo saber las causas de la renuncia.

Las partes podrán designar personas solamente autori-
zadas para oír notificaciones e imponerse de los autos,
a cualquiera con capacidad legal, quien no gozará de
las demás facultades a que se refieren los párrafos an-
teriores.

Artículo 24. En el proceso de extinción de dominio no
habrá lugar al trámite de excepciones dilatorias ni de
incidentes, cualquiera que sea su naturaleza.

Capítulo Tercero
De la acción de Extinción de Dominio

Artículo 25. La acción de extinción procederá sobre
cualquier bien, independientemente de quien lo tenga
en su poder, o lo haya adquirido.

El ejercicio de la acción de extinción de dominio le co-
rresponde al Ministerio Público.

El Ministerio Público podrá desistirse de la acción de
extinción de dominio antes del emplazamiento, previo
acuerdo del Fiscal General. En los mismos términos,
podrá desistirse de la pretensión respecto de ciertos
bienes objeto de la acción de extinción de dominio. En
ambos casos deberá existir causa justificada suficiente
que deberá reportarse en el informe a que refiere el ar-
tículo 4.

Artículo 26. La extinción de dominio procederá sobre
aquellos bienes cuya legítima procedencia no pueda
acreditarse y se encuentren relacionados con las inves-
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tigaciones sobre los delitos a que refiere el cuarto pá-
rrafo del artículo 22 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en los siguientes térmi-
nos:

I. Bienes que sean producto de actividades ilícitas.

II. Bienes que sean instrumentos de actividades ilí-
citas.

III. Bienes que sean objeto material de actividades
ilícitas.

IV. Bienes que provengan de la transformación o
conversión parcial o total, física o jurídica del pro-
ducto, instrumentos u objeto material de actividades
ilícitas.

V. Bienes de origen lícito utilizados para ocultar
bienes de ilícita procedencia.

VI. Bienes de origen lícito mezclados con bienes de
ilícita procedencia.

VII. Bienes que constituyan un incremento patri-
monial no justificado, cuando existan elementos
que permitan considerar razonablemente que pro-
vienen de actividades ilícitas.

VIII. Bienes que constituyan ingresos, rentas, fru-
tos, ganancias y otros beneficios derivados de los
anteriores bienes.

IX. Bienes de origen lícito cuyo valor sea equiva-
lente a cualquiera de los bienes descritos en las frac-
ciones anteriores, cuando no sea posible su locali-
zación, identificación, incautación, embargo
preventivo o aprehensión material.

X. Bienes de origen lícito cuyo valor sea equivalen-
te a cualquiera de los bienes descritos en los nume-
rales anteriores, cuando se acredite el derecho de un
tercero de buena fe sobre el mismo bien.

Artículo 27. Para la preparación de la acción de extin-
ción de dominio, el Ministerio Público o la policía ba-
jo la dirección jurídica de aquel podrán generar la in-
formación y pruebas que se requieran en cada caso en
que se tenga noticia de la existencia de bienes que se
puedan encontrar en alguno de los supuestos del artí-

culo 22. Asimismo se podrá emplear la información
que se genere en el curso de las investigaciones admi-
nistrativas o penales en relación con las actividades ilí-
citas correspondientes, en cualquier etapa en que se
encuentren aquellas.

Para la realización de las investigaciones tendientes a
la preparación o presentación de la demanda de extin-
ción de dominio, el Ministerio Público o la policía re-
alizarán las indagatorias que consideren de manera
fundada y motivada. 

Si las indagatorias tendientes a la preparación o pre-
sentación de la demanda de extinción de dominio im-
plican la realización de actos de molestia, estos se lle-
varán a cabo de acuerdo con las formalidades
correspondientes, considerando en todo caso las exi-
gencias que para actos de investigación se requieran
en la Ley General de Responsabilidades de Servidores
Públicos, Código Nacional de Procedimientos Penales
o Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, se-
gún sea el caso.

Cuando se disponga que algún acto de investigación
requiere control judicial este se realizará por parte de
los jueces de control habilitados para el efecto. En di-
chos supuestos las autoridades investigadoras deberán
señalar que el objetivo del acto de molestia esta rela-
cionado con la preparación o el ejercicio de la acción
de extinción de dominio. 

La vulneración de derechos fundamentales en la in-
vestigación tendrá como consecuencia la nulidad de la
actuación correspondiente. 

Título Segundo
De la Competencia y 

Procedimiento de Extinción de Dominio

Capítulo Primero
De la Competencia

Artículo 28. El Poder Judicial de la Federación conta-
rá con jueces especializados en materia de extinción
de dominio. 

Los Poderes Judiciales de las entidades federativas
contarán con jueces especializados en materia de ex-
tinción de dominio.
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Artículo 29. Son partes en el procedimiento de extin-
ción de dominio:

I. El actor, que será el Ministerio Público;

II. El demandado, que será quien se ostente como
dueño, titular del bien o bienes sujetos a extinción o
a quien se repute dueño beneficiario o beneficiario
controlador del bien o bienes objeto de la acción;

III. Tercero, quien o quienes se consideren afecta-
dos por la acción de extinción de dominio y acredi-
te tener un interés jurídico sobre los bienes materia
de la acción de extinción de dominio. Si los afecta-
dos fueren varios e idénticas sus oposiciones, debe-
rán nombrar representante común; y

El demandado y el tercero actuarán por sí o a través de
sus representantes o apoderados. En cualquier caso,
los efectos procesales serán los mismos.

Existirá litisconsorcio necesario en el procedimiento
de extinción de dominio, siempre que dos o más per-
sonas ejerzan una misma acción u opongan la misma
excepción, para lo cual deberán litigar unidas y bajo
una misma representación.

Capítulo Segundo
De las Medidas Cautelares

Artículo 30. El juez, a solicitud fundada del Ministerio
Público, podrá imponer las medidas cautelares necesa-
rias para garantizar la conservación de los bienes ma-
teria de la acción de extinción de dominio y, en su
oportunidad, para la aplicación de los bienes a los fi-
nes de la extinción.

El juez podrá ordenar la medida cautelar que resulte
procedente en el auto admisorio de la demanda o en
cualquier etapa del procedimiento. Los bienes asegu-
rados no serán transmisibles por herencia o legado du-
rante la vigencia de esta medida.

Durante la sustanciación del procedimiento, el Minis-
terio Público podrá solicitar al Juez la ampliación de
medidas cautelares respecto de los bienes sobre los
que se haya ejercitado acción. También se podrán so-
licitar medidas cautelares con relación a otros bienes
sobre los que no se hayan solicitado en un principio,
pero que formen parte del procedimiento.

Son medidas cautelares:

I. El aseguramiento de bienes;

II. El embargo precautorio;

III. El aseguramiento por valor equivalente;

IV. Aseguramiento de bienes, haberes y negocios de
sociedades, establecimientos comerciales o empre-
sas. 

V. La inhabilitación de disposición material, que se
inscribirá desde luego en el registro correspondien-
te sin importar en quien recaiga la titularidad del
bien. 

Las medidas cautelares se ejecutarán independiente-
mente de quien ostente la titularidad del bien.

No se exigirá caución a la autoridad competente para
solicitar o disponer medidas cautelares.

Artículo 31. El demandado o el afectado no podrán
ofrecer garantía para obtener el levantamiento de la
medida cautelar.

Artículo 32. Cuando se tenga conocimiento de que los
bienes objeto de la medida cautelar impuesta hayan si-
do previamente intervenidos, secuestrados, embarga-
dos o asegurados, en procedimiento judiciales o admi-
nistrativos distintos del procedimiento de extinción de
dominio, se notificará la nueva medida a las autorida-
des que hayan ordenado dichos actos, así como al Ser-
vicio de Administración y Enajenación de Bienes si
fuese éste quien tuviere transferidos los bienes. Los
bienes podrán continuar en custodia de quien se hu-
biere designado para ese fin y a disposición de la au-
toridad competente.

En caso de que las medidas a que se refiere el párrafo
anterior sean levantadas o modificadas, subsistirá la
medida cautelar que haya ordenado el Juez de extin-
ción de dominio quien podrá modificar las condicio-
nes de su custodia, dando prioridad a su conservación.

Artículo 33. El Ministerio Público o, en su caso, las
autoridades que regulan el sistema financiero nacional
podrán ordenar a las entidades financieras la inmovili-
zación provisional e inmediata de fondos o activos
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cuando reciba resoluciones de las autoridades compe-
tentes o de organismos internacionales de los que el
Estado mexicano sea parte cuando estén vinculados
con procedimientos en materia de la extinción de do-
minio.

Se entenderá por inmovilización provisional e inme-
diata, la prohibición temporal de transferir, depositar,
adquirir, dar, recibir, cambiar, invertir, transportar,
traspasar, convertir, enajenar, trasladar, gravar, mover
o retirar fondos o activos, u otra equivalente, cuando
éstos estén vinculados con los delitos materia de la ex-
tinción de dominio.

La inmovilización provisional e inmediata ordenada
por el Ministerio Público tendrá una vigencia de no-
venta días contados a partir de que se notificó la me-
dida a la entidad financiera, dentro de este plazo, el
Ministerio Público solicitará al juez el aseguramiento
de los fondos o activos.

En estos casos quedarán salvaguardados los derechos
de las entidades financieras respecto de créditos otor-
gados, garantías u obligaciones contraídas con anterio-
ridad y conforme a la ley.

Artículo 34. Recibida la solicitud de la medida caute-
lar de aseguramiento, si lo encuentra ajustado a dere-
cho, el Juez la concederá y procederá a hacer del co-
nocimiento de inmediato su determinación a la entidad
financiera.

Artículo 35. Cuando el Ministerio Público de la Fede-
ración o el juez asegure un establecimiento mercantil
o empresa prestadora de servicios o cualquier inmue-
ble, vinculado con las conductas de delincuencia orga-
nizada a que se refiere la Ley Federal para prevenir y
sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidro-
carburos, inmediatamente notificará al Servicio de Ad-
ministración y Enajenación de Bienes con la finalidad
de que el establecimiento mercantil o empresa asegu-
rada le sea transferida.

Previo a que la empresa sea transferida al Servicio de
Administración y Enajenación de Bienes, se retirará el
producto ilícito de los contenedores del establecimien-
to o empresa y se suministrarán los hidrocarburos líci-
tos con el objeto de continuar las actividades, siempre
y cuando la empresa cuente con los recursos para la
compra del producto; suministro que se llevará a cabo

una vez que la empresa haya sido transferida al Servi-
cio de Administración y Enajenación de Bienes para
su administración.

Artículo 36. El Servicio de Administración y Enajena-
ción de Bienes deberá ser notificado del otorgamiento
de toda medida cautelar o levantamiento de cualquie-
ra de éstas en los asuntos de su competencia.

Artículo 37. Los bienes a que se refiere este Capítulo
serán transferidos conforme a la Ley Federal para la
Administración y Enajenación de Bienes del Sector
Público a efecto de que se disponga de los mismos en
términos de dicha ley.

Para tales efectos, se tendrá al Juez que imponga la
medida cautelar como entidad transferente.

Artículo 38. Excepcionalmente, el Ministerio Público
podrá decretar medidas cautelares antes de la deman-
da de extinción de dominio, en casos de evidente ur-
gencia o cuando existan serios motivos fundados que
permitan considerar la medida como indispensable y
necesaria para cumplir con alguno de los fines descri-
tos en el artículo 26 de la presente ley. Estas medidas
cautelares no podrán extenderse por más de seis me-
ses, término dentro del cual el Ministerio Público de-
berá definir si la acción debe archivarse o si por el con-
trario resulta procedente presentar demanda de
extinción de dominio.

Capítulo Tercero
De la Sustanciación del Procedimiento

Artículo 39. El procedimiento consta de dos etapas:
una fase inicial o preprocesal que estará a cargo del
Ministerio Público, y una fase de juicio o procesal a
cargo del juez que se iniciará a partir de la presenta-
ción de la demanda de extinción de dominio.

Artículo 40. La fase inicial o preprocesal iniciará de
oficio cuando el Ministerio Público o la policía tenga
conocimiento de un hecho ilícito materia de extinción
de dominio, conforme a lo que disponga el artículo 22
constitucional y esta ley, y sobre el cuál dirigirá la in-
vestigación con el fin de:

I. Identificar, localizar y ubicar los bienes que se en-
cuentren en un presupuesto de extinción de domi-
nio.
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II. Acreditar que concurren los elementos exigidos
en los presupuestos de extinción de dominio.

III. Identificar a los posibles titulares de derechos
sobre los bienes que se encuentren en un presu-
puesto de extinción de dominio y averiguar su do-
micilio para efectos de notificación.

IV. Acreditar el vínculo entre los posibles titulares
de derechos sobre los bienes y el presupuesto de ex-
tinción de dominio.

V. Desvirtuar la presunción de buena fe.

La actuación será reservada hasta la notificación de la
pretensión de extinción de dominio o la materializa-
ción de las medidas cautelares.

Artículo 41. En el desarrollo de esta fase, el Ministe-
rio Público o la policía bajo la dirección jurídica de es-
te podrá utilizar cualquier medio probatorio y todas las
técnicas de investigación que estime necesarias, tales
como la entrega vigilada o controlada, las operaciones
encubiertas, la intervención y grabación de toda clase
de comunicaciones privadas y la vigilancia electrónica
o de otra índole, siempre y cuando se garantice el res-
peto de los derechos fundamentales. En los casos que
dichas técnicas de investigación requieran autoriza-
ción judicial, la solicitará conforme a la ley de la ma-
teria.

Cuando fuere necesario y urgente asegurar el bien y
concurran motivos fundados, se podrán adoptar o soli-
citar medidas cautelares sobre los bienes objeto de in-
vestigación, conforme a lo señalado en esta ley o la le-
gislación aplicable.

Materializada la medida, la autoridad competente de-
berá resolver dentro de los cuatro meses siguientes si
archiva los antecedentes o procede a formular preten-
sión. Por motivos fundados se podrá prorrogar este
plazo.

Artículo 42. La fase inicial o preprocesal terminará or-
denando el archivo temporal de lo actuado con las jus-
tificaciones de ley o mediante la presentación de la
demanda de extinción de dominio ante el juez compe-
tente.

La decisión de archivo temporal podrá ser apelable.

Cuando sobrevengan elementos de juicio que permitan
desestimar razonablemente los argumentos que moti-
varon la decisión de archivo temporal, la autoridad
competente podrá reabrir la investigación.

Artículo 43. La acción de extinción de dominio se for-
mulará mediante demanda por escrito, la cual deberá
contener, además de los señalados en el artículo 17 de
esta Ley, los siguientes requisitos:

I. El juez que se considere competente;

II. El nombre y domicilio del o de los afectados, o
quienes se consideran los titulares de los derechos
de propiedad sujetos a la acción de extinción de do-
minio;

III. La descripción de los bienes respecto de los
cuales se solicita la extinción de dominio, señalan-
do su ubicación y demás datos para su identifica-
ción y localización;

IV. Los argumentos de hecho y de derecho que fun-
damentan los presupuestos de la extinción de domi-
nio.

V. Las pruebas directas e indirectas que soportan la
pretensión y que tengan relación con los hechos, de-
biendo en ese momento exhibir las documentales o
señalar el archivo donde se encuentren, precisando
los elementos necesarios para la substanciación y
desahogo de los otros medios de prueba;

VI. La solicitud de las diligencias que estime nece-
sarias.

VII. La información sobre las medidas cautelares
adoptadas. En su caso, el acuerdo de aseguramien-
to de los bienes, ordenado por el Ministerio Público
dentro de la carpeta de investigación; el acta en la
que conste la cadena de custodia, el inventario y su
estado físico, la constancia de inscripción en el re-
gistro público correspondiente y el certificado de
gravámenes de los inmuebles, así como la estima-
ción del valor de los bienes y la documentación re-
lativa a la notificación del procedimiento para la de-
claratoria de abandono y en el supuesto de existir, la
manifestación que al respecto haya hecho el intere-
sado o su representante legal;
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VIII. La solicitud de las medidas cautelares necesa-
rias para la conservación de los bienes;

IX. La enunciación de las actuaciones adelantadas
en la fase inicial que requieran mantenerse en se-
creto o reserva.

X. La petición de extinción de dominio sobre los
bienes y demás pretensiones; y

XI. Los fundamentos de derecho y la acción ejerci-
tada, procurando citar los preceptos legales o prin-
cipios jurídicos aplicables.

Artículo 44. Presentada la demanda, el juez en un tér-
mino no superior a quince días el Juez resolverá sobre
su admisión.

Si la demanda fuere obscura o irregular, el juez debe-
rá prevenir por una sola vez al Ministerio Público pa-
ra que la aclare, corrija o complete, otorgándole para
tal efecto un plazo de tres días contados a partir de que
surta efectos la notificación del auto que lo ordene.
Aclarada la demanda, el juez le dará curso o la des-
echará de plano.

Admitido a trámite, dentro del mismo plazo resolverá
sobre las medidas cautelares y su ejecución, la reserva
de las actuaciones, y ordenará la notificación de la de-
manda después de ejecutadas las medidas cautelares.
Asimismo, ordenará la práctica de las notificaciones a
las autoridades que correspondan.

Realizado el emplazamiento de ley, el demandado
contará con un plazo de quince días hábiles contados a
partir de la fecha en que surta efectos la notificación
para contestar la demanda.

Si los documentos con los que se le corriera traslado
excedieren de 500 fojas, por cada 100 de exceso o
fracción se aumentará un día más de plazo para con-
testar la demanda sin que pueda exceder de 20 días há-
biles. La certificación del plazo para contestar la de-
manda se hará saber al demandado al momento del
emplazamiento; dicha certificación no admitirá recur-
so alguno.

En el auto admisorio deberá señalarse la fecha progra-
mada para la celebración de la audiencia preparatoria,
la cual deberá realizarse dentro de un plazo que no po-

drá exceder de treinta días hábiles, no pudiéndose pro-
rrogar dicha fecha.

Artículo 45. La audiencia preparatoria comenzará con
la ratificación, modificación o solicitud de retiro de la
pretensión por parte de la autoridad competente.

A continuación se procederá a:

a. Definir competencia, nulidades, impedimentos y
recusaciones.

b. Verificar la legitimación, el interés de los intervi-
nientes y determinar quiénes serán parte del juicio.

c. Resolver los recursos que se hubieren interpues-
to contra la admisión de la pretensión, y las obser-
vaciones y demás cuestiones formales que se hu-
bieren planteado.

Contra la decisión que resuelve cualquiera de los
asuntos anteriores, procederá el recurso de apela-
ción en un solo efecto.

En desarrollo de la audiencia, las partes tendrán las
siguientes atribuciones:

a. Presentar los medios de prueba que sustentan su
posición.

b. Modificar las solicitudes probatorias.

c. Proponer o presentar estipulaciones o convencio-
nes probatorias.

d. Plantear la celebración de acuerdos conforme al
régimen constitucional y legal.

El juez decidirá sobre la admisibilidad de las pruebas
aportadas y ordenará las que considere pertinentes,
conducentes y útiles.

Así mismo, fijará fecha y hora para la realización de
audiencia de prueba y alegatos, que deberá efectuarse
dentro de los 30 días siguientes.

Artículo 46. Una vez admitida la pretensión el minis-
terio público podrá solicitar al juez su retiro cuando
sobrevengan elementos de juicio que desestimen los
fundamentos de la misma. De encontrar fundada la pe-
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tición el juez levantará las medidas adoptadas y orde-
nará el archivo definitivo de la actuación con efectos
de cosa juzgada.

Artículo 47. En el desarrollo de la audiencia de prue-
bas y alegatos y siguiendo el orden de intervención de
la audiencia preparatoria:

a. Se desahogarán y practicarán las pruebas.

b. Las partes expondrán los argumentos de hecho y
de derecho que sustentan su posición.

Cumplido lo anterior, el juez decretará el cierre de
la audiencia y fijará fecha y hora para lectura de
sentencia en un término no superior a treinta días.

Artículo 48. La sentencia contendrá entre otros:

a. La identificación de los bienes y de los afectados.

b. El resumen de la pretensión de extinción de do-
minio y de la oposición.

c. El análisis de los fundamentos de hecho y de de-
recho.

d. La valoración de la prueba.

e. La declaración motivada sobre la procedencia o
improcedencia de la extinción de dominio.

f. La determinación, en su caso, del monto de la re-
tribución por la colaboración del particular.

Contra esta sentencia procede el recurso de apelación.

Artículo 49. El afectado podrá allanarse a la pretensión
de extinción de dominio. El juez valorará la solicitud
y emitirá sentencia.

Cuando el afectado y la autoridad competente hubie-
ren celebrado acuerdos, se someterán ante el juez,
quien decidirá acerca de su procedencia.

Los acuerdos podrán incluir una retribución al afecta-
do hasta del tres porciento del valor comercial del bien
o la conservación del derecho de propiedad sobre
bienes susceptibles de extinción de dominio. Igual-
mente el afectado podrá solicitar el establecimiento de

medidas de protección en su favor de acuerdo a la Ley
Federal de Protección de Personas Que Intervienen en
el Procedimiento Penal. 

Capítulo Cuarto
De las Pruebas

Artículo 50. La sentencia que declara la extinción de
dominio se fundamentará en las pruebas legal y opor-
tunamente incorporadas.

El juez declarará la extinción de dominio del bien con-
forme a lo alegado y probado de acuerdo con la pre-
ponderancia de la prueba.

Artículo 51. Serán admisibles todos los medios de
prueba directos e indirectos, que sean pertinentes, con-
ducentes y útiles a los fines del proceso, tales como la
declaración de parte, el testimonio de terceros, el dic-
tamen pericial, la inspección judicial, los documentos
y los indicios.

El juez practicará las pruebas no previstas en esta ley
de acuerdo con las disposiciones que regulen medios
semejantes. Podrán decretarse pruebas de oficio.

Artículo 52. La prueba será apreciada en conjunto y de
acuerdo con las reglas de la sana crítica.

Artículo 53. La carga de la prueba será dinámica. Co-
rresponderá a cada parte probar los fundamentos que
sustentan su posición.

Los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones
indefinidas no requieren prueba.

Artículo 54. Cuando existan indicios de que los bien-
es perseguidos en extinción de dominio se encuentran
estrechamente vinculados a actividades de algún gru-
po de la delincuencia organizada se presumirá su ori-
gen o destinación en la actividad ilícita.

La Fiscalía General de la República podrá presentar
directamente demanda de extinción de dominio ante el
juez correspondiente a efecto de que se dicte la reso-
lución correspondiente.

Artículo 55. Exclusión de la prueba ilícita. El juez ex-
cluirá la prueba obtenida con violación de los derechos
fundamentales, sin perjuicio de aplicar las normas so-
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bre excepción a las reglas de exclusión que sean perti-
nentes.

Capítulo Cuarto
De las Nulidades

Artículo 56. Causas de nulidad. Son causas de nulidad,
sin perjuicio de la convalidación que admita el orde-
namiento jurídico, las siguientes:

a. Falta de competencia.

b. Falta o defectos en la notificación.

c. Inobservancia sustancial del debido proceso.

Artículo 57. Oportunidad y trámite. Las nulidades se
podrán invocar en la audiencia preparatoria y en la au-
diencia de prueba y alegatos.

Capítulo Quinto
De los Recursos

Artículo 58. Contra las decisiones proferidas en des-
arrollo del proceso de extinción de dominio procede-
rán los recursos de reposición y apelación.

La apelación procederá contra las siguientes providen-
cias:

a. La que decide sobre la competencia.

b. La que ordena el archivo.

c. La que admite la pretensión.

d. La que decide sobre la nulidad.

e. La que deniega pruebas.

f. La sentencia.

Artículo 59. Trámite del recurso de apelación. El re-
curso de apelación se interpondrá conforme a los re-
quisitos, trámites y plazos establecidos en los códigos
de procedimientos civiles según corresponda.

Artículo 60. En el proceso de extinción de dominio no
habrá lugar al trámite de excepciones ni de incidentes
de previo y especial pronunciamiento, salvo el inci-

dente preferente de buena fe, que tendrá por finalidad
que los bienes, motivo de la acción de extinción de do-
minio, se excluyan del proceso, siempre que se acredi-
te la titularidad de los bienes y su legítima proceden-
cia. No será procedente este incidente si se demuestra
que el promovente conocía de los hechos ilícitos que
dieron origen al juicio y, a pesar de ello, no lo denun-
cio? a la autoridad o tampoco hizo algo para impedir-
lo. 

Este incidente se resolverá por sentencia interlocutoria
dentro de los diez días siguientes a la fecha de su pre-
sentación. Todos los demás asuntos serán decididos en
la sentencia definitiva. 

Contra el auto que admita, deseche o tenga por no in-
terpuesto el incidente a que se refiere el párrafo ante-
rior procederá el recurso de apelación, el cual se ad-
mitirá en el efecto devolutivo. 

Contra la sentencia que lo resuelva procederá el recur-
so de apelación, el cual se admitirá en el efecto devo-
lutivo. 

Capítulo Sexto
De la Administración y destinación de los bienes

Artículo 61. La administración de bienes tiene como
finalidad principal conservar y mantener la productivi-
dad o valor de los bienes.

Artículo 62. Los bienes sobre los que se adopten me-
didas cautelares quedarán de inmediato bajo la admi-
nistración del organismo especializado creado o desig-
nado para tal efecto, el cual velará por la correcta
administración de todos los bienes, de acuerdo con los
principios de eficiencia y transparencia de la función
pública.

La administración de bienes se regirá por las siguien-
tes reglas:

a. La autoridad designada estará facultada para con-
tratar servicios externos, cuando de acuerdo con la
naturaleza de los bienes, resulte necesario para su
adecuada administración.

b. Se constituirán, preferentemente, fideicomisos de
administración en cualquiera de las entidades fidu-
ciarias u otras similares o especializadas de acuerdo
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con la naturaleza del bien, bajo supervisión o vigi-
lancia del Estado.

c. Se procederá a arrendar o a celebrar otros contra-
tos con personas naturales o jurídicas, de acuerdo
con las condiciones de mercado.

d. Los gastos generados por la administración de los
bienes, serán pagados con los rendimientos finan-
cieros y productividad de los bienes.

El Estado deberá asegurar la existencia de controles
estrictos de supervisión con respecto a la administra-
ción de los activos incautados y decomisados.

Artículo 63. De la venta anticipada de bienes. Cuando
los bienes sujetos a medidas cautelares presenten ries-
go de perecer, deteriorarse, desvalorizarse o cuya con-
servación ocasione perjuicios o gastos desproporcio-
nados a su valor o administración, la autoridad
designada de acuerdo con el ordenamiento interno dis-
pondrá su venta anticipada.

El producto de la venta será depositado en un fondo o
cuenta del sistema financiero, creado para tal efecto.

Artículo 64. Destino de los bienes. Los bienes decla-
rados en extinción del dominio podrán ser destinados
a:

I. Financiar programas de atención y reparación a
las víctimas de actividades ilícitas;

II. Financiar programas de prevención y atención a
las adicciones;

III. Financiar programas relacionados con el des-
arrollo de ciencia y tecnología;

IV. Apoyar el fortalecimiento de las instituciones
encargadas del combate al crimen en general y cri-
men organizado, en particular las dependencias es-
pecializadas que participan en el proceso de extin-
ción de dominio;

V. Invertir en el sistema de administración de
bienes; y

VI. Financiar los gastos procesales que requieran
los procesos de extinción.

En todos los casos, la decisión sobre la destinación de
los bienes será adoptada por un órgano colegiado y en
cuentas especialmente destinadas al efecto.

Capítulo Séptimo
De la Cooperación y Asistencia Internacional

Artículo 65. El Estado mexicano cooperará con otros
Estados en lo relativo a las investigaciones y procedi-
mientos cuyo objeto sea la extinción de dominio, cual-
quiera que sea su denominación.

Artículo 66. Se dará respuesta a las solicitudes de ex-
tinción de dominio y de asistencia en la investigación
y medidas cautelares que tengan el mismo fin.

La asistencia se prestará de conformidad con lo dis-
puesto en la presente ley.

Una vez recibida una solicitud de otro Estado que ten-
ga jurisdicción para decretar la extinción de dominio,
se adoptarán de inmediato las medidas encaminadas a
la identificación, la localización y el embargo preven-
tivo o la incautación de los bienes, así como para la
ejecución de la sentencia de extinción de dominio.

Se ejecutará la respectiva solicitud de asistencia aún
cuando se especifiquen procedimientos y acciones no
previstas en la legislación del Estado requerido, siem-
pre que no contradiga principios fundamentales de su
ordenamiento jurídico interno.

Las solicitudes procedentes de otros Estados a efectos
de identificación, localización, embargo preventivo o
incautación, aprehensión material o ejecución de la
sentencia de extinción de dominio, han de recibir la
misma prioridad que las realizadas en el marco de los
procedimientos internos.

Artículo 67. Los convenios internacionales de coope-
ración y asistencia legal o judicial, así como cualquier
otro convenio internacional que regule la colaboración
internacional en materia de decomiso y de localiza-
ción, identificación, recuperación, repatriación y ex-
tinción del dominio de bienes, suscritos, aprobados y
ratificados por el Estado, son plenamente aplicables a
los casos previstos en la presente ley.

Artículo 68. El Estado podrá celebrar acuerdos bilate-
rales y multilaterales de cooperación para facilitar la
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administración de bienes. Tales acuerdos contendrán
disposiciones relativas a los gastos de administración
y a la forma de compartir bienes.

Capítulo Octavo
Disposiciones Finales

Artículo 69. Toda persona deberá informar a la Fisca-
lía General de la República o de las entidades federa-
tivas o sus equivalentes sobre la existencia de bienes
que puedan ser susceptibles de la acción de extinción
de dominio.

El servidor público que conozca acerca de la existen-
cia de bienes que puedan ser objeto de extinción de
dominio estará obligado a informar inmediatamente a
la autoridad competente.

El incumplimiento de esta obligación dará lugar a las
sanciones administrativas y penales que correspondan
de acuerdo con el ordenamiento jurídico.

Artículo 70. El particular que suministre información
que contribuya de manera eficaz a la obtención de evi-
dencias o pruebas para la declaratoria de extinción de
dominio, podrá recibir una retribución equivalente a
un porcentaje del producto que el Estado obtenga por
la liquidación de dichos bienes, o del valor comercial
de los mismos dependiendo de la colaboración. Este
porcentaje lo determinará el juez en la sentencia, de
oficio, o a petición de la autoridad competente. En nin-
gún caso el monto podrá ser inferior de tres porciento
ni mayor del seis por ciento del valor de los bienes cu-
yo dominio se extinga.

El fiscal general establecerá los criterios para la fija-
ción de la retribución así como para la evaluación del
grado de eficacia de la información o colaboración del
particular. 

Artículos Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor
el día siguiente al de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Artículo Segundo. A la entrada en vigor del presente
decreto se derogan la Ley Federal de Extinción de Do-
minio así como la legislación de extinción de dominio
de las entidades federativas. 

Artículo Tercero. Los procedimientos de extinción de
dominio que se encuentren en vías de desahogo a la
entrada en vigor del presente decreto se seguirán regu-
lando por la legislación vigente. 

Artículo Cuarto. El Consejo de la Judicatura Federal
habilitará a los jueces especializados en materia de ex-
tinción de dominio que correspondan, determinando el
número, división en circuitos y competencia territo-
rial.

Los Poderes Judiciales de las entidades federativas ha-
bilitarán a los jueces especializados en materia de ex-
tinción de dominio que correspondan. 

Artículo Quinto. El Congreso de la Unión y los Con-
gresos de las entidades federativas contarán con un
plazo de 180 días naturales para realizar la armoniza-
ción normativa que corresponda en aspectos de orden
orgánico. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019

Diputado Jorge Arturo Espadas Galván (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE SALUD, A CARGO DEL DIPUTADO

ALFREDO VILLEGAS ARREOLA, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PRI

El suscrito, diputado Alfredo Villegas Arreola, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional en la LXIV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, 55, fracción II, 56, 62 y demás re-
lativos del Reglamento para el Gobierno Interior del
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Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
y 6, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se adiciona el artículo 226 Bis y se reforman los ar-
tículos 17 Bis y 227 de la Ley General de Salud –en
materia de dosis unitarias de medicamentos– con
base en la siguiente

Exposición de Motivos

El artículo 4o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos establece que toda persona tiene derecho
a la protección de la salud, sin embargo, se convierte
en un reto cuando cada año entre 2 y 3 millones1 de fa-
milias deben cubrir los gastos catastróficos derivados
de alguna enfermedad o lesión grave, al tiempo que
1.2 millones de humanos cruzan la barrera de la po-
breza por esta misma causa. 

El Centro de Análisis e Investigación Fundar ha de-
nunciado en múltiples ocasiones que los programas
de salud no han logrado combatir el gasto de bolsi-
llo, resulta que en nuestro país este gasto de las fa-
milias constituye hasta el 4 por ciento del gasto de
los hogares, de acuerdo a datos de la Organización
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos
(OCDE).

Para nadie es un secreto que los mexicanos gastan en
promedio 3 mil 800 pesos al año en su salud, donde las
medicinas es en lo que más se invierte según datos re-
velados por Lockton México.2

Es frecuente escuchar o leer en diversos medios: “Los
medicamentos están subiendo mucho. Las aspirinas
que compramos o cualquier medicamento, de un mes
al otro cuestan más. Al haber mucha demanda en los
servicios de salud, muchas veces para padecimientos
pequeños preferimos pagarlo nosotros”. 

Es obvio que, entre los grandes desafíos de nuestro pa-
ís está el abasto de medicamentos, no solo por su ad-
quisición sino por su uso racional. Para combatir esta
problemática y sumar esfuerzos en hacer más eficien-
te el uso de recursos públicos se propone que haya un
plan estratégico como el de los países de primer mun-
do a través del programa “Farmacia Hospitalaria” pa-
ra el uso racional de medicamentos.

“El servicio de Farmacia Hospitalaria tiene como
objetivo apoyar y promover el uso racional de me-
dicamentos (URM) mediante la gestión, selección,
custodia, control, preparación, suministro, distribu-
ción y dispensación de medicamentos; proporcionar
información actualizada de éstos a los profesionales
de la salud y a los pacientes. Asimismo, prevé acti-
vidades de farmacia clínica orientadas a lograr un
uso seguro y costo-efectivo de los medicamentos y
demás insumos para la salud.”3

Es urgente que el gobierno actual a través de las de-
pendencias correspondientes haga público un mapeo
de riesgos del sistema de medicación actual en nuestro
país, mucha gente recibe solo analgésicos y antiinfla-
matorios por cajas o tiras que contienen más medica-
mento del prescrito en la receta. Eso también es una
pérdida para las finanzas de la salud pública.

Además del peligro de continuar con la automedica-
ción, la generación de mercados negros que buscan
una sustancia especial del medicamento o la posible
caducidad del mismo, merecen toda nuestra atención. 

La propuesta de esta iniciativa es cerrar paso a todos
esos males a los cuales se suma la franca incompeten-
cia o errores en la medicación, debido a la falta de co-
nocimiento farmacológico, nula información clínica
del paciente, ignorancia de contraindicaciones, errores
de trascripción, fallas en la interacción entre miembros
del equipo interdisciplinario (médicos, enfermeras,
farmacéuticos), fallas en la revisión de las dosis, su-
pervisión inadecuada, almacenamiento impropio de
los medicamentos, entre otros.

Esta no es una visión subjetiva, se trata de un argu-
mento vertido en el Programa Sectorial de Salud4

2013-2018, señala que el surtimiento de medicamen-
tos recetados por institución observa que hay deficien-
cias que alcanzan el 35.6 por ciento en el 2012. Los
problemas de surtimiento se presentan en paralelo con
los casos de sobre-prescripción. 

Estas circunstancias deben ser alertas suficientes para
llevar a cabo acciones en la optimización del abasto de
medicamentos y al mismo tiempo para fomentar el uso
racional de los mismos. 

El tema de abasto de medicamentos en las institucio-
nes del sector público debe ser de la mayor prioridad,
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particularmente, en un momento tan complejo para el
sistema de salud que de acuerdo con la publicación del
12 de marzo de Reforma Diario, debe afrontar el pasi-
vo de 45 mil 692 millones de pesos que tienen todas
las secretarías homólogas en los estados, desafortuna-
damente, no se debe a medicamentos sino a deudas por
servicios de limpieza, alimentos generales, manteni-
miento de equipo, etcétera.

El planteamiento de esta iniciativa es atender la pro-
blemática de la errónea o displicente prescripción mé-
dica a través del modelo de dosis unitaria dentro del
proyecto de farmacia hospitalaria. 

Reconocer que tiene aportes benéficos principalmente
hacia el paciente, la sociedad y el sistema de salud, op-
timizando la efectividad y la eficiencia de los trata-
mientos y la seguridad en su uso.

Datos del 2009 en los tres niveles de unidades médi-
cas¿5 del Instituto Mexicano del Seguro Social revelan
que se expidieron 15 millones de recetas, lo que repre-
sentó un gasto de 6 mil 44 millones de pesos. El plan-
teamiento es que si esos medicamentos de receta difu-
sa se hubieran dispensado en un sistema de dosis
unitaria, el ahorro total estimado en medicamentos hu-
biera podido alcanzar los 4 mil 50 millones de pesos. 

Existen entidades federativas que ya han previsto esto,
el 19 de mayo de 2015, en la Gaceta del Gobierno del
Estado de México,6 se publicaron casos de atención por
el modelo de farmacia hospitalaria, cuyas ventajas se-

ñala son el sistema que mejor garantiza que el medica-
mento prescrito llegue al paciente en forma individual;
reduce el despilfarro por pérdidas, deterioro y venci-
miento entre otras; se recuperan los medicamentos no
aplicados al paciente y se disminuyen los errores en la
medicación, logrando así un mejor control y segui-
miento del tratamiento fármaco-terapéutico.

No se omite mencionar que la Secretaría de Salud no
ha tenido incrementos sustanciales en su presupuesto
anual pues el gasto en el 2018, fue de 122 mil 557 mi-
llones, mientras que para 2019 será de 124 mil 266 mi-
llones de pesos conforme a lo publicado en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación en el Diario
Oficial de la Federación el 28 de diciembre de 2018. 

La presente iniciativa tiene como eje coadyuvar a
transformar el sistema de salud en México (en materia

de dosis unitarias) en alineación con lo dispuesto por
el gobierno federal, “la tarea del nuevo gobierno es
clara, no desplazar la justicia social y, con base en ello,
garantizar el derecho a la salud como un hito esencial
para disminuir las desigualdades sociales.”7

Para mayor ilustración de la propuesta, se expone a
continuación la redacción de los artículos vigentes en
la ley en cita a modificar y la respectiva propuesta en
negritas:
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Por lo anteriormente expuesto, se somete a considera-
ción de este honorable pleno de la asamblea el si-
guiente 

Decreto

Único. Se adiciona el artículo 226 Bis y se reforman
los artículos 17 Bis y 227 de la Ley General de Sa-
lud, para quedar como sigue:

Artículo 17 Bis. (…) 

(…)

(…)

II. Proponer al secretario de Salud la política nacional
de protección contra riesgos sanitarios, así como su ins-
trumentación en materia de establecimientos de salud;
medicamentos y otros insumos para la salud; dispensa-
ción de dosis unitarias de medicamentos y otros in-
sumos para la salud; disposición de órganos, tejidos,
células de seres humanos y sus componentes; alimentos
y bebidas, productos cosméticos; productos de aseo; ta-
baco, plaguicidas, nutrientes vegetales, sustancias tóxi-
cas o peligrosas para la salud; productos biotecnológi-
cos, suplementos alimenticios, materias primas y
aditivos que intervengan en la elaboración de los pro-
ductos anteriores; así como de prevención control de los
efectos nocivos de los factores ambientales en la salud
del hombre, salud ocupacional y saneamiento básico

Artículo 226 Bis. Se podrán adquirir dosis unitarias
de medicamentos y otros insumos para la salud en las
farmacias hospitalarias del sector público y privado,
así como en cualquier otro establecimiento autoriza-
do expendedor de medicamentos, para dar cumpli-
miento a ello, las autoridades sanitarias correspon-
dientes emitirán los lineamientos de su operación.

Artículo 227. La Secretaría de Salud determinará los
medicamentos que integren cada uno de los grupos a
que se refieren los artículos 226 y 226 Bis.

(…)

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación.

Segundo. El titular de la Secretaría de Salud conjunta-
mente con el titular del órgano desconcentrado deno-
minado Comisión Federal para la Protección de Ries-
gos Sanitarios, contarán con 180 días a partir de la
publicación del presente decreto para adecuar las nor-
mas reglamentarias que permitan dar cumplimiento
cabal a lo dispuesto en los artículos 17 Bis, 226 Bis y
227 de la Ley General de Salud.

Tercero. Los establecimientos particulares contarán
con 365 días posteriores a la entrada en vigor del pre-
sente Decreto, para de dar cumplimiento a lo dispues-
to en los artículos 17 Bis, 226 Bis y 227 de la Ley Ge-
neral de Salud.

Notas

1 El Economista. Saldívar Belén. Gasto en salud, tema pendiente

en México. México. Julio 31, 2017. 

Consultado en https://www.eleconomista.com.mx/finanzasperso-

nales/Gasto-de-bolsillo-en-salud-tema-pendiente-en-Mexico-

20170731-0101.html

2 Mexicanos gastan 3800 en salud. Villafranco, Gerardo. Consul-

tado en: 

https://www.forbes.com.mx/mexicanos-gastan-3800-pesos-salud/

3 FEUM. Farmacopea de los Estados Unidos Mexicanos. 

Consultado en file:///C:/Users/USUARIO/Downloads/Proyec-

to%20FEUM.pdf

4 Disponible en: http://www.conadic.salud.gob.mx/pdfs/secto-

rial_salud.pdf

5 Coyoc. Ofelia. Et al. Beneficios económicos del uso de un siste-

ma de dispensación en dosis unitarias en hospitales del Instituto

Mexicano del Seguro Social. Consultado en: 

file:///C:/Users/USUARIO/Downloads/Dosis%20unitaria%20IMS

S.pdf

6 Consultada en: https://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legisla-

cion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2016/ago024.PDF

7 Alcocer, Jorge. Secretario de Salud. Versión estenográfica con-
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191808

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, a 20 de marzo de 2019.

Diputado Alfredo Villegas Arreola (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 12 DE LA LEY GENERAL DE

EDUCACIÓN, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA TERESA

MARÚ MEJÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

La que suscribe, diputada María Teresa Marú Mejía,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo en la LXIV Legislatura de la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción 1, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, por medio del presente so-
mete a consideración de esta soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto, por el que se adi-
ciona una fracción I Bis al artículo 12 de la Ley Ge-
neral de Educación.

Lo anterior, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos 

México es un país susceptible a diversos desastres na-
turales por su ubicación geográfica y los diversos fac-
tores naturales, como cambios climáticos y alteracio-
nes en el ecosistema. Pero no son los únicos desastres
a los que el país se encuentra expuesto, ya que la falta
de educación y conciencia civil ha provocado constan-
tes desastres provocados por el hombre, muchos de
ellos terminando en tragedia.

Aunque no podemos impedir los desastres naturales,
podemos preverlos disminuyendo la vulnerabilidad de
la población generando conciencia y educación cívica,
así como instaurando programas y protocolos a seguir
en caso de contingencia.

En los últimos cinco años México ha padecido varios
fenómenos naturales que afectaron a casi 9 millones
de personas, declaratoria emitida por el coordinador
de Protección Civil de la Secretaría de Gobernación en
una conferencia de prensa dedicada a las capacidades
del país para proteger la vida de los ciudadanos ante
los desastres naturales.

México es un país propenso a huracanes, con actividad
volcánica constante y terremotos, ya que muchas de
sus ciudades se encuentran situadas en zonas sísmicas.
Tan solo en estos últimos cinco años fueron emitidas
433 declaratorias de emergencia y 177 de desastres.

El año 2017 se puede considerar como uno de los años
más activos en cuanto a desastres en la historia del pa-
ís, ya que no solo sufrió de 8 fenómenos naturales hí-
dricos y meteorológicos, en el mes de septiembre la
nación fue afectada por dos fuertes sismos, el 7 y el 19
de septiembre, que se cobraron 340 vidas y fuertes da-
ños estructurales.

Algunos de los eventos con mayor trascendencia du-
rante el 2017 son:

Tormenta tropical Lidia 

En las primeras horas del 1 de septiembre, la tor-
menta tropical Lidia azotó el sur de la península de
Baja California, causando lluvias torrenciales y rá-
fagas de viento en varios estados del país. El fenó-
meno natural dejó siete personas muertas, de las
cuales dos eran menores de edad. Lidia ocasionó
daños en viviendas y carreteras.

Sismo magnitud 8.2 

A las 23:49 horas del jueves 7 de septiembre, el sur
de México fue epicentro de un movimiento telúrico
magnitud 8.2, el más poderoso del último siglo. El
sismo dejó al menos 96 personas muertas y 110 mil
inmuebles dañados en Oaxaca y Chiapas, de acuer-
do con cálculos del gobierno federal.
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Huracán Max 

El jueves 14 de septiembre, el huracán Max, cate-
goría 1, impactó en las costas de Guerrero. A su pa-
so, el meteoro dejó lluvias torrenciales, vientos
fuertes y oleaje elevado en Guerrero, Oaxaca y Mi-
choacán. Dos días después, la tormenta tropical
Norma también puso en alerta a la península de Ba-
ja California. Por suerte, el ciclón solo dejó lluvias
a su paso y no ocasionó incidencias mayores.

Sismo Magnitud 7.1 

A las 13:14 horas del 19 de septiembre, un sismo
magnitud 7.1 remeció el centro del país, ocasionan-
do el derrumbe de edificaciones en Puebla, Morelos
y la Ciudad de México.

En la capital del país, 39 edificios colapsaron y actual-
mente se siguen protocolos de evaluación para deter-
minar el nivel de daño en miles de viviendas. Hasta es-
te viernes, el sismo provocó 355 personas fallecidas en
la Ciudad de México, Morelos, Puebla, Estado de Mé-
xico, Guerrero y Oaxaca, informó el titular de Protec-
ción Civil federal, Luis Felipe Puente.

Hay que tomar en cuenta que existen otros tipos de de-
sastres como los antrópicos: derrame de sustancias
químicas y tóxicas, explosivos con pirotécnicas como
sucedió en Tultepec, Tequisquiapan, Coacalco y otros
tantos municipios por la falta de educación civil que
prevenga de dichos riesgos a los ciudadanos.

A causa del desconocimiento que tiene gran parte la
población ante el discernimiento de diversos quími-
cos, manejo de sustancias y los diferentes desastres na-
turales, se debe implementar la materia de enseñanza
sobre Protección Civil y primeros auxilios de manera
oficial desde el nivel básico hasta el nivel medio supe-
rior a nivel nacional; teniendo como finalidad no sólo
evitar pérdidas humanas y consecuencias catastróficas
sino también crear una cultura de prevención y mane-
jo de situaciones de este aspecto que permita a los me-
xicanos a evitar situaciones de riesgo.

En las siguientes tablas se muestran datos cuantitati-
vos de algunos fenómenos naturales suscitados a par-
tir del 2005 obtenidos de Segob:
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Desde el 1 de enero de 2015 hasta el 30 de noviembre
de 2018 han sido emitidas 210 mil 3 declaratorias de
Emergencia, desastre y contingencia.1

Para dar mayor transparencia y facilitar el acceso a la
información sobre los recursos utilizados para la aten-
ción de los desastres naturales, se presenta la base de
datos emitida por el Fondo de Desastres Naturales
(Fonden) Publicado 2017-10-22T00:00:00Z, la cual
presenta mil 1 casos por importes de mil,87 millones
254 mil 650 de apoyo para víveres, agua, colchoneta,
despensas, medicamentos, entre otros.2

Han sido Declaratorias sobre emergencia, desastre y
contingencia climatológica 22,784 casos de acuerdo a
la Publicación emitida el 2017-10-04T00:00:00Z 

Las estadísticas por entidad federativa - Fondo de De-
sastres Naturales: Gasto federal autorizado con cargo
al Ramo 23 y al Fideicomiso Fonden por entidad fe-
derativa (M01_100) revelan lo siguiente.3
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De acuerdo al Centro Nacional de Prevención de De-
sastres (Cenapred)4 existe un fuerte impacto socioeco-
nómico de desastres, lo cual revela en el estudio que
realizó y que abarca del periodo 2000 a 2015 donde se
presentan diversos desastres de tipo:

Los 6 mil 704 desastres presentados en los diversos
municipios han sido afectados con:

De igual modo se adjunta la liga de informes detalla-
dos emitida por el Cenapred en coordinación con la
Secretaría de Gobernación (Segob).5

-Zona regional de hundimientos y agrietamientos.

-Zona de peligro por caída de material volcánico
para el Popocatépetl.

-Declaratorias sobre emergencia, desastre y contin-
gencia climatológica.

-Impacto socioeconómico de desastres de 2000 a
2015.

-Imágenes de dron referentes al sismo de magnitud 8.2.

-Regiones potenciales de deslizamiento de laderas.

-Plan de Apertura Institucional de Cenapred.

-Zonas de peligro por tsunamis lejanos y locales

-Volcanes activos.

-Peligro por inundaciones a nivel municipal.

-Inundaciones.

La cineasta mexicana Jeanette Russ Moreno ha rea-
lizado diversos documentales fílmicos sobre temas de
desastres naturales en México y a nivel mundial. En
particular resalta “1985: Héroes entre ruinas” filme
que retrata en toda su crudeza la magnitud del desastre
que causó el terremoto de 1985 en la Ciudad de Méxi-
co. Con la aportación de dicha distinguida mexicana
menciona a continuación datos que evidencian la ne-
cesidad de introducir la materia de Protección Civil y
Primeros Auxilios en todas las escuelas del territo-
rio mexicano:

“La razón más importante para proponer la inclusión
en todas las escuelas, privadas y públicas, de la mate-
ria protección civil y primeros auxilios, responde a la
urgencia de estar preparados ante un desastre. 

México se encuentra en una zona altamente sísmica, y
donde no sólo ocurren desastres de estos movimientos,
tenemos también huracanes, incendios forestales, re-
molinos de tierra, deslaves, inundaciones, así como
desastres antrópicos provocado en parte por la violen-
cia de la sociedad, entre otras razones. 

La vulnerabilidad de la sociedad ante un desastre es el
motivo principal de esta propuesta. México tiene una
herida profunda en este tema, tanto, que cada vez que
tiembla, vienen recuerdos históricos que provocan cri-
sis y alteraciones nerviosas. ¿Cómo tratar esto en una
situación de crisis? ¿Cómo mantener la calma? Esos es
lo que se debe responder si esta clase se imparte a ni-
vel nacional en todos los colegios públicos y privados,
que continúe hasta bachillerato y analizar la posibili-
dad de extenderlo a universidad. 

Es una realidad: un desastre siempre nos va a rebasar
en todos los aspectos. La única forma que tenemos co-
mo sociedad de poder salir adelante de manera más rá-
pida es estar preparados y tomar como constante la
prevención. Es mejor estar prevenidos a dejar que el
desastre pegue y no sepamos responder. 
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Ya se han dado simulacros que fomentan la preven-
ción, pero son insuficientes. Lo vimos este 19 de sep-
tiembre de 2017, que, a escasas horas del simulacro,
llegó un terremoto y la gente no supo qué hacer. Y lo
más lamentable fue ver gente que entró por sus cosas
en un edificio severamente dañado, se desploma una
hora después, y esto porque tomaron la decisión de en-
trar a una estructura sin conocer el estado de la misma.
La cultura de la prevención nos lleva a esto precisa-
mente: a entender la dinámica del desastre, las causas,
sus consecuencias, el impacto, qué se debe hacer, que
no se debe hacer, cómo resguardarse dentro de un edi-
ficio, qué hacer si mi compañero de al lado se desma-
ya, cómo ser primeros respondientes. Esto es una cul-
tura universal. Y si comenzamos desde pequeños en
esta enseñanza, crearemos una sociedad más sensibili-
zada con el prójimo, y la unión que caracteriza al me-
xicano, se va a fomentar aún más.

No se trata nada más de donar en los desastres. Méxi-
co es un ejemplo en esto y eso nunca se cuestiona, pe-
ro responder a la emergencia como sociedad civil es la
parte medular en la recuperación de una población.
Los niños son los mejores maestros, y esta misma en-
señanza pueden fomentarla en su hogar, e incluso que
en algunas clases los padres puedan estar presentes.

Hablando de primeros auxilios, se conjunta con pro-
tección civil pues lo ideal es que los niños y adultos
aprendan a dar RCP, por ejemplo, o saber qué hacer
cuando alguien se atraganta, cómo aplicar una manio-
bra de Heimlich, por ejemplo. Esto no se aprende sólo
en un curso. Si alguien toma el curso un año y no lo
practica, esto se olvida. Y en una emergencia real, pue-
den aplicar mal los conocimientos o simplemente ver
morir a una persona por un desconocimiento en la téc-
nica. Si en una crisis después de un desastre, una per-
sona se desmaya, aplicar estos conocimientos para re-
animarla. Si vemos un accidente de coche, saber qué
hacer y si es posible ayudar al accidentado, o a un atro-
pellado. Por lo cual, la enseñanza tiene que ser conti-
nua.

Hemos avanzado en protección civil desde la creación
en 1986. Pero aún faltan aspectos. La sociedad civil es
importante y que se sepa organizarse es la base para
ser una sociedad calificada en la respuesta ante un de-
sastre. Evidentemente, cada región tiene sus caracte-
rísticas. En la Ciudad de México pues no tendremos un
huracán, pero sí tormentas, o no tendremos un tsuna-

mi, pero sí inundaciones. Una familia puede ser de Ve-
racruz y por circunstancias de la vida, les toca un tem-
blor en un piso 20 de la Ciudad de México. Por eso, la
enseñanza se debe volver universal, no importa la re-
gión donde se encuentren, siempre es bueno tener el
conocimiento para afrontar desastres para salir más rá-
pido de la crisis y tener oportunidad de sobrevivir an-
te estos. 

Un fuego, en un incendio, si tenemos a la mano un ex-
tintor, cómo podemos accionarlo, cómo podemos usar
arena para apagarlo, qué tenemos que tener en nues-
tros hogares para apagarlo. 

Son una serie de situaciones que pueden ser el pivote
de una gran cultura de protección civil. Ejemplos los
tenemos con Japón, donde a los pequeños les enseñan
desde pequeños esta cultura, cómo salir de su salón an-
te un temblor (usando una manta contra incendios, por
ejemplo). Incluso enseñan el RCP en niños pequeños,
porque ellos pueden hacerlo con sus hermanitos.

También tenemos el ejemplo de la THW de Alemania,
que es formada por la sociedad civil y equipada por el
gobierno alemán. Enseñan desde pequeños estas técni-
cas, y dan varios cursos al año, incluso incentivan a los
pequeños a que pertenezcan a la THW para aprender
estas técnicas. 

México puede estar a este nivel de enseñanza, si esto
se instaura a nivel nacional, crearemos una sociedad
resiliente y comprometida con la gente.

Y el impacto económico favorece a México, porque se
crearían empleos de maestro en estas áreas, la gente de
protección civil, Cruz Roja, Boy Scouts, y distintos
grupos como las agrupaciones de topos, bomberos, bu-
zos, y demás asociaciones civiles podrían ser parte de
esta transformación, pues su conocimiento es invalua-
ble en materia de desastres. Y no sólo se fomenta el
empleo: el adoptar una política de prevención ahorra-
ría mucho dinero en la intervención de un desastre,
porque se apuesta a prevenirlo, a estar conscientes de
la vulnerabilidad de una sociedad y estar preparados
para la respuesta. El ser más rápido en esto, coadyuva
a que la crisis sea menor, y los recursos sean menores
en este gasto, que normalmente los daños son alta-
mente costosos, y sólo hablando de pérdidas humanas,
esto siempre es grande y afecta a las familias que pier-
den un ser querido. Ahí radica la devastación, con-
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frontarlo con prevención da una posibilidad de sobre-
vivencia ante un desastre”.6

De acuerdo con el Servicio Sismológico Nacional, en
lo que va del año (2019) se siguen presentando fenó-
menos naturales como el sismo del pasado 21 de ene-
ro con una intensidad de 5.8 en el istmo de Tehuante-
pec, en el estado de Oaxaca; el 29 de enero sucedió
otro sismo en Las Chopas, Veracruz con 5.4 de mag-
nitud y también el 1 de febrero, con una intensidad de
6.5 y epicentro al suroeste de la ciudad de Hidalgo, en
el estado de Chiapas. 

En los últimos meses, la actividad volcánica del Popo-
catépetl ha sido constante pues el Semáforo de Alerta
Volcánica sigue en Amarillo la fase 2. El 23 de enero
de 2019 se registraron 123 exhalaciones con emisión
de vapor de agua, gas y cenizas; con una duración de
7 horas el volcán estuvo en actividad eruptiva desde
las 21:00 horas del día 14 de febrero de 2019. No de-
bemos esperar hasta que el volcán haga erupción para
poder actuar, debemos prevenir.

O bien, el gravísimo desastre antrópico que sucedió el
pasado 18 de enero de 2019 en el municipio de Tla-
huelipan, Hidalgo. El ducto Tuxpan-Tula de Pemex
fue saboteado y se provocó la fuga de combustible, por
lo que un grupo de personas trató de sacar provecho
para tomar ilícitamente dicho combustible. El resulta-
do fue una fuerte explosión que cobró 132 vidas, entre
ellos niñas y niños. Este lamentable hecho nos eviden-
ció de manera dramática, que las personas no tienen la
noción mínima de medias de protección civil y prime-
ros auxilios en situación de emergencia, sino que por
el contrario de manera inconcebible se ponen en posi-
ción de riesgo.

La Ley General de Educación establece en su artículo
7 que la educación que imparta el Estado, sus organis-
mos descentralizados y los particulares con autoriza-
ción o con reconocimiento de validez oficial de estu-
dios tendrá, además de los fines establecidos en el
segundo párrafo del artículo 3º. De la Constitución de
los Estados Unidos Mexicanos, los siguientes: Frac-
ción XI… “También se proporcionarán los elementos
básicos de protección civil, mitigación y adaptación
ante los efectos que representa el cambio climático y
otros fenómenos naturales”; sin embargo, esta disposi-
ción no ha sido suficiente para que se integre en los
programas de estudio como materia 

obligatoria en los diversos niveles educativos, sobre
todo porque no se precisó qué nivel de gobierno sería
el responsable de realizar tal propósito del artículo 7. 

Los argumentos y datos vertidos anteriormente evi-
dencian claramente la necesidad de implementar la
materia de enseñanza sobre protección civil y prime-
ros auxilios de manera oficial desde el nivel básico
hasta el nivel medio superior y normal a nivel nacio-
nal, para crear una cultura de prevención y manejo de
situaciones que permita evitar situaciones de riesgo y
salvar vidas humanas.

Por lo expuesto someto a consideración de esta sobe-
ranía el presente proyecto de Decreto por el que se el
que se adiciona una fracción I al artículo 12 de la
Ley General de Educación

Único. Se adiciona una fracción I Bis al artículo 12 de
la Ley General de Educación, para quedar como sigue:

Capítulo II
Del Federalismo Educativo

Sección 1. De la distribución de la función social edu-
cativa

Artículo 12. Corresponden de manera exclusiva a la
autoridad educativa federal las atribuciones siguientes:

I. Determinar para toda la República los planes y
programas de estudio para la educación preescolar,
la primaria, la secundaria, la normal y demás para la
formación de maestros de educación básica, a cuyo
efecto se considerará la opinión de las autoridades
educativas locales y de los diversos sectores socia-
les involucrados en la educación en los términos del
artículo 48;

I Bis. Determinar, formular e implementar pla-
nes y programas de estudios con contenidos en
las materias de protección civil y primeros auxi-
lios en la educación prescolar, primaria, secun-
daria, media superior y normal.

Para la actualización y formulación de los planes y
programas de estudio para la educación normal y
demás de formación de maestros de educación bá-
sica, la Secretaría también deberá mantenerlos acor-
des al marco de educación de calidad contemplado
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en el Servicio Profesional Docente, así como a las
necesidades detectadas en las evaluaciones realiza-
das a los componentes del sistema educativo nacio-
nal;

Párrafo adicionado DOF 11-09-2013

Fracción reformada DOF 10-12-2004

II. Establecer el calendario escolar aplicable en to-
da la República para cada ciclo lectivo de la educa-
ción preescolar, la primaria, la secundaria, la nor-
mal y demás para la formación de maestros de
educación básica;

Fracción reformada DOF 10-12-2004

III. Elaborar, mantener actualizados y editar, en
formatos accesibles, los libros de texto gratuitos y
demás materiales educativos, mediante procedi-
mientos que permitan la participación de los diver-
sos sectores sociales involucrados en la educación.

Al inicio de cada ciclo lectivo, la Secretaría deberá
poner a disposición de la comunidad educativa y de
la sociedad en general los libros de texto gratuitos y
demás materiales educativos, a través de platafor-
mas digitales de libre acceso;

Fracción reformada DOF 01-06-2016, 30-11-2017

IV. Autorizar el uso de libros de texto para la edu-
cación preescolar, la primaria y la secundaria;

Fracción reformada DOF 10-12-2004

V. Fijar lineamientos generales para el uso de mate-
rial educativo para la educación preescolar, prima-
ria y la secundaria;

Fracción reformada DOF 10-12-2004

V Bis. Emitir, en las escuelas de educación básica,
lineamientos generales para formular los programas
de gestión escolar, mismos que tendrán como obje-
tivos: mejorar la infraestructura; comprar materia-
les educativos; resolver problemas de operación bá-
sicos y propiciar condiciones de participación entre
los alumnos, maestros y padres de familia, bajo el
liderazgo del director.

En las escuelas que imparten la educación media
superior, la Secretaría establecerá los mecanismos
de colaboración necesarios para que los programas
de gestión escolar formulados por las autoridades
educativas y los organismos descentralizados, en el
ámbito de sus atribuciones, propicien el manteni-
miento de elementos comunes.

Fracción adicionada DOF 11-09-2013

V Ter. Emitir los lineamientos generales para el uso
responsable y seguro de las tecnologías de la infor-
mación y la comunicación en el sistema educativo;

Fracción adicionada DOF 19-12-2014

VI. Regular un sistema nacional de formación, ac-
tualización, capacitación y superación profesional
para maestros de educación básica. Dicho sistema
deberá sujetarse a los lineamientos, medidas, pro-
gramas, acciones y demás disposiciones generales
que resulten de la aplicación de la Ley General del
Servicio Profesional Docente;

Fracción reformada DOF 11-09-2013

VII. Se deroga.

Fracción adicionada DOF 19-08-2010. Derogada
DOF 11-09-2013

VIII. Fijar los requisitos pedagógicos de los planes
y programas de educación inicial que, en su caso,
formulen los particulares;

Fracción reformada DOF 10-12-2004. Recorrida
DOF 19-08-2010

VIII Bis. Expedir, para el caso de los estudios de
educación básica, normas de control escolar, las
cuales deberán facilitar la inscripción, reinscrip-
ción, promoción, regularización, acreditación y cer-
tificación de estudios de los educandos;

Fracción adicionada DOF 22-03-2017

IX. Regular un marco nacional de cualificaciones y
un sistema nacional de créditos académicos, que fa-
ciliten el tránsito de educandos por el sistema edu-
cativo nacional;
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Fracción recorrida DOF 19-08-2010. Reformada
DOF 22-03-2017

IX Bis. Coordinar un sistema de educación media
superior a nivel nacional que establezca un marco
curricular común para este tipo educativo, con res-
peto al federalismo, la autonomía universitaria y la
diversidad educativa;

Fracción adicionada DOF 10-06-2013

X. Crear, regular, coordinar, operar y mantener ac-
tualizado el Sistema de Información y Gestión Edu-
cativa, el cual estará integrado, entre otros, por el
registro nacional de emisión, validación e inscrip-
ción de documentos académicos; las estructuras
ocupacionales; las plantillas de personal de las es-
cuelas; los módulos correspondientes a los datos so-
bre la formación, trayectoria y desempeño profesio-
nal del personal, así como la información,
elementos y mecanismos necesarios para la opera-
ción del sistema educativo nacional. Este sistema
deberá permitir a la Secretaría una comunicación
directa entre los directores de escuela y las autori-
dades educativas;

Fracción recorrida DOF 19-08-2010. Reformada
DOF 28-01-2011, 11-09-2013

XI. Fijar los lineamientos generales de carácter na-
cional a los que deban ajustarse la constitución y el
funcionamiento de los consejos de participación so-
cial a que se refiere el capítulo VII de esta Ley;

Fracción recorrida DOF 19-08-2010

XII. Realizar la planeación y la programación glo-
bales del sistema educativo nacional atendiendo las
directrices emitidas por el Instituto Nacional para la
Evaluación de la Educación y participar en las tare-
as de evaluación de su competencia de conformidad
con los lineamientos que para tal efecto emita dicho
organismo;

Fracción recorrida DOF 19-08-2010. Reformada
DOF 11-09-2013

XII Bis. Fijar los lineamientos generales de carác-
ter nacional a los que deban ajustarse las escuelas
públicas de educación básica y media superior para

el ejercicio de su autonomía de gestión escolar, en
los términos del artículo 28 Bis;

Fracción adicionada DOF 11-09-2013

XIII. Intervenir en la formulación de programas de
cooperación internacional en materia educativa,
científica, tecnológica y de educación física y de-
porte, así como participar con la Secretaría de Cul-
tura en el fomento de las relaciones de orden cultu-
ral con otros países y en la formulación de
programas de cooperación internacional en materia
artística y cultural, y

Fracción recorrida DOF 19-08-2010. Reformada
DOF 17-12-2015

XIV. Las necesarias para garantizar el carácter na-
cional de la educación básica, la normal y demás
para la formación de maestros de educación básica,
así como las demás que con tal carácter establezcan
esta Ley y otras disposiciones aplicables.

Fracción recorrida DOF 19-08-2010

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Fuente: Declaratorias de Emergencia y Desastre; Datos abiertos

Segob: https://datos.gob.mx/busca/dataset/centro-nacional-de-pre-

vencion-de-desastres/resource/fa17739f-83f2-424a-ac48-

fea7c721ed31

2 Fuente: Fonden; 

https://datos.gob.mx/busca/dataset/fonden-emergencias-shcp/re-

source/a4dc3ea3-958c-4ac7-89de-e0b198009e59

3 Fecha de última modificación de datos 2017-08-30T00:00:00Z;

Periodo cubierto por los datos De 2016-09-01 a 2017-08-3; 

https://datos.gob.mx/busca/dataset/quinto-informe-de-gobierno-

mex ico -en -paz / r e sou rce /53239683-5ccc -46 f4 -88d9-

b9f906e0da46
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4 (Cenapred); Modificado 2017-10-04T00:00:00Z; Publicado

2017-10-09T17:42:38Z; https://datos.gob.mx/busca/dataset/im-

pacto-socioeconomico-de-desastres-de-2000-a-2015

5 https://datos.gob.mx/busca/organization/cenapred

6 Texto proporcionado de manera honoraria por Jeanette Russ Mo-

reno.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputada María Teresa Marú Mejía (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 17, 35 Y 37 DE LA LEY

GENERAL PARA LA IGUALDAD ENTRE MUJERES Y HOM-
BRES, A CARGO DE LA DIPUTADA FABIOLA RAQUEL GUA-
DALUPE LOYA HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La que suscribe, diputada Fabiola Raquel Guadalu-
pe Loya Hernández, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano de la LXIV Legislatura del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos; 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración esta asamblea, la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se modifica la denominación del Capítulo Tercero y se
reforma la fracción III del artículo 17, el artículo 35 y
las fracciones III, IV, V y VII del artículo 36, de la Ley
General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres,
bajo la siguiente: 

Exposición de Motivos

I. Han pasado casi 44 años desde que fue promulgada
la reforma constitucional del artículo 4o. que estable-

ció la igualdad jurídica entre mujeres y hombres, un
punto de partida fundamental que permitió concretar
instrumentos normativos fundamentales como la Ley
del Instituto Nacional de las Mujeres en 2001, que dio
a pie la creación del Programa Nacional para la Igual-
dad de Oportunidades y No Discriminación contra las
Mujeres (Proequidad), la Ley General para la Igualdad
entre mujeres y Hombres en 2006 y la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia
en 2007. 

En lo que respecta a la igualdad sustantiva en el ejer-
cicio de derechos político-electorales cabe destacar el
recorrido1 que permitió pasar de las recomendaciones
a partidos políticos para promover una mayor partici-
pación de las mujeres en procesos electorales federa-
les, establecido en 1993 en el Código de Instituciones
y Procedimientos Electorales (Cofipe), para llegar, en
2014, a la paridad en candidaturas a cargos de elección
de las Cámaras de Diputados y de Senadores, así co-
mo para diputaciones de los congresos locales, lo que
permitió a México lograr por primera vez la confor-
mación de un congreso paritario, ocupando así el pri-
mer lugar con mayor porcentaje de mujeres en los par-
lamentos entre los países miembros de la OCDE.2 A
casi un año de este hecho histórico, que estuvo prece-
dido por décadas de lucha de las mujeres para que ten-
gamos espacios de toma de decisiones en la vida pú-
blica de nuestro país, es que este Poder Legislativo
debe continuar con el fortalecimiento del andamiaje
legal en materia de derechos humanos de las mujeres. 

II. Como se mencionó en el punto anterior, en 2006
fue promulgada la Ley General para la Igualdad entre
Mujeres y Hombres, la cual tiene por objeto establecer
los lineamientos y mecanismos institucionales para el
cumplimiento de la igualdad sustantiva en los ámbitos
públicos y privado. Dicha norma, cuyos principios
rectores son la equidad y la no discriminación, define
una serie de medidas concretas para avanzar hacia la
construcción de una sociedad igualitaria en nuestro pa-
ís. 

Dentro de sus disposiciones establece la obligación de
transversalizar de políticas y programas orientados a la
participación y representación política, el acceso y dis-
frute de los derechos sociales, la incorporación de la
perspectiva de género en la planeación presupuestal, la
eliminación de la violencia contra las mujeres, entre
otros. 
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Uno de los elementos fundamentales de la Ley Gene-
ral para la Igualdad entre Mujeres y Hombres es la cre-
ación de una política nacional en dicha materia que
permita coordinar las metas, objetivos y acciones de la
administración pública federal, de los Poderes Legis-
lativo y Judicial, entes autónomos, así como de las en-
tidades federativas y municipios, a fin de garantizar a
las mujeres el pleno goce de derechos humanos. 

Dicha política nacional, la cual debe ser elaborada,
conducida y coordinada por el gobierno federal debe
atender principalmente áreas en materia económica,
política, social y cultural a través de tres instrumentos: 

1. El Sistema Nacional para la Igualdad entre Mu-
jeres y Hombres. 

2. El Programa Nacional para la Igualdad entre Mu-
jeres y Hombres (Proigualdad). 

3. La Observancia en materia de Igualdad entre Mu-
jeres y Hombres.

En lo que respecta al ámbito político, se establece la
obligación de fortalecer los mecanismos para equili-
brar la participación de mujeres y hombres en todos
los cargos públicos, promover el trabajo parlamentario
con perspectiva de género y erradicar patrones discri-
minatorios en la selección, contratación y ascensos en
los tres Poderes de la Unión. 

Ante el arranque de una nueva época en la vida públi-
ca de nuestro país, a raíz de los resultados electorales
del pasado 1 de julio, así como de los últimos avances
en materia de paridad de género, resulta fundamental
actualizar los alcances de la Política Nacional en Ma-
teria de Igualdad para que esté dirigida a respetar, pro-
teger y promover los derechos político-electorales de
las mujeres acorde a lo que mandata nuestra Constitu-
ción Política, principalmente en sus artículos 1o., 4o. y
41, así como en los tratados internacionales de los que
el Estado mexicano es parte, entre los cuales se en-
cuentran la Convención sobre la Eliminación de todas
las Formas de Discriminación contra la Mujeres (Ce-
daw), que establece en su artículo 7 tomar medidas pa-
ra eliminar la discriminación contras las mujeres en la
vida política y pública, la Declaración Universal de
Derechos Humanos (DUDH), que define en su artícu-
lo 21 el derecho a la participación política y el acceso
en igualdad de condiciones a la función pública, la

Convención sobre los Derechos Políticos de la Muje-
res, destacando especialmente sus artículos 2 y 3 debi-
do a que establecen su derecho a ocupar cargos públi-
cos y ser elegibles en todo organismo público
reconocido en la legislación, el Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), que refiere el
derecho a participar en los asuntos públicos, así como
la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujeres, que
manifiesta claramente su derecho a participar en el go-
bierno de su país. 

En ese sentido, resulta imperativo que pasemos del
concepto de representación equilibrada al de repre-
sentación paritaria con la finalidad de que los espacios
de toma de decisiones en el ámbito político y en la fun-
ción pública para mujeres y hombres sean del 50 y 50
por ciento respectivamente. 

Bajo ese tenor cabe señalar que dicho concepto se ha
mantenido desde que fue promulgada la Ley General
de Igualdad entre Mujeres y Hombres en 2006,3 cuya
finalidad, tal como lo refirieron los autores de la ini-
ciativa de decreto que expide dicha norma,4 era evitar
la subrepresentación en el ámbito político, más no es-
tá dirigida a alcanzar la paridad. 

Por ello, la presente iniciativa propone la armoniza-
ción del concepto de representación equilibrada en la
Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres, con la fi-
nalidad de que la política nacional oriente parte de sus
metas, objetivos y acciones a lograr la representación
paritaria en cargos públicos o de elección popular. Es-
ta propuesta es relevante toda vez que en la actualidad
aún falta un largo camino que recorrer para que exista
paridad en dichos espacios, tal como sucede en la Ad-
ministración Pública Federal donde sólo en 29 de 47
instituciones el porcentaje de mujeres en puestos me-
dios y superiores apenas supera el 40 por ciento,5 o en
el que únicamente el 23.1 por ciento de los Ayunta-
mientos son encabezados por mujeres.6

Por lo anteriormente expuesto se somete a considera-
ción la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que modifica la denominación del Capítu-
lo Tercero y se reforma la fracción III del artículo
17, el artículo 35 y las fracciones III, IV, V y VII del
artículo 36 de la Ley General para la Igualdad en-
tre Mujeres y Hombres 

Miércoles 20 de marzo de 2019 Gaceta Parlamentaria41



Único. Se modifica la denominación del Capítulo Ter-
cero y se reforma la fracción III del artículo 17, el ar-
tículo 35 y las fracciones III, IV, V y VII del artículo
36, de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y
Hombres, para quedar como sigue:

Artículo 17. …

…

I. a II. …

III. Fomentar la participación y representación po-
lítica paritaria entre mujeres y hombres;

…

Capítulo Tercero
De la participación y representación 

política paritaria de las mujeres y los hombres

Artículo 35. La Política Nacional propondrá los me-
canismos de operación adecuados para la participación
paritaria entre mujeres y hombres en la toma de deci-
siones políticas y socioeconómicas.

Artículo 36. …

I. a II. ...

III. Evaluar por medio del área competente de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, la
participación paritaria entre mujeres y hombres en
los cargos de elección popular;

IV. Promover participación y representación pari-
taria entre mujeres y hombres dentro de las estruc-
turas de los partidos políticos;

V. Fomentar la participación paritaria de mujeres y
hombres en altos cargos públicos;

VI. …

VII. Fomentar la participación paritaria y sin dis-
criminación de mujeres y hombres en los procesos
de selección, contratación y ascensos en el servicio
civil de carrera de los poderes Ejecutivo, Legislati-
vo y Judicial.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto, entrará en vi-
gor al día siguiente de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones
que contravengan lo establecido en el presente decre-
to.

Notas 

1. La Paridad de Género: eje de la Reforma Político-Electoral en

México. Blanca Oliva Peña Molina. Se puede consultar en:

http://www.iepcjalisco.org.mx/sites/default/files/lectura_de_la_pa

ridad_de_genero.pdf

2. Paridad de Género en el Poder Legislativo. Se puede consultar

en: https://imco.org.mx/temas/informe-legislativo-2018-paridad-

genero-poder-legislativo-2/

3. Proyecto de Decreto de Ley General para la Igualdad entre Mu-

jeres y Hombres de las Comisiones Unidas Equidad y Género, Go-

bernación y Estudios Legislativos. Se puede consultar en:

http://sil.gobernacion.gob.mx/Archivos/Documentos/2006/04/asu

n_2253585_20060427_1146665227.pdf

4 Iniciativa con Proyecto de Decreto que Expide la Ley General

para la Igualdad entre Mujeres y Hombres. Se puede consultar en:

http://www.senado.gob.mx/64/gaceta_del_senado/documen-

to/3223

5. Estudio sobre la Igualdad entre Mujeres y Hombres en Materia

de Puestos y Salarios en la Administración Pública Federal (APF)

2017. Comisión Nacional de Derechos Humanos. Se puede con-

sultar en: http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/informes/especia-

les/estudio-igualdad-20180206.pdf

6. Sistema Nacional de Información Municipal. Instituto Nacional

para el Federalismo y el Desarrollo Municipal. Consultado el 1 de

Marzo de 2019. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019. 

Diputada Fabiola Guadalupe Raquel Loya Hernández
(rúbrica)
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QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 70 Y 115 DE LA LEY GE-
NERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN

PÚBLICA, A CARGO DE LA DIPUTADA ELBA LORENA TO-
RRES DÍAZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES

Quien suscribe, Elba Lorena Torres Díaz, diputada por
el estado de Aguascalientes a la LXIV Legislatura del
Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Encuentro Social, con fundamento en
lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en los artículos 6, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

El propósito de la Compra Consolidada es concentrar
los requerimientos de bienes terapéuticos del sector
público para, a través de un mayor poder de negocia-
ción y de estrategias de compra, obtener mejores pre-
cios y garantizar el abasto oportuno en beneficio de la
población usuaria.

La compra 2018 atiende la necesidad de suministro de
los bienes para 2019.

El gran problema es que nunca podemos saber qué cri-
terios de contratación fueron utilizados para seleccio-
nar al proveedor. Y en ese margen de sombra, yace la
ocasión de malos manejos.

Argumentos que la sustenta

De acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de
la Política de Desarrollo Social, las compras consoli-
dadas son agrupación de bienes o insumos de caracte-
rísticas similares requeridos entre varias dependencias
o entidades para un periodo determinado que se ad-
quiere a través de una sola negociación.

El Instituto Mexicano para la Competitividad, AC
(IMCO), en la publicación Guía práctica de compras

públicas Recomendaciones para comprar bien a nivel

estatal”1 señala que:

“La consolidación de las compras consiste en la
agrupación de los requerimientos de las distintas
dependencias, entidades y órganos desconcentrados

de la administración pública para la compra con-
junta de bienes de uso generalizado. Además de las
ventajas financieras, esta modalidad favorece la
rendición de cuentas porque hace más fácil la fisca-
lización, ya que es más factible vigilar y controlar a
una sola entidad compradora que a varias.”

En el ámbito federal, señala el IMCO, las compras
consolidadas se han utilizado principalmente para la
adquisición de vacunas, seguros de bienes patrimonia-
les, de responsabilidad profesional, de vida y gastos
médicos mayores, combustible, transporte aéreo, vales
de despensa, impresión y fotocopiado y transportación
terrestre.

Un ejemplo muy claro del ahorro con las compras con-
solidadas está en el sector salud. Según datos del Ins-
tituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) en seis años
la Compra Consolidada ha generado ahorros estima-
dos en 20 mil 649 millones de pesos para todos los
participantes del sector.

Claro está que las compras consolidadas han resultado
ser además de efectivas un gran ahorro, no se niega.

Sin embargo, son las omisiones legislativas que favo-
recen que los procedimientos de contratación pública
en México sean poco transparentes, que beneficien a
las empresas grandes con precios más altos a los pre-
valecientes en el mercado, en lugar de beneficiar a las
empresas grandes o pequeñas que le ofrezcan mejores
condiciones al Estado, y que no se le apliquen sancio-
nes a las empresas o funcionarios que incurren con-
ductas irregulares.

En la Guía práctica de compras públicas Recomenda-

ciones para comprar bien a nivel estatal del IMCO, se
puede observar que, en el caso de la legislación local,
30 de las 32 legislaciones de adquisiciones contem-
plan esta modalidad, por lo tanto, en la gran mayoría
de las entidades federativas es posible que los funcio-
narios, al momento de decidir la compra de un bien es-
tandarizado, consideren la posibilidad de formar parte
de una compra consolidada o crear una iniciativa para
que esto se logre. En este proceso es relevante tomar
en cuenta que la consolidación puede ser a nivel inter-
no (dentro de la dependencia o entidad), a nivel central
(en el municipio o estado) o incluso a nivel regional
(con dependencias de otras entidades federativas o en-
tre municipios).
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En términos de lo señalado en el 26, sexto párrafo, de
la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios
del Sector Público, previamente al inicio de un proce-
dimiento de contratación pública, las entidades contra-
tantes deben realizar una investigación.

Artículo 26 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamien-
tos y Servicios del Sector Público prevé:

“…Previo al inicio de los procedimientos de con-
tratación previstos en este artículo, las dependen-
cias y entidades deberán realizar una investigación
de mercado de la cual se desprendan las condicio-
nes que imperan en el mismo, respecto del bien,
arrendamiento o servicio objeto de la contratación,
a efecto de buscar las mejores condiciones para el
Estado.”

El objetivo de dicha investigación es precisamente de-
terminar cuáles son las condiciones del mercado y con
ello cuál es el procedimiento más favorable mediante
el cual el Estado podría contratar.

Sin embargo, dichas investigaciones son secretas
durante todo el proceso de contratación. De esta
manera, las dependencias no hacen públicas dichas
investigaciones de mercado, sino hasta que median-
te la solicitud de acceso a la información y esto
siempre y cuando el proceso de contratación ya ha-
ya concluido.

Para justificar lo anterior, las dependencias suelen in-
vocar el artículo 113, fracción VIII, de la Ley General
de Transparencia y Acceso a la Información Pública:

“…VIII. La que contenga las opiniones, recomen-
daciones o puntos de vista que formen parte del pro-
ceso deliberativo de los servidores públicos, hasta
en tanto no sea adoptada la decisión definitiva, la
cual deberá estar documentada…”

Es claro que dicha disposición permite que los sujetos
obligados clasifiquen como reservada la información
que forme parte del proceso deliberativo de los servi-
dores públicos, mientras no sea adoptada una decisión
definitiva. No obstante, la aplicación de dicho artículo
a las investigaciones de mercado no es correcta, cuan-
do ya dio inicio el procedimiento de contratación ele-
gido debido a lo siguiente:

Las investigaciones de mercado son documentos nece-
sarios para que las autoridades elijan el procedimiento
mediante el cual deben contratar; y

Por lo tanto, el proceso deliberativo para el cual son
utilizadas las investigaciones de mercado culmina con
la adopción de una decisión definitiva respecto al pro-
cedimiento de contratación a seguir; esto es, el proce-
so deliberativo culmina con la emisión de la convoca-
toria a una licitación, con la invitación a cuando menos
tres personas o con la adjudicación directa.

¿Cómo perjudica la transparencia y competitivi-
dad de las compras consolidadas la falta de acce-
so a la información en los procesos de contrata-
ción?

La circunstancia de que las investigaciones de merca-
do no sean públicas impide que los participantes co-
nozcan las razones que motivaron el que las depen-
dencias convoquen bajo una modalidad u otra, por lo
tanto, facilita el que se introduzca en los procedimien-
tos de contratación elementos que favorezcan indebi-
damente a algún participante: esto es que se “amañen”
las contrataciones.

Asimismo, la circunstancia de que las investigaciones
de mercado sean públicas a partir del momento en el
que la dependencia convoca a una licitación, emite la
invitación a cuando menos tres personas o decide ad-
judicar de manera directa, no beneficia ni perjudica a
ninguno de los participantes, puesto que, por autono-
mía, la información pública no genere desventajas in-
debidas en un mercado que debe ser totalmente com-
petitivo.

Regresando al ejemplo del sector salud, aún y cuando
las compras consolidadas representan un gran ahorro
las cifras dejan de lado lo siguiente:

Existen cuatro distribuidoras de medicinas y materia-
les médicos (Grupo Fármacos Especializados, Distri-
buidora Internacional de Medicinas y Equipo Médico,
Farmacéuticos Maypo y Comercializadora de Produc-
tos Institucionales) acapararon 52.7 por ciento del to-
tal de compras anuales de bienes del IMSS, entre 2016
y lo que va de 2018. El beneficio conjunto para estos
proveedores en tres años fue de 65 mil 065 millones
791 mil 955.48 pesos.
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Para analistas consultados, la concentración de prove-
edores podría estar justificada por el nivel de especia-
lización o por cuestiones de patente de los bienes dis-
tribuidos. No obstante, la opacidad en los procesos de
contratación hace imposible descartar “compras ama-
ñadas” que, de acuerdo con datos de la Organización
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OC-
DE), aumentan los costos para las dependencias del
sector salud en al menos 30 por ciento.

Podemos resaltar que además de que claramente se be-
neficia a estas cuatro grandes farmacéuticas, no es po-
sible conocer el porqué se eligieron. Esto hace que las
investigaciones sean totalmente arbitrarias, es decir,
no se puede garantizar un proceso totalmente libre de
tendencias.

Además, pues las pequeñas farmacéuticas muchas ve-
ces ofrecen los artículos requeridos por mucho menor
costo e igual o mejor calidad, sólo que al no tener la
capacidad de cubrir la demanda total requerida optan
una sola contratación que amerite un solo contrato, es
decir se cubre la demanda en una sola exhibición. Por
lo que se dejan de lado a los pequeños proveedores ce-
rrando injustamente la competencia y perjudicando a
los ahorros ya la misma cuenta pública.

Finalmente, la Guía práctica de compras públicas Re-

comendaciones para comprar bien a nivel estatal del
IMCO, señala que a nivel internacional, existen distin-
tos modelos de consolidación de las compras, de
acuerdo a la obligación legal –marcada en las distintas
leyes de adquisiciones– de las unidades administrati-
vas a participar en los esquemas centralizados de com-
pra:

• En el primero modelo, las dependencias o entida-
des están obligadas a adquirir bienes de uso genera-
lizado por medio de la dependencia pública asigna-
da en el sistema responsable de hacer las compras
consolidadas.

• En el segundo modelo la participación es volunta-
ria, como sucede a nivel federal en México, tal que
la Secretaría de la Función Pública tiene la facultad
de determinar los bienes, arrendamientos o servi-
cios que, en forma consolidada, podrán adquirir,
arrendar o contratar las dependencias y entidades de
la APF, aunque para que esto ocurra, los represen-
tantes de las respectivas áreas contratantes necesi-

tan manifestar por escrito su acuerdo para llevar a
cabo la contratación bajo esta modalidad.

• Modelo intermedio en el que es obligatorio que
las unidades administrativas formen parte de las
compras consolidadas, pero a la vez queda abier-
ta la posibilidad de que las dependencias o enti-
dades realicen compras de bienes de uso generali-
zado de forma independiente sólo cuando
justifican que hacerlo les generaría mejores con-
diciones de compra.

Por lo cual se busca hacer de las compras consolidadas
un verdadero campo de competitividad, igualar las cir-
cunstancias y sobre todo transparentar las investiga-
ciones y el proceso de las mismas.

En razón de lo anterior, y para contar con un mejor en-
tendimiento de la propuesta, se adjunta el siguiente
comparativo:
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Por lo motivado y fundado; y con fundamento en lo
dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así
como de los artículos 6, numeral 2, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, quien suscribe so-
mete a consideración de esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto

Decreto por el que se adiciona la fracción XLIX al
artículo 70 y la fracción III al artículo 115 de la Ley
General de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública

Artículo Único. Se adiciona la fracción XLIX al artí-
culo 70 y la fracción III al artículo 115 de la Ley Ge-
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neral de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica, para quedar como sigue:

Artículo 70. …

I. a XLVIII. …

XLIX. La información que justifique las modali-
dades en los procedimientos de contratación pú-
blica adoptados por los sujetos obligados y espe-
cialmente las investigaciones de mercado.

…

Artículo 115. … 

I. Se trate de violaciones graves de derechos huma-
nos o delitos de lesa humanidad;

II. Se trate de información relacionada con actos de
corrupción de acuerdo con las leyes aplicables; o

III. Se trate de información que justifique las
modalidades en los procedimientos de contrata-
ción pública adoptados por los sujetos obligados.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Nota

1 https://imco.org.mx/wp-content/uploads/2013/7/Guia_de_com-

pras_publicas_011012.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputada Elba Lorena Torres Díaz (rúbrica)

QUE EXPIDE LA LEY NACIONAL QUE REGULA EL USO LE-
GÍTIMO DE LA FUERZA, SUSCRITA POR INTEGRANTES DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

Quienes suscriben, diputados federales a la LXIV Le-
gislatura del Congreso de la Unión, e integrantes del
Grupo Parlamentario del PRD, con fundamento en los
artículos 6, numeral 1, fracción I, y 77 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, someten a considera-
ción del Congreso de la Unión iniciativa con proyecto
de decreto por el que se expide la Ley Nacional que re-
gula el Uso Legítimo de la Fuerza.

Planteamiento del Problema

Uno de los graves problemas que aquejan a nuestro
país es la falta de regulación respecto del uso legítimo
de la fuerza, por parte de las instituciones que desarro-
llan labores de seguridad pública, principalmente a
partir de la salida de las Fuerzas Armadas, de manera
masiva, a las calles de nuestras ciudades. De frente a
un amplio debate que debe abrirse en relación a las
competencias que cada uno de los órdenes de gobier-
no debe desenvolver en materia de seguridad pública,
inmersos en una amplia crisis humanitaria relacionada
con el combate armado al crimen organizado que fue
implementado como una política unidinámica que pre-
tendió frenar su expansión territorial, resulta ingente
establecer principios básicos que permitan el legítimo
uso de la fuerza coactiva por parte de los elementos del
Estado para conservar el orden y la paz públicos y que,
sin embargo, respeten los derechos humanos de las
ciudadanas y los ciudadanos. Es en este contexto que
presentamos esta iniciativa con el objeto de salvaguar-
dar el libre ejercicio de los derechos humanos de todas
las personas en el territorio nacional y, especialmente,
resguardar la vida de las personas.

Argumentos

El uso de la fuerza por los funcionarios del Estado es,
en sí mismo, uno de los actos más graves que pueden
ocurrir, principalmente cuando se realiza sin seguir las
mínimas medidas de resguardo para la vida y la inte-
gridad de los ciudadanos. El uso ilegítimo de la fuerza
constituye una de las transgresiones más graves que un
funcionario de cualquier Estado pueda cometer en
contra de los ciudadanos a quienes, se supone, debe
proteger. Es por ello que, desde 1966, el Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos ha previsto
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una serie de medidas que garantizan el libre ejercicio
de estos derechos. 

De la necesidad de proteger el derecho a la vida, a la
libertad y a la seguridad de las personas es que, deri-
vado de lo anterior, la Asamblea General de la Organi-
zación de las Naciones Unidas, en su resolución
34/169 de fecha 17 de diciembre de 1979, se adoptó el
Código de conducta para funcionarios encargados de
hacer cumplir la ley. En este Código se define que és-
te se aplica a todos aquellos funcionarios que desem-
peñen funciones de policía, aun cuando se trate de au-
toridades militares. Es necesario señalar que, en su
artículo 3, el Código indica que

“Los funcionarios encargados de hacer cumplir la
ley podrán usar la fuerza sólo cuando sea estricta-
mente necesario y en la medida que lo requiera el
desempeño de sus tareas.”

Se aclara posteriormente que “…según las circunstan-
cias para la prevención de un delito, para efectuar la
detención legal de delincuentes o de presuntos delin-
cuentes o para ayudar a efectuarla, no podrá usarse la
fuerza en la medida en que exceda estos límites.”

El Código expresa también que

“… En general, no deberán emplearse armas de fue-
go excepto cuando un presunto delincuente ofrezca
resistencia armada o ponga en peligro, de algún mo-
do, la vida de otras personas y no pueda reducirse o
detenerse al presunto delincuente aplicando medi-
das menos extremas. En todo caso que se dispare un
arma de fuego, deberá informarse inmediatamente a
las autoridades competentes.”

Derivado de lo anterior, en consecuencia, en 1990 la
Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Hu-
manos promovió, a través del Octavo Congreso de las
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Trata-
miento del Delincuente, la adopción de los Principios

básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de

fuego por los funcionarios encargados de hacer cum-

plir la ley.

En estos principios se “…subraya que el empleo de la
fuerza y las armas de fuego por los funcionarios en-
cargados de hacer cumplir la ley debe conciliarse con
el debido respeto de los derechos humanos…”

Sin embargo, también ha sido señalado por diversos
organismos internacionales, la necesidad de que las
fuerzas armadas no participen directamente en las ac-
tividades de seguridad pública, tal como lo establecie-
ron las observaciones finales e informes derivados
de visitas a México emitidos por organismos del
Sistema de Naciones Unidas en materia de tortura
y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degra-
dantes, cuando indicaron que

B. Recomendaciones

83. Respecto a las medidas de prevención: a) Retirar
definitivamente a las fuerzas militares de labores rela-
cionadas con la seguridad pública y restringir su parti-
cipación a operaciones de apoyo con supervisión de
órganos judiciales civiles;

No obstante, el Grupo Parlamentario del PRD en la
Cámara de Diputados, consciente de la situación de
violencia que priva en nuestro país, ha expresado en
diversas ocasiones que, aunque no compartimos la
idoneidad para que las Fuerzas Armadas desarrollen
actividades de seguridad pública que implican la con-
vivencia diaria con las y los ciudadanos, también afir-
mamos que debemos iniciar un proceso acelerado de
la construcción de nuevas instituciones policiales que
nos permitan la superación de la situación de emer-
gencia que implica la intervención directa de la delin-
cuencia organizada en los cuerpos de seguridad públi-
ca y, consecuentemente, el regreso de los integrantes
del Ejército y la Marina Armada a sus cuarteles.

Esta iniciativa es producto de múltiples y variados in-
tentos de proponer una legislación, indispensable para
nuestro país en las actuales circunstancias y que deri-
ve en el fortalecimiento de nuestro marco jurídico que
rija la actuación de las instituciones federales de segu-
ridad pública. En este sentido, retomamos, como base,
una minuta elaborada en la LX Legislatura y aprobada
por unanimidad que, sin embargo, ha sido superada
pese a que, en su momento, representaba una legisla-
ción de vanguardia. Hemos adicionado a este proyec-
to un capítulo específico para el manejo respecto al
uso de la fuerza en manifestaciones pacíficas y otro
para el de eventos tumultuarios que pueden salir del
control de las autoridades así como uno específica-
mente dedicado a la actuación de los integrantes de las
instituciones de seguridad pública que realizan patru-
llajes. En el mismo sentido y para que su actuación se
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apegue a los más altos estándares internacionales en
materia de respeto a los derechos humanos, hemos in-
corporado la perspectiva de género en este proyecto de
ley.

La iniciativa que hoy proponemos consta de 36 artícu-
los divididos en once capítulos. El primero, dedicado
a las Disposiciones Generales, establece el objeto y el
ámbito de aplicación de la ley y las definiciones que se
usarán a lo largo del texto jurídico. Resulta importan-
te señalar que, dentro de las instituciones de seguridad
pública, se encuentran comprendidas también aquellas
instancias o dependencias federales que sean diferen-
tes de las señaladas como de seguridad pública en la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica pero que se encuentren desempeñándolas funcio-
nes aunque no sea su función prioritaria, como el Ejér-
cito y la Marina.

En el Capítulo II definimos las Reglas Generales para el
Uso de la Fuerza, delimitando las circunstancias en las
que se permite a los integrantes de las instituciones de
seguridad pública y los principios que rigen el uso legí-
timo de la fuerza que son el respeto a los derechos hu-
manos, congruencia, idoneidad, legalidad, necesidad,
oportunidad, proporcionalidad y racionalidad, definien-
do específicamente cada uno de ellos. Adicionalmente,
se prohíbe el uso de armas de fuego o letales salvo cuan-
do sea indispensable para garantizar la vida y la integri-
dad física de todas las personas, incluyendo la del agre-
sor, la de terceros o la de los propios integrantes. 

Asimismo, se establecen las obligaciones generales de
las instituciones de seguridad pública para garantizar
el uso legítimo de la fuerza, entre las que se encuen-
tran los procedimientos internos, elaboración de ma-
nuales, protocolos e instructivos operativos y de eva-
luación, control y supervisión especializados en el uso
de la fuerza con perspectiva de género y una visión de
derechos humanos, la capacitación, la investigación de
todos los incidentes en que se haga uso de armas leta-
les, proporcionar atención especializada a los elemen-
tos que hayan hecho uso de la fuerza letal, el estable-
cimiento de la cadena de mando y los procedimientos
para la determinación de las responsabilidades corres-
pondientes, entre otros. 

Se diferencian, también, los distintos niveles respecto
del uso de la fuerza y la prohibición expresa de no uti-
lizar la fuerza con fines punitivos, no infligir ningún

acto de tortura y de abstenerse de todo acto arbitrario
para limitar los derechos de manifestación pacífica.
Asimismo, se establecen las obligaciones de los inte-
grantes de las instituciones de seguridad pública des-
pués de usar la fuerza, entre las que se encuentran el
proteger a la persona destinataria, solicitar servicios
médicos para su atención, presentarlas inmediatamen-
te ante la autoridad competente, informar al mando de
los eventos ocurridos, preservar los indicios de la es-
cena, mantenerse a disposición de las autoridades du-
rante la investigación de los eventos y asistir a los tra-
tamientos especializados.

En el Capítulo III se establecen las reglas para el uso
de la fuerza en actos masivos. En este capítulo se esti-
pula que, durante el resguardo y vigilancia de los ac-
tos masivos, debe levantarse un registro en video del
desarrollo del operativo y resguardar las grabaciones
de radio u otros medios de comunicación. 

Específicamente se prohíbe el uso de la fuerza en el
caso de manifestaciones pacíficas, por lo que las insti-
tuciones de seguridad pública únicamente estarán pre-
sentes siendo requeridas por una autoridad de gobier-
no que se hará responsable de las decisiones durante el
operativo. Los integrantes de las instituciones no po-
drán presentarse equipados con armas de fuego o leta-
les y no podrán hacer uso de otro mecanismo operati-
vo que no sea el de contención. 

Únicamente en caso de presentarse disturbios que pon-
gan en riesgo la integridad física o la vida de los ma-
nifestantes, la autoridad responsable podrá considerar-
la como actos tumultuarios debido a la gravedad de los
actos de violencia o a su incidencia. En estos casos, la
prioridad de los integrantes de las instituciones de se-
guridad pública será la preservación de la vida de los
agresores, la de terceros y la suya propia por lo que, en
coordinación con las autoridades responsables diseña-
rán, de manera inmediata, un operativo de contención
y control de las personas que participan en los hechos.
Cuando los participantes en los hechos se encuentren
armados con armas blancas, piedras o similares y ha-
gan uso de ellas en contra de terceros o de los inte-
grantes de las instituciones de seguridad, éstos podrán
hacer uso de armas intermedias, las cuales únicamen-
te deberán ser utilizadas para resguardar su vida e in-
tegridad física, la de terceros y la de los propios parti-
cipantes y, en último término, la integridad de los
bienes públicos o privados.
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Se establece de manera específica que la autoridad res-
ponsable únicamente en el caso de que haya evidencia
física contundente de que los participantes se encuen-
tran en posesión de armas de fuego y una vez agotados
los procedimientos anteriores, podrán, sin poner en
riesgo la vida e integridad física de las personas, po-
drán determinar la presencia de agentes equipados con
armas de fuego o letales, con el objeto único de proce-
der a la disuasión y detención de los participantes. El
uso de armas de fuego tendrá por objeto solamente ga-
rantizar la vida de las personas involucradas, la de ter-
ceros y la de los propios integrantes de las institucio-
nes de seguridad pública y deberá procederse a
realizar las investigaciones correspondientes para de-
terminar su uso legítimo.

En el Capítulo IV determinamos mediante qué proce-
dimientos y en qué condiciones podrá hacerse uso de
la fuerza durante los patrullajes en las calles de nues-
tro país. Entre estas disposiciones establecemos la ne-
cesidad de que la circulación de los vehículos debe ser
visible a la población y que, en caso de que se requie-
ra que los integrantes porten armas de fuego, esta si-
tuación deberá asentarse previamente en los informes
correspondientes. De la misma manera y únicamente
en caso de encontrarse ante una situación de agresión
inminente, los integrantes podrán hacer uso de las ar-
mas de fuego o letales, procediendo a realizar todo lo
necesario para el sometimiento de los agresores. 

Una vez superada la agresión, los integrantes de las
instituciones de seguridad pública deberán tomar las
previsiones necesarias para la atención médica de
quienes hayan resultado heridos y proceder a llamar a
las autoridades de procuración de justicia para que ini-
cien los procedimientos de investigación correspon-
dientes. En este sentido, es obligación de los integran-
tes la preservación de la escena y el someterse a los
tratamientos médicos y psicológicos que correspon-
dan.

En el Capítulo V se determinan las reglas para el uso
de la fuerza en detenciones, dentro de las cuales se es-
tablece que, en primer término, se privilegiarán los
métodos de persuasión y control, siendo la resistencia
activa la única razón para la utilización de las armas
intermedias y equipos de apoyo, procediéndose a con-
tinuación conforme lo establecido en el Código Na-
cional de Procedimientos Penales. 

El Capítulo VI atiende a las Reglas para el Uso de la
Fuerza en caso de Desastres o emergencia, en las
cuales se ponga en peligro la integridad física o la vi-
da de las personas, siendo utilizada para evacuar,
controlar o limitar su acceso a determinadas áreas.
En el Capítulo VII, se delimitan las armas y equipo
de apoyo que pueden ser utilizados y, en el Capítulo
VIII, los requisitos que deberán contener los infor-
mes del uso de la fuerza y la utilización de armas de
fuego.

En el Capítulo IX se determina que deberán llevarse a
cabo capacitación y evaluaciones periódicas respecto a
la eficiencia sobre el uso legítimo de la fuerza y los de-
rechos humanos, en cursos teóricos y prácticos para
todos aquellos integrantes de las instituciones federa-
les de seguridad pública o quienes, desde otras institu-
ciones, desempeñen esta función. En el Capítulo X, se
establecen las obligaciones resarcitorias y de indemni-
zación de las instituciones de seguridad pública cuan-
do sus integrantes recurran al uso ilegítimo de la fuer-
za, que consistirán en la indemnización
correspondiente, sin demérito de las responsabilidades
administrativas, civiles o penales en que incurran los
propios integrantes.

Por último, el Capítulo XI, establece las responsabili-
dades de los integrantes de las instituciones cuando in-
curran en el uso ilegítimo de la fuerza que serán deter-
minadas conforme a la legislación administrativa,
penal o civil que corresponda, incluyendo a los inte-
grantes de las Fuerzas Armadas, para lo cual se actua-
lizará lo determinado en el artículo 57 del Código de
Justicia Militar.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, con funda-
mento en el artículo 71, fracción II y en el artículo 6
numeral 1 fracción I y 77 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados así como el artículo 8, fracción I del
Reglamento de la Cámara de Senadores, plenamente
comprometidos con los derechos humanos de las me-
xicanas y los mexicanos, ponemos a consideración de
este honorable Congreso de la Unión la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se expide la Ley Nacional que regu-
la el Uso Legítimo de la Fuerza:
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Ley Nacional que regula 
el Uso Legítimo de la Fuerza

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente ley es de orden público y de
observancia en todo el territorio nacional y tiene por
objeto prevenir y regular el uso de la fuerza que ejer-
cen los integrantes de las instituciones de seguridad
pública y sus auxiliares así como los integrantes de las
instituciones que desempeñen funciones de seguridad
pública, en los casos que resulte necesario en cumpli-
miento de sus funciones.

Artículo 2. Para los efectos de la presente ley, se en-
tenderá por:

I. Acción agresiva: Cuando las acciones u omisio-
nes de una persona, ante una orden legítima comu-
nicada por los integrantes, representan una agresión
real, ilegal, actual o inminente, a la vida o integri-
dad física propias, de terceros o del integrante;

II. Acciones tumultuarias: A los actos violentos e
ilegales que, personas reunidas en concentraciones,
cometen en contra de una o más personas o que es-
tán dirigidos a dañar bienes públicos o privados, y
que en su ejecución ponen en riesgo la vida o inte-
gridad física propia, las de terceros o las de los in-
tegrantes de las instituciones de seguridad pública; 

III. Armas de fuego: las autorizadas para el uso de
los integrantes de las instituciones de seguridad pú-
blica, de conformidad con la Ley Federal de Armas
de Fuego y Explosivos, y su Reglamento;

IV. Armas intermedias: Aquellas que se utilizan pa-
ra disminuir la capacidad de movilidad de una per-
sona, preservando su integridad física;

V. Armas letales: Aquellas que ocasionan o pueden
ocasionar daños físicos, que van desde las lesiones
graves a la muerte de una persona;

VI. Autoridad Responsable: La autoridad de go-
bierno que solicita la intervención, el auxilio o el
apoyo de las instituciones de seguridad pública. En
caso de que, orgánicamente, las instituciones de se-
guridad pública dependan de la misma autoridad,

ésta deberá nombrar un funcionario que actúe como
su representante, quien no deberá pertenecer a las
instituciones de seguridad pública.

VII. Desaparición forzada: la privación ilegal de la
libertad de una persona cometida por los integran-
tes de las instituciones de seguridad pública, en tér-
minos de la Ley General en la materia y en los Tra-
tados internacionales de los que México forma
parte;

VIII. Detención: La restricción de la libertad de una
persona, realizada por algún integrante de las insti-
tuciones de seguridad pública con el propósito de
ponerla a disposición de la autoridad competente,
de conformidad de legislación aplicable;

IX. Instituciones de seguridad pública: En términos
de la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, las instituciones policiales, de procura-
ción de justicia, del sistema penitenciario y a las
empresas de seguridad privada cuando actúen como
auxiliares de las instituciones de seguridad pública.
Adicionalmente, las instituciones o dependencias
federales que desempeñen funciones de seguridad
pública, aunque ésta no sea su función prioritaria;

X. Integrante: Las personas, servidores públicos
certificados que cuentan con nombramiento o asig-
nación mediante otro instrumento jurídico autoriza-
do, perteneciente a alguna de las instituciones que
ejercen funciones de seguridad pública, en términos
de esta ley. En el caso de las y los empleados de las
empresas de seguridad privada cuando actúen como
auxiliares de las instituciones de seguridad pública,
su personalidad se acreditará con el contrato y la fi-
cha del Registro Nacional de Personal de Seguridad
Pública correspondientes;

XI. Incidente: Hecho en el que los integrantes de las
instituciones de seguridad pública, por su naturale-
za ilícita, violenta o por su frecuencia, se ven obli-
gados al uso de la fuerza;

XII. Ley: La Ley Nacional que regula el Uso Legí-
timo de la Fuerza;

XIII. Mando operativo: Integrante que, jerárquica-
mente, tiene la responsabilidad de la ejecución de
un operativo;
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XIV. Manifestaciones: A las concentraciones de va-
rias personas que, en uso de su legítimo derecho,
convergen pacíficamente en un tiempo y lugar pú-
blico delimitado, para expresarse, cuenten o no con
permisos de la autoridad; 

XV. Operativo: A la planeación y desarrollo de una
serie de acciones y actividades de los integrantes de
las instituciones de seguridad pública, cuyo objeti-
vo es el control de una situación ilegal que pone en
riesgo la vida y/o la integridad de la población.

XVI. Patrullaje: Al desarrollo de recorridos organi-
zados en los espacios públicos de determinado mu-
nicipio o alcaldía, realizado por los integrantes de
las instituciones de seguridad pública.

XVII. Reglamento: Al Reglamento de la Ley Na-
cional que regula el Uso Legítimo de la Fuerza;

XVIII. Resistencia activa: Cuando una o varias per-
sonas se niegan a obedecer una orden legítima co-
municada por un integrante, realizando acciones u
omisiones que ocasionan o pueden ocasionar daños
o lesiones a sí mismo, a un tercero o a los propios
integrantes;

XIX. Resistencia pasiva: Cuando una o varias per-
sonas se niegan, en forma pacífica, a obedecer una
orden legítima, comunicada en forma directa por al-
gún integrante, quien previamente se identificó co-
mo tal;

XX. Sometimiento: La contención legítima que re-
aliza un integrante sobre los movimientos de una
persona, con el fin de inmovilizarla y asegurarla,
sin poner en riesgo su integridad física o su vida, en
términos de lo establecido en esta ley;

XXI. Tortura o tratos crueles inhumanos y degra-
dantes: Las conductas descritas en la Ley de la ma-
teria y en los Tratados Internacionales de los que
México forma parte, y

XII. Uso de la fuerza: El uso legítimo de técnicas,
tácticas y métodos de control sobre las personas que
se ubican en algunos de los supuestos establecidos
en la presente ley, así como en otras disposiciones
aplicables.

Capítulo II
Reglas Generales para el Uso de la Fuerza

Artículo 3. Son circunstancias que permiten a los in-
tegrantes de las instituciones de seguridad pública ha-
cer uso de la fuerza, las siguientes:

I. Legítima defensa ante una agresión actual o in-
minente que ponga en riesgo la integridad física o la
vida de las personas;

II. Cumplimiento de un deber legal o el mandato de
una autoridad;

III. Someter a la persona que se resista a la deten-
ción ordenada por una autoridad competente o lue-
go de haber cometido un hecho que la ley tipifica
como delito en flagrancia;

IV. Prevenir la comisión de conductas ilícitas; y

V. Proteger o defender la vida o integridad física de
terceros o bienes jurídicos tutelados.

Los integrantes de las instituciones de seguridad pú-
blica deberán actuar, en todo momento, con base en
los principios establecidos en el artículo 4 de esta ley.

Artículo 4. El uso de la fuerza, en los casos que sea
necesario, se hará atendiendo a los principios de res-
peto a los derechos humanos, congruencia, idoneidad,
legalidad, necesidad, oportunidad, proporcionalidad y
racionalidad. 

El uso de la fuerza es:

I. Congruente: Cuando se utiliza, de manera ex-
clusiva, para lograr los objetivos de la autoridad o
de la actuación del integrante de las instituciones de
seguridad pública, en ejercicio de sus funciones,

II. Idónea: Cuando el equipo y técnicas empleados
son los adecuados y aptos para garantizar la defen-
sa y protección de las personas y mantener la tran-
quilidad de la sociedad, siendo utilizados solamen-
te para repeler una agresión ante una acción
violenta.

III. Legal: Cuando se realiza en los supuestos pre-
vistos y conforme a los procedimientos descritos en

Miércoles 20 de marzo de 2019 Gaceta Parlamentaria53



la presente ley o demás disposiciones aplicables de
manera expresa.

IV. Necesaria: Cuando es estrictamente inevitable
para garantizar la vida y la integridad de las perso-
nas y la suya propia así como el ejercicio de los de-
rechos de los ciudadanos.

V. Oportuna: Cuando se aplica en el momento en
que se requiere para evitar el daño a la integridad o
vida de las personas y lograr los fines de la seguri-
dad pública.

VI. Proporcional: Cuando se aplica en el nivel ne-
cesario para lograr el control de la o las personas que,
intencionalmente, agreden a otras personas o a los in-
tegrantes de las instituciones de seguridad pública, y

VII. Racional: Cuando es el producto de una deci-
sión que valora el objetivo que se persigue, las cir-
cunstancias del caso y las capacidades de los inte-
grantes de las instituciones de seguridad pública.

Artículo 5. Queda prohibido el uso de armas de fuego
o letales, salvo cuando sea indispensable para garanti-
zar la vida y la integridad física de todas las personas,
incluyendo la del agresor, la de terceros o la de los in-
tegrantes de las instituciones de seguridad pública, se-
gún lo dispuesto en esta ley.

En todo caso en que sean utilizadas armas de fuego o
letales, la autoridad responsable deberá iniciar las in-
vestigaciones y brindar la atención física y psicológi-
ca que corresponda para los integrantes involucrados
en los incidentes.

Artículo 6. Son obligaciones generales de las institu-
ciones de seguridad pública respecto del uso de la
fuerza por sus integrantes:

I. Establecer procedimientos internos para regular
el uso de la fuerza, sustentados en la infraestructura
técnica y material necesaria, la planeación y los
principios especializados de operación;

II. Elaborar manuales, protocolos e instructivos
operativos, así como de evaluación, control y su-
pervisión especializados relativos al uso de la fuer-
za con una perspectiva de género y una visión de
derechos humanos;

III. Establecer mecanismos de control, almacena-
miento y asignación de armas de fuego, así como
procedimientos para asegurar que los integrantes
de las instituciones de seguridad pública cumplan
con los términos de las licencias de portación de
las armas de fuego y/o municiones bajo su custo-
dia;

IV. Establecer los mecanismos para proteger la vida
e integridad física de sus integrantes;

V. Implementar acciones, programas de capacita-
ción en derechos humanos y cursos, de manera per-
manente, para evitar cualquier acto de desaparición
forzada o tortura o trato cruel, inhumano y/o degra-
dante, relacionado con el uso de la fuerza por parte
de sus integrantes;

VI. Determinar los avisos de advertencia que debe-
rán darse a la ciudadanía cuando sean necesarios
por motivo de sus funciones, específicamente en el
caso de desastres naturales y durante el desarrollo
de operativos y patrullajes;

VII. Investigar, sin que medie denuncia previa, to-
dos los incidentes en que los integrantes de las ins-
tituciones de seguridad pública hagan uso de armas
letales o de fuego, con el objetivo de determinar la
legitimidad de su actuación. 

VIII. Inquirir y valorar los incidentes en que se use
la fuerza por sus integrantes desde la óptica de los
principios de actuación, con la finalidad de aplicar
las medidas preventivas que resulten procedentes y
mejorar el desempeño de las instituciones de segu-
ridad pública;

IX. Regular y controlar el uso de armas no letales,
a fin de reducir al mínimo el riesgo de causar daño
a las personas;

X. Dotar a sus integrantes del equipo adecuado pa-
ra el cumplimiento de sus funciones;

XI. Proporcionar atención especializada a los ele-
mentos que hayan intervenido en situaciones en las
que se haya empleado la fuerza letal o armas de fue-
go, para superar situaciones de tensión u otras afec-
taciones de tipo psicológico;
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XII. Determinar en los manuales administrativos y
protocolos de actuación, la cadena de mando en las
instituciones de seguridad pública, principalmente
durante la ejecución de los operativos que pudieran
derivar en acciones de uso de la fuerza en cualquie-
ra de sus niveles;

XIII. Establecer los procedimientos para determi-
nar las correspondientes responsabilidades dentro
de la cadena de mando cuando se ordene, se tenga
conocimiento, o debiera haberse tenido, de que los
integrantes de las instituciones de seguridad públi-
ca bajo su mando recurrieron, o han recurrido, al
uso ilícito de la fuerza, en cualquiera de sus moda-
lidades, especialmente, en los incidentes que invo-
lucren el uso de la fuerza letal o de armas de fuego
así como durante el desarrollo de patrullajes;

XIV. Garantizar que los integrantes no sean trasla-
dados y se encuentren a disponibilidad de las auto-
ridades disciplinarias o de procuración de justicia,
durante el transcurso de las investigaciones, cuando
hayan participado en incidentes que involucren el
uso de la fuerza letal o de armas de fuego;

XV. Garantizar el respeto de sus derechos y brindar
la asistencia necesaria, a los integrantes de las insti-
tuciones de seguridad pública que, en cumplimien-
to de los principios y responsabilidades estableci-
dos en esta ley y en otras leyes relativas, hagan uso
legítimo de la fuerza;

XVI. Garantizar el respeto de sus derechos y brin-
dar la asistencia necesaria, a los integrantes de las
instituciones de seguridad pública que, en cumpli-
miento de los principios y responsabilidades esta-
blecidos en esta ley y en otras leyes relativas, se
nieguen a ejecutar una orden de emplear la fuerza
letal o armas de fuego en situaciones que, a su jui-
cio, no la justifican o resulten ilegítimas, o lo de-
nuncien por otros funcionarios;

XVII. Atender oportunamente las solicitudes de in-
formación o recomendaciones de las autoridades u
organismos competentes respecto del uso legítimo
de la fuerza por parte de sus integrantes, y

XVIII. Preservar los indicios en el caso de uso de
fuerza.

Artículo 7. Los distintos niveles en el uso de la fuer-
za, en los casos de resistencia o enfrentamiento de los
integrantes de las instituciones de seguridad pública
con personas aisladas, son:

I. Persuasión o disuasión: a través de órdenes o ins-
trucciones directas, verbales o señales de los inte-
grantes de las instituciones de seguridad pública, en
ejercicio de sus funciones;

II. Reducción física de movimientos: mediante tác-
ticas especializadas, métodos o instrumentos que
permitan someter a las personas;

III. Utilización de armas intermedias: a fin de so-
meter la resistencia de una o de varias personas, y

IV. Utilización de armas de fuego o de fuerza letal:
a efecto de someter las acciones de agresión.

Artículo 8. La actuación de los integrantes de las ins-
tituciones de seguridad pública, respecto al uso de la
fuerza, estará sujeta a las siguientes prohibiciones:

I. No usar la fuerza con fines punitivos o de ven-
ganza,

II. No infligir, instigar o tolerar ningún acto de tor-
tura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o de-
gradantes, y

III. Abstenerse de todo acto arbitrario y de limitar
indebidamente las acciones o manifestaciones que,
en ejercicio de sus derechos constitucionales y con
carácter pacífico, realice la población.

Las demás que establezca la presente ley, su regla-
mento y demás disposiciones aplicables.

Artículo 9. Con el propósito de neutralizar la resisten-
cia o agresión de una persona que está infringiendo o
acaba de infringir alguna disposición jurídica; para
cumplir las órdenes lícitas giradas por autoridades
competentes, así como para prevenir la comisión de
delitos e infracciones y proteger o defender bienes ju-
rídicos, los integrantes de las instituciones de seguri-
dad pública deberán, en primera instancia, dar órdenes
verbales directas y solamente en caso de desobedien-
cia o resistencia, implementarán el uso de la fuerza, a
partir de las siguientes directrices:
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I. Sin utilizar armas, cuando para vencer la resis-
tencia pasiva de las personas, realice las acciones
necesarias para tal propósito;

II. Con la utilización de armas intermedias, cuando
para neutralizar la resistencia activa de una persona
haga uso del equipo e instrumentos autorizados, con
excepción de las armas de fuego, y

III. Con el uso de armas de fuego o letales, cuando
se presente el caso de agresión.

Artículo 10. Son obligaciones de los integrantes de las
instituciones de seguridad pública, después de usar la
fuerza, las siguientes:

I. Proteger a la persona destinataria del uso de fuer-
za, respetando en todo momento sus derechos hu-
manos, preservando prioritariamente su integridad
física;

II. Solicitar inmediatamente los servicios médicos,
cuando el uso de la fuerza haya producido lesiones;

III. Presentar inmediatamente a las personas dete-
nidas ante la autoridad competente e informar, por
medio de los registros correspondientes, de la de-
tención;

IV. Informar de inmediato a su mando superior de
los eventos ocurridos y resultados del uso de la
fuerza, con el objeto de que se realicen las investi-
gaciones correspondientes; 

V. Preservar los indicios y la escena, para la inves-
tigación;

VI. Mantenerse a disposición de las autoridades
disciplinarias y de investigación, durante su des-
arrollo, y

VII. Asistir a los tratamientos psicológicos, médi-
cos u otros especializados que resuelva la institu-
ción.

En caso de ser posible, se deberá informar a los fami-
liares que la persona señale, sobre su estado de salud
y, en su caso, del lugar donde será atendido, a través
del medio de comunicación disponible.

Artículo 11. Las disposiciones de la presente ley son
aplicables dentro de las instalaciones de los centros pe-
nitenciarios, por lo que las decisiones respecto del uso
de la fuerza no se verán influidas por el hecho de que
los destinatarios se encuentren dentro de éstas, sea co-
mo visitantes o como personas privadas de su libertad.

Capítulo III
Reglas para el Uso de la Fuerza en actos masivos

Artículo 12. En todo operativo destinado al resguardo
y vigilancia de actos masivos, los mandos deberán:

I. Levantar un registro en video del desarrollo del
operativo, y

II. Resguardar las grabaciones de radio u otros me-
dios de comunicación.

Estos registros y grabaciones deberán encontrarse dis-
ponibles por siete días, en el caso de no haberse utili-
zado la fuerza o de no haberse presentado ningún inci-
dente.

En el caso de haberse utilizado la fuerza o haberse pre-
sentado incidentes, deberán preservarse durante el
tiempo que duren las investigaciones. Estos registros y
grabaciones deberán quedar bajo la custodia de las au-
toridades disciplinarias de la institución o de las de
procuración de justicia, en su caso. 

Artículo 13. En el caso de las manifestaciones, las ins-
tituciones de seguridad pública únicamente estarán
presentes cuando así sea requerido por la autoridad
responsable y para auxiliarla en el resguardo y buen
desarrollo de la manifestación. La autoridad responsa-
ble nombrará un representante, quien será el encarga-
do de entablar la comunicación y el diálogo con los
manifestantes, cuando así se requiera.

Los integrantes de las instituciones de seguridad pú-
blica no podrán presentarse a las manifestaciones
equipados con armas de fuego o letales. No podrán ha-
cer uso de ningún otro mecanismo de operación que
no sea el de contención, privilegiando la preservación
de la integridad física de los manifestantes, las perso-
nas en general y ellos mismos. De manera preferente,
y cuando así lo considere necesario la autoridad res-
ponsable, serán integrantes femeninos quienes acom-
pañen el desarrollo de la manifestación.
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Las instituciones federales de seguridad pública actua-
rán bajo requerimiento expreso de la autoridad res-
ponsable, bajo su supervisión y en los siguientes su-
puestos:

I. Coadyuvarán con la autoridad responsable en la
contención de los manifestantes, siempre de mane-
ra pacífica y sin agresión, a través de instrucciones
directas, verbales o señalizadas;

II. Operarán, en coordinación con la autoridad res-
ponsable, los protocolos para la protección de las
personas y la preservación de la paz pública, me-
diante tácticas especializadas que permitan la di-
suasión o persuasión de los manifestantes.

Sólo en el caso excepcional de que, durante el des-
arrollo de la manifestación se produjeran actos delicti-
vos o de violencia aislados, los integrantes de las ins-
tituciones de seguridad pública actuarán conforme a lo
establecido en las fracciones I y II del artículo 7 de es-
ta Ley.

Artículo 14. Únicamente en caso de presentarse dis-
turbios que pongan en riesgo la integridad física o la
vida de los manifestantes, la autoridad responsable de-
terminará, en coordinación con los mandos operativos
de las instituciones de seguridad pública, si se cubren
los requisitos establecidos en el artículo 15 para consi-
derarla como actos tumultuarios debido a: 

I. la gravedad de los actos de violencia que se pro-
duzcan durante la manifestación, 

II. su incidencia. 

En tal caso, los integrantes de las instituciones de se-
guridad pública procederán conforme a lo establecido
en esta ley y la autoridad responsable dará aviso a las
autoridades de procuración de justicia para que se pro-
ceda a levantar las investigaciones correspondientes.

Artículo 15. Cuando se produzcan actos tumultuarios,
las instituciones de seguridad pública actuarán confor-
me a lo siguiente:

I. Al tomar conocimiento del hecho, por sí o por las
autoridades responsables, las instituciones de segu-
ridad pública realizarán acciones para contener las
acciones violentas, ilegales e ilegítimas de las per-

sonas, garantizando en primer lugar, su vida, la de
terceros y la de los propios integrantes de las insti-
tuciones de seguridad pública;

II. Se informará a las autoridades responsables pa-
ra que, en coordinación con las instituciones de se-
guridad pública, de manera inmediata y en la medi-
da en que sea posible, diseñen los operativos de
contención y control de las personas que participan
en los hechos.

III. En el caso de que los participantes en los he-
chos se encuentren armados con armas blancas, pie-
dras o similares y hagan uso de ellas en contra de
terceros o de los integrantes de las instituciones de
seguridad pública, o para la destrucción de bienes
públicos o privados, éstos podrán hacer uso de ar-
mas intermedias, las cuales únicamente podrán ser
utilizadas para resguardar la vida y la integridad fí-
sica de los participantes en los hechos, las de terce-
ros y las de los integrantes de las instituciones de
seguridad pública y, en último término, de la inte-
gridad de los bienes públicos o privados.

IV. Únicamente en el caso de que haya evidencia fí-
sica contundente de que los participantes en estas
acciones se encuentran en posesión de armas de
fuego, las instituciones de seguridad pública po-
drán, una vez agotados los procedimientos anterio-
res y sin poner en riesgo la vida e integridad física
de sus integrantes, determinar la presencia de sus
integrantes equipados con armas de fuego o letales,
en la cantidad necesaria con el objeto único de pro-
ceder a la disuasión y detención de los participantes
en los hechos;

V. El uso de armas de fuego o letales, en estos ca-
sos, tendrá por objeto únicamente, garantizar la vi-
da de las personas involucradas, la de terceros y la
de los propios integrantes de las instituciones de se-
guridad pública. Toda acción u operativo que invo-
lucre el uso de armas de fuego deberá ser investiga-
do de oficio para determinar su uso legítimo y los
integrantes involucrados deberán ser sometidos a
los tratamientos médicos y psicológicos correspon-
dientes.

Las autoridades responsables tratarán en todo momen-
to de establecer mecanismos de diálogo y comunica-
ción con quienes aparenten encabezar los hechos.
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Capítulo IV
Reglas para el Uso de la Fuerza en Patrullajes

Artículo 16. Durante los patrullajes, los integrantes de
las instituciones de seguridad pública deberán, en todo
momento, portar los uniformes distintivos correspon-
dientes y los vehículos deberán tener las torretas, luces
y/o sirenas prendidas para alertar a la población de su
presencia.

En caso de que, en la planeación del operativo requie-
ra que durante los patrullajes, los integrantes de las
instituciones de seguridad pública deban portar armas
de fuego o letales debido a las condiciones de seguri-
dad, con el objeto de preservar su vida y su integridad,
esta situación deberá quedar asentada, previamente, en
los informes correspondientes.

Artículo 17. En el caso de que, durante el desarrollo
de algún patrullaje los integrantes de las instituciones
de seguridad pública sean objeto de alguna agresión
con armas de fuego o letales que ponga en riesgo la in-
tegridad física o la vida de terceros o la suya propia,
podrán hacer uso de la fuerza en legítima defensa, con-
forme a lo siguiente:

I. Una vez que haya evidencia de la inminente agre-
sión con armas de fuego, los integrantes deberán
hacer saber a quienes se encuentren presentes, su
carácter oficial así como que se encuentran portan-
do armas de fuego o letales y la advertencia del uso
de la fuerza en su defensa;

II. Los integrantes deberán procurar el resguardo y
protección de la integridad física y la vida de las
personas no involucradas en la agresión;

III. Los integrantes velarán, en lo posible, por la
preservación de la integridad física y la vida de los
agresores, procurando su sometimiento;

IV. Una vez controlado el incidente y cuando no
exista ningún riesgo, de manera inmediata, los inte-
grantes deberán solicitar el auxilio de los servicios
de emergencia para la atención de las personas que
pudieran haber resultado afectadas, heridas o falle-
cidas así como de las instituciones de procuración
de justicia para iniciar las investigaciones corres-
pondientes;

V. En cuanto sea posible, los integrantes deberán
poner en conocimiento de las personas responsables
de los operativos respecto del incidente y sus con-
secuencias así como preservar la escena de los he-
chos;

VI. Durante el desarrollo de todos los patrullajes
deberá levantarse memoria en video y deberá con-
servarse la grabación del audio de las comunicacio-
nes internas que permitan realizar las investigacio-
nes correspondientes; cuando no se requiera el uso
de armas de fuego o letales, esta memoria deberá
ser resguardada por siete días, en caso contrario, du-
rante todo el tiempo que requieran las investigacio-
nes;

VII. Los integrantes y sus mandos operativos debe-
rán mantenerse a disposición de las autoridades dis-
ciplinarias y de procuración de justicia, durante su
desarrollo, y

VIII. Toda acción u operativo que involucre el uso
de armas de fuego deberá ser investigado de oficio
para determinar su uso legítimo y los integrantes in-
volucrados deberán ser sometidos a los tratamientos
médicos y psicológicos correspondientes.

Capítulo V
Reglas para el Uso de la Fuerza 

en detenciones de personas

Artículo 18. En los casos de detención en los que se
presuma la necesidad del uso de la fuerza, los inte-
grantes de las instituciones de seguridad pública eva-
luarán la situación para determinar inmediatamente el
nivel de fuerza que utilizará, consultando a sus supe-
riores jerárquicos.

Artículo 19. Cuando en la detención de una persona
sea necesario usar la fuerza, se observará lo siguiente:

I. En principio, se preferirán medios y técnicas de
persuasión y control distintos al enfrentamiento, ta-
les como, la negociación o convencimiento, con el
fin de reducir al mínimo daños a la integridad física
de las personas, y

II. Al identificar niveles de resistencia menor o re-
sistencia activa, se utilizarán preferentemente armas
intermedias y equipos de apoyo.
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Para el uso de armas letales o de fuego, en su caso, se
estará a lo dispuesto en los artículos 4 y 6 de esta Ley.

Artículo 20. Concretada la detención, el integrante de
las instituciones de seguridad pública se asegurará de
que la persona no se provocará ningún daño y que no
representa un peligro para sí o para los demás. En ade-
lante, se actuará conforme a lo establecido en el Códi-
go Nacional de Procedimientos Penales y demás dis-
posiciones aplicables.

Artículo 21. Si la persona que se opone a la detención
o al cumplimiento de una orden legítima de la autori-
dad se encuentra armado, el integrante de las institu-
ciones de seguridad pública realizará las acciones ne-
cesarias para garantizar la vida y la integridad de las
demás personas y las suyas propias.

Artículo 22. Las instituciones de seguridad pública
elaborarán los manuales, reglamentos y protocolos de
actuación específica que permitan el ejercicio de sus
funciones.

Artículo 23. Será responsabilidad de quien custodie a
las personas detenidas que, en todo momento, se res-
guarde su integridad, especialmente la sexual y se im-
pidan los actos de tortura o desaparición forzada.
Cuando la persona detenida lo denuncie, se seguirán
los protocolos especialmente diseñados por las institu-
ciones al efecto conforme a la Ley en la materia y se
dará comunicación inmediata al Superior. Las respon-
sabilidades penales se perseguirán de manera indepen-
diente a los procedimientos administrativos internos.

Capítulo VI
Reglas para el Uso de la Fuerza 

en Caso de Desastres o Emergencia

Artículo 24. En caso de desastres o emergencias, en
que existan situaciones graves que pongan en peligro
la integridad física o la vida de las personas, las insti-
tuciones de seguridad pública, en su caso, se coordi-
narán con las autoridades de protección civil para apo-
yarlas en el cumplimiento de sus objetivos.

En caso de que sea necesario usar la fuerza para eva-
cuar, controlar o limitar el acceso de las personas a
áreas que representan un riesgo para ellas, se seguirán
las siguientes reglas:

I. En principio se implementarán medios y técnicas
de contención, persuasión o disuasión;

II. Si los medios y técnicas a que se refiere la frac-
ción anterior no lograran su objetivo, se utilizarán
los principios del uso de la fuerza para la resisten-
cia pasiva, y

III. En caso de peligro inminente para las personas
y de presentarse algún tipo de resistencia activa, se
podrán utilizar diferentes niveles de fuerza, sin lle-
gar nunca al uso de las armas letales.

Capítulo VII
De las Armas y Equipo de Apoyo que Pueden ser
Usados por los Integrantes de las Instituciones de

Seguridad Pública

Artículo 25. En términos de las leyes de la materia, las
instituciones de seguridad pública, proveerán a sus in-
tegrantes de las armas intermedias y de fuego, instru-
mentos y equipos necesarios para el cumplimiento de
sus funciones, actualizándolas conforme al desarrollo
de diseños y tecnologías que reduzcan sus niveles de
riesgo.

Artículo 26. Las instituciones de seguridad pública,
dispondrán las medidas necesarias para mantener los
niveles de efectividad de las armas, instrumentos y
equipos, a través del mantenimiento especializado.

Artículo 27. Se consideran armas intermedias, para
los efectos de la presente ley, los instrumentos y equi-
po de apoyo en la función policial, que permiten con-
trolar a un individuo, dejarlo inmovilizado o repeler
una agresión.

Son armas intermedias:

I. El bastón policial con empuñadura lateral;

II. El bastón policial recto;

III. El bastón policial corto, y

IV. Las demás que autoricen el reglamento y demás
disposiciones jurídicas aplicables.

Las esposas de sujeción de muñecas o tobillos, son
considerados equipo de apoyo.
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Capítulo VIII
De los Informes del uso de la fuerza 
y de la utilización de armas de fuego

Artículo 28. Toda acción u operativo que involucre
uso de la fuerza en cualquiera de sus niveles deberá ser
motivo de un informe, el cual deberá contener, al me-
nos, la evidencia física de los hechos cuando sea posi-
ble, las grabaciones de audio y video a que se refiere
el artículo 12 en su caso, una descripción sucinta de
los hechos y circunstancias que exigieron el uso de la
fuerza, así como la justificación que sustentó el nivel
de uso de la fuerza.

En los casos en que se haya hecho uso de armas de
fuego o letales, el informe será individualizado y de-
berá incluir al menos los siguientes aspectos:

I. Fecha, hora y lugar donde se efectuaron los dis-
paros y autoridad responsable que solicitó o man-
dató la intervención, el auxilio u operativo;

II. Unidad que participa y los nombres de sus man-
dos;

III. Causas de la acción;

IV. Motivo por el cual el integrante de la institu-
ción, hizo uso del arma de fuego;

V. Sobre qué personas u objetos se efectuaron los
disparos;

VI. Tipo de armas y municiones empleadas;

VII. Las consecuencias de los disparos, y

VIII. Un diagrama de la escena de los hechos.

Capítulo IX
De la capacitación y certificación para el uso 

de la fuerza a los integrantes de las instituciones
de seguridad pública

Artículo 29. En el diseño de los programas de profe-
sionalización, capacitación y actualización que lleven
a cabo las instituciones de seguridad pública, deberán
incluirse asignaturas y cursos teóricos y prácticos es-
pecializados sobre el uso legítimo de la fuerza y res-
peto a los derechos humanos.

Artículo 30. Las instituciones de seguridad pública
establecerán un programa de evaluaciones periódicas
de acuerdo a estándares de eficiencia sobre el uso de la
fuerza.

Capítulo X
De la indemnización en caso de que se 

declare la existencia de uso ilícito de la fuerza

Artículo 31. Las instituciones de seguridad pública,
deberán asumir la debida responsabilidad cuando
sus integrantes recurran al uso ilegítimo de la fuerza
y de las armas de fuego y se encontrarán obligadas a
adoptar las medidas correspondientes para impedir,
eliminar y denunciar ese uso, garantizando el dere-
cho a la no repetición. Lo anterior sin demérito de
las responsabilidades administrativas, civiles o pe-
nales que el integrante tenga debido a su actuación
ilegal.

Artículo 32. Los particulares que hayan sufrido un da-
ño en su persona o bienes, con motivo del uso ilícito
de la fuerza por parte de los integrantes de alguna ins-
titución de seguridad pública, cuando así haya sido de-
clarado por la autoridad competente, tendrán derecho
a que se les cubra una indemnización, en términos de
la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Es-
tado o de la ley estatal en la materia, según correspon-
da.

Esta indemnización también incluirá el reconocimien-
to público de la institución de seguridad pública de
que se trate, de su responsabilidad por los hechos por
el uso ilegítimo de la fuerza, así como la reparación in-
tegral del daño a las víctimas directas e indirectas de
los hechos, en términos de lo establecido en la Ley Ge-
neral de Víctimas y demás ordenamientos jurídicos
aplicables.

Artículo 33. Las instituciones de seguridad pública
celebrarán un contrato de seguro, de conformidad con
la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Es-
tado o la legislación estatal aplicable, que cubra los da-
ños ocasionados por sus integrantes a personas, bienes
muebles o inmuebles públicos o privados, cuando se
declare por las autoridades competentes el uso ilícito
de la fuerza.
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Capítulo XI
De las responsabilidades de los integrantes de las

instituciones de seguridad pública por el uso ilícito
de la fuerza

Artículo 34. Las responsabilidades que asuman las ins-
tituciones de seguridad pública en virtud de lo dispuesto
en esta ley, no exime de la responsabilidad administrati-
va, civil o penal que, conforme a la legislación aplicable,
resulte para los integrantes de las instituciones de segu-
ridad pública debido al uso ilícito de la fuerza.

En todo caso, serán las autoridades disciplinarias o de
procuración e impartición de justicia quienes, después
de realizada la investigación correspondiente, determi-
nen si procede dicha responsabilidad.

Artículo 35. Las responsabilidades administrativas re-
sultantes derivadas de las investigaciones de las auto-
ridades disciplinarias de la institución no eximen de
las responsabilidades administrativas, civiles o pena-
les determinadas por la autoridad correspondiente.

Artículo 36. En el caso de los integrantes de las Fuer-
zas Armadas, se estará a lo determinado en el artículo
57 del Código de Justicia Militar, cuando el uso ilícito
de la fuerza haya sido cometido en contra de un civil.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal, dentro de un plazo de
180 días, contados a partir de la entrada en vigor de la
presente ley, deberá emitir el Reglamento de la Ley
Nacional que regula el Uso Legítimo de la Fuerza.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputados: Abril Alcalá Padilla (rúbrica), Antonio Ortega Martí-

nez (rúbrica), Claudia Reyes Montiel (rúbrica), Frida Alejandra

Esparza Márquez (rúbrica), José Guadalupe Aguilera Rojas (rúbri-

ca), María Guadalupe Almaguer Pardo (rúbrica), Mónica Almeida

López, Mónica Bautista Rodríguez (rúbrica), Norma Azucena Ro-

dríguez Zamora (rúbrica), Raymundo García Gutiérrez (rúbrica),

Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbrica). 

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CAR-
GO DEL DIPUTADO EMMANUEL REYES CARMONA

Planteamiento del problema

Uno de los temas de mayor exposición pública y de-
bate en la actualidad, que a su vez se advierte como
una problemática determinante dentro de toda la so-
ciedad y particularmente en la agenda de los órganos
encargados de administrar justicia en el país, es el de
la llamada “justicia transicional”.

Debemos entender que la justicia transicional atiende
o intenta resolver un problema muy antiguo, y se cen-
tra en qué debe hacer una sociedad frente al legado de
graves atentados a la dignidad humana, y en el mismo
sentido parte de principios específicos para lograr su
propósito. Que no haya impunidad (justicia penal), ge-
nerar reparación integral del daño (justicia restaurati-
va), salvaguardar la memoria y tener acceso a la ver-
dad (con investigaciones efectivas) son pilares
fundamentales de la justicia transicional que no se dis-
traen de las finalidades del aún reciente sistema proce-
sal penal acusatorio.

Sin embargo, la inaccesibilidad a la justicia y las aun
arraigadas deficiencias técnicas y estructurales en los
órganos encargados de administrarla persisten, vulne-
rando derechos humanos tanto de víctimas como de
justiciables en un entramado complejo de absoluta
frustración y desconfianza.

Ante ese panorama, el trabajo a favor de estos “sujetos
procesales” es de vital importancia, ya que quienes
han sufrido un agravio, quienes han sido acusados y
juzgados por haber delinquido verdaderamente o quie-
nes han sido procesado e incluso sentenciados de ma-
nera injusta, merecen una atención específica y espe-
cializada que favorezca el cumplimiento de los
principios del sistema acusatorio: esclarecer los he-
chos, proteger al inocente, procurar que el culpable no
quede impune y que los daños causados por el delito
se reparen; esto con la finalidad de permitir el acceso
a la justicia y generar restitución de derechos.

El rigor de esta realidad tan adversa, en la que la so-
ciedad se encuentra en términos generales imposibili-
tada de acceder a los derechos humanos de justicia y
seguridad, es visible en todo el país.
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La justicia transicional no surgirá ni se establecerá en
nuestro país de la nada, ni de manera aislada, tampoco
es viable replicar modelos, más bien es indiscutible
que para incursionar en la misma, se debe cimentar te-
órica y clínicamente con rumbos fijos y absoluta res-
ponsabilidad, para lo que habrá que recurrir a la inves-
tigación y propuestas de acción que influyan tanto a
instituciones públicas como organismos no guberna-
mentales y otros núcleos de la sociedad civil que de-
ban atender la materia.

La justicia penal y la restaurativa son sin duda vías de
acción académica y práctica de indispensable utilidad
para “hacernos cargo” de la realidad que vivimos. Por
ende, no debemos descartar las teorías y particularida-
des que entrañan cada una de estas figuras, por una
parte entender la utilidad de la pena y la retribución
distintiva del modelo de justicia “penal” o el enfoque
del delito como un “conflicto” entre seres humanos
que afecta ambos y en el que merecen ser humana-
mente rescatados de estigmas, son visiones básicas pa-
ra eventualmente transitar a las posibilidades y benefi-
cios propios de la justicia transicional.

Por otra parte y como un marco poderoso de acción,
debemos confrontar al positivismo jurídico con las
nuevas tendencias que establecen al derecho como
un argumento de constante mutación, refiriéndonos
de forma particular tanto al constitucionalismo como
al neo constitucionalismo, siendo ambas no sola-
mente escuelas del pensamiento jurídico filosófico,
sino herramientas de indispensable utilidad para
arribar a derechos humanos primordiales como son
la seguridad y el acceso a la justicia, contextualizán-
dolos con la edificación de un verdadero modelo de
justicia transicional no solamente vernáculo sino “a
la medida” para nuestras comunidades y la sociedad
en general.

Argumentos

Sin duda, una de las mejores herramientas con las que
se cuenta en la actualidad para hacer valer los dere-
chos humanos desde perspectivas transversales, es el
artículo primero de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, que en el marco de la refor-
ma en la materia que data de 2011, instaura los con-
ceptos de principio pro persona,1 control de

convencionalidad e interpretación conforme.

La normativa internacional inherente a los derechos
humanos que se cruza con la temática de seguridad y
justicia, es basta y específica al mismo tiempo. En ma-
teria de justicia penal, justicia restaurativa y justicia
transicional, debemos recurrir a un cúmulo normativo
que igualmente se cruza con acuerdos y tratados inter-
nacionales que atienden a personas en situaciones es-
peciales de vulnerabilidad promoviendo su mejor ac-
ceso a la justicia mediante la disminución de brechas
de exclusión social y discriminación.

La aplicación de la justicia transicional busca dilucidar
los hechos y contextos en que ocurre la violencia,
combatir la impunidad, resarcir a las víctimas por el
daño sufrido e impedir la repetición de los eventos que
ocasionaron ese daño, con miras a la consolidación
una democracia constitucional. El Consejo de Dere-
chos Humanos de la ONU ha identificado cuatro pila-
res fundamentales de la justicia transicional –la ver-
dad, la justicia, la reparación y las garantías de no
repetición– y ha producido lineamientos relativos a los
deberes estatales y las mejores prácticas internaciona-
les asociadas con los mismos.2

El reconocimiento de un momento histórico complejo
que se refleja en una realidad adversa en la que persis-
te un estado generalizado de vulneraciones graves a
los derechos humanos en general y particularmente a
los de acceso a una vida libre de violencia (paz), segu-
ridad y justicia, plantea la necesidad de robustecer y
complementar el sistema de justicia penal actual con
políticas públicas de carácter transicional.

Por ello es necesario atender la problemática de la vic-
timización generalizada y proliferación de la crimina-
lidad como principales motivos de perturbaciones a
los derechos humanos de acceso a la vida libre de vio-
lencia (paz), justicia y seguridad humana,3 así como la
falta de reconocimiento de los movimientos sociales
reivindicatorios de los derechos de las víctimas direc-
tas, indirectas y potenciales.4

De acuerdo con los derechos económicos, sociales y
culturales son parte del marco jurídico universal de los
derechos humanos, según el cual todos los derechos
son “universales, indivisibles e interdependientes y es-
tán relacionados entre sí”.5 Como sucede con los dere-
chos civiles y políticos, su objetivo es proteger la dig-
nidad humana imponiendo a los Estados obligaciones
negativas y positivas. Los derechos económicos, so-

Gaceta Parlamentaria Miércoles 20 de marzo de 201962



ciales y culturales establecen las condiciones mínimas
necesarias para que las personas puedan vivir con dig-
nidad, liberadas del temor y de la miseria, y la mejora
continua de esas condiciones.6

Los derechos económicos, sociales y culturales se
consagran en diversos instrumentos internacionales,
como la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos, de 1948 (artículos 22 a 27) y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
de 1966, a los que México se encuentra suscrito.7

Los derechos económicos, sociales y culturales están
contemplados en múltiples instrumentos internaciona-
les de derechos humanos y de derecho humanitario, y
no sólo en los que hacen referencia explícita a ellos.8

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales ha desarrollado varias herramientas conceptuales
para aclarar la naturaleza de esos derechos. Las herra-
mientas han sido utilizadas por los órganos judiciales
y cuasijudiciales internacionales y nacionales, a saber:

Lo dispuesto en el artículo 2.1 del pacto, “cada uno de
los Estados parte... se compromete a adoptar medidas,
tanto por separado como mediante la asistencia y la
cooperación internacionales, especialmente económi-
cas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que
disponga, para lograr progresivamente por todos los
medios apropiados, inclusive en particular la adopción
de medidas legislativas, la plena efectividad de los de-
rechos… reconocidos”.

Por ello, la protección de los derechos humanos re-
quiere “que se establezcan mecanismos accesibles,
transparentes y eficaces de rendición de cuentas”,9 de
manera que sea posible supervisar el cumplimiento y
ofrecer reparación por las violaciones. Un buen siste-
ma de protección de los derechos humanos debe con-
templar diversas formas de rendición de cuentas, in-
cluidos mecanismos judiciales, políticos y
administrativos, y organismos independientes, como
las instituciones nacionales de derechos humanos.

Para fortalecer el sistema jurídico en materia de dere-
chos humanos es preponderante armonizar los dere-
chos económicos, sociales y culturales, que permiten
normar y atender el contexto de desigualdad social y
exclusión; los cuales se convierten en factores deter-
minantes de la criminalidad, ya que los grupos vulne-

rables tienen mayor exposición a la criminalidad debi-
do al inacceso a los derechos humanos, ya sea como
víctimas o como grupos focalizados (jóvenes, desem-
pleados, adictos a sustancias tóxicas), expuestos a en-
grosar las filas de la delincuencia.

A decir por la Encuesta Nacional de Victimización y
Percepción de la Seguridad Pública de 2018,10 que
presenta el Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía, ofrece información referente al nivel de victimiza-
ción y delincuencia, denuncia del delito, característi-
cas de las víctimas de delito, los delitos y los daños
causados, percepción sobre la inseguridad, desempeño
institucional y la caracterización de los delitos en los
hogares, entre otra. Se estima en 25.4 millones el nú-
mero de víctimas de 18 años y más en el país durante
2017.

De los hogares del país, 35.6 por ciento contó con al
menos un integrante como víctima del delito En 93.2
de los delitos no hubo denuncia; o bien, la autoridad
no inició una averiguación previa o carpeta de investi-
gación.

Lo anterior demuestra que ante la carencia de oportu-
nidades para desarrollo humano legal y legítimo que
privilegie el acceso a derechos económicos sociales y
culturales como educación, salud, vivienda, empleo;
así como la carencia de programas efectivos de com-
bate a la discriminación y a la exclusión social que han
restado identidad nacional y pérdida de valores distin-
tivos de la sociedad mexicana; son elementos que abo-
nan a los graves problemas de los que México se en-
cuentra preso.

El reconocimiento de las víctimas como instrumento
elemental de empatía entre el gobierno y a quienes han
resultado afectados por un hecho delictivo y sus con-
secuencias, constituiría el primer paso para arribar a la
memoria colectiva y así garantizar medidas de no re-
petición, favoreciendo en el cumplimiento e instru-
mentación de la Ley General de Víctimas y la norma-
tiva internacional de la declaración sobre los
principios fundamentales de justicia para las víctimas
del delito y abuso del poder.

La necesidad de justicia penal efectiva a través del for-
talecimiento a las policías, fiscalías y tribunales con
capacitación constante, homologación salarial y régi-
men de servicio civil de carrera con las prestaciones
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necesarias; los sistemas de capacitación integral con
vinculación ciudadana. Permitirá la correcta aplica-
ción y operación de la reforma constitucional en mate-
ria de seguridad pública y justicia penal (16 de junio
de 2008).

Atender la necesidad de una justicia restaurativa valo-
rada, bien practicada y efectiva asumiendo la impor-
tancia de los modelos y programas de justicia restau-
rativa más allá de cuestiones estrictamente procesales,
comprendiendo los alcances en materia de restitución
de derechos y el potencial para favorecer el estableci-
miento de la cultura de la paz. A efectos de relacionar
de manera importante a la justicia restaurativa como
instrumento del que emanan de la justicia transicio-
nal.11

La necesidad de acceso a la verdad de manera efecti-
va, legítima y transparente mediante fiscalías que fun-
cionen, cuyas investigaciones sean exhaustivas y ten-
gan implicaciones reales en la responsabilidad penal
de quienes resulten culpables de haber cometido algún
delito de impacto social (homicidio, secuestro, delin-
cuencia organizada, violación, desaparición forzada de
persona, utilización de recursos de procedencia ilícita,
lavado de dinero, etcétera).

Tomando en cuenta la necesidad de armonizar los
múltiples instrumentos internacionales de que México
es Estado parte, así como hacer efectivas las reformas
en materia seguridad pública y justicia penal, y dere-
chos humanos se debe tomar en cuenta la inserción de
la justicia transicional en el máximo ordenamiento.

La justicia transicional es un campo específico de ac-
tividades, mecanismos y procesos, por medio de los
cuales se busca atender las causas, las consecuencias y
el legado de un fenómeno de violencia de alto impac-
to a gran escala. Su aplicación busca dilucidar los he-
chos y contextos en los que ocurre la violencia, com-
batir la impunidad, resarcir a las víctimas por el daño
sufrido e impedir la repetición de los eventos que lo
ocasionaron, con miras a la consolidación de una de-
mocracia constitucional. Los cuatro pilares que consti-
tuyen el canon de la justicia transicional son verdad,
justicia, reparación y no repetición.12

La búsqueda de la verdad para la justicia transicional
es concebida como ayuda para que los Estados puedan
investigar violaciones de los derechos humanos. El de-

recho de las víctimas a conocer la verdad es una cues-
tión que tanto los tribunales internacionales como los
locales y varios tratados reconocen abiertamente.13 La
investigación acerca de los hechos puede ser impulsa-
da por el propio Estado, principalmente a través de
mecanismos judiciales. Pues no se puede acceder a la
justicia sin la verdad.

En cuanto a la justicia, incluye el acceso al sistema ju-
dicial o al mecanismo institucional competente para
atender el reclamo; el acceso a un buen servicio de jus-
ticia que brinde un pronunciamiento judicial o admi-
nistrativo justo en un tiempo prudencial; y por último,
el conocimiento de los derechos por parte de los ciu-
dadanos y de los medios para poder ejercerlos.14

En su dimensión normativa, el acceso a la justicia se
relaciona con derechos reconocidos en instrumentos
internacionales de derechos humanos: el derecho a la
tutela judicial, el derecho a un recurso efectivo y el de-
recho a la igualdad. Este conjunto de derechos tiene
por objeto garantizar el acceso a un órgano jurisdic-
cional predeterminado, independiente e imparcial que
decida basándose en el derecho, tras un proceso que
respete las garantías procesales, en un sistema que las
prevea y donde el acceso sea garantizado a todas las
personas, sin distinciones que no puedan ser justifica-
das con argumentos objetivos y razonables.15

La reparación del daño para la justicia transicional es
un proceso de compensación, pues no pueden hacer
que las víctimas recuperen la totalidad de los bienes
perdidos (sean éstos materiales o inmateriales), que
constituyen, por una parte, un intento valioso de la so-
ciedad por reconocer que la dignidad de algunos seres
humanos ha sido violada, y que ésta debe ser restituida.

Por otra parte, dichos esfuerzos de compensación pue-
den ofrecer facilidades para la vida en el presente y en
el futuro para las víctimas. En definitiva, no se repara
el daño íntimo que ha sufrido la persona, pero sí hay
una reparación (o una voluntad de reparación) públi-
ca.16

Finalmente, las garantías de no repetición, de acuerdo
con la ONU, comprenden que las instituciones públicas
que han ayudado a perpetuar el conflicto deben ser
transformadas en instituciones que promuevan la paz, la
protección de los derechos humanos, y que sean garan-
tes de una cultura de respeto del estado de derecho.17

Gaceta Parlamentaria Miércoles 20 de marzo de 201964



De ese modo, construir instituciones que sean justas y
eficientes, no es sólo una cuestión de justicia, sino tam-
bién de prevención, puesto que éstas ayudarán a evitar
ulteriores violaciones de los derechos humanos. Las
garantías de no repetición tienen que ver con la refor-
ma de las instituciones públicas de tal modo que éstas
dejen de ser utensilios al servicio de la represión y la
corrupción. Para que un conflicto no se repita, o para
que los ciudadanos puedan confiar de nuevo en las ins-
tituciones del Estado, cuando han sido ellas las que han
infligido un daño, es preciso que éste expulse de la fun-
ción pública a todo aquél que haya tenido algún papel
relevante en el régimen anterior. Ésta es una de las for-
mas que un Estado tiene no sólo de aceptar la respon-
sabilidad por los hechos acontecidos, sino de demostrar
a la sociedad su voluntad de regeneración y de garanti-
zar que las hostilidades no se vuelvan a repetir.18

En estos programas de veto tienen especial relevancia
los relativos a los cuerpos de seguridad del Estado y el
sistema judicial.19 Pese a todo, es preciso tener en
cuenta que es imposible investigar, juzgar y condenar
a todos los sospechosos de colaboración o de haber
formado parte de las instituciones de un régimen auto-
ritario. Como señala Elster, en ocasiones “los deseos
de exhaustividad y justicia de procedimiento pueden
ser mutuamente excluyentes”.20 En la mayor parte de
los casos, las autoridades encargadas de la transición
se focalizan en los políticos, militares o altos funcio-
narios responsables de los crímenes.

Ahora bien, la experiencia internacional en cuanto a la
justicia internacional muestra cuatro aspectos caracte-
rísticos de estos procesos. En primer lugar, general-
mente, la justicia transicional supone una transición
entre dos momentos sociopolíticos, delimitados por
puntos más o menos claros de origen y destino. En se-
gundo lugar, tiene una vinculación estrecha con la ga-
rantía de los derechos de las víctimas de la violencia.
En tercer lugar, requiere cierto grado de flexibilización
en los criterios normativos, emanados de los regíme-
nes constitucional e internacional, que aplican en los
sistemas ordinarios de justicia.

Detrás de esa excepcionalidad se encuentra el recono-
cimiento de que, frente a un fenómeno de violencia de
alto impacto a gran escala, las herramientas legales e
institucionales ordinarias resultan insuficientes y en
muchos casos inaplicables. La justicia transicional
contempla; por ello, la aplicación de medidas extraor-

dinarias, especializadas y provisionales. Esto implica
que está necesariamente atravesada por dilemas y pa-
radojas complejas que requieren la ponderación de va-
lores en tensión. En cuarto lugar, debe contar con la
participación y el más amplio respaldo de actores so-
ciales y políticos, especialmente de las víctimas.21

La justicia transicional cuenta con herramientas que
no pueden concebirse como unidades aisladas sino co-
mo partes de una política pública integrada y coheren-
te. El impacto de una dependerá del uso coordinado,
compatible o complementario con las otras. Además,
deben entenderse como instrumentos flexibles y adap-
tables a las condiciones específicas. Destacando el pa-
pel de las víctimas en el diseño y operación de las he-
rramientas de justicia transicional.

Las herramientas de la justicia transicional con mayor
impacto y viabilidad han sido éstas:22

• Comisiones de la verdad;

• Reparaciones;

• Amnistías;

• Desarme, desmovilización y reintegración;

• Procedimientos de responsabilidad penal indivi-
dual; y

• Procesos de investigación de antecedentes (lustra-
ción).

Cuadro obtenido del Estudio para elaborar una propuesta de po-

lítica pública en materia de justicia transicional en México 2018,

CIDE-CNDH.
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Uno de los problemas centrales en un proceso de jus-
ticia transicional es la identificación de las víctimas.
Se trata de una cuestión delicada, pues toda exclusión
arbitraria del ámbito de la justicia transicional, además
de implicar un desconocimiento de las víctimas, pue-
de afectar seriamente su legitimidad. Tres criterios
permiten definir el tipo de víctimas que deberían ser
atendidas por una política pública de justicia transicio-
nal:23

1. Gravedad de los hechos de victimización o las
violaciones graves a los derechos humanos. Para el
caso de México, sin pretender ser exhaustivos, se
puede señalar la desaparición forzada, la tortura y
las masacres a la población civil.

2. Acciones que tienen un alto impacto público y
cuyo fin es amedrentar a las autoridades y a la so-
ciedad en general. En México resaltan los ataques a
periodistas, candidatos a puestos de elección popu-
lar o funcionarios.

3. El abuso de la potestad pública en materia penal,
particularmente con el uso expansivo de la política
criminal por delitos relacionados con el tráfico de
drogas y la delincuencia organizada.

Para que la justicia transicional obtenga los resultados
esperados, es necesario el acceso a la memoria vincu-
lada con políticas públicas de educación y cultura, las
cuales impliquen

• Incorporar en los programas educativos de nivel
primaria, media y media superior temática relacio-
nada con la memoria por hechos delictivos de trans-
cendencia social.

• Incidir en la política de ordenamiento territorial y
uso de suelo para a su vez generar como política pú-
blica el establecimiento de monumentos y espacios
públicos dedicados a la memoria de las víctimas.

• Atender sensaciones, emociones y percepciones
colectivas relacionadas con temas de justicia.24

La justicia transicional tiene como finalidad devolver
la tranquilidad a las comunidades, como base de un es-
tado de paz, bienestar y prosperidad social como ins-
trumento indispensable para el desarrollo integral del
país.

El tema de la paz y bienestar sociales no se atiende de
manera aislada o solamente desde un sistema de justi-
cia, por lo que técnicamente privilegiando la teoría de
los sistemas y los subsistemas, las acciones en materia
de seguridad pública, justicia penal y pacificación, de-
ben relacionarse de manera determinante con progra-
mas y proyectos de inversión, empleo e infra estructu-
ra en lugares “simbólicamente” afectados por la
delincuencia, la criminalidad y la violencia, esto para
volver a empoderar al estado frente al crimen.

Por lo expuesto someto a consideración de esta sobe-
ranía el siguiente proyecto de reforma, por el que se
adicionan los párrafos cuarto y quinto, modificando el
orden de los subsecuentes, al artículo 17 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para
quedar como sigue:
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Fundamento legal

Quien suscribe, Emmanuel Reyes Carmona, integran-
te de la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de esta soberanía el siguiente
proyecto de

Decreto por el que se adicionan los párrafos cuarto
y quinto, modificando el orden de los subsecuentes,
al artículo 17 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos

Único. Se adicionan los párrafos cuarto y quinto, mo-
dificando el orden de los subsecuentes, al artículo 17
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para quedar como sigue:

Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia
por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su de-
recho.

Toda persona tiene derecho a que se le administre jus-
ticia por tribunales que estarán expeditos para impar-
tirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emi-
tiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e
imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en con-
secuencia, prohibidas las costas judiciales.

El Congreso de la Unión expedirá las leyes que regu-
len las acciones colectivas. Tales leyes determinarán
las materias de aplicación, los procedimientos judicia-
les y los mecanismos de reparación del daño. Los jue-
ces federales conocerán de forma exclusiva sobre es-
tos procedimientos y mecanismos.

Las leyes preverán mecanismos alternativos de solu-
ción de controversias. En la materia penal regularán su
aplicación, asegurarán la reparación del daño y esta-
blecerán los casos en los que se requerirá supervisión
judicial.

La justicia transicional será excepcional y tendrán
como finalidad prevalente facilitar la terminación
del conflicto armado interno y el logro de la paz es-
table, duradera y de seguridad para todos los me-
xicanos; y garantizar los derechos de las víctimas
en cuanto al acceso a la verdad, acceso a la justicia,
garantías de no repetición y a la reparación del da-
ño; entendiendo que no puede haber lugar a la jus-
ticia sin la verdad.

Los instrumentos para hacer valer la justicia tran-
sicional comprenderán la comisión de la verdad;
reparación; amnistía; desarme, desmovilización y
reintegración; procedimientos de responsabilidad
penal individual; y los procesos de investigación de
antecedentes (lustración).
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Las sentencias que pongan fin a los procedimientos
orales deberán ser explicadas en audiencia pública
previa citación de las partes.

Las leyes federales y locales establecerán los medios
necesarios para que se garantice la independencia de
los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones.

La federación y las entidades federativas garantizarán
la existencia de un servicio de defensoría pública de
calidad para la población y asegurarán las condiciones
para un servicio profesional de carrera para los defen-
sores. Las percepciones de los defensores no podrán
ser inferiores a las que correspondan a los agentes del
Ministerio Público.

Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter
puramente civil.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 El principio pro persona parece haber sido definido por primera

vez por el juez Rodolfo E. Piza Escalante en uno de sus votos ad-

juntos a una decisión de la Corte IDH. El juez Piza afirmó que el

principio pro persona es [Un] criterio fundamental [que] […] im-

pone la naturaleza misma de los derechos humanos, la cual obliga

a interpretar extensivamente las normas que los consagran o am-

plían y restrictivamente las que los limitan o restringen. [De esta

forma, el principio pro persona] […] conduce a la conclusión de

que [la] exigibilidad inmediata e incondicional [de los derechos

humanos] es la regla y su condicionamiento la excepción.

2 Esta caracterización del CDHNU desarrolla y sintetiza dos do-

cumentos previos que, sobre justicia transicional y estado de dere-

cho, presentó el secretario general de la ONU al Consejo de Segu-

ridad (SGNU, 2004, 2011).

3 Casos simbólicos: Alejandro Martí, Hugo Alberto Wallace, Nel-

son Vargas, Javier Sicilia, Ayotzinapa…

4 Los Movimientos sociales (marcha por la paz y contra la violen-

cia de 2004, Movimiento de la Paz con Justicia y Dignidad, Guar-

dias Rurales).

5 Declaración y Programa de Acción de Viena (A/CONF.157/24

(parte I, capítulo III), párrafo 5.

6 Preámbulo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-

ciales y Culturales.

7 Muchos otros instrumentos universales de derechos humanos

vinculantes prevén también la promoción y protección de los de-

rechos económicos, sociales y culturales. De ellos, cabe destacar la

Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri-

minación Racial, de 1965, la Convención sobre la eliminación de

todas las formas de discriminación contra la mujer, de 1979, la

Convención sobre los Derechos del Niño, de 1989, la Convención

Internacional sobre la protección de los derechos de todos los tra-

bajadores migratorios y de sus familiares, de 1990, y la Conven-

ción sobre los derechos de las personas con discapacidad, de 2006.

Los derechos económicos, sociales y culturales también forman

parte de, entre otros, los convenios fundamentales de la Organiza-

ción Internacional del Trabajo (OIT), así como de su Convenio Nº

169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, de

1989, y de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los dere-

chos de los pueblos indígenas, de 2007.

8 Son relevantes para los derechos económicos, sociales y cultura-

les otros importantes instrumentos de derecho internacional huma-

nitario que establecen las obligaciones de las partes en un conflic-

to (de carácter internacional o nacional). Así, los cuatro Convenios

de Ginebra de 1949 y el Reglamento de La Haya de 1907 contie-

nen múltiples disposiciones que se ocupan indirectamente del de-

recho a la salud de los heridos y los enfermos. Asimismo, los pro-

tocolos adicionales I y II a los Convenios de Ginebra, de 1977,

prohíben privar a la población civil del acceso a los alimentos co-

mo método de guerra, así como los ataques contra los bienes in-

dispensables para su supervivencia. El protocolo adicional I y el

derecho consuetudinario prohíben los ataques dirigidos contra ob-

jetivos civiles, incluidas las infraestructuras de servicios públicos,

que repercuten, entre otras cosas, en los derechos a la educación,

la alimentación, la salud, la vivienda y el agua, y en los derechos

culturales. Por último, el derecho internacional de los refugiados

también protege los derechos económicos, sociales y culturales de

los refugiados. Por ejemplo, la Convención sobre el Estatuto de los

Refugiados, de 1951.

9 P. Hunt y S. Leader, “Developing and applying the right to the

highest attainable standard of health”, en Global health and human

rights: legal and philosophical perspectives, J. Harrington y M.

Stuttaford, editores (Londres, Routledge, 2010).

10 Boletín de prensa número 425/18, 25 de septiembre de 2018,

página 1. Recuperado el 3 de febrero de 2019 del sitio web
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http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-

nes/2018/EstSegPub/envipe2018_09.pdf

11 Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de Con-

flictos en Materia Penal. Ley Nacional de Ejecución Penal. Ley

Nacional del Sistema Integral de Justicia para Adolescentes.

12 Estudio para elaborar una propuesta de política pública en ma-

teria de justicia transicional en México 2018, CIDE-CNDH.

13 United Nations, “Report of the United Nations High Commis-

sioner for Human Rights on human rights and transitional justice

A/HRC/18/23” 2011, páginas 6-8.

14 Larrandart (1992).

15 Despouy (2008), páginas 116-117.

16 Para saber más acerca de legislación, ejemplos de reparaciones

en diferentes países, y estudios temáticos compárese P. de Greiff

(editor), The handbook of reparations, Oxford, Oxford University

Press, 2006.

17 United Nations. “Report of the United Nations High Commis-

sioner for Human Rights on human rights and transitional justice

A/HRC/18/23”, 2011, página 1, punto 43.

18 Sobre esta cuestión, cómparese A. MayerRieckh y P. de Greiff

(editores), Justice as prevention: vetting public employees intran-

sitional societies, Social Science Research Council, 2007.

19 Th. Unger, “The European Union and transitional justice”, en J.

Wouters, T. Ruys y S. Blockmans (editores), The European Union

and peacebuilding. Policy and legal aspects, The Hague, Asser

Press, 2010, páginas 387-406, aquí página 391.

20 Para una discusión acerca de los distintos tipos de criminales,

motivaciones, justificaciones, excusas y mitigaciones compárese J.

Elster, Rendición de cuentas. Justicia transicional en perspectiva

histórica, Buenos Aires, Katz, 2006, página 248.

21 Ibídem.

22 Ibídem.

23 Ibídem.

24 Incluir en la Ley del Sistema Nacional de Seguridad Pública y

a su vez en las leyes orgánicas y reglamentos de todas las institu-

ciones encargadas de administrar justicia, programas de vincula-

ción ciudadana, difusión y acción social con tendencia a generar

empatía de las instituciones con la población y las víctimas de los

delitos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputado Emmanuel Reyes Carmona (rúbrica)

DE DECRETO, QUE DECLARA EL TERCER JUEVES DE NO-
VIEMBRE COMO DÍA NACIONAL DE LA FILOSOFÍA, A CAR-
GO DEL DIPUTADO ÉDGAR GUZMÁN VALDEZ, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, Édgar Guzmán Valdez, diputado fe-
deral de la LXIV Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, e integrante del Grupo Parlamentario de
Morena, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I; 76, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que el Congreso de la
Unión declara el tercer jueves del mes de noviem-
bre de cada año, como “Día Nacional de la Filoso-
fía”, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El Grupo Parlamentario de Morena reconoce que la
educación es el motor de cualquier Estado, y es pri-
mordial para su desarrollo social, económico y tecno-
lógico. Por ello, se debe garantizar una educación de
calidad que cumpla con los estándares mínimos inter-
nacionales que permitan a los educandos desarrollar
sus capacidades, y al mismo tiempo la formación de
seres humanos sensibles a los problemas que enfrenta
nuestra sociedad.
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La formación educativa de los niños, adolescentes y
jóvenes es un proyecto que trasciende nuestra reali-
dad, y que debe ser revisada a través de cada plan de
estudio, con el fin de mejorar la formación de los edu-
candos. 

La mejora de la educación debe ser un esfuerzo inte-
gral de los diversos órdenes de gobierno que contribu-
yan a responder los retos y rezagos de la educación
mexicana. El esfuerzo debe ser transversal, pues de
acuerdo con la prueba PISA (Programme for Interna-

tional Student Assessment), es decir, el Programa para
la Evaluación Internacional de Alumnos, en 2015, Mé-
xico se encontró por debajo del promedio de la OCDE
en ciencias, lecturas y matemáticas, y solo menos del
1 por ciento de los estudiantes logran alcanzar niveles
de competencia de excelencia.1

De acuerdo con la prueba PISA, en 2015, México ob-
tuvo los lugares más bajos entre los países que inte-
gran la OCDE, y cabe señalar, desde que México par-
ticipa en esta prueba internacional, los resultados
siempre han estado por debajo de la media. 

Lo anterior nos obliga a realizar un esfuerzo integral
por revisar y actualizar los planes de estudio, así como
seguir las recomendaciones de los organismos interna-
cionales en materia de educación, con el fin de mejo-
rar nuestro Sistema Educativo Nacional.

Dicho esfuerzo debe cumplir con la integración de la
enseñanza de la filosofía en todos los niveles educati-
vos, en virtud de que la enseñanza de la filosofía cons-
tituye una aportación primordial a la formación de ciu-
dadanos al poner en ejercicio su capacidad de juicio,
que es fundamental en toda democracia.

Este empeño de aumentar la calidad educativa debe
cumplir con lo propuesto por la Organización de las
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la
Tecnología (Unesco), que es un organismo especiali-
zado del Sistema de las Naciones Unidas, en virtud de
haber establecido desde 2005, el tercer jueves de no-
viembre de cada año, el “Día Mundial de la Filosofía”,
subrayando el valor perdurable de la filosofía para el
desarrollo del pensamiento humano, para cada cultura
y para cada individuo. 

Además, la Conferencia General de la Unesco está
convencida de que la “institucionalización del Día de

la Filosofía en la Unesco como día de la filosofía mun-
dial ganará reconocimiento y dará un fuerte impulso a
la filosofía y en particular, a la enseñanza de la filoso-
fía en el mundo”.2

La enseñanza de la filosofía para la Unesco es primor-
dial en los educandos, pues ha señalado que es la úni-
ca capaz de poner en ejercicio su capacidad de juicio,
elemento indispensable de toda democracia. De igual
forma, estableció un “Día Mundial de la Filosofía”
que, de acuerdo con la Asamblea de la ONU, sirve pa-
ra sensibilizar a la opinión pública respecto a este te-
ma, y sea a través de dicha sensibilización, que los go-
biernos y los Estados actúen y tomen medidas para
que los ciudadanos lo exijan a sus representantes.3

Además de lo señalado por el organismo especializa-
do de la ONU, sobre la importancia de la enseñanza de
la filosofía, otros actores internacionales han señalado
la enorme importancia de la enseñanza de la filosofía.

Al respecto, la Declaración de París en favor de la Fi-
losofía, de 1995, indica:

“La enseñanza filosófica debe ser preservada o am-
pliada allá donde exista, creada donde no, y deno-
minada explícitamente filosofía.

La enseñanza filosófica debe ser garantizada por
profesores competentes, formados expresamente al
efecto, sin que puedan subordinarse a ningún impe-
rativo económico, técnico, religioso, político o ide-
ológico”. 

Dicha Declaración señala que la enseñanza de la filo-
sofía deber ser preservada o ampliada donde exista,
por lo cual, no hay razones para no integrarla en la
educación básica, media superior y superior, cuya in-
tegración debe ser a través del “Día Nacional de la Fi-
losofía”, en virtud de homologar la celebración de un
“Día Nacional de la Filosofía”, con el marco interna-
cional establecido por la Unesco.

Además, la celebración de un “Día Nacional de la Fi-
losofía” permitirá ampliar la enseñanza de la filosofía
donde ya está presente, o bien, integrarla donde no
existe. Esto es idóneo porque la enseñanza de la filo-
sofía en un mundo globalizado permitirá que los estu-
diantes tomen conciencia de sus elecciones, tengan ca-
pacidad de modelar sus acciones según una ley moral
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y en consecuencia asuman a cada instante su respon-
sabilidad humana y ciudadana, cuyo resultado solo se-
rá posible a través de una educación basada en la filo-
sofía.

En razón de lo anteriormente señalado, es necesario
impulsar un “Día Nacional de la Filosofía”, para ga-
rantizar una sensibilización a la opinión pública sobre
su importancia, así como la homologación con el mar-
co internacional establecido por la Unesco, y así con-
tribuir a la enseñanza de los educandos.

El sentido de la presente iniciativa es garantizar una
enseñanza de calidad para todos, y se logre integrar la
enseñanza de la filosofía a través de la celebración de
un día nacional.

Fundamento Legal

Por las consideraciones anteriormente expuestas, en
mi calidad de diputado integrante del Grupo Parla-
mentario de Morena en la LXIV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión; con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, y 6, numeral 1, fracción I, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, presento ante esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que el Congreso de la Unión declara
el tercer jueves de noviembre de cada año como
“Día Nacional de la Filosofía”

Artículo Único. El honorable Congreso de la Unión
declara el tercer jueves de noviembre de cada año co-
mo el “Día Nacional de la Filosofía”.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Programa para la Evaluación Internacional de Alumnos (PISA),

PISA 2015-Resulatados-México, disponible en 

https://www.oecd.org/pisa/PISA-2015-Mexico-ESP.pdf, en línea,

consultado el 09 de marzo de 2019.

2 Día Mundial dela Filosofía, Unesco, 

https://es.unesco.org/events/dia—mundial-filosofia, en línea, con-

sultado el 09 de marzo de 2019. 

3 ¿Para qué sirven los Días Internacionales?, ONU México, 

www.onu.org.mx/para-que-sirven-los-dias-internacionales/ en lí-

nea, consultado el 9 de marzo de 2019. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, a los veinte días de marzo de dos mil diecinue-
ve.

Diputado Édgar Guzmán Valdez (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 14 DE LA LEY DE CIENCIA Y

TECNOLOGÍA, SUSCRITA POR EL DIPUTADO JOSÉ SALVA-
DOR ROSAS QUINTANILLA E INTEGRANTES DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PAN

El suscrito José Salvador Rosas Quintanilla y los in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete-
mos a consideración de esta honorable asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 14 de la Ley de Ciencia y
Tecnología.

Exposición de Motivos

El trabajo académico en México cada año capta el in-
terés de diversos jóvenes que buscan situarse en las
mejores universidades del país, para poder competir
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por un puesto en los grandes centros de investigación
científica con los cuales cuenta México. 

Siendo un proceso donde muchas personas se quedan
en la orilla, valorar el privilegio que pocos tienen para
desarrollar sus habilidades en estos centros de produc-
ción científica es un referente que puede ser de utili-
dad para poder mejorar los servicios educativos y las
facilidades de acceso a la universidad a las poblacio-
nes mayormente afectadas por factores no relaciona-
dos con su capacidad intelectual, sino con factores so-
cioeconómicos, de género y de origen étnico. 

Para ello, tener un conocimiento profundo acerca de la
composición demográfica de los científicos mexicanos
nos ayuda a tener un mejor control y entendimiento de
cómo ha sido posible que la comunidad científica me-
xicana se haya generado de dicha manera, apuntalar
los errores captados en el proceso formativo y hacerla
más inclusiva, justa y adecuada para así evitar el de-
rroche de talento debido a factores que van más allá de
las capacidad de las personas interesadas en dedicar su
vida a la producción de conocimiento científico, servir
a nuestro país y lograr sus metas personales. 

Abordando las cifras concretas que explican la rele-
vancia del tópico, en nuestro país sólo 36.6 por ciento
de los integrantes del Sistema Nacional de Investiga-
dores (SIN) son mujeres, donde del total de la pobla-
ción componen el 51.4 por ciento.1

Esta discrepancia tan marcada entre la cantidad de in-
tegrantes del Sistema y su respectivo género es una de
las manifestaciones sobre la desigualdad a la que se
enfrentan las mujeres para acceder a una vacante en el
SNI. Esto es preocupante y, a pesar de ello, no es el
único criterio que se emplea para la discriminación de
ciertas personas con ciertas características que preten-
den tener acceso a los sistemas de investigación, ser
respaldados y contribuir al desarrollo científico nacio-
nal.

Abordando a otros criterios de clasificación grupal,
hablar de la población indígena, de los grupos de edad
y de la nacionalidad de los investigadores adscritos a
las instituciones de investigación, es un tanto difuso
ante la falta de indicadores más detallados acerca del
origen y las características de los integrantes de la aca-
demia mexicana. 

Al observar los reportes generales del Consejo Nacio-
nal de Ciencia y Tecnología (Conacyt), uno se percata
que las principales variables consideradas por los re-
portes son las de género y nacionalidad, pero se exclu-
yen factores como los grupos de edad y el origen étni-
co. 

Esta información difusa, si bien permite distinguir el
impacto de estas dos variables, excluye otras que son
de suma relevancia para entender cómo se ha consti-
tuido la academia mexicana, los problemas de acceso
que presenta y, así, generar las mejores vías para com-
batir la desigualdad.

Poner el dedo en el asunto, en su motivación y objeti-
vo, pasa por maximizar la cantidad de talento emer-
gente que se excluye y deja de lado por criterios que
no corresponden a la calidad de los proyectos presen-
tados, sino a situaciones sociales de desigualdad que
pueden estar mermando la producción de conocimien-
to científico de nuestra instituciones, el cual se susten-
ta mediante problemas estructurales de desigualdad,
que tiene un impacto en los rendimientos de la inver-
sión, de la innovación y, principalmente, en la convi-
vencia, dignidad y respeto de las personas.

Debido a ello, tener una fuente de información amplia
y variada, que nos permita observar la evolución de la
demografía de científicos en instituciones de investi-
gación financiadas por el Estado mexicano y que, a su
vez, habilite el desarrollo de mejores estrategias para
la captación de talento, sólo será posible mediante in-
formación fiable y detallada, por lo que considerar
nuevas variables obligatorias para la elaboración de
estadísticas es un tema que pareciera menor, pero que
es un primer paso para el desarrollo de reformas nor-
mativas y maneras de aproximación por parte de las
instituciones científicas de nuestro país.

Con este objetivo, proponemos una modificación al
artículo 14 d la Ley de Ciencia y Tecnología, para ha-
cer obligatoria la inclusión de las variables de género,
origen étnico, nacionalidad y grupo de edad, en favor
de tener información mucho más detallada de cuáles
son las características demográficas de los científicos
en México, mejorar nuestras políticas y programas pú-
blicos para promover la inclusión de sectores discri-
minados y, así, mejorar las posibilidades de desarrollar
los mejores talentos posibles en los ámbitos de la cien-
cia y la innovación.
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A efecto de clarificar los cambios que se proponen se
muestra continuación el siguiente cuadro:

Sobre esto, someto a consideración de esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 14 de la
Ley de Ciencia y Tecnología

Único. Se reforma el artículo 14 de la Ley de Ciencia
y Tecnología para quedar de la siguiente manera:

Artículo 14. …

…

En la medida de lo posible, el sistema deberá incluir
información de manera diferenciada entre mujeres y
hombres, y por origen étnico, a fin de que se pueda
medir el impacto y la incidencia de las políticas y pro-
gramas en materia de desarrollo científico, tecnológi-
co e innovación.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Nota

1 Notimex. (2017). Mujeres representan el 51.4 por ciento de la

población en México. 1, de Uno Tv Sitio web: 

https://www.unotv.com/noticias/portal/nacional/detalle/mujeres-

representan-514-poblacion-en-mexico-396402/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputado José Salvador Rosas Quintanilla (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 115 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRI-
TA POR LOS DIPUTADOS MARIBEL MARTÍNEZ RUIZ Y BEN-
JAMÍN ROBLES MONTOYA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PT

Los que suscribimos, diputada Maribel Martínez Ruiz
y diputado Benjamín Robles Montoya, integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo de la
LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y por los artículos 77, 78 y 102, numeral 2, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a la
consideración de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por la que se refor-
ma el párrafo segundo y se adiciona un párrafo terce-
ro, corriéndose el actual párrafo tercero, para pasar a
ser párrafo cuarto, y así sucesivamente de la fracción I
el artículo 115, párrafo segundo, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia
de paridad horizontal de género.
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Exposición de Motivos

La participación política de las mujeres es un fenóme-
no inacabado, todavía existen en nuestro país ámbitos
de la vida pública en los cuales las mujeres se encuen-
tran subrepresentadas.

Somos más del 50% de la población y del padrón elec-
toral, sin embargo, la participación política de las mu-
jeres aún enfrenta obstáculos que nos han impedido al-
canzar la paridad en la integración de todos los niveles
de gobierno.

Uno de esos rubros que presenta un mayor rezago es
la postulación y el acceso al cargo de presidentas mu-
nicipales. Los ayuntamientos son el nivel del gobier-
no más cercano a la población, a través de sus accio-
nes pueden atenderse las necesidades más inmediatas
de la población; sin embargo, la participación de las
mujeres en los gobiernos municipales es aún muy li-
mitada.

A partir de la reforma electoral de 1990 se incluyó en
el Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales (COFIPE) lo que podríamos denominar
como una petición o sugerencia para los partidos polí-
ticos de propiciar una mayor participación política de
las mujeres.

Lo cierto es que está mera sugerencia no era suficien-
te para compeler a los partidos para que impulsarán el
desarrollo político de las mujeres y una mayor partici-
pación en la vida política de nuestro país.

Por ello, en la reforma electoral subsecuente se incor-
pora por primera vez, la obligación de los partidos po-
líticos de postular cuando menos, un 30% de candida-
turas de un género distinto, ésta a nivel federal. Es
cierto que la norma no señalaba que se postularán
cuando menos el 30% de mujeres, pero es evidente
que esta disposición estaba dirigida a beneficiar al gé-
nero subrepresentado. En una nueva reforma electoral,
se incrementó el porcentaje mínimo de postulación de
candidatos de género distinto a cuando menos el 40%.

Si bien pudiera pensarse que estas normas propiciarí-
an una mayor participación política de las mujeres, lo
cierto es que su impacto en las candidaturas todavía
resultaba insuficiente. 

En 2011, un grupo de mujeres, inspiradas por la ne-
cesidad de potenciar el papel de las mujeres en la vi-
da pública, promovieron el juicio para la protección
de los derechos político electorales de las ciudada-
nas SUP-JDC-12624/2011, el cual, al ser resuelto
por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación sentó importantes criterios,
que posteriormente se convertirían en ley, tendentes
a garantizar un piso mínimo para que las mujeres pu-
dieran competir políticamente en mejores condicio-
nes.

En la reforma electoral de 2014, se incorporó en la
Constitución el principio de paridad de género. Así, en
el artículo 41 constitucional quedó establecida la obli-
gación de los partidos políticos de garantizar la postu-
lación paritaria de candidatos y candidatas a integrar
órganos legislativos.

Esta disposición constitucional tuvo, sin lugar a dudas,
un efecto potenciador de la participación política de
las mujeres en los órganos legislativos; sin embargo,
aún existen niveles de gobierno en donde se debe con-
solidar la participación política de las mujeres.

Conforme a lo que dispone la Constitución, los ayun-
tamientos deben integrarse por un presidente munici-
pal y el número de síndicos y regidores que establezca
cada una de las legislaciones locales. A nivel munici-
pal, el ejercicio del poder ejecutivo se encuentra con-
ferido a un órgano de carácter colegiado.

En relación con la integración de los ayuntamientos,
las diversas legislaciones locales han establecido un
criterio poblacional para determinar el número de in-
tegrantes de los ayuntamientos, en relación con el sín-
dico y los regidores, es decir, a mayor población habrá
mayor número de integrantes del órgano de gobierno.

Conforme a esto, la elección de los ayuntamientos se
realiza mediante el procedimiento de votación por lis-
ta, en la que se vota por una planilla completa, es de-
cir, por el presidente, sindico (s) y regidores que co-
rrespondan. Derivado de esto, la planilla que haya
obtenido la mayoría de votos, le corresponderá el ejer-
cicio de la presidencia municipal, el síndico y un nú-
mero determinado de regidurías, estas últimas no se
asignan en su totalidad a la planilla que haya obtenido
la mayoría.
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La paridad horizontal se traduce en que, si en una en-
tidad se va a elegir un número determinado de plani-
llas para la elección de integrantes de ayuntamientos,
los presidentes municipales (funcionarios de más alta
jerarquía) se deberán postular en igualdad de condi-
ciones hombres y mujeres, es decir, mitad y mitad,
cuando esto sea posible, o lo más cercano a esto, en el
caso de que el número de municipios sea impar.

Según un estudio del Centro de Estudios para el Logro
de la Igualdad de Género de esta Cámara de Diputa-
dos, a la fecha existe una “…limitada presencia de las
mujeres en la participación política como alcaldesas,
únicamente en el Estado de Querétaro se cumple la pa-
ridad, mientras que en el Estado de Campeche no hay
mujeres al frente de los Municipios tomando decisio-
nes para las mujeres y los hombres que habitan en él.
Las mujeres al frente de los gobiernos municipales se
encuentran desdibujadas…”1

Por ello, consideramos esencial establecer a nivel
Constitucional la obligación de todas las entidades fe-
derativas de incorporar la paridad horizontal de géne-
ro en sus legislaciones electorales, así como los meca-
nismos para asegurar que las mujeres sean postuladas
en ayuntamientos con posibilidades reales de triunfo.

Esto, con el objeto de propiciar una mayor participa-
ción de las mujeres en la vida política de sus comuni-
dades.

Por lo expuesto proponemos la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto que presentan los diputados Maribel Mar-
tínez Ruiz y Benjamín Robles Montoya, que refor-
ma el párrafo segundo y adiciona un párrafo terce-
ro, corriéndose el actual párrafo tercero para pasar
hacer párrafo cuarto, y así sucesivamente, de la
fracción I del artículo 115, párrafo segundo, de la
constitución política de los estados unidos mexica-
nos, en materia de paridad horizontal de género

Artículo Único. Se reforma el artículo 115, párrafo se-
gundo, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos para quedar como sigue: 

Artículo 115. …

I….

Las Constituciones de los estados deberán estable-
cer la elección consecutiva para el mismo cargo de
presidentes municipales, regidores y síndicos, por
un período adicional, siempre y cuando el periodo
del mandato de los ayuntamientos no sea superior a
tres años. La postulación sólo podrá ser realizada
por el mismo partido o por cualquiera de los parti-
dos integrantes de la coalición que lo hubieren pos-
tulado, salvo que hayan renunciado o perdido su
militancia antes de la mitad de su mandato. Debe-
rán garantizar la paridad entre los géneros en la
postulación de la totalidad de cargos a presiden-
tes municipales, en los términos que señalen las
legislaciones de cada entidad federativa.

La Ley General establecerá las bases conforme a
las cuales las legislaturas estatales deberán re-
glamentar la postulación paritaria de mujeres en
las presidenciales municipales con posibilidades
reales de triunfo.

…

…

…

II. a X. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Nota

1 Cámara de Diputados-CELIG, Alcaldesas una perspectiva de la

igualdad política desde el municipio. file:///Users/rod/Downlo-

ads/Alcaldesas%20una%20perspectiva%20de%20la%20igual-

dad%20pol%C3%ADtica%20desde%20el%20municipio.pdf

Diputado Benjamín Robles Montoya (rúbrica)

Diputada Maribel Martínez Ruiz (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL

CÓDIGO PENAL FEDERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA

ADRIANA GABRIELA MEDINA ORTIZ, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La suscrita, diputada Adriana Gabriela Medina Or-
tiz, integrante del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano en la LXIV Legislatura de la Cámara de
Diputados, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, numeral I, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados del honora-
bles Congreso de la Unión, somete a la consideración
de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto que reforma la fracción XV del artículo
11 Bis, los artículos 389 Bis y 418 y se adicionan dos
fracciones al artículo 420 Bis del Código Penal Fe-
deral, con base en la siguiente: 

Exposición de Motivos

Nuestro país es una de las potencias megadiversas del
mundo al ser poseedor de entre el 10 y 12 por ciento
de la biodiversidad mundial y contar con más de 200
mil especies diferentes. Entre ellas, 500 de importan-
cia pesquera, 600 para reforestación, más de 4 mil con
propiedades medicinales además de especies exóticas.
Ello nos convierte en la cuarta potencia mundial del
mundo al considerar las más de 26 mil diferentes es-
pecies de flora;1 el segundo país más importante por el
número de ecosistemas y el cuarto al considerar el to-
tal de especies que habitan en nuestro territorio.

Ante tal responsabilidad hemos dispuesto más de “170
mil kilómetros cuadrados son considerados Áreas Na-
turales Protegidas”, las cuales incluyen: 34 reservas de
la biosfera (ecosistemas inalterados), 64 parques na-
cionales, 4 monumentos naturales, 26 áreas para pro-
teger la flora y la fauna, 4 áreas para la protección na-
tural y 17 santuarios (zonas con rica diversidad de
especies)”.2 Asimismo, nuestro país ha firmado más
de 76 documentos internacionales en materia de pro-
tección ambiental.3

No obstante estos esfuerzos, en nuestro país el despo-
jo, invasión de predios, la ocupación ilegal de terrenos
y lotes es una práctica frecuente en prácticamente todo
el territorio nacional. Cuando estos comportamientos
antisociales suceden en centros urbanos o en espacios
que tienen bien definida la titularidad de la propiedad,

aunque la acción es despreciable, existen condiciones
para que quien sustente la propiedad legal de los terre-
nos defienda su patrimonio. Sin embargo, cuando estos
comportamientos criminales se desarrollan en áreas
protegidas o santuarios catalogados internacionalmen-
te para la protección de especies, nos sucede así.

Desafortunadamente el andamiaje institucional y legal
en materia de protección ambiental no ha sido suficien-
te para evitar que determinados grupos o actores socia-
les usurpen la titularidad de la nación en el uso, aprove-
chamiento y defensa de áreas protegidas y santuarios. 

El modus operandi de este tipo de depredadores me-
dioambientales presenta una gran cantidad de tácticas
y prácticas, entre las que resaltan la construcción de
asentamientos en selvas y bosques o lechos de lagu-
nas, presas y ríos. Asimismo, en el caso de estos últi-
mos tres tipos de sitios, la apropiación ilegal de los si-
tios se realiza acompañado el daño o sabotaje de los
mecanismos de abasto de agua a los cuerpos de agua
que son objeto de la invasión.

Tan sólo en febrero y lo que va de marzo, al revisar la
prensa se ha podido detectar 10 hechos en 8 entidades
federativas, tal y como a continuación se relaciona:
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La situación es preocupante por la certidumbre jurídi-
ca que debería brindar el Estado mexicano para hacer
compatibles los derechos a una vivienda, a un medio
ambiente sano y a la protección de la propiedad públi-
ca y privada. La solución a estas situaciones probable-
mente tardará algunas generaciones, sin embargo, no
podemos permitir que entre las indecisiones, omisio-
nes y acciones negligentes se consuma el patrimonio
natural de las futuras generaciones de mexicanas y
mexicanos y se abandone la responsabilidad global
que tiene nuestro país para preservar la riqueza natural
que se nos ha confiado.

En consecuencia, esta propuesta plantea el endureci-
miento de algunas medidas punitivas y la ampliación
de la protección de los recursos naturales a través de
reformas y adiciones al Código Penal Federal que in-
tegran entre las conductas delictivas las acciones de
sabotaje o daños a los mecanismos de carga de diver-
sos cuerpos de agua cuando estos forman parte de las
áreas protegidas o catalogadas en los convenios inter-
nacionales firmados por nuestro país. 

Asimismo, plantea consecuencias penales específicas
contra la enajenación del patrimonio natural de nues-
tro país.

Cabe señalar que la presente iniciativa no implica im-
pacto presupuestal. 

Por lo anteriormente expuesto, se somete a su consi-
deración, la presente iniciativa con proyecto de:

Decreto que reforma la fracción XV del artículo 11
Bis, los artículos 389 Bis y 418 y se adicionan dos
fracciones al artículo 420 Bis del Código Penal Fe-
deral

Único. Se reforma la fracción XV del artículo 11 Bis,
los artículos 389 Bis y 418 y se adicionan dos fraccio-
nes al artículo 420 Bis del Código Penal Federal para
quedar como sigue:

Artículo 11 Bis. Para los efectos de lo previsto en el
Título X, Capítulo II, del Código Nacional de Proce-
dimientos Penales, a las personas jurídicas podrá im-
ponérseles algunas o varias de las consecuencias jurí-
dicas cuando hayan intervenido en la comisión de los
siguientes delitos:

A. De los previstos en el presente Código:

I. a XIV. ….

XV. Contra el ambiente, previsto en los artículos
389 Bis, 414, 415, 416, 418, 419, 420 y 420 Bis;

XVI. …

B. De los delitos establecidos en los siguientes orde-
namientos:

I. a XXII. ….

…

a) a e) …

...

...

Artículo 389 Bis. Comete delito de fraude el que por
sí o por interpósita persona, cause perjuicio público o
privado al fraccionar y transferir o prometer transferir
la propiedad, la posesión o cualquier otro derecho so-
bre un terreno urbano o rústico, propio o ajeno, con o
sin construcciones sin el previo permiso de las autori-
dades administrativas competentes, cuando existiendo
éste no se hayan satisfecho los requisitos en él señala-
dos o cuando la regularización de la propiedad en
predios o polígonos, lotes o terrenos, urbanos o ru-
rales, cuya posesión tenga un origen ilegal o carez-
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ca de permisos emitidos por la autoridad ambiental
correspondiente, ubicados dentro de las áreas na-
turales protegidas que define el artículo 46 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción Ambiental, o de aquellos que se encuentren ca-
talogados en el marco de convenciones internacio-
nales suscritos por nuestro país. Este delito se
sancionará aún en el caso de falta de pago total o par-
cial. 

…

…

Artículo 418. Se impondrá pena de un año a nueve
años de prisión y por equivalente de cien a tres mil dí-
as multa, siempre que dichas actividades no se realicen
en zonas urbanas, al que ilícitamente:

I. a III. ….

La pena de prisión deberá aumentarse hasta en cua-
tro años más y la pena económica hasta en mil días
multa, para el caso en el que las conductas referidas
en las fracciones del primer párrafo del presente ar-
tículo afecten un área natural protegida.

Artículo 420 Bis. Se impondrá pena de dos a diez
años de prisión y por el equivalente de trescientos a
tres mil días multa, a quien ilícitamente:

I. …

II. …

III. Introduzca o libere en el medio natural, algún
ejemplar de flora o fauna exótica que perjudique a
un ecosistema, o que dificulte, altere o afecte las es-
pecies nativas o migratorias en los ciclos naturales
de su reproducción o migración;

IV. Provoque un incendio en un bosque, selva, ve-
getación natural o terrenos forestales, que dañe ele-
mentos naturales, flora, fauna, los ecosistemas o al
ambiente;

V. Dañe, deseque o genere sabotaje a la infraes-
tructura de abastecimiento de agua en presas
que formen parte de áreas naturales protegidas,
definidas en el artículo 46 de la Ley General del

Equilibrio Ecológico y la Protección Ambiental,
o que se encuentren catalogadas en el marco de
convenciones internacionales suscritas por nues-
tro país, o

VI. Al que de propia autoridad y haga uso de la
violencia o furtivamente, o empleando amenaza,
amago o engaño, ocupe ilegalmente o cometa
despojo y fraccione o venda terrenos, lotes o pre-
dios dentro de los límites de áreas naturales pro-
tegidas, definidas en el artículo 46 de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección
Ambiental, o de aquellos que se encuentren cata-
logados en el marco de convenciones internacio-
nales suscritas por nuestro país, sin el permiso
correspondiente de la autoridad ambiental na-
cional.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Somos el quinto país en plantas vasculares con una población de

entre 22 mil y 23 mil 424 especies; el tercero en mamíferos con

más de 564 especies; el décimo primero en aves al tener entre mil

123 y mil 150 especies; el segundo en reptiles con 864 especies, y

el quinto país en anfibios con más de 376 especies. Véase: 

https://www.biodiversidad.gob.mx/pais/quees.html 

2 México: País Megadiverso, SER, 2016. Dsiponible en 

https://embamex.sre.gob.mx/serbia/index.php/home/136-mexico-

pais-megadiverso 

3 Véase: http://archivos.diputados.gob.mx/Centros_Estudio/Ce-

sop/Eje_tematico/9_mambiente.htm 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 5 Y 12 DE LA

LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS

CON DISCAPACIDAD, A CARGO DEL DIPUTADO JOSÉ LUIS

GARCÍA DUQUE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES

Quien suscribe, diputado federal José Luis García Du-
que, integrante del Grupo Parlamentario Encuentro
Social en la LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, en ejercicio
de la facultad que confieren los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como lo dispuesto en los artículos 6,
numeral 1, fracción I; 76; 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta honorable soberanía, iniciativa conforme a la si-
guiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa de modificación normativa, tie-
ne por objeto adicionar la fracción XI Bis al artículo 5,
y reformar el artículo 12 fracción II de la Ley General
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad,
debido a que en México las personas con discapacidad
no suelen ser auxiliadas por la sociedad cuando se en-
cuentran en una situación que les cause dificultad rea-
lizarla como: subir y bajar escaleras, cruzar una calle,
abordar y descender del transporte público, etcétera. 

Es muy claro que en la legislación a reformar no exis-
te una cultura de “solidaridad social” con las personas
con discapacidad, así como tampoco existe esta soli-
daridad dentro de los planteles escolares y por conse-
cuencia  los estudiantes que poseen alguna discapaci-
dad tienden a no tener las mismas condiciones de vida,
también carecen de poseer el mismo desarrollo educa-
tivo que los demás alumnos reciben, derivado a las di-
ficultades que se enfrentan en su día a día dentro de la
escuela, y por consecuencia en diversas ocasiones no
son incluidos en algunas actividades escolares debido
a su discapacidad.  

Para poder resolver esa problemática que se presenta
en la sociedad en general, esta iniciativa tiene como fi-
nalidad, que exista un principio de “solidaridad social”
que implica el prestar auxilio a aquellas personas dis-
capacitadas que según las circunstancias así lo reque-
rían, y reforzar el impulso de la inclusión educativa en
los centros del sistema educativo nacional para que así
se pueda garantizar su pleno desarrollo educativo.

Las personas con discapacidad en México

El término “discapacidad” es definido como: la conse-

cuencia de la presencia de una deficiencia o limita-

ción en una persona, que al interactuar con las barre-

ras que le impone el entorno social, pueda impedir su

inclusión plena y efectiva en la sociedad, en igualdad

de condiciones con los demás.1

Respecto a esta definición que establece la ley, pode-
mos discernir que una persona con discapacidad, efec-
tivamente se verán afectadas sus actividades en su vi-
da diaria, dentro de su convivencia social carecerán de
estar en las mismas condiciones y por consecuencia y
de forma lamentable suelen ser excluidos, discrimina-
dos, no son auxiliados, y violentan sus derechos hu-
manos por sufrir de alguna discapacidad.

Conforme a los resultados que establece el Instituto
Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), existen
diversas variantes por las cuales una persona pudie-
se considerarse con discapacidad, aunado a esto,
son 4 las principales causas más comunes que son:
nacimiento, enfermedad, accidente y edad avanza-
da, las que ocasionan que una persona sea discapa-
citada.

El cual, el Inegi se dio a la tarea de realizar un estudio
que determina lo siguiente:

De cada 100 personas con discapacidad:2

• 39 la tienen porque sufrieron alguna enfermedad.

• 23 están afectados por edad avanzada.

• 16 la adquirieron por herencia, durante el embara-
zo o al momento de nacer.

• 15 quedaron con lesión a consecuencia de algún
accidente.

• 8 debido a otras causas.

Las personas con discapacidad conforman uno de los
grupos más vulnerables en México y en todo el mun-
do, tan solo en México existen más de 10 millones y
anualmente se suman cerca de 270 mil personas más a
esta cifra. 
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De acuerdo con la Convención sobre los Derechos de
las Personas con Discapacidad, determina que las per-
sonas con discapacidad en su relación con la sociedad,
tienden a carecer de las mimas oportunidades que la
demás población en general obtuviese, debido a que se
enfrentan a un cúmulo de obstáculos sociales que:

• Les impiden recibir educación;

• Les impiden conseguir empleo debido a su condi-
ción;

• Les impiden tener acceso a la información;

• Les impiden obtener el adecuado cuidado médico
y sanitario;

• Les impiden desplazarse;

• Les impiden integrarse en la sociedad y ser acep-
tados.3

Asimismo el Centro de Cirugía Especial de México,
IAP determina que las personas que tienen alguna dis-
capacidad “presentan peores resultados sanitarios, ob-
tienen resultados académicos más bajos, participan
menos en la economía y registran tasas de pobreza
más altas en comparación con las personas sin disca-
pacidad.”4

Es importante mencionar que en el Estado Mexicano
se contempla dentro de la Carta Magna y en la Ley Ge-
neral para la Inclusión de las Personas con Discapaci-
dad la obligación de promover y asegurar el pleno go-
ce de los derechos y libertades fundamentales de las
personas con discapacidad (que es considerado un

grupo en situación de vulnerabilidad), así como tam-
bién el Estado debe considerar principios de igualdad
y no discriminación protegiendo de forma efectiva
cualquier modalidad de abusos, violencia, explotación
así como otra agresión originada por cuestiones de dis-
capacidad.

Asimismo, la discapacidad afecta a todas las perso-
nas, debido a que se ve limitado su estilo de vida,
por poner un ejemplo dentro del Sistema Educativo
Nacional los estudiantes que tienen alguna discapa-
cidad (física o mental) tienden a no recibir el mismo
trato educativo, y comúnmente no son incluidos co-
mo los demás alumnos, tras esto la Suprema Corte

de Justicia de la Nación (SCJN) emite el siguiente
criterio jurisprudencial en relación a la educación in-
clusiva.

Educación inclusiva. Este derecho humano no sólo
demanda igualdad, sino también equidad en el en-
torno educativo.5

El derecho humano indicado no se agota con recono-
cer la igualdad entre alumnos, sino que exige equidad
en el tratamiento y acceso para todos los niños, niñas
y adolescentes. En efecto, la igualdad se refiere a tra-
tar a todos los alumnos de la misma forma, mientras
que la equidad en la educación significa una obliga-
ción estatal de asegurar que las circunstancias perso-
nales o sociales, como el género, el origen étnico o la
situación económica, no sean obstáculos que impidan
acceder a la educación y que todas las personas alcan-
cen al menos un nivel mínimo de capacidades y habi-
lidades. En ese entendido, garantizar el derecho a la
educación inclusiva conlleva una transformación
de la cultura, la política y la práctica en todos los
entornos educativos formales e informales para dar
cabida a las diferentes necesidades e identidades de
cada alumno, así como el compromiso de eliminar los
obstáculos que impiden esa posibilidad, para lo cual,
la educación inclusiva debe ofrecer planes de estudio
flexibles y métodos de enseñanza y aprendizaje adap-
tados a las diferentes capacidades, necesidades y esti-
los de aprendizaje. Es por ello que el sistema educati-
vo debe ofrecer una respuesta educativa personalizada
y no esperar a que los alumnos se adecuen al sistema.
En ese sentido, es necesario que la educación, entre
otras cuestiones, se encamine a desarrollar al máxi-
mo la personalidad, los talentos y la creatividad de
las personas con discapacidad y de otros educandos
con necesidades especiales.

Relativo a lo anterior es importante mencionar y ga-
rantizar meramente lo estipulado en los artículos 1° y
3° de la Constitución Política de los Estados Unidos
mexicanos, así como el artículo 24 párrafo 1 de la
Convención sobre los Derechos de las personas con
Discapacidad que establece cuestiones como:

• Garantizar la educación inclusiva a las personas
con discapacidad sin ningún tipo de discriminación

• Desarrollar su potencial humano.
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• Preparar a los alumnos discapacitados a fin de que
desarrollen plenamente sus aptitudes, creatividad y
talentos.

• Impulsar que los estudiantes cuenten con los ele-
mentos necesarios para su participación efectiva en
la sociedad.

• Promover las libertades fundamentales y derechos
humanos en su educación.

Lamentablemente en México no se han atendido de
forma óptima las necesidades de los alumnos con dis-
capacidad, de acuerdo con el Instituto Nacional para la
Evaluación de la Educación (INEE),6 se identifica que
los alumnos con discapacidad tienen un bajo índice de
asistencia en los planteles escolares, tal y como se
muestra a continuación:

• 88.7 por ciento de niños entre los 6-11 años 

• 72.1 por ciento de niños entre los 12-14 años y; 

• 55.8 por ciento de niños entre los 15-17 años

Como se mostró en las cifras anteriores es muy bajo
el índice de alumnos de educación primaria, secunda-
ria y media superior que asisten a la escuela, y así
mismo el INEE considera que los estudiantes con dis-
capacidad tienen a faltar más a clases, donde su edu-
cación no es la adecuada debido a que muchas veces
no se cuenta con el material o instalaciones adecua-
das, así también conforme van creciendo los estu-
diantes menor el apoyo que reciben por parte d sus tu-
tores y  por diversos factores siendo el principal su
discapacidad no culminan la totalidad de sus estudios,
hay que aludir que el derecho de todos los niñas, ni-
ños y adolescentes a la educación se encuentra consa-
grado en la Declaración de los Derechos Humanos de
las Naciones Unidas donde en México este derecho
humano no tienen acceso estas personas debido a su
condición.

Si bien unos de los principales objetivos y principal
base de la Ley General para la Inclusión de personas
con Discapacidad, es ejercer lo establecido en el artí-
culo Primero de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos que es relativo a promover,
proteger y asegurar el pleno ejercicio de los derechos
humanos y libertades fundamentales de las personas

con discapacidad para tales efectos de esta ley, por lo
tanto el Estado Mexicano se encuentra obligado a ve-
lar por los derechos de este sector tan vulnerable que
son las personas con discapacidad sea física o mental,
debido a que tienden a no tener un buen estilo de vi-
da y las mismas condiciones que la población en ge-
neral.

Es por eso que la presente iniciativa tiene como fin
que se genere una conciencia en la población mexica-
na en favor de las personas con discapacidad, benefi-
ciando a estudiantes con discapacidad dentro del sec-
tor de la educación, para que su desarrollo educativo
no sea limitado si no que vaya en mejora tomando en
cuenta sus intereses, capacidades y sus necesidades de
aprendizaje para su pleno desarrollo educativo, así
mismo también que se tenga como principio la “soli-
daridad social” que va enfocada a que la sociedad pue-
da prestar el apoyo y auxilio oportuno a las personas
con discapacidad que debido a las circunstancias lo
puedan requerir, y con esto facilitar y optimizar su in-
clusión social.

Con respecto de la solidad social, Émile Durkheim
llegó a la conclusión de que los lazos que unirían a los
individuos los unos a los otros en las más diferentes
sociedades serían dados por la solidaridad, sin la cual
no habría una vida social. La solidaridad social de
Durkheim se daría por la conciencia colectiva; respon-
sable por la formación de nuestros valores morales, de
nuestros sentimientos comunes, de aquello que tene-
mos como cierto o equivocado, honrado o deshonrado,
y de esa forma, ejercería una presión externa a los
hombres en el momento de sus decisiones, en mayor o
menor grado; pues esa sería responsable de la cohe-
sión entre las personas. Sin embargo, la solidez, el ta-
maño o la intensidad de esa conciencia colectiva es la
que va a medir la conexión entre los individuos, va-
riando según el modelo de organización social de cada
sociedad.

Finalmente, y a fin de precisar el contenido de la re-
forma, se adjunta el siguiente comparativo:
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Por lo motivado y fundado; y con fundamento en lo
establecido en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, quien suscribe somete a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona la fracción XI Bis al
artículo 5 y se reforma la fracción segunda del ar-
tículo 12 de la Ley General para la Inclusión de las
Personas con Discapacidad

Artículo Único: Se reforma la fracción segunda del
artículo 12 y se adiciona la fracción XI BIS al artículo
5 de la Ley General para la Inclusión de las Personas
con Discapacidad, para quedar como sigue:

Artículo 5. …
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I a XI…

XI Bis. Solidaridad Social; y

XII. …

Artículo 12. …

I. …

II. Impulsar la inclusión educativa de las personas
con discapacidad en todos los niveles del Sistema
Educativo Nacional, desarrollando y aplicando nor-
mas y reglamentos que eviten su discriminación y
las condiciones de accesibilidad en instalaciones
educativas, apoyos y auxilios oportunos de alum-
nos con discapacidad que así lo requieran, así
mismo proporcionen los apoyos didácticos, mate-
riales y técnicos según sea la discapacidad del
alumno y cuenten con personal docente capacitado,
a fin de facilitar y garantizar su pleno desarrollo
educativo;

IV a XIV. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Termino de la Ley General para la Inclusión de las Personas con

Discapacidad establecido en el artículo 2, fracción IX.

2 La discapacidad en México estudio Inegi disponible en el si-

guiente sitio web: http://cuentame.inegi.org.mx/poblacion/disca-

pacidad.aspx?tema=P

3 Naciones Unidas (ONU) Convención sobre los Derechos de las

Personas con Discapacidad disponible en el siguiente sitio web:

http://www.un.org/spanish/disabilities/convention/qanda.html 

4 Estadísticas de la Discapacidad en México: 

http://www.ccem.org.mx/statmex/ 

5 Tesis: 2a. IV/2019 (10a. Décima Época, Segunda Sala. Tesis ais-

ladas (Tesis Aislada Constitucional –subrayado propio)

6 ¿En qué medida el Estado garantiza el derecho de niños y jóve-

nes de acceder a la educación obligatoria, sin distinción de ningu-

na índole?  Estudio del instituto nacional para la evaluación de la

educación (INEE)

Dado en la sede de la Cámara de Diputados, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputado José Luis García Duque (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 35 Y 73 DE LA CONSTITU-
CIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A
CARGO DE LA DIPUTADA FRIDA ALEJANDRA ESPARZA

MÁRQUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

Frida Alejandra Esparza Márquez, diputada a la LXIV
Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y en los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 35 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos en materia de parti-
cipación ciudadana, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

La presente iniciativa tiene por objeto reconocer en la
Constitución el derecho de la participación ciudadana
en la gestión pública, reconociendo ésta como un pro-
ceso de incidencia en las decisiones públicas así como
en la formulación, ejecución y evaluación de la fun-
ción pública, habilitando una nueva relación de la ad-
ministración pública con la ciudadanía.
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También se propone incluir como facultad del Con-
greso de la Unión legislar sobre la materia de partici-
pación ciudadana en la gestión pública, mandatando la
expedición de una ley general que establezca princi-
pios y bases para que las autoridades de todos los ór-
denes de gobierno garanticen este derecho.

Si bien se han venido reconociendo derechos políticos
a la ciudadanía mexicana, complementarios a los de
votar y ser votado, como el de participar en las consul-
tas públicas y el de presentar iniciativas ciudadanas, el
derecho humano de participación ciudadana en la ges-
tión pública es un concepto mucho más complejo y di-
verso, que no se limita ni se agota en los mecanismos
de participación ya reconocidos en la Constitución y
que el Estado mexicano debe garantizar en correspon-
dencia con diversos tratados internacionales suscritos.

En los últimos treinta años México ha transitado de ser
un sistema político con un partido hegemónico, a con-
tar con una democracia en consolidación que ha per-
mitido varias transiciones políticas. El cambio ha ve-
nido sobre todo desde la sociedad, acompañando
procesos democratizadores y muchas veces empujan-
do desde fuera, con su participación activa, los cam-
bios que se requieren. Hoy la transición democrática
no sería posible sin la participación decidida de la so-
ciedad civil y el acompañamiento de diversos sectores
de la sociedad.

Por otro lado, la complejidad de los problemas públicos
ha ido en aumento en los últimos años. Si antes era po-
sible que el gobierno se asumiera como el agente central
y único para la resolución de los problemas públicos, las
diversas crisis fiscales y de legitimidad de los últimos
tiempos han ido demostrando que es necesario cambiar
el modelo de gobernanza sobre todo ante la complejidad
de los problemas de nuestros tiempos. No se trata del ta-
maño del Estado, sino de su funcionamiento.

En este sentido, la sociedad también puede ocupar un
papel diferente. Si bien en los últimos años se han in-
corporado reformas que reconocen y establecen cier-
tos mecanismos de participación ciudadana, éstos son
limitados con respecto a la amplitud de posibilidades
que significa incorporar a la ciudadanía, no como un
problema sino como parte de la solución. En su diver-
sidad, la sociedad puede contribuir a identificar pro-
blemas públicos, estructurar sus causas, a identificar
errores en el diseño de programas y políticas.

La capacidad técnica y presupuestal de cualquier go-
bierno es limitada. La sociedad en general, y la sociedad
civil organizada en particular, tiene recursos, conoci-
mientos y habilidades que potencialmente pueden ser
aprovechados para la resolución de problemas públicos.
Reconocer este activo en el arte de las políticas públicas
abre un panorama, al ver a la democracia participativa
como un complemento de la democracia representativa.

Incorporar y reconocer en la Constitución el derecho a
la participación ciudadana en la gestión pública tam-
bién puede fortalecer que políticas públicas de gobier-
no abierto en todos los órdenes de gobierno cuenten
con el fundamento legal necesario, fundamentando el
actuar de los servidores públicos al abrir el proceso de
políticas públicas a toda la diversidad que implica la
participación ciudadana. 

Argumentación

Aunque aparentemente el concepto de participación
social y participación ciudadana pueden ser sinóni-
mos, hay numerosos académicos que distinguen de
manera clara los alcances de una y otra.

De acuerdo con el análisis de Azucena Serrano Rodrí-
guez, la participación social es aquella en la cual los
individuos pertenecen a asociaciones u organizaciones
para defender los intereses de sus integrantes, pero el
Estado no es el principal locutor, sino otras institucio-
nes sociales. Mientras que:

“La participación ciudadana es aquella donde la so-
ciedad posee una injerencia directa con el Estado;
asimismo, tiene una visión más amplia de lo públi-
co. Esta participación está muy relacionada con el
involucramiento de los ciudadanos en la adminis-
tración pública. Los mecanismos de democracia di-
recta (iniciativa de ley, referéndum, plebiscito y
consultas ciudadanas, la revocación de mandato y la
cooperación de los ciudadanos en la prestación de
servicios o en la elaboración de políticas públicas
son formas de participación ciudadana” (Serrano
Rodríguez, 2015).

Todos estos tipos de participación son muy importan-
tes en los regímenes democráticos, porque nos permi-
ten vigilar y controlar la gestión de nuestros gober-
nantes; además es la manera en la que la ciudadanía se
hace escuchar y puede tomar parte en los asuntos pú-
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blicos. De acuerdo con Robert Dahl (Poliarchy, Parti-
cipation and Opposition, 1971), un sistema no se pue-
de considerar democrático si los ciudadanos no tienen
la oportunidad de participar efectivamente en el espa-
cio público.

En el marco del Consejo Latinoamericano de Admi-
nistración para el Desarrollo, México ha sido parte del
diseño y compromiso de las Cartas Iberoamericanas
las cuales son resultado de consensos alcanzados por
los gobiernos iberoamericanos en materia de buen go-
bierno y administración pública. En las Cartas apare-
cen principios, orientaciones, fundamentos, derechos
y obligaciones para los Estados, los funcionarios, in-
cluyendo sus empleados y los ciudadanos. (Sebastián,
2019)

En el centro de todas las cartas se encuentra el ciuda-
dano y sus derechos, y son un documento de referen-
cia para nuestro contexto mexicano.

En lo que corresponde a la participación, México
adoptó la Carta Iberoamericana de Participación Ciu-
dadana en el marco de la Cumbre en Portugal en 2009.
Cabe resaltar que uno de los documentos pilares del
CLAD, “Gestión Pública Iberoamericana para el siglo
XXI”, y el documento Una nueva gestión pública pa-

ra América Latina constituyen hoy una línea paradig-
mática que hasta la fecha sigue siendo vigente en los
conceptos de administración pública en América Lati-
na y en México. (Sebastián, 2019).

En la Carta Iberoamericana referida, se entiende el
concepto de participación ciudadana en la gestión pú-
blica, como:

El proceso de construcción social de las políticas pú-
blicas que, conforme al interés general de la sociedad
democrática, canaliza, da respuesta o amplía los dere-
chos económicos, sociales, culturales, políticos y civi-
les de las personas, y los derechos de las organizacio-
nes o grupos en que se integran, así como los de las
comunidades y pueblos indígenas (CLAD, 2009).

En este sentido, se considera que la participación es
fundamental en la democracia, consustancial con los
principios de representación política, y complementa-
rios a éstos, y permite expandir y profundizar la de-
mocracia y su gobernabilidad.

La participación ciudadana en la gestión pública, de
acuerdo con la Carta, refuerza la posición activa de los
ciudadanos y las ciudadanas como miembros de sus
comunidades, permite la expresión y defensa de sus
intereses, el aprovechamiento de sus experiencias y la
potenciación de sus capacidades, contribuyendo de es-
ta manera a mejorar la calidad de vida de la población.

También establece la Carta que la participación ciuda-
dana en la gestión, debe combinar formas orgánicas
con formas procedimentales. Se añade, además, que el
objeto es tender a la institucionalización de la partici-
pación como a la modificación de los equilibrios de
poder a favor de aquellos que se encuentren sub-re-
presentados en los circuitos de decisiones. Algo im-
portante es que la Carta no efectúa distinciones según
el derecho a participar, sea colectivo o personal. En es-
te sentido se supone que el derecho de organizarse en
colectivos sociales y organizaciones representativas
no limita la participación individual o personal que pu-
diera realizarse.

Los componentes básicos del derecho de participación
ciudadana en la gestión pública aparecen desarrollados
en el punto 35 de la Carta. Allí se consigna la necesi-
dad de que los ordenamientos jurídicos estatales reco-
nozcan a todos los habitantes el derecho genérico de
participación ciudadana en la gestión pública y garan-
ticen su ejercicio efectivo.

En la Carta también se señala el derecho de “seguir,
medir y evaluar la gestión pública y sus resultados, de
conformidad con las necesidades y ópticas de la ciuda-
danía, de los colectivos sociales y pueblos indígenas”.

Aunque todavía no hay una incorporación del concep-
to de gobierno abierto al marco jurídico constitucional
o de leyes secundarias, conviene considerar los con-
ceptos de gobierno abierto todavía que México ha si-
do parte de la fundación de la Alianza por el Gobierno
Abierto.

La Alianza para el Gobierno Abierto (AGA -Open Go-
vernment Partnership) (CEPAL, 2018), es un esfuerzo
global para ampliar la frontera en la mejora del des-
empeño y de la calidad de los gobiernos. Esta iniciati-
va fue creada en septiembre de 2011, y está orientada
a propiciar compromisos concretos desde los gobier-
nos para promover la transparencia, aumentar la parti-
cipación ciudadana en el debate y en la decisión de los
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asuntos públicos, combatir la corrupción y aprovechar
las nuevas tecnologías para robustecer la gobernanza
democrática y la calidad de los servicios públicos.

La AGA definió como uno de sus valores centrales la
promoción de la participación ciudadana tanto en los
procesos de toma de decisiones como en la formula-
ción de políticas públicas. A través de sus iniciativas
enmarcadas dentro de sus planes de Gobierno Abierto,
las instituciones integrantes de la AGA buscan la dis-
ponibilidad de espacios en los que la ciudadanía pue-
da participar en la toma de decisiones.

Por su parte el Instituto Nacional de Acceso a la Infor-
mación Pública y Protección de Datos personales (IN-
AI), se considera que el gobierno abierto como un es-
quema de gestión y producción de políticas orientado
a la atención y solución colaborativa de los problemas
públicos con base en colegiados plurales y, en cuyo
trabajo, convergen la transparencia y la participación
ciudadana como criterios básicos, en un ambiente de
rendición de cuentas e innovación social (INAI, 2016).

En este sentido, el INAI enumera los escenarios de la
participación, potencialidades que mejoran la calidad
de la gestión pública y la resolución de problemas:

• La participación propicia condiciones que posibi-
litan el involucramiento informado de los ciudada-
nos en todas las fases de desarrollo de las políticas.

• Los espacios de participación aseguran la interlo-
cución y la incidencia social efectiva en la toma de
decisiones, así como en el diseño y evaluación ins-
titucional.

• La participación social detona soluciones social y
tecnológicamente innovadoras a viejos problemas.

• La participación social implica la existencia de es-
pacios diversos que permiten 1) identificar y reco-
lectar preferencias, 2) consultar a los ciudadanos
sobre las acciones y decisiones de gobierno, y 3) in-
volucrar a los públicos interesados en la co-crea-
ción de soluciones a los problemas públicos.

• Las instituciones públicas propician la consolida-
ción de espacios formales de participación ciudadana,
sin inhibir la participación espontánea e diversos ac-
tores sociales en todas las fases del ciclo de políticas.

Los tipos y canales de participación ciudadana pueden
incluir múltiples formas de participación, relacionadas
con la resolución de problemas comunitarios, votacio-
nes directas en asambleas, involucramiento en campa-
ñas, protestas, acciones de voluntariado, peticiones ciu-
dadanas, actividad de grupos o asociaciones, o entrega
de opiniones o propuestas mediante el uso de consultas
públicas. A nivel local, uno de los mecanismos de parti-
cipación ciudadana que involucran el abrir el proceso de
toma de decisiones lo constituyen los presupuestos par-
ticipativos. Es decir, la democracia participativa no se
limita a la consulta popular, referéndum o plebiscito.

La Organización Internacional para la Participación
Pública (IAPP por su siglas en inglés) desarrolló el Es-
pectro de la Participación a fin de identificar los nive-
les en los que ocurre la misma, el objetivo de cada ni-
vel, el tipo y alcance del compromiso el gobierno con
el público y las posibles herramientas que mayormen-
te se usan en cada uno de los niveles.

Los diferentes niveles de participación e involucra-
miento, dan cuenta del orden del compromiso de los
actores gubernamentales con la distribución del poder
mediante la toma de decisiones colaborativa.

Tabla 1. Niveles y herramientas de la participación
ciudadana

Fuente: Spectrum of Public Participation. Elaboración propia.
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Como vemos, la consulta y los foros pueden ser ape-
nas algunos de los diferentes mecanismos y niveles de
involucramiento de la participación ciudadana en el
proceso de las políticas públicas.

En este sentido, reconocer el derecho a la participación
en la gestión pública como un derecho de la ciudada-
nía mexicana, habilitaría la posibilidad de que se le-
gisle una Ley General de Participación Ciudadana, de
tal manera que haya el marco jurídico que permita am-
pliar los causes de la democracia participativa en Mé-
xico.

Ordenamientos a modificar

La presente iniciativa con proyecto de decreto se
plantea la modificación de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos de la siguiente
manera:

Se propone incorporar la participación ciudadana en la
gestión pública como un derecho de los ciudadanos
mexicanos, añadiendo una fracción al artículo 35 in-
corporando directamente la definición de este derecho
como el proceso mediante el cual la ciudadanía busca
incidir en las decisiones públicas así como en la for-
mulación, ejecución, evaluación y control del ejercicio
de la función pública.

Por otro lado se plantea en esta misma iniciativa la fa-
cultad del Congreso de la Unión para legislar en mate-
ria de participación ciudadana en la gestión pública.
Este último aspecto ha sido uno de los principales li-
mitantes para la legislación en esta materia, ya que ex-
presamente la constitución no reconoce esta materia
legislativa al Congreso de la Unión.

Para ilustrar mejor lo expuesto, a continuación se pre-
senta el siguiente cuadro comparativo:

Tabla 2. Cuadro comparativo de las modificaciones
propuestas a la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

De aceptarse esta iniciativa de reforma, incorporar en
la Constitución el establecimiento de la participación
ciudadana como un derecho y la facultad del Congre-
so de la Unión a legislar sobre dicha materia, sería el
inicio de un proceso legislativo que daría lugar a una
Ley General de Participación Ciudadana, construido
de ser posible mediante Parlamento Abierto, que esta-
blezca las características generales, principios recto-
res, sujetos con facultad y derecho, definiciones, pro-
cedimientos y demás requerimientos para que la
sociedad mexicana pueda en la realidad ejercer en ple-
nitud la democracia participativa en los asuntos públi-
cos.

En virtud de lo anteriormente expuesto, se pone a con-
sideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 35 y 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Primero. Se adiciona una fracción IX al artículo 35 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, para quedar como se indica a continuación:
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Artículo 35. Son derechos del ciudadano:

I. al VIII. … 

IX. Ejercer la participación ciudadana en la ges-
tión pública, entendida ésta como el proceso me-
diante el cual la ciudadanía, individual o colecti-
vamente, tiene por objetivo incidir en las
decisiones públicas así como en la formulación,
ejecución, evaluación y control del ejercicio de
los asuntos de gobierno, con el objetivo de con-
tribuir en la solución de problemas públicos, en
los términos que la ley señale.

Segundo. Se adiciona una fracción al artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como se indica a continuación:

Artículo 73. El Congreso tiene la facultad: 

I. a XXXI. …

XXXII. Para expedir la ley general reglamenta-
ria que establezca los principios y bases en ma-
teria de participación ciudadana en la gestión
pública de todos los niveles de gobierno.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión deberá expedir la
Ley General de la fracción IX del Artículo 35, así co-
mo las reformas que correspondan a los demás orde-
namientos necesarios, en un plazo de un año a partir de
la fecha de publicación del presente decreto.

Tercero. Las legislaturas de los estados tendrán un
plazo de un año, contado a partir de su entrada en vi-
gor, para armonizar su normatividad conforme a lo es-
tablecido en el presente decreto.
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QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 10 Y 17 TER DE LA LEY

GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN

AL AMBIENTE, 17 DE LA LEY DE OBRAS PÚBLICAS Y SER-
VICIOS RELACIONADOS CON LAS MISMAS, Y 29 DE LA

LEY GENERAL DE BIENES NACIONALES, A CARGO DEL DI-
PUTADO JOSÉ GUILLERMO ARÉCHIGA SANTAMARÍA, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, José Guillermo Aréchiga Santamaría,
diputado federal integrante del Grupo Parlamentario
del Movimiento de Regeneración Nacional de la
LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 77, numeral 1; y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del ple-
no de la Cámara de Diputados la presente iniciativa
con proyecto de decreto por la que se reforman los ar-
tículos 10 y 17 Ter de la Ley General de Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, el artículo 17
de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados
con las Mismas, y el artículo 29 de la Ley General de
Bienes Nacionales, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos señala en el artículo 4o. que “toda persona tiene
derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo
y bienestar”. La misma Carta Magna, en su artículo 73
fracción XXIX-G, faculta al Congreso para expedir le-
yes que establezcan la concurrencia del gobierno fede-
ral, de los gobiernos de las entidades federativas, de
los municipios, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, en materia de protección al medio ambiente
y la preservación y restauración del equilibrio ecológi-
co.

La Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente tiene por objeto propiciar el desarro-
llo sustentable y establecer las bases para, entre otros
asuntos:

V. El aprovechamiento sustentable, la preservación y,
en su caso, la restauración del suelo, el agua y los de-
más recursos naturales, de manera que sean compati-
bles la obtención de beneficios económicos y las acti-
vidades de la sociedad con la preservación de los
ecosistemas. 

El artículo 17 ter de esta ley prevé que las autoridades
del orden federal deben instalar un sistema de capta-
ción pluvial en los inmuebles a su cargo, teniendo un
año a partir de la reforma realizada en mayo del 2013
para cumplir con este requisito. Estas modificaciones
se habrían de realizar conforme a la situación geográ-
fica, técnica y financiera. Sin embargo, los inmuebles
públicos o bajo el uso público requieren, además, de
otras modificaciones que permitan minimizar su im-
pacto ambiental, garantizando su sustentabilidad. De
esta forma, el sector público contribuiría a la necesaria
corrección de los patrones de consumo y generación
de residuos de la sociedad.

La Ley General de Bienes Nacionales establece en su
artículo 1° que, entre sus objetos, se encuentra el de la
administración de los inmuebles federales y los de
propiedad de las entidades. Esta ley, en su artículo 28,
establece que es facultad de la Secretaría de la Función
Pública dictar las reglas del aprovechamiento de los
inmuebles federales y promover el óptimo aprovecha-
miento del patrimonio, entre otras. En su artículo 29
además agrega que corresponde a esta secretaría emi-
tir las normas técnicas para, en general, “el óptimo
aprovechamiento, funcionalidad y racionalidad de los
inmuebles federales utilizados como oficinas adminis-
trativas…”.

La Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados
con las Mismas señala en su artículo 1° que, entre
otros:

…tiene por objeto reglamentar la aplicación del ar-
tículo 134 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en materia de contrataciones de
obras públicas, así como de los servicios relaciona-
dos con las mismas.

Esta ley, en su artículo 17, establece las bases sobre las
que deberá ajustarse la planeación de las obras públi-
cas y sus servicios.

Las consecuencias de las malas prácticas ambientales
son cada vez más evidentes en diversos rubros. El
cambio climático, la sobreexplotación de los recursos,
la contaminación de cuerpos de agua, de la atmósfera
y del subsuelo, y en general el impacto ambiental de la
actividad humana amenazan la supervivencia de la es-
pecie. 
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Respecto al cambio climático, en octubre del 2018 el
Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cam-
bio Climático (IPCC) urgió a la sociedad global a rea-
lizar cambios de gran alcance para limitar el calenta-
miento global a 1.5°C, como se convino en el Acuerdo
de París. De no realizarse estos cambios, el IPCC an-
ticipa condiciones meteorológicas más extremas, cre-
cientes niveles del mar y pérdidas de ecosistemas (No-
ticias ONU, 2018). 

La Organización de las Naciones Unidas (ONU)
aprobó en 2015, en el marco de la Cumbre del Des-
arrollo Sostenible, el proyecto “Transformar nuestro
mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sosteni-
ble”. Esta agenda se compone de 17 objetivos y 169
metas que incluyen como ejes rectores, entre otros, el
cambio climático y el consumo sostenible. Este do-
cumento tiene como propósito orientar los esfuerzos
de los países hacia un futuro más equitativo y susten-
table. Además, convoca a fortalecer las instituciones
y a aplicar leyes y políticas en favor del desarrollo
sostenible.

México debe sumarse a los esfuerzos mundiales y
apostar por nuevas prácticas que reduzcan el impacto
generado en el medio ambiente. En 2015, la Secretaría
de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat)
publicó el Informe de la situación del medio ambiente

en México, donde señala que es imposible sostener los
patrones de consumo de la sociedad humana. En Mé-
xico, para 2012, la llamada huella ecológica, es decir,
la superficie necesaria para producir los recursos y ab-
sorber el impacto de las actividades humanas sobre la
naturaleza, excede un 60 por ciento la biocapacidad
del territorio nacional para absorberla. 

Es importante recalcar que México es particularmente
vulnerable al cambio climático, por su ubicación geo-
gráfica y sus características hídricas. Según datos de
Conagua, las costas del país han sido impactadas por
230 ciclones tropicales en el periodo 1970-2016, 25 de
los cuales son considerados huracanes intensos.

El sector público tiene un papel importante en la co-
rrección del rumbo. Desde la toma de decisiones en fa-
vor de la sostenibilidad hasta la corrección de las prác-
ticas que impactan en el medio ambiente. Los
inmuebles públicos albergan importantes áreas de
oportunidad al respecto. 

Se ha dado un significativo paso al impulsar la capta-
ción de agua pluvial en edificios públicos; sin embar-
go, es necesario ampliar las medidas que deben de ser
implementadas para impactar en otras áreas de urgen-
cia similar y, sobre todo, ampliar el rango de los edifi-
cios públicos federales a todos aquello que se utilicen
para actividades públicas en cualquier orden de go-
bierno.

Un tema prioritario es la generación de desechos sóli-
dos. Entendiéndolos como todos aquellos desechos
no-líquidos generados por la actividad humana
(OMS). La problemática en México es más grave que
la que se presenta a nivel mundial. De acuerdo con el
Banco Mundial, a nivel mundial cada persona genera
un promedio de 0.74 kilogramos de basura por día,
mientras que, en México, según el Inegi, se generan
1.27 kilogramos de basura per cápita al día. Esta ge-
neración de basura representa un costo a los gobiernos
locales, obligados a recolectar un total de 86,343 tone-
ladas de basura al día. 

Para el 2012, solamente 9.6 por ciento del volumen to-
tal de los residuos generados fue reciclado. Del volu-
men reciclado, 32 por ciento del material era papel,
cartón y productos de papel, 15.8 por ciento era PET,
13.8 por ciento vidrio y 9.2 por ciento metales. Todos
estos son materiales utilizados ordinariamente en ofi-
cinas públicas y privadas (Semarnat, 2015). 

Siguiendo la pauta mundial, dos Objetivos de Des-
arrollo Sostenible abordan la generación de residuos
urbanos sólidos. El Objetivo 11 “Ciudades y comuni-
dades sostenibles” tiene como meta 11.6 reducir el im-
pacto ambiental negativo per cápita en las ciudades.
Mientras, el Objetivo 12 “Producción y consumo res-
ponsables” programa como meta 12.5 reducir conside-
rablemente la generación de desechos mediante activi-
dades de prevención, reducción, reciclaje y
reutilización.

Por otro lado, también es fundamental abordar la ge-
neración energética y considerar que el sector energé-
tico es responsable de más de la mitad de las emisio-
nes de gases de efecto invernadero en el mundo
(Agencia Internacional de Energía, 2009). Es urgente
la necesidad de plantear nuevas alternativas energéti-
cas considerando fuentes de energía limpia y el uso
eficiente de los energéticos para mitigar los impactos
del cambio climático en la salud de las personas, en la
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frecuencia de fenómenos ambientales extremos, en el
elevamiento del nivel de los mares y en general en los
impactos que el calentamiento global tiene sobre los
ecosistemas y la sociedad.

En 2015, México emitió 683 millones de toneladas de
dióxido de carbono equivalente, 64 por ciento de las
cuales fueron resultado del consumo de combustibles
fósiles (Instituto Nacional de Ecología y Cambio Cli-
mático, 2015). Según el Balance Nacional de Energía
2016, publicado por la Secretaría de Energía, el con-
sumo de energía per cápita aumentó en un 6.1 por
ciento a tasa anual, con el 86.8 por ciento de la pro-
ducción proviniendo de los hidrocarburos. 

La Estrategia Nacional de Energía 2013-2017 recono-
ce que, en México, es necesario reforzar la aplicación
de normas de eficiencia y reglamentos de construcción
que permitan alcanzar los niveles de intensidad ener-
gética de economías más productivas. Si bien, esta es-
trategia requiere incluir a los inmuebles de propiedad
privada, es también vital que el Estado asuma su obli-
gación de participar en las nuevas prácticas energéti-
cas encontrando las áreas de oportunidad existentes y
reconociendo que el beneficio público de un ambiente
sano supera el costo de la modernización de los in-
muebles. La ruta propuesta internacionalmente para
alcanzar estos propósitos se puede encontrar en el Ob-
jetivo 7 de la Agenda 2030: “Energía asequible y no
contaminante”. En este objetivo se plantea como meta
7.b ampliar la infraestructura y mejorar la tecnología
para prestar servicios energéticos modernos y sosteni-
bles para todos.

Existen diversos ejemplos de buenas prácticas que
pueden concentrarse en atender la eficiencia energéti-
ca en áreas como la iluminación, equipos de oficina,
climatización de instalaciones y vehículos, entre otras.

Otro tema urgente es el de los recursos hídricos. La
huella hídrica del país, es decir el volumen total de
agua que se utiliza para producir los bienes y servicios
(Semarnat, 2015), fue 42 por ciento mayor que el pro-
medio mundial entre 1996 y 2005. Por otro lado, para
el año 2014, el volumen total de aguas residuales pro-
venientes de las descargas municipales fue de aproxi-
madamente 228.7 metros cúbicos por segundo, del
cual solamente el 47 por ciento recibió tratamiento
(Semarnat, 2015).

La Comisión Nacional del Agua reconoce que algunas
regiones cuentan con una cantidad de agua renovable
per cápita “preocupantemente baja”, partiendo de que
el país cuenta con 450.8 mil millones de metros cúbi-
cos de agua dulce renovable al año, incluyendo las im-
portaciones y exportaciones de agua realizadas por el
país. Ante esta realidad, la captación y aprovecha-
miento del agua de lluvia es una necesidad, de forma
que pueda ser utilizada posteriormente, bajo condicio-
nes de déficit de lluvia (FAO, 2013).

También dentro de los Objetivos de Desarrollo Soste-
nible, el objetivo 6 “Agua limpia y saneamiento” tiene
como meta 6.4 la de aumentar considerablemente el
uso eficiente de los recursos hídricos en todos los sec-
tores y asegurar la sostenibilidad de la extracción y el
abastecimiento de agua dulce para hacer frente a la es-
casez de agua y reducir considerablemente el número
de personas que sufren falta de agua. Como meta 6.b
se plantea apoyar y fortalecer la participación de las
comunidades locales en la mejora de la gestión del
agua y el saneamiento. En este tenor, el Informe Na-
cional Voluntario 2018, del gobierno de México sobre
los objetivos sustentables, reconoce entre sus desafíos
incrementar la reutilización de agua en los servicios
municipales.

Además de la captación pluvial, existen una amplia
gama de alternativas como las instalaciones de fonta-
nería para ahorro de agua, reutilización o reciclaje de
aguas residuales, instalación de contadores que permi-
ten la segregación y control de consumos y fugas, se-
lección de equipos hidro-eficientes, uso de jabones y
productos biodegradables que no contengan cloro ni
fosfatos, y el desarrollo de programas de manteni-
miento preventivo. 

Los inmuebles utilizados con un fin público y, sobre
todo, aquellos que se ocuparán y construirán en el fu-
turo deben planearse a partir de una perspectiva que
tenga como ejes rectores la sustentabilidad y el cuida-
do del medio ambiente. Existen diversos ejemplos de
buenas prácticas que impulsan la migración de prácti-
cas insostenibles a prácticas con visión de futuro.

El antiguo Palacio del Ayuntamiento, que desde 1930
fue sede del gobierno del Distrito Federal hasta que se
propuso se convirtiera en museo en 2017, es un ejem-
plo de edificio público sustentable. En su azotea se en-
cuentra un área verde de 475 metros cuadrados. Ade-
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más, cuenta con paneles solares que ayudaron a reducir
la emisión de dióxido de carbono, un sistema de agua
pluvial y una política de reciclaje (Excélsior, 2016).

El edificio de la delegación Azcapotzalco es una de las
experiencias más importantes relativas a la inversión
en la sustentabilidad de los edificios públicos. La insta-
lación de 240 paneles solares en 2013 permitió el aho-
rro de 60 mil pesos mensuales. Además, con la instala-
ción de 654 lámparas y 129 sensores de movimiento en
el inmueble se logró un ahorro de 70 por ciento del
consumo de electricidad (Más por más, 2013). 

Además de las instalaciones de atención al público, las
instituciones educativas son un espacio en el que mo-
dificar las prácticas y actividades que tienen un im-
pacto ambiental, obtendría un resultado favorable para
todos los actores que ahí conviven. Hasta hoy, los pa-
dres de familia son quienes han tenido que cubrir gas-
tos como el consumo energético de los inmuebles es-
colares, lo que justifica cuestionar la gratuidad de la
educación en México.

Como parte de la investigación realizada para la pro-
puesta de esta iniciativa se utilizaron dos escuelas ubi-
cadas en la Ciudad de Puebla, para identificar las po-
sibilidades y beneficios que se obtendrían al adoptar
nuevas formas de consumo energético e hídrico.

El primer ejercicio se realizó en la Escuela Secundaria
Oficial Profesor Nicolás Reyes Alegre, la cual cuenta
con 3 grados educativos, 9 grupos, 8 maestros y 371
estudiantes (SIGED, 2019). Para tal escuela se sugirió
instalar 17 paneles solares policristalinos de 270 Va-
tios en 43 metros cuadrados, alcanzando un de ahorro
estimado del 91.0 por ciento sobre la factura de Comi-
sión Federal de Electricidad. El costo total de la insta-
lación completa se cotizó en 177,804 pesos. Conside-
rando que la escuela paga en promedio 5,250 pesos
mensuales de consumo de energía eléctrica, la inver-
sión se recuperaría en aproximadamente 5 años, pues
la tarifa básica ya una vez instalados los paneles se re-
duciría a sólo 204 pesos.

El segundo ejercicio se realizó en el Centro Escolar
Manuel Espinoza Yglesias, éste abarca educación bá-
sica y media superior. En los niveles de educación bá-
sica cuenta con 2,884 alumnos, 80 docentes y 68 gru-
pos (SIGED, 2019). En este centro educativo se
consideró un mecanismo para tratar aguas residuales,

llegando a la conclusión de que es posible tratar el 50
por ciento de las aguas residuales del Centro Escolar
utilizándolas para el riego de áreas verdes. El sistema
de captación pluvial propuesto tendría un costo de 1.1
millones de pesos, abarcando una capacidad de capta-
ción anual de 1,500 m3, alcanzando a ahorrar aproxi-
madamente 200 mil pesos anuales, recuperando la in-
versión en un plazo de 5 años y medio.

Incluir este tipo de sistemas en los inmuebles escola-
res permitiría que la carga económica no recayera en
los padres de familia y así, se disminuyera las cuotas
que actualmente cubren. Escenario que debe ser repli-
cado en las instituciones públicas del país, sin diferen-
ciar el uso del inmueble. 

Inclinarse hacia una agenda sustentable e incluirla en
la construcción de los nuevos edificios públicos y en la
adaptación de los ya existentes permitiría adoptar de
forma más concisa la responsabilidad ambiental del
Estado, comenzando así a encaminar un estilo de vida
generalizado evocado hacia la sustentabilidad.

A continuación, se presenta un análisis comparativo de
las modificaciones propuestas:
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Por lo expuesto y en compromiso con el consumo ra-
cional de los recursos, me permito someter a la consi-
deración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 10 y 17 Ter
de la Ley General de Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, el artículo 17 de la Ley de
Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas, y el artículo 29 de la Ley General de Bien-
es Nacionales

Primero. Se adiciona un párrafo al artículo 10 y se re-
forma el artículo 17 Ter de la Ley General de Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente para que-
dar en los siguientes términos: 

Artículo 10.

…

Los organismos constitucionalmente autónomos emi-
tirán los lineamientos conducentes, conforme a sus fa-
cultades y atribuciones de ley, para cumplir las previ-
siones de la presente ley.

Artículo 17 Ter. Las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal, el Poder Legislativo
Federal, el Poder Judicial de la Federación, los orga-
nismos constitucionales autónomos, así como los go-
biernos de las Entidades Federativas, en sus distintos
poderes constituidos, y los gobiernos municipales, re-
alizarán las modificaciones necesarias a los inmuebles
que ocupen o estén bajo su custodia para limitar su im-
pacto ambiental. Estas modificaciones deberán incluir
medidas que permitan optimizar la generación y con-
sumo de energía; un sistema de captación pluvial y re-
úso de líquidos; y un sistema de disminución y mane-
jo de residuos, entre otros, en función a la viabilidad
técnica y financiera de la autoridad que corresponda.

Las modificaciones en inmuebles declarados monu-
mentos artísticos o históricos se llevarán a cabo bajo la
supervisión y lineamientos establecidos por el Institu-
to Nacional de Antropología e Historia o del Instituto
Nacional de Bellas Artes, según corresponda, con ob-
jeto de evitar afectaciones a dichos inmuebles.

Segundo. Se adiciona la fracción IV al artículo 17 de
la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados
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con las Mismas, para quedar en los siguientes térmi-
nos:

Artículo 17. En la planeación de las obras públicas y
de los servicios relacionados con las mismas que pre-
tendan realizar los sujetos a que se refieren las frac-
ciones I a VI del artículo 1 de esta Ley, deberán ajus-
tarse a:

…

II. Los objetivos y prioridades del Plan Nacional de
Desarrollo y de los programas sectoriales, institu-
cionales, regionales y especiales que correspondan,
así como a las previsiones contenidas en sus pro-
gramas anuales;

III. Los objetivos, metas y previsiones de recursos
establecidos en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración o, en su caso, al presupuesto destinado a
las contrataciones que los fideicomisos públicos no
considerados entidades paraestatales prevean para
el ejercicio correspondiente; y

IV. Minimizar el impacto ambiental de las obras y
del eventual funcionamiento del inmueble, inclu-
yendo medidas que permitan generar energía de
fuentes renovables y disminuyan y hagan más efi-
ciente su consumo; un sistema de captación pluvial
y reúso de líquidos; y un sistema de disminución y
manejo de residuos.

Tercero. Se reforma el artículo 29 de la Ley General
de Bienes Nacionales, para quedar en los siguientes
términos:

Artículo 29. Corresponden a la Secretaría, además
de las atribuciones que le confiere el artículo ante-
rior, las siguientes:

…

XXI. Fijar la política de la Administración Pública
Federal en materia de arrendamiento de inmuebles,
cuando la Federación o las entidades tengan el ca-
rácter de arrendatarias;

XXII.- Emitir las normas técnicas necesarias para
garantizar la disminución del impacto ambiental del
uso de los inmuebles, considerando, al menos, me-

didas que permitan generar energía de fuentes reno-
vables y disminuyan y hagan más eficiente su con-
sumo; un sistema de captación pluvial y reúso de lí-
quidos; y un sistema de disminución y manejo de
residuos; y

XXIII.- Las demás que le confieran esta Ley u otras
disposiciones aplicables.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las autoridades responsables de los in-
muebles públicos o de uso público deberán identifi-
car cuáles son sujetos a mejoras en su sustentabili-
dad, en términos del artículo 17 Ter de la Ley
General de Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, en un plazo no mayor a un año, contan-
do con un plazo idéntico para realizar las mismas,
esto último en función a la viabilidad técnica y fi-
nanciera. 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo del 2019.

Diputado José Guillermo Aréchiga Santamaría (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 140 Y 164 DE LA LEY DEL

IMPUESTO SOBRE LA RENTA, SUSCRITA POR EL DIPUTADO

JOSÉ SALVADOR ROSAS QUINTANILLA E INTEGRANTES

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

El suscrito, José Salvador Rosas Quintanilla, y los in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta honorable asamblea la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma el artículo 140 y la fracción I del artículo 164; y se
deroga la fracción IV, del artículo 164, de la Ley de
Impuesto sobre la Renta.

Exposición de Motivos

La necesidad de una recaudación eficiente ante una
época de austeridad, combate contra la corrupción y
promoción de una correcta ética burocrática, deman-
dan una política fiscal que se acople a las condicio-
nes económicas actuales en sintonía con las deman-
das de la población. En el caso concreto del impuesto
sobre la renta, opiniones positivas y negativas al res-
pecto se han usado como argumentos, siempre orien-
tadas a la generación de impuestos apegados a la nor-
matividad, eficientes en su ejecución y útiles para su
uso. El posicionamiento a favor, se argumenta a par-
tir de la necesidad de reforzar la recaudación y la pro-
mesa de su uso en inversión social. Por su parte, el
posicionamiento en contra argumenta partir de su in-
equidad y la forma en la que desincentiva la inver-
sión y la recaudación fiscal. Ambos, repletos de bue-
na voluntad, necesitan posicionarse a partir de los
efectos que generan, no solamente en términos de los
números que se recaudan, sino en su legitimidad y las
consecuencias que tiene en la conducta fiscal de la
ciudadanía.

Actualmente, el impuesto carece de los efectos desea-
dos (una mejor recaudación fiscal), debido a que se ca-
racteriza por su carácter punitivo ante aquel que inten-
te apegarse a la normatividad y no necesariamente
efectivo para la promoción del cumplimiento en el pa-
go de impuestos y, por lo tanto, de los propósitos y ob-
jetivos del fisco.
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En su uso, dichos impuestos deben de enfocarse en una
implementación benéfica para la población que es par-
tícipe de la tributación. Gran parte de la recaudación se
enfoca a labores que generan bienestar colectivo, lo que
permite la operación de las instituciones gubernamenta-
les y la posibilidad de financiar proyectos de desarrollo,
programas sociales y la operación de la burocracia en
los distintos estados del país. Hoy en día, se podría ar-
gumentar que la manera en la cual está funcionando la
recaudación fiscal no es la óptima, desincentiva el ape-
go a la ley y entorpece las motivaciones para realizar in-
versiones considerables por parte de la ciudadanía.

El hecho de que la evasión y la elusión fiscal sean una
práctica común entre los contribuyentes, corresponde
más a una cuestión de necesidad (no excusable) que una
cuestión de preferencia. Las condiciones económicas,
las cuales atentan principalmente contra el margen de
ganancia de las pequeñas y medianas empresas, han de-
rivado en la búsqueda de esquemas de evasión usuales
entre los tributarios, originados ante la falta de funda-
mento en su aplicación al estar establecido de manera
general y no equitativa. Plantear políticas fiscales que
carezcan de un punto de partida diferenciado y acopla-
do a las necesidades de los diferentes sectores de la so-
ciedad es deficiente. Adecuar las políticas fiscales de
acorde a las posibilidades de las diferentes partes de la
estructura socioeconómica que ayuda a plantear un es-
cenario de equidad e igualdad en términos tributarios. 

A manera de solución, consideramos que en el pago
correspondiente al 10% debe de ser erradicado en fa-
vor de la ciudadanía. La actitud constante por parte de
los contribuyentes de encontrar formas de evasión o
elusión fiscal, resalta la falta de respaldo que la pobla-
ción tiene frente al tributo. Teniendo en cuenta que el
impuesto opera desde 2014, el tiempo ha demostrado
la falta de aceptación, lo que provoca su constante eva-
sión. Esto debería de ser considerado al pensar su ac-
tualidad y utilidad. Apegarse al bienestar de la ciuda-
danía implica considerar este rechazo, ya que atenta
contra el bienestar a corto plazo ante su carencia de co-
rrespondencia con las posibilidades y el presente de
gran parte de la población. Por cuestiones temporales,
priorizar las necesidades en el presente, con miras de
facilitar el futuro, es la lógica que se debe de tener en
cuenta al momento de crear, modificar o erradicar im-
puestos, para así sentar antecedentes para una correcta
tributación. Hacer caso omiso de la realidad cotidiana
de la ciudanía evita la consolidación de un aparato fis-

cal adecuado, la posibilidad de mutar los actuales im-
puestos a otros con mayor recaudación, pero con ma-
yor respaldo, y la capacidad de generar un bono de le-
gitimidad y una alta aprobación de la labor de las
administraciones gubernamentales.

Por ello, argumentamos la necesidad de poner en dis-
cusión la forma en la cual el impuesto aplicado desde
el año 2014 realmente ejerce una carga injusta en los
contribuyentes, por lo que considerar su viabilidad ac-
tual es un ejercicio de carácter democrático, en favor
del pensamiento crítico y con pretensiones de estar en
constante mejora de nuestros arcos normativos ante el
interés conjunto de generar las mejores condiciones
operativas para el desarrollo de México. Generar los
medios para un trabajo de fiscalización adecuado, equi-
tativo y en favor de los derechos de los ciudadanos es
la labor que se nos ha otorgado, por lo que poner a con-
sideración de los presentes la viabilidad mediante la
presentación de reformas de ley para la modificación
del uso e implementación de medidas tributarias.

Sobre este escenario, a continuación clarificamos los
cambios que se proponen en el siguiente cuadro:
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Con esto, se ejemplifica de manera explícita el argu-
mento para proponer la siguiente iniciativa con pro-
yecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 140 y la
fracción I del artículo 164; y se deroga la fracción
IV del artículo 164, de la Ley de Impuesto sobre la
Renta

Primero. Se reforman el artículo 140, y la fracción I
del artículo 164 de la Ley de Impuesto sobre la Renta
para quedar como sigue:

Artículo 140. Las personas físicas deberán acumular
a sus demás ingresos, los percibidos por dividendos o
utilidades. Dichas personas físicas podrán acreditar,
contra el impuesto que se determine en su declaración
anual, el impuesto sobre la renta pagado por la socie-
dad que distribuyó los dividendos o utilidades, siem-
pre que quien efectúe el acreditamiento a que se re-
fiere este párrafo considere como ingreso acumulable,
además del dividendo o utilidad percibido, el monto
del impuesto sobre la renta pagado por dicha socie-
dad correspondiente al dividendo o utilidad percibido
y además cuenten con la constancia y el comprobante
fiscal a que se refiere la fracción XI del artículo 76 de
esta Ley. Para estos efectos, el impuesto pagado por la
sociedad se determinará aplicando la tasa del artícu-
lo 9 de esta Ley, al resultado de multiplicar el divi-
dendo o utilidad percibido por el factor de 1.4286.
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En los supuestos a que se refiere la fracción III de
este artículo, el impuesto que retenga la persona
moral se enterará a más tardar en la fecha en que
se presente o debió presentarse la declaración del
ejercicio correspondiente.

Se entiende que el ingreso lo percibe el propietario
del título valor y, en el caso de partes sociales, la
persona que aparezca como titular de las mismas.

Para los efectos de este artículo, también se consi-
deran dividendos o utilidades distribuidos, los si-
guientes: 

I. a VI.  …

Artículo 164. …

…

I. Los ingresos a que se refiere el artículo 140 de
esta Ley. En estos casos, la persona moral que
haga los pagos estará a lo dispuesto en el artícu-
lo 10 de la misma Ley.

El impuesto a que se refiere esta fracción se en-
terará conjuntamente con el pago provisional
del mes que corresponda.

II. a III. …

Segundo. Se deroga la fracción IV del artículo 164, de
la Ley de Impuesto sobre la Renta para quedar de la si-
guiente manera:

IV. (Se deroga)

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputado José Salvador Rosas Quintanilla (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 11 DE LA LEY GENERAL DE

LA INFRAESTRUCTURA FÍSICA EDUCATIVA, A CARGO DEL

DIPUTADO JUAN FRANCISCO RAMÍREZ SALCIDO, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

Quien suscribe, diputado Juan Francisco Ramírez Sal-
cido, del Partido Movimiento Ciudadano en la LXIV
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77, nu-
meral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta asamblea la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma el artículo 11 de la Ley General de la Infraes-
tructura Física Educativa, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En nuestros días es de vital importancia reconocer que
la práctica de actividades físicas y deportivas juegan un
papel preponderante en el desarrollo y calidad de vida
de las personas; el deporte es fundamental para mejorar
la salud y el bienestar, además de contribuir en la pre-
vención de múltiples enfermedades no transmisibles. 

Diversas investigaciones y estudios científicos señalan
que participar regularmente en programas de activida-
des deportivas proporciona a todas las personas bene-
ficios físicos, sociales y mentales.1 Dicha participa-
ción constante complementa estrategias dirigidas a
mejorar la dieta, disuadir el consumo de tabaco, alco-
hol y drogas. Por otra parte, son consideradas como
una plataforma para la promoción de valores compar-
tidos como la solidaridad, el respeto, el trabajo en
equipo, la responsabilidad, la honestidad, entre otros. 

Es por lo anterior, que la presencia de actividades de-
portivas en la vida cotidiana de las personas debe ser
vista como algo más que un lujo o una simple forma
de entretenimiento; la libre participación en las mis-
mas debe considerarse como un derecho humano fun-
damental a fin de que los individuos de cualquier edad
puedan alcanzar una vida sana y plena. 

A nivel mundial, la Carta Internacional de la Educa-
ción Física y el Deporte, adoptada por la UNESCO en
1978, señala que: “Todo ser humano tiene el derecho
fundamental de acceder a la educación física y el de-
porte.” 
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En este orden de ideas, el deporte es considerado más
que un simple método práctico para lograr el desarro-
llo y crecimiento de las sociedades, el fácil acceso a
actividades deportivas es un derecho que los gobiernos
deben garantizar. En México, dicho derecho se en-
cuentra consagrado en el artículo 4° de nuestra ley
fundamental, mismo que a la letra señala “toda perso-
na tiene derecho a la cultura física y a la práctica del
deporte. Corresponde al Estado su promoción, fomen-
to y estímulo conforme a las leyes en la materia.”

Por su parte, la Organización Mundial de la Salud
(OMS), considera a la actividad física como el factor
que interviene directamente en el estado de salud de
las personas y la define como la principal estrategia en
la prevención de la obesidad entendiéndola como:
“cualquier movimiento corporal producido por los

músculos esqueléticos que produce un gasto energéti-

co. Ello incluye actividades realizadas al trabajar, ju-

gar, viajar, tareas domésticas y actividades recreati-

vas.”2

Siguiendo con recomendaciones emitidas por la OMS,
donde señala que la práctica regular de cualquier acti-
vidad física en niveles adecuados mejora considera-
blemente la calidad de vida y salud de las personas,
ayudando a contrarrestar daños en nuestro estado mus-
cular y cardiorrespiratorio; mejorando la salud ósea y
funcional; reduciendo significativamente el riesgo de
padecer enfermedades crónico degenerativas como hi-
pertensión, cardiopatía coronaria, diabetes, diferentes
tipos de cáncer, entre otras. 

Asimismo, indica que la nula o poca actividad física
entre las personas se ha colocado como uno de los
principales factores de riesgo de mortalidad a escala
mundial, afectando directamente el estado general de
salud de la población, en este sentido, las personas que
no realizan ninguna actividad física-deportiva presen-
tan un riesgo de mortalidad entre un 20% y 30% supe-
rior al de aquellas que son suficientemente activas. 

De la misma forma, estadísticas afirman que a nivel
mundial aproximadamente el 23% de los adultos ma-
yores de 18 años no mantienen una actividad física
constante; en los países con ingresos altos, el 26% de
los hombres y el 35% de las mujeres no realizan sufi-
ciente ejercicio físico; asimismo, un 81% de los ado-
lescentes de entre 11 y 17 años de edad no se mantie-
nen suficientemente activos.3

El escenario en nuestro país no es diferente, de acuer-
do con datos del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (INEGI), a junio de 2018 en nuestro país
más de la mitad de la población mayor de 18 años no
realiza ningún tipo de actividad física en sus tiempos
libres; dichos resultados sobre la falta de actividad de-
portiva entre los mexicanos se encuentran estrecha-
mente relacionados con las cifras arrojadas por la En-
cuesta Nacional de Nutrición (ENSATU 2016), las
cuales revelaron que aproximadamente el 70% de los
ciudadanos padecen algún tipo de obesidad.

Por su parte, los resultados obtenidos demostraron que
el nivel de escolaridad influye directamente en la acti-
vación física, es decir, aquellas personas con mayor ni-
vel educativo son quienes tienen el mayor porcentaje
en la práctica de algún deporte. 

Es importante señalar que, para alcanzar estándares
más elevados en el proceso educativo, los programas
deportivos deben considerarse prioritarios con el obje-
tivo fundamental de generar un desarrollo integral en
los menores durante su etapa formativa. 

En ese mismo sentido, el relevante papel que debe ju-
gar el deporte durante el proceso educativo de los me-
nores, tanto en lo referente a conocimientos y habili-
dades como en lo relacionado con valores, hábitos y
costumbres, radica en que la presencia de actividades
físicas desde la infancia potencializa los beneficios pa-
ra el desarrollo de los niños al encontrarse inmersos en
un ambiente rico en experiencias formativas, educati-
vas y afectivas, las cuales les permitirán plantearse
metas y desarrollar su autonomía, creatividad y actitu-
des fundamentales durante su desempeño personal y
social. 

Por otro lado, no debemos perder de vista que el fácil
y libre acceso a actividades físicas es un derecho que
debe estar al alcance de todas las niñas y niños, el cual
fungirá como un elemento esencial para la prevención
de enfermedades, ya que mejorará significativamente
la salud de los menores combatiendo enfermedades
cada vez más frecuentes como la obesidad mórbida. 

Actualmente, una de las principales problemáticas que
aquejan la salud de los niños mexicanos es la obesidad
infantil, resultado de la prevalencia de actividades se-
dentarias entre los menores, lo que deriva en una au-
sencia de actividad física. Las cifras en torno al tema
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son alarmantes, se tiene registro que en los últimos 40
años el número de niños obesos en el mundo se ha
multiplicado por diez, y de mantener las condiciones
actuales para el año 2022 existirá más población in-
fantil y adolescente con obesidad que desnutrida.4

En la mayoría de los países de ingresos medianos, co-
mo los que integran América Latina y el Caribe, los ni-
ños y adolescentes han pasado rápidamente de tener
predominantemente un peso demasiado bajo a presen-
tar sobrepeso; de acuerdo con la Organización Mun-
dial de la Salud, entre los principales factores de ries-
go que desencadenan el sobrepeso y la obesidad
infantil se encuentran, el cambio de una dieta saluda-
ble y equilibrada hacia un aumento en la ingesta de ali-
mentos hipercalóricos con abundantes grasas y azúca-
res, por otro lado, tenemos la disminución de
actividades físicas entre niños y jóvenes. 

En este orden de ideas, contar con espacios adecuados
para la práctica deportiva es de vital importancia para
estar en condiciones de contrarrestar la grave proble-
mática de obesidad infantil y reducir el riesgo de que
las futuras generaciones desarrollen enfermedades
crónico degenerativas, es por ello, que las escuelas se
convierten en el primer espacio donde se requiere con-
tar con la infraestructura deportiva necesaria para el
pleno desarrollo de actividades físicas. 

La incorporación de la educación física al sistema edu-
cativo ha adquirido una importancia especial a medida
que se considera a la escuela no solo como un espacio
en donde se desarrolla únicamente el conocimiento
formal de los niños, sino que también se transmiten
valores, habilidades y competencias relacionadas con
el cuerpo y con la actividad motriz de los alumnos.

La presencia de efectivos programas deportivos du-
rante la estancia de los niños en las escuelas derivará
en que los alumnos desarrollen un amplio conoci-
miento de sí mismos, su capacidad comunicativa y de
relación, además de habilidades y destrezas motrices
con diversas manifestaciones que favorezcan su esta-
do de salud y corporal, así como la construcción y
adopción de normas, reglas y nuevas formas de orga-
nización y convivencia. 

Es por lo antes expuesto, que contar con una adecuada
infraestructura deportiva en los centros educativos to-
ma especial relevancia, cualquier política en materia

de planificación deportiva escolar, debe colocar en pri-
mer término las necesidades de los espacios para la
educación física en las escuelas. Los espacios deporti-
vos dentro de los centros escolares son el marco idó-
neo donde los alumnos van adquiriendo importantes
hábitos de activación física dentro de un ambiente en
donde se potencializan las relaciones socio-afectivas. 

Como ya fue expuesto, la importancia de la presencia
de actividades físicas y deportivas en la vida de la po-
blación en edad escolar radica en que la práctica regu-
lar de deporte trae consigo beneficios que contribuyen
directamente al bienestar de las personas en los ámbi-
tos físico, psíquico y social. 

De acuerdo con los razonamientos que se han venido
realizando, sabemos que nuestros niños y jóvenes re-
quieren del desarrollo de verdaderos ambientes de
aprendizaje aptos para una formación física, mental e
intelectual; por ello, es necesario disponer de infraes-
tructura deportiva con adecuados diseños y planifica-
ción dentro de los centros educativos, ya que los espa-
cios considerados como deportivos, desde las zonas de
juego hasta los más estructurados, son los que posibi-
litan que la actividad física se encuentre estrechamen-
te ligada al desarrollo del menor. La organización, pla-
neación y calidad de dichos espacios, así como la
dotación de los materiales adecuados son tareas fun-
damentales para la construcción de un ambiente de
aprendizaje idóneo, por ello someto a consideración
de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 11 de la
Ley General de la Infraestructura Física Educativa

Artículo Único. Se reforma el artículo 11 de la Ley
General de la Infraestructura Física Educativa, para
quedar como sigue:

Artículo 11. En la planeación de los programas y pro-
yectos para la construcción, equipamiento, manteni-
miento, rehabilitación, reforzamiento, reconstrucción
y habilitación de la INFE deberán cumplirse las dispo-
siciones de la Ley General para la Inclusión de las Per-
sonas con Discapacidad y las leyes en la materia de las
entidades federativas. Asimismo, se garantizará la
existencia de bebederos suficientes y con suministro
continuo de agua potable en cada inmueble de uso es-
colar conforme a los lineamientos que emita la Secre-
taría de Salud en coordinación con la Secretaría de
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Educación Pública. Se asegurará la atención a las ne-
cesidades de las comunidades indígenas y las comuni-
dades con escasa población o dispersa, se asegurará la
aplicación de sistemas y tecnologías sustentables, y se
tomarán en cuenta las condiciones climáticas y la pro-
babilidad de contingencias ocasionadas por desastres
naturales, tecnológicos o humanos, procurando la sa-
tisfacción de las necesidades individuales y sociales de
la población. Se garantizará la existencia de espa-
cios deportivos adecuados para el pleno desarrollo
de las actividades físicas.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las entidades federativas deberán adecuar
sus legislaciones locales en un lapso no mayor a 180
días, contados a partir de la publicación del presente
Decreto para dar cumplimiento a las disposiciones en
materia de espacios deportivos.

Notas

1 Véase: “Deporte para el desarrollo y la Paz. Disponible en: 

https://www.unicef.es/sites/unicef.es/files/Deporte06.pdf

2 Véase: ¿Qué es la actividad física? Disponible en: 

https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/physical-ac-

tivity

3 Véase “Actividad Física, Organización Mundial de la Salud”.

Disponible en: 

http://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/physical-acti-

vity

4 Véase: http://www.who.int/es/news-room/detail/11-10-2017-

tenfold-increase-in-childhood-and-adolescent-obesity-in-four-de-

cades-new-study-by-imperial-college-london-and-who

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputado Juan Francisco Ramírez Salcido (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 4O. Y 5O. DE

LA LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS

MAYORES, A CARGO DE LA DIPUTADA CAROLINA GARCÍA

AGUILAR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES

Quien suscribe, diputada Carolina García Aguilar, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Encuentro Social
en la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a la considera-
ción del pleno de la Cámara de Diputados la siguiente
iniciativa, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La situación actual de la desigualdad, exclusión y la
discriminación de las personas adultas mayores, es un
problema que se presenta en nuestro país como uno de
los factores que vulneran los derechos fundamentales
de este sector, que crece día con día, la falta de inclu-
sión y de igualdad, principios que se deben tomar en
cuenta para la construcción de políticas públicas en
beneficio de las personas adultas mayores, así como la
discriminación por cualquier motivo incluyendo la
edad, ya que trastoca los derechos fundamentales de
las personas adultas mayores. Debido a la falta de nor-
mas claras existentes en el estado, es necesario legis-
lar en estos temas tan importantes para mejorar y apo-
yar acciones que den como resultado una vida digna
de las personas adultas mayores. 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos,
es el inicio de la protección de los derechos humanos
de las personas adultas mayores. Fue elaborada por re-
presentantes de todas las regiones del mundo, con di-
ferentes antecedentes jurídicos y culturales, la declara-
ción fue proclamada el 10 de diciembre de 1948 en
Paris, por la Asamblea General de las Naciones Uni-
das, como un ideal para todos los pueblos y naciones.

Su fundamento es el reconocimiento de la dignidad
humana que tienen todos los seres humanos y la afir-
mación del principio de no discriminación. Se consi-
dera esencial que los derechos humanos sean protegi-
dos por un régimen de Derecho, que ampare a las
personas ante la tiranía y la opresión. Asimismo, pro-
mueve que los pueblos y las naciones se esfuercen en
la implementación de medidas progresivas de carácter
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nacional e internacional, que faciliten su reconoci-
miento y aplicación efectiva.1

En esta declaración se enumeran los derechos básicos
de los seres humanos, y se enuncian de forma general
derechos de los adultos mayores:

Artículo 1. Todos los seres humanos nacen libres e
iguales en dignidad y derechos y, dotados como es-
tán de razón y conciencia, deben comportarse fra-
ternalmente los unos con los otros.

Artículo 2. Toda persona tiene todos los derechos y
libertades proclamados en esta Declaración, sin dis-
tinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión,
opinión política o de cualquier otra índole, origen
nacional o social, posición económica, nacimiento
o cualquier otra condición. Además, no se hará dis-
tinción alguna fundada en la condición política, ju-
rídica o internacional del país o territorio de cuya
jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata
de un país independiente, como de un territorio ba-
jo administración fiduciaria, no autónomo o some-
tido a cualquier otra limitación de soberanía.

Artículo 22. Toda persona, como miembro de la so-
ciedad, tiene derecho a la seguridad social, y a ob-
tener, mediante el esfuerzo nacional y la coopera-
ción internacional, habida cuenta de la organización
y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los
derechos económicos, sociales y culturales, indis-
pensables a su dignidad y al libre desarrollo de su
personalidad.

Artículo25. Toda persona tiene derecho a un nivel
de vida adecuado que le asegure, así como a su fa-
milia, la salud y el bienestar, y en especial la ali-
mentación, el vestido, la vivienda, la asistencia mé-
dica y los servicios sociales necesarios; tiene
asimismo derecho a los seguros en caso de desem-
pleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros
casos de pérdida de sus medios de subsistencia por
circunstancias independientes de su voluntad.2

La comunidad internacional organizada ha reconocido
que todo ser humano tiene derechos frente al Estado,
quien debe reconocer y garantizar, no como una conce-
sión del Estado, ni dependiendo de la nacionalidad o
cultura, sino que son derechos universales que corres-
ponden a todos los habitantes de la tierra. Esto quiere

decir que los sujetos obligados son los estados y por lo
tanto el estado debe generar las condiciones que prote-
jan el cumplimiento de los derechos de los habitantes.

Si bien la declaración Universal de los Derechos Hu-
manos, implícitamente incluye los derechos de todos
los colectivos, se llega al convencimiento que cada
uno de ellos tienen particulares necesidades y especi-
ficidades que deben estar especialmente enunciadas y
protegidas, de ahí la publicación de varios tratados,
pactos y de manera muy importante las convenciones,
una convención es un tratado o pacto donde los esta-
dos adquieren un compromiso o una obligación.

Por lo tanto, el 15 de julio del 2015 se aprueba en la
Organización de los Estados Americanos (OEA) “la
Convención Interamericana sobre la protección de
los derechos de las personas mayores”. El objeto de
la convención es promover, proteger y asegurar el re-
conocimiento, pleno goce y ejercicio, en condiciones
de igualdad, de todos los derechos humanos y liberta-
des fundamentales de las personas mayores a fin de
contribuir a su plena inclusión, integración y partici-
pación en la sociedad.

La aprobación de la Convención ha significado un
gran avance en el cambio de paradigma en torno a la
vejez y el envejecimiento ubicando a las personas ma-
yores como sujetos de derecho. Este tratado logra uni-
ficar la dispersión de instrumentos existente hasta el
momento y constituye el primer instrumento que enfa-
tiza la comprensión del envejecimiento desde la di-
mensión de género. Sumado a ello, aborda el concep-
to de autonomía como foco e incorpora temas que
previamente eran tratados de manera marginal como el
abuso y maltrato y la situación de las personas mayo-
res que reciben cuidados de forma permanente e insti-
tucional. Asimismo, la convención es una moderna he-
rramienta educativa y de sensibilización, un
instrumento político para el reconocimiento de dere-
chos específicos de todas las personas mayores.3

Aún y cuando no se hace mención expresa en la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos a
las personas adultas mayores, éstas se encuentran pro-
tegidas por la Carta Magna a través de todos los dere-
chos contenidos y reconocidos en la misma, así como
por los ordenamientos jurídicos que de ella derivan y
por los instrumentos de carácter internacional aplica-
bles a la materia y de los que México es parte. 
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Al respecto, se encuentra que en el párrafo primero del
artículo 1 Constitucional se indica que: 

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos to-
das las personas gozarán de los derechos humanos
reconocidos en esta Constitución y en los tratados
internacionales de los que el Estado Mexicano sea
parte, así como de las garantías para su protección,
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse,
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta
Constitución establece.

Como se puede observar el primer párrafo del artí-
culo 1 Constitucional es inclusivo, pues establece
que en la República Mexicana todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos por
la Constitución, al ser inclusivo y contemplar a to-
das las personas, se incluyen a los adultos mayores.
Asimismo, se observa que el quinto párrafo del mis-
mo artículo estipula que: 

Queda prohibida toda discriminación motivada
por la edad, o cualquier otra causa que atente con-
tra la dignidad humana y tenga por objeto anular o
menoscabar los derechos y libertades de las perso-
nas. 

Con esta disposición se establecen las condiciones ba-
jo las cuales ninguna persona puede ser discriminada,
en ese sentido y dado que el principal elemento que
distingue a los adultos mayores es la edad, al quedar
prohibida la discriminación por condiciones de edad,
éstos implícitamente quedan protegidos.4

Para determinar el concepto o definición de adulto ma-
yor, existen diferentes criterios, que establecen la edad
en la cual podrán ser considerados como adultos ma-
yores, son embargo existe un criterio general que esta-
blece la edad de las personas adultas mayores como se
menciona en los siguientes ordenamientos:

La Organización de las Naciones Unidas (ONU), esta-
blece la edad de 60 años para considerar que una per-
sona es adulta mayor. El servicio estadístico de la
Unión Europea, considera a las personas adultas ma-
yores las de 65 años y más.

Ahora bien, en la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores en el artículo 3, fracción I, define a
las personas adultas mayores como aquellas que cuen-

ten con sesenta años o más de edad y que se encuen-
tren domiciliadas o en tránsito en el territorio nacional.
Por lo tanto, consideramos a las personas adultas ma-
yores a partir de los 60 años de edad.

En México, la población de 60 años o más es un sec-
tor social vulnerable, pues se estima que cerca del 47
por ciento vive en pobreza, y entre 20 y 30 por ciento
sufre violencia física, psicológica, económica o aban-
dono, afirmó Mario Enrique Tapia, académico de la
Facultad de Estudios Superiores Zaragoza, de la
UNAM. De acuerdo al Conapo, para el 2018, hay
13,180,639 personas de 60 años o más y estos repre-
sentan el 10.6 por ciento de la población total. Y de
acuerdo a Coneval el 26 por ciento de las personas
adultas mayores no tienen pensión contributiva y tam-
poco apoyo de programas sociales.

Esta situación representa un reto en términos de polí-
ticas públicas y de atención, pues el país atraviesa por
un proceso de envejecimiento: actualmente, cerca del
8.9 por ciento de la población –unos 10 millones de
personas– son ancianos, pero en el 2050 representarán
casi el 30 por ciento.

“Para 2050, la esperanza de vida de los mexicanos
será de 85 u 86 años, pero el hecho de vivir más no
implica que la calidad sea mejor. Desafortunada-
mente, el entorno y contexto de las personas de la
tercera edad en nuestro territorio no es favorable, y
sí, estamos llegando a más edad, pero en condicio-
nes muy deterioradas”.

De igual forma, se requiere avanzar en el respeto de
sus derechos humanos, relacionados con su cuidado y
no abandono, la prevención de la violencia y la aten-
ción oportuna de los síndromes geriátricos. Es impor-
tante la implementación de políticas públicas y asis-
tenciales para establecer mejores condiciones de vida
y lograr una cultura de envejecimiento exitoso. Las
políticas públicas implementadas en los últimos sexe-
nios, no han mejorado la situación de los adultos ma-
yores, los programas sociales son diversos, con reglas
de operación que no ayudan en una mejor forma de vi-
da, sobre todo en las zonas rurales y marginadas del
país.

El problema más importante de esta población es la
pobreza, casi la mitad de la población adulta mayor vi-
ve en esta situación. La discriminación estructural
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hacia este sector es una de las causas de esta pobreza.
Los trabajos remunerados para este sector son muy po-
cos, en la mayoría de los casos no hay prestaciones so-
ciales y solo se les paga muy por debajo de los salarios
promedio. Al no tener ingresos suficientes ni seguri-
dad social, la mayoría de las personas mayores depen-
de casi por completo de la familia o de los programas
sociales, pero allí también experimentan discrimina-
ción. Como consecuencia, en ocasiones las familias
las consideran una carga y por eso se les maltrata,
abandona o los olvida. Además, desde el Estado, mu-
chas veces se les considera como destinatarias exclu-
sivas de políticas asistencialistas, que no promueven
realmente su inserción.

Con una marcada pobreza, marginación y falta de
oportunidades de trabajos bien remunerados, así como
pensiones bajas, programas sociales exclusivos para
ciertos sectores o cierta edad, existen muchos desafí-
os por parte del estado para poder mitigar de algún
modo los problemas existentes en los adultos mayores.

La desigualdad y la exclusión de un sector de los adul-
tos mayores afecta de manera directa el entorno social
y las oportunidades de un mejor nivel de vida. Existe
desigualdad en el plano social, cuando individuos que
pertenecen a categorías distintas reciben, por ello, y
tratamientos y beneficios distintos desde el punto de
vista social. La desigualdad es, entonces, categórica;
afecta a una categoría de seres humanos y es de natu-
raleza durable, no transitoria ni incidental. Un segun-
do requisito para que podamos hablar de desigualdad
es, que exista una discriminación importante y verifi-
cable que afecte a una persona o un grupo de personas
en su bienestar material, en sus oportunidades o en el
ejercicio de sus derechos.5

La plena inclusión de las personas adultas mayores en
las políticas públicas del estado es importante y nece-
saria para procurar y propiciar mejores oportunidades
y derechos de las personas adultas mayores dentro de
la sociedad. Por lo tanto, la igualdad y la inclusión son
dos principios relacionados entre sí, donde los adultos
mayores acceden de manera igualitaria a sus derechos
fundamentales, como lo establecen los ordenamientos
legales.

La discriminación y la no inclusión de los adultos ma-
yores en las políticas públicas del estado acentúan la
gran marginación y pobreza que sufre este sector de la

sociedad. Con la entrada de una nueva administración
federal los cambios en la administración, en la forma
de aplicar las políticas públicas y en la renovación de
los programas sociales no se toman en cuenta muchos
factores que afectan a los adultos mayores, los progra-
mas sociales son dirigidos solo a una parte minoritaria
de este sector.

En la ley de Federal para prevenir y Eliminar la dis-
criminación, en su artículo 1ro, fracción III, se entien-
de como Discriminación:

Para los efectos de esta ley se entenderá por discrimi-
nación toda distinción, exclusión, restricción o prefe-
rencia que, por acción u omisión, con intención o sin
ella, no sea objetiva, racional ni proporcional y tenga
por objeto o resultado obstaculizar, restringir, impedir,
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejerci-
cio de los derechos humanos y libertades, cuando se
base en uno o más de los siguientes motivos: el origen
étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el sexo,
el género, la edad, las discapacidades, la condición so-
cial, económica, de salud o jurídica, la religión, la apa-
riencia física, las características genéticas, la situación
migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las
preferencias sexuales, la identidad o filiación política,
el estado civil, la situación familiar, las responsabili-
dades familiares, el idioma, los antecedentes penales o
cualquier otro motivo;6

La discriminación y la no inclusión de un sector de los
adultos mayores por su edad (de 60 a 67 años 11 me-
ses), representa una violación a los ordenamientos le-
gales y los derechos de igualdad de las personas adul-
tas de ser sujetas de los programas sociales, por lo que
es necesario reformar la ley, para evitar esta trasgre-
sión a los derechos de las personas adultas mayores y
a recibir en igualdad de condiciones todos los progra-
mas que la ley les confiere, por lo que se presenta una
reforma a la ley de los Derechos de las Personas Adul-
tas Mayores, mostrando en el siguiente cuadro compa-
rativo
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En mérito de lo fundado y motivado, sometemos a la
consideración de esta Honorable Asamblea, la siguien-
te iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el inciso a) de la frac-
ción VI del artículo 5 y se adiciona la fracción VI al
artículo 4 de la Ley de los Derechos de Personas
Adultas Mayores, en materia de inclusión, igualdad
y no discriminación

Artículo Único. Se reforma el inciso a) de la fracción
VI del Artículo 5 y se adiciona la fracción VI al artí-
culo 4 de la Ley de los Derechos de Personas Adultas
Mayores, para quedar como sigue:

Artículo 4o. Son principios rectores en la observación
y aplicación de esta Ley:

I a III. …

IV. Corresponsabilidad. La concurrencia y respon-
sabilidad compartida de los sectores público y so-
cial, en especial de las comunidades y familias, pa-
ra la consecución del objeto de esta Ley;

V. Atención preferente. Es aquella que obliga a las
instituciones federales, estatales y municipales de
gobierno, así como a los sectores social y privado a
implementar programas acordes a las diferentes eta-
pas, características y circunstancias de las personas
adultas mayores; y

VI. Inclusión e Igualdad. Son aquellos principios
universales que promueven los derechos huma-
nos de las personas adultas mayores, y que son
garantizados por la propia ley.

Artículo 5o. De manera enunciativa y no limitativa,
esta Ley tiene por objeto garantizar a las personas
adultas mayores los siguientes derechos:

I. a V. …

VI. …

a) A ser sujetos de programas de asistencia so-
cial, sin discriminación alguna por su edad,
así como en caso de desempleo, discapacidad o
pérdida de sus medios de subsistencia.

b) a c) …

VII. a IX. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrara en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Derechos humanos de los adultos mayores, El camino hacia su

reconocimiento universal, Soc. Leticia Pugliese

2 Declaración Universal de los Derechos Humanos, Naciones Uni-

das

3 Convención Interamericana sobre la protección de los Derechos

Humanos de las Personas Mayores

4 Adultos Mayores, Análisis Integral de su situación Jurídica en

México, maestra Claudia Gamboa Montejano, Dirección General

de Servicios de Documentación, Información y Análisis, Cámara

de Diputados.
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5 Desigualdad e Inclusión Social en las Américas, Organización de

los Estados Americanos, 14 Ensayos

6 Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación. DOF,

21 de febrero de 2018.

Dado en el Salón de Plenos del Palacio Legislativo de
San Lázaro, sede de la Cámara de Diputados, a 20 de
marzo de 2019.

Diputada Carolina García Aguilar (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL REGLAMEN-
TO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚ-
BLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DE LA CÁ-
MARA DE DIPUTADOS DEL CONGRESO DE LA UNIÓN, A

CARGO DE LA DIPUTADA FRIDA ALEJANDRA ESPARZA

MÁRQUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

Frida Alejandra Esparza Márquez, diputada federal de
la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, someto a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Reglamento de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación Pública y Protección de Datos Personales de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, al te-
nor de los siguientes elementos: 

Planteamiento del problema 

En la presente iniciativa se plantean reformas al Re-
glamento de Transparencia, Acceso a la Información
Pública y Protección de Datos Personales de la Cáma-

ra de Diputados del Congreso de la Unión, con el ob-
jetivo de incorporar una definición clara y precisa del
concepto de “parlamento abierto” así como de contri-
buir a su materialización mediante la incorporación de
principios, indicadores y variables. 

Argumentación

Transparentar las acciones de los Congresos se ha con-
vertido en un ejercicio vital del fortalecimiento demo-
crático alrededor del mundo, son muchos los países,
entre ellos México, los que están tratando de acercar a
los ciudadanos a la labor legislativa con la finalidad de
impulsar mayor apertura, transparencia y conexión
con sus gobernados.

Es en este marco que se hace referencia a un parla-
mento abierto como aquel cuerpo legislativo que pone
a disposición de la ciudadanía información de forma
transparente, sencilla y accesible, es aquel que rinde
cuentas y permite la vigilancia y el monitoreo de los
ciudadanos, es aquel que utiliza las tecnologías de in-
formación para redefinir el vínculo con la ciudadanía
y hacerla participe de las decisiones de los asuntos pú-
blicos.

En ese sentido la idea de parlamento abierto ha alcan-
zado una dimensión global en el contexto de la Alian-
za para el Gobierno Abierto, un acuerdo cuyo objetivo
es fomentar la participación ciudadana y mejorar la ca-
pacidad de los gobiernos hacia los ciudadanos respec-
to al derecho a la información, los instrumentos inter-
nacionales contra la corrupción y los principios
internacionales de un buen gobierno.

En 2011 México se adhiere a la Alianza para el Go-
bierno Abierto y materializa dos años después sus
compromisos con ésta alianza en dos instrumentos, el
primero un Plan de Acción 2013-2015 para la transpa-
rencia ciudadana, la rendición de cuentas y la innova-
ción tecnológica; y el segundo, un Programa de Go-
bierno Cercano y Moderno 2013-2018, cuyo fin es el
de promover un gobierno con políticas y programas
enmarcados en la administración pública de resulta-
dos, eficiente y con mecanismos de evaluación que
mejore el desempeño y optimice el uso de los recursos
públicos, que simplifique la normatividad y trámites
gubernamentales, que rinda cuentas de manera clara y
oportuna a la ciudadanía.
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Cabe decir que el 24 de septiembre de 2014, en el mar-
co del 69° Periodo de sesiones de la Asamblea Gene-
ral de la ONU en Nueva York, México asumió la pre-
sidencia de la Alianza para el Gobierno Abierto por el
periodo 2014-2015 y presentó la visión estratégica pa-
ra impulsar en México la Alianza para el Gobierno
Abierto, principalmente a través de 3 ejes de acción:

i) Generar esquemas que permitan la evaluación de
las acciones de gobierno abierto, a fin de que sean
un instrumento de desarrollo incluyente;

ii) Identificar y promover la participación de agen-
tes de cambio que impulsen los datos y gobierno
abierto en distintos sectores, y;

iii) Fortalecer las capacidades nacionales de los pa-
íses miembros y hacer de la Alianza una verdadera
plataforma de cooperación e intercambio de buenas
prácticas.

Por su parte, el Senado de la República fue el primer
órgano que adoptó en coordinación con organizacio-
nes de la sociedad civil y el instituto garante de la
transparencia y acceso a la información en el país, un
acuerdo para iniciar la transición de los Congresos ha-
cia el Parlamento Abierto, suscrito el 22 de septiembre
de 2014 bajo la denominación de “Declaración de
Lanzamiento de la Alianza para el Parlamento Abierto
en México”. Dicha declaración cumplió una doble
función por una parte género una serie de condiciones
normativas para implementar al interior del Congreso
políticas de parlamento abierto y por otra, fue una guía
orientadora de los Congresos Locales para asumir
compromisos concretos para avanzar en la perspectiva
del Gobierno Abierto. La declaración precisa que:i

1. Se comprometen a instalar, de acuerdo con la
normatividad y requisitos legales aplicables, un Se-
cretariado Técnico Tripartita con representación de
cada una de las partes de la Alianza para el Parla-
mento Abierto que tendrá como objetivos:

a) Establecer las normas internas de participa-
ción de sus integrantes y el funcionamiento in-
terno de la Alianza;

b) Convenir la política de comunicación e iden-
tidad de la Alianza para el Parlamento Abierto;

c) Generar la metodología para la elaboración de
los Planes de Acción correspondientes con la
implementación progresiva de los compromisos
enmarcados en los 10 principios de parlamento
abierto y sus variables generados por el grupo de
las organizaciones de la sociedad civil impulso-
ras de la Alianza para el Parlamento Abierto y
así como otros documentos de referencia en la
materia;

d) Establecer entre las partes un cronograma de
trabajo para el cumplimiento de los objetivos de
esta Alianza;

e) Acordar el posicionamiento conjunto y la par-
ticipación de la Alianza para el Parlamento
Abierto en el contexto de la Alianza para el Go-
bierno Abierto en México y a nivel internacio-
nal.

2. Señalan su intención de convocar a los Congre-
sos de las Entidades Federativas, a los organismos
garantes del derecho de acceso a la información y
protección de datos personales de las Entidades Fe-
derativas y a la sociedad en general a sumarse a la
Alianza de acuerdo con los lineamientos, metodolo-
gía y procedimientos de participación previamente
acordados por las partes.

Si bien la declaración es un instrumento no vinculan-
te, la importancia de esta propuesta legislativa radica
en que se reconoce un decálogo de principios para
adoptar un parlamento abierto en México al tiempo
que se constituye una plataforma tripartita en la que se
da participación de la Sociedad Civil y al Instituto Na-
cional de Transparencia, Acceso a la Información Pú-
blica y Protección de Datos Personales en lo sucesivo
INAI. Los diez principios que establece la Declaración
en comento son los siguientes:

“1. Derecho a la Información.

2. Participación Ciudadana y Rendición de Cuentas.

3. Información parlamentaria.

4. Información presupuestal y administrativa.

5. Información sobre legisladores y servidores pú-
blicos.
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6. Información histórica.

7. Datos abiertos y no propietario.

8. Accesibilidad y difusión.

9. Conflictos de interés.

10. Legislan a favor del gobierno abierto.”

De lo anterior se desprende que parlamento abierto es
mucho más que transparentar el uso de recursos, es in-
corporar la participación ciudadana en la labor de los
Congresos, es utilizar los medios de comunicación y
las plataformas tecnológicas a su alcance y es generar
capacidades en los órganos de gobierno, partidos, gru-
pos parlamentarios o comisiones para alcanzar su ob-
jetivo. Es en este punto de su adopción por los Con-
gresos que se genera legitimidad en sus decisiones y
en el actuar de sus integrantes, se multiplica la efecti-
vidad de las funciones constitucionales que les atañen
y se les da mayor visibilidad a la representatividad que
los caracteriza.

A pesar de que se han presentado diversas iniciativas
de reforma a la Ley Orgánica del Congreso de la
Unión y a los reglamentos de ambas cámaras legislati-
vas, el concepto y práctica de parlamento abierto toda-
vía no tiene un marco jurídico sólido que habilite y re-
conozca derechos y obligaciones, y no sea sólo una
moda o una estrategia parlamentaria que dependa de la
voluntad de los liderazgos parlamentarios. Es por esto
que hoy consideramos útil presentar una iniciativa de
reforma al Reglamento de Transparencia, porque pre-
cisamente en este instrumento legislativo ya se ha in-
corporado el concepto de parlamento abierto que sin
embargo no tiene una definición precisa de éste térmi-
no y no establece una metodología clara. 

En virtud de lo anteriormente expuesto, se pone a con-
sideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el Reglamento de
Transparencia, Acceso a la Información Pública y
Protección de Datos Personales de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, en materia de
parlamento abierto

Único. Se adicionan las fracciones IX y XXIX al artí-
culo 2 recorriéndose las subsecuentes; se reforma el

nombre al Capítulo II; se adiciona el artículo 6º reco-
rriéndose los subsecuentes; se deroga el inciso D del
artículo 17 y se adiciona el artículo 18, recorriéndose
los subsecuentes; todos ellos del Reglamento de
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Pro-
tección de Datos Personales de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión para quedar como sigue: 

Reglamento de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación Pública y Protección de Datos Personales
de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión

Artículo 2. Definiciones.

Además de las definiciones establecidas en los artícu-
los 3 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la
Información Pública, 3 de la Ley General de Protec-
ción de Datos Personales en Posesión de los Sujetos
Obligados y 4 de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública, para los efectos de
este Reglamento se entiende por:

… 

IX. Comité de Parlamento Abierto: El comité de
Parlamento Abierto de la Cámara de Diputados

…

XXVIII. Parlamento Abierto. Modelo de gober-
nanza desarrollado desde el órgano legislativo
orientado a la atención y solución colaborativa
de los problemas públicos, que tiene como crite-
rios básicos la transparencia y la participación
ciudadana, propiciando un ambiente de rendi-
ción de cuentas e innovación social en todas las
funciones constitucionales y legales; que utiliza
las tecnologías de la información y comunicación
para redefinir el vínculo con la ciudadanía, per-
mitiendo establecer un canal bidireccional que
no sólo informa, sino que también se retroali-
menta del contacto ciudadano. 

… 

Capítulo II. 
De los Principios Generales en 

Materia de Transparencia, Acceso a la Información
Pública y Parlamento Abierto. 
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Artículo 5. Principios en materia de Transparencia
y Acceso a la Información. 

… 

Artículo 6. Principios en materia de Parlamento
Abierto. 

En la Implementación de Parlamento Abierto en la
Cámara de Diputados, se deberán observar, ade-
más de los principios orientadores referidos en el
artículo 3º, al menos los siguientes principios y sus
contenidos: 

I. Accesibilidad y difusión: A través de la certeza
de que las instalaciones, las sesiones y reuniones de
todos los órganos sean accesibles y abiertas al pú-
blico y en tiempo real, salvo aquellas que por dis-
posición legal o convencional tengan el carácter de
privadas;

II. Cabildeo: A través de la regulación, ordenación
y transparencia de las acciones de cabildeo de con-
formidad con lo que dispone la Ley Orgánica del
Congreso de la Unión y demás normativa aplicable;

III. Conflicto de intereses: A través de mecanis-
mos para evitar conflictos de intereses y asegurar la
conducta ética de los representantes populares de
conformidad con lo que dispone la Ley Orgánica
del Congreso de la Unión y demás normativa apli-
cable;

IV. Datos abiertos: Mediante la presentar de la in-
formación que reúna característica de datos abier-
tos, interactivos e históricos y con la utilización de
software libre y código abierto;

V. Derecho a la información: Con el empleo de
plataformas, mecanismos, sistemas y procedimien-
tos que permitan la obtención de la información de
manera simple, sencilla, verificable, integral y sis-
tematizada;

VI. Información histórica: Mediante la presenta-
ción de la información sobre la actividad legislativa
que conforma el archivo histórico, accesible y
abierto, en un lugar que se mantenga constante en el
tiempo con una URL permanente y con hiperenla-
ces de referencia de los procesos legislativos;

VII. Información parlamentaria: A través de la
publicación y difusión de la mayor cantidad de la
información para las personas de manera proactiva,
utilizando formatos sencillos, mecanismos de bús-
queda simples y bases de datos en línea con actua-
lización periódica, sujetándose para ello a lo dis-
puesto en las leyes de la materia;

VIII. Información presupuestal y administrati-
va: Mediante la publicación y divulgación de la in-
formación oportuna y detallada sobre la gestión, ad-
ministración y gasto del presupuesto asignado al
Poder Legislativo en estricto apego a las disposi-
ciones legales que regulan la materia;

IX. Información sobre legisladores y servidores
públicos: A través de la publicación detallada de la
información sobre las actividades y participación de
los representantes populares en lo que corresponda
al ejercicio de su función como tales, y en lo con-
ducente, del resto de los servidores públicos del Po-
der Legislativo, incluidas la declaración patrimo-
nial y el registro de intereses; 

X. Legislar a favor del Gobierno Abierto: Me-
diante la presentación y en su caso, aprobación de
leyes que favorezcan políticas de Gobierno Abierto;
y

XI. Participación ciudadana y rendición de
cuentas: A través del fomento e inclusión de las
opiniones, comentarios, sugerencias, propuestas y
propuestas emanadas de la sociedad civil que con-
tribuyan a la integración y toma de decisiones en la
actividad legislativa, así como al fomento de la ren-
dición de cuentas.

…

Título Tercero
Transparencia Proactiva y Parlamento Abierto

Artículo 17. Transparencia Proactiva. 

… 

Artículo 18. Parlamento Abierto. 

A. Implementación de buenas prácticas de Parla-
mento Abierto.
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En la implementación del Parlamento Abierto, con in-
dependencia de lo que señalen otras disposiciones nor-
mativas, se deberán implementar al menos las siguien-
tes prácticas de transparencia y participación
ciudadana: 

I. Establecer las políticas internas necesarias para
conducirse de forma transparente;

II. Crear mecanismos para rendir cuentas de sus ac-
ciones;

III. Promover la eficacia, tanto en la organización
de su trabajo como en su propio desempeño;

IV. Adoptar mecanismos de consulta, participación
y colaboración de la ciudadanía y grupos de interés
en el proceso legislativo, por conducto de las Co-
misiones legislativas;

V. Publicar activamente información legislativa en
línea, que permita a las personas interesadas cono-
cer las responsabilidades, tareas y funciones de los
diputados y de la Cámara;

VI. Publicar información relevante sobre el proceso
de consulta, investigación y deliberación llevado a
cabo para formular iniciativas de ley o dictámenes;

VII. Facilitar la formación de alianzas con grupos
externos, para reforzar la participación ciudadana
en la Cámara;

VIII. Permitir que la ciudadanía tenga información
más comprensible, a través de múltiples canales;

IX. Publicar la información legislativa con formatos
abiertos;

X. Utilizar, implementar y en su caso desarrollar
plataformas digitales y otras herramientas que per-
mitan la interacción ciudadana con la Cámara;

XI. Publicar explicaciones claras y sencillas sobre
los principales contenidos de las leyes aprobadas;

XII. Desarrollar programas divulgativos dirigidos
a jóvenes y comunidades históricamente margina-
das;

XIII. Tomar las medidas necesarias para garantizar
que la apertura parlamentaria adopte las mejores
prácticas internacionales;

XIV. Publicar la explicación sobre los principales
rubros del gasto aprobado en el Presupuesto de
Egresos de la Federación;

XV. Publicar explicaciones sobre la creación de
nuevos impuestos, derechos o aprovechamientos
aprobados en la Ley de Ingresos de la Federación;

XVI. Propiciar que los Grupos publiquen su Agen-
da Legislativa;

XVII. Reforzar la participación ciudadana en el
ejercicio de sus funciones, a través de los mecanis-
mos que apruebe el Pleno;

XVIII. Publicar la información que reciba de los
grupos de interés, organizaciones de la sociedad ci-
vil, instituciones gubernamentales y cabilderos re-
gistrados, que sea relevante como insumo para la
deliberación y el proceso legislativo, y

XIX. Las demás que, acorde a los avances tecnoló-
gicos y las mejores prácticas internacionales, resul-
ten útiles para mejorar la participación y colabora-
ción ciudadana en las funciones de la Cámara.

B. De la participación ciudadana en el proceso le-
gislativo. 

Sin menoscabo de las atribuciones y facultades que
tienen las y los diputados para llevar a cabo el ejerci-
cio de la función legislativa, durante los trabajos de
dictaminación de las iniciativas y proposiciones las
comisiones podrán acordar abrirlas a la consulta y par-
ticipación de la ciudadanía, habilitando por medios
electrónicos los canales que faciliten y posibiliten la
participación, con independencia de cualquier otro
mecanismo de participación que las comisiones pudie-
ran establecer. 

…

Transitorios 

Primero. Publíquese el presente decreto en el Diario
Oficial de la Federación. 
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Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Tercero. La Junta de Coordinación Política de la Cá-
mara de Diputados presentará al Pleno de la misma pa-
ra su aprobación, el acuerdo de integración del Comi-
té de Parlamento Abierto a más tardar a los cuarenta y
cinco días naturales posteriores a la publicación de es-
te Decreto en el Diario Oficial de la Federación. 

Nota

i Declaración de Lanzamiento de la Alianza para el Parlamento

Abierto en México”, México, 22 de septiembre de 2014, www.se-

nado.gob.mx/comisiones/cogati /eventos/docs/Declara-

cion_220914.pdf.

Dado en el salón de sesiones del palacio legislativo a
los quince días del mes de marzo del año dos mil die-
cinueve.

Diputada Frida Alejandra Esparza Márquez (rúbrica)

DE DECRETO, QUE DECLARA EL 7 DE MARZO COMO DÍA

NACIONAL DEL HUIPIL, A CARGO DE LA DIPUTADA ARA-
CELI OCAMPO MANZANARES, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MORENA

La suscrita, diputada Araceli Ocampo Manzanares, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; y los artículos 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto que declara el 7 de marzo de cada año como Día
Nacional del Huipil, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En México, 21.5 por ciento de la población se recono-
ce como parte de un pueblo indígena, es decir, 26 mi-
llones de personas, asimismo, 6.5 por ciento de la po-
blación de tres años y más es hablante de una de las 68
lenguas indígenas que existen en el país.1

Las entidades con mayor población indígena, de
acuerdo con datos de la Comisión Nacional de Pobla-
ción, son Oaxaca, Yucatán, Chiapas, Quintana Roo y
Guerrero, esta última con 15.3 por ciento. Sin embar-
go, pese a que las cifras anteriores son una muestra de
diversidad lingüística y cultural, persisten ideas y
prácticas discriminatorias que menoscaban los dere-
chos de las personas pertenecientes a algún pueblo in-
dígena. Un ejemplo es que, de acuerdo con datos de la
Encuesta Nacional sobre Discriminación 2017, 20.3
por ciento de la población indígena dice haber sido
discriminada, mientras que 49.3 por ciento considera
que sus derechos se respetan poco o nada.2

Lo anterior, contrasta con el papel que los pueblos in-
dígenas han tenido en la historia de México y la cons-
trucción de la identidad nacional. Las grandes transfor-
maciones del país no habrían sido posibles sin la
participación de los pueblos, desde la guerra de inde-
pendencia, la revolución mexicana, hasta nuestros días.

La lucha de los pueblos por el reconocimiento de sus
derechos quedó plasmada en nuestra Constitución Po-
lítica, específicamente en el artículo 27, referente al ré-
gimen de propiedad de las tierras, que conserva una
perspectiva comunitaria proveniente de la época pre-
hispánica. Igual importancia posee el artículo 2 de la
Carta Magna, reformado en 2001, luego del alzamien-
to armado neozapatista y la realización de multitudina-
rias movilizaciones por el reconocimiento de los dere-
chos y la cultura de los pueblos indígenas. Dicho
artículo reconoce que la nación tiene una composición
pluricultural, sustentada en los pueblos originarios,
además de establecer la obligación del Estado mexica-
no en cuanto a la protección de sus derechos culturales.

En ese tenor, los derechos culturales de los pueblos in-
dígenas también se encuentran garantizados por el
Convenio 169 de la Organización Internacional del
Trabajo (OIT), que establece el derecho a conservar sus
costumbres e instituciones propias, ya que constituyen
elementos fundamentales de su identidad y existencia.
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Los derechos culturales comprenden la contribución a
la vida cultural, que implica el derecho de toda perso-
na a participar en la creación de las diferentes mani-
festaciones espirituales, materiales, intelectuales y
emocionales de la comunidad.3

Una de esas expresiones podemos encontrarla en el ar-
te textil popular y las artesanías, pues Marta Turok se-
ñala que: “Las artesanías abren una ventana para com-
prender y visualizar la conexión integral entre los
elementos naturales, sociales y simbólicos del grupo
social en cuestión, [...]”4, en este caso los pueblos in-
dígenas.

De esta manera, el arte textil popular es más que un
objeto ornamental, constituye la objetivización de la
cosmovisión de los pueblos indígenas, en cuya elabo-
ración y preservación las mujeres son un elemento
esencial. Mediante las prendas de vestir se muestra la
identidad y pertenencia a un pueblo o comunidad, ade-
más de expresar la particularidad de las formas de con-
cebir a las personas y al mundo. 

La palabra huipil proviene del vocablo náhuatl huipi-

lli, que significa “gran colgajo”, este vestido contiene
en cada uno de sus brocados la expresión misma de la
mujer que los porta, sus alegrías, dolores, sueños, pa-
sado y porvenir. Existe una gran diversidad de huipi-
les, como pueblos en la República Mexicana, por
ejemplo, en la Costa chica de Guerrero, en el munici-
pio de Xochistlahuaca, el pueblo amuzgo lo conoce
como chuey. En dicha región, las mujeres conservan
este tradicional vestido, consistente en tres lienzos ela-
borados en el telar de cintura, en el que plasman dife-
rentes figuras relativas a la flora y fauna con las que
conviven, ya sean cucarachas de agua, flores o semi-
llas de calabaza.

Por su parte, Turok refiere de la siguiente forma el sig-
nificado de los huipiles en el estado de Chiapas: “al
vestirse con el huipil y pasar la cabeza por el ojal, las
mujeres se colocan simbólicamente en el centro del
universo. Así el huipil es un lienzo con una historia no
escrita, una tela donde se reconfigura y preserva la me-
moria de un pueblo.”5

Así, la especial relación de los pueblos con su territo-
rio, y de ambos como elementos constitutivos de la
identidad, se manifiesta de múltiples formas, entre
ellas las celebraciones religiosas. Ejemplo de ello es la

fiesta tradicional del Primer Viernes de Cuaresma, en
honor al Señor de los Trabajos, que se lleva a cabo ca-
da 7 de marzo en el municipio de Metlatónoc, en el es-
tado de Guerrero. Este evento concentra a la población
del municipio y los municipios cercanos, como Co-
choapa El Grande, Tlacoachistlahuaca, Ometepec y
Tlapa de Comonfort.

Durante la celebración, las mujeres portan orgullosa-
mente el huipil, elaborado sobre manta blanca, bordada
con algodón artesanal, con una combinación de flores,
pájaros, corderos y águilas devorando serpientes. Asi-
mismo, dentro de la organización de la fiesta del pueblo,
las mujeres se preparan confeccionando huipiles para su
comercialización directa, tanto a nivel local como re-
gional, ya que también representa una importante fuen-
te de ingresos para las familias del área. De manera aná-
loga, en toda la República Mexicana los pueblos
recrean su particular forma de ser y estar en el mundo.

La declaración del 7 de marzo como Día Nacional del
Huipil, significará ampliar el reconocimiento de la
identidad y cultura de los pueblos indígenas y, de ma-
nera especial, a las mujeres como preservadoras de la
memoria y reproductoras de la cosmovisión de los
pueblos originarios.

En este contexto, es preciso enfatizar que la Organiza-
ción de las Naciones Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura (UNESCO), en el artículo 6 de la
Declaración Universal sobre la Diversidad Cultural,
señala que ésta es tan necesaria para el género huma-
no como la diversidad biológica para los organismos
vivos, es parte del patrimonio común de la humanidad
y debe ser reconocida y respetada en beneficio de las
generaciones presentes y futuras, asimismo, debe ve-
larse porque todas las culturas puedan expresarse y
darse a conocer, ya sea través del pluralismo en los
medios de comunicación, el plurilingüismo, la igual-
dad de acceso a las expresiones artísticas, o el saber
científico y tecnológico.

Así, en concordancia con el principio de progresividad
y las obligaciones del Estado en materia de derechos
humanos, establecidas en el párrafo tercero del artícu-
lo 1 constitucional, es menester tomar acciones que
contribuyan a garantizar los derechos culturales de los
pueblos indígenas y al reconocimiento de sus aporta-
ciones culturales como patrimonio común de la huma-
nidad.
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a es-
ta soberanía la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se declara el 7 de marzo de cada
año como Día Nacional del Huipil

Artículo Único. El honorable Congreso de la Unión
declara el 7 de marzo de cada año como el Día Nacio-
nal del Huipil.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Notas

1 Comisión Nacional de Población (2015), Encuesta Intercensal.

2 Instituto Nacional de Estadística y Geografía (2017), Encuesta

Nacional sobre Discriminación.

3 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las

Naciones Unidas, Observación General No. 21.

4 Turok, Marta, 1988, Cómo acercarse a la artesanía, Editorial Pla-

za y Janés, México, pág. 19.

5 Crónica de Oaxaca, Un acercamiento al Significado del Huipil

Ceremonial de Magdalenas, Chiapas, 3 de noviembre de 2015, dis-

ponible en: http://cronicadeoaxaca.com/un-acercamiento-al-signi-

ficado-del-huipil-ceremonial-de-magdalenas-chiapas/.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputada Araceli Ocampo Manzanares (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 2O. DE LA LEY DE SOCIEDA-
DES DE SOLIDARIDAD SOCIAL, SUSCRITA POR EL DIPUTA-
DO JOSÉ SALVADOR ROSAS QUINTANILLA E INTEGRANTES

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

El suscrito, José Salvador Rosas Quintanilla y los in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta honorable asamblea la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man las fracciones IV y V; y se adicionan las fraccio-
nes VI y VII del artículo 2, de la Ley de Sociedades de
Solidaridad Social.

Exposición de Motivos

Las motivaciones que conllevaron a la elaboración de
la Ley de Sociedades de Solidaridad Social son de su-
ma importancia al considerar ejemplos concretos de
formas organizacionales con respaldo institucional en
favor del desarrollo de la ciudadanía mexicana. El he-
cho de que puedan existir asociaciones que faciliten la
participación de privados en la generación de capital,
les da herramientas a personas sin una gran disposi-
ción de liquidez para una inversión inicial fuerte, lo-
grando facilitar la capacidad de entrar a competir y po-
der aspirar a tener un mejor nivel de vida.

Muchas de ellas tienen su origen en comunidades con
una cohesión social fuerte, donde los casos más ilustres
provienen de comunidades predominantemente indíge-
nas. Un ejemplo de cómo esta clase de sociedades im-
pulsa y beneficia a sus partícipes y sus correspondien-
tes regiones, es el de Sansekan Tinemi1, Sociedad de
Solidaridad Social enfocada en la comercialización del
mezcal y artesanías. Compuesta de cerca de aproxima-
damente 2 mil socios, genera empleos en los munici-
pios de Chilapa, Mártir de Cuilapan, Ahuacotzingo,
Tixtla y Zitlala.2 La toma de decisiones se realiza de
manera asamblearia, su enfoque está orientado por un
programa de sustentabilidad (donde se enfocan el crea-
ción de viveros, rescate de suelos, reinserción de sabe-
res populares y capacitación sustentable) y se realza el
valor cultural de su labor al generar un impacto positi-
vo en las comunidades al interior de la región donde
llevan a cabo su operación.3

Gaceta Parlamentaria Miércoles 20 de marzo de 2019114



La extraordinaria articulación de todos estos elemen-
tos muestra la posibilidad y potencial que esta clase de
modelos tienen para el mejoramiento del nivel de vida
de las comunidades no urbanas. Con la transición en
las últimas décadas a modelos económicos con una ló-
gica industrial y urbana, estos tipos de estructuras or-
ganizacionales son una herramienta para poder entrar
al juego de la competencia y el libre mercado. Aquí, el
principal acierto pasa por una compaginación de ele-
mentos tradicionales, de un “saber hacer” capitalizado
por parte de los productores y socios, al igual que un
genuino interés de que todos los partícipes reciban los
beneficios de acorde a lo estipulado en el convenio
que dio origen a la sociedad.

Estos dos últimos aspectos los consideramos suma-
mente relevantes al momento de pensar en una forma
pertinente de operar de figuras como ésta. Aunque su-
jeto a la buena voluntad de los partícipes, el uso y abu-
so de poder, en cualquier clase de interacción humana,
siempre se encuentra latente para emplearse de mane-
ra benéfica en favor de alguno de los partícipes o al-
gún agente externo. A nivel del marco normativo, al
leer los objetivos y meta de esta clase de agrupaciones,
la gama de posibilidades de instituir alguna clase de
negocio por medio de esta figura tiende al infinito en
sus posibilidades. Esto, si bien pudiera parecer benéfi-
co a simple vista, debe de ir acompañado, desde nues-
tro punto de vista, de un desarrollo siempre relaciona-
do con los efectos que este tenga para la comunidad,
sus integrantes y sus maneras de operar. Proteger el
trabajo titánico de las personas involucradas ante los
abusos o tergiversaciones de individuos o decisiones
nocivas es también labor nuestra y es únicamente me-
diante el ejercicio político y el respaldo institucional
que se puede llegar a esas metas. Proponer candados
para la consideración de variables culturales y del mo-
delo económico que se pretenda implementar evitará
futuros casos de conflicto entre las partes, el uso in-
adecuado y abuso de figuras como esta.

Por ello, proponemos una breve modificación a la “sus-
tancia” y motivaciones de la Ley de Sociedades de So-
lidaridad Social, donde en sus objetivos y metas se in-
cluya el bienestar colectivo y un cuidado. Redundante
de principio ante el nombre de la ley, es sorprendente
que su propio valor social y su carácter orgánico con
las comunidades, no sean explicitados en su artículo se-
gundo. El hecho de que sea una figura viable en comu-
nidades de alta cohesión social recalca la importancia

de los valores compartidos para mantenerse como una
figura de éxito. Las características mencionadas acerca
de la manera de llevar a cabo su día a día por parte de
sociedades como Sansekan Tinemi, nos deja un grata
lección acerca de cómo obtener resultados satisfacto-
rios si se conjugan elementos tradicionales y formas de
organización económicas viables de acorde a dinámi-
cas políticas y culturales que se han empleado por ge-
neraciones en esta clase de poblaciones.

La adopción de estándares con perspectiva social, en
favor de los valores y formas de organización de las
comunidades, es una meta deseable para las Socieda-
des de Solidaridad Social, donde la integración de ele-
mentos económicos, ecológicos y sociales sienta las
bases para el establecimiento de casos exitosos, por lo
que condicionar las posteriores modificaciones a la ley
en favor de estos principios da paso a mantener fresco
en nuestra memoria el porqué de esta clase de figuras.

A efecto de clarificar los cambios que se proponen se
muestra continuación el siguiente cuadro:
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Con esto se ejemplifica de manera explícita el argu-
mento para proponer la siguiente iniciativa con pro-
yecto de 

Decreto por el que se reforman las fracciones IV y V;
y se adicionan las fracciones VI y VII, del artículo 2
de la Ley de Sociedades de Solidaridad Social

Único. Se reforman las fracciones IV y V; y se adicio-
nan las fracciones VI y VII, del artículo 2 de la Ley de
Sociedades de Solidaridad Social para quedar de la si-
guiente manera:

Artículo 2o. …

I. a III. …

IV. La generación de modelos laborales económi-
camente viables para el mantenimiento del bien-
estar de los involucrados.

V. La práctica de medidas que tiendan a la con-
servación y mantenimiento de rasgos culturales
tradicionales e identitarios de las comunidades
involucradas.

VI. La producción, industrialización y comercia-
lización de bienes y servicios que sean necesa-
rios.

VII. La educación de los socios y de sus familia-
res en la práctica de la solidaridad social, la afir-
mación de los valores cívicos nacionales, la de-
fensa de la independencia política, cultural y
económica del país y el fomento de las medidas
que tiendan a elevar el nivel de vida de los miem-
bros de la comunidad.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 http://sanzekan.org/

2 Margarita Warnholtz Locht. (2015). No todo es violencia en Chi-

lapa, de Animal Político. Sitio web: 

https:/ /www.animalpolit ico.com/blogueros-codices-ge-

ek/2015/05/15/no-todo-es-violencia-en-chilapa/

3 Ibíd.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputado José Salvador Rosas Quintanilla (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 19 Y 91 DE LA LEY GE-
NERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS, A

CARGO DE LA DIPUTADA MAIELLA MARTHA GABRIELA

GÓMEZ MALDONADO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MOVIMIENTO CIUDADANO

La que suscribe, diputada federal Maiella Martha Ga-
briela Gómez Maldonado, integrante del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano de la LXIV Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión, en uso de las facultades que confieren la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
honorable asamblea la presente iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se reforman los artículos 16 y
91 de la Ley General de Responsabilidades Adminis-
trativas, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

México es un país gravemente golpeado por la corrup-
ción; ha sido calificado dicho fenómeno como un pro-
blema cultural, constantes escándalos en la materia ya
es una constante en los medios de comunicación, y an-
te tal, la solución lógica sería la construcción de una
nueva cultura ética en la sociedad mexicana. 
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Del mismo modo, el fenómeno de la corrupción se ha
vuelto un elemento común en la vida diaria de la po-
blación, al grado de que acorde a estimaciones de la
Confederación Patronal de la República Mexicana,1

los hogares mexicanos destinan en promedio el 14 por
ciento de su ingreso promedio anual a pagos relacio-
nados con actos de corrupción; a las empresas les sig-
nifica un daño equivalente a un 5 por ciento de las ven-
tas anuales; y al país entre un 8 por ciento y 10 por
ciento del Producto Interno Bruto.2

Los mexicanos están convencidos3 de que la policía es
un órgano indisoluble a la delincuencia, que determi-
nados actores políticos se encuentran por encima del
Poder Legislativo, Judicial, Ejecutivo u órganos a los
que constitucionalmente se les otorga autonomía, y
que, respondiendo generalmente a intereses particula-
res, se esmeran en hacer lo posible por mantener su es-
tatus de élite, sin existir interés genuino en mejorar las
condiciones de vida de quienes les otorgaron su con-
fianza, los votantes.

Con estrecha relación a lo anterior y como resultado
de la falta de confianza en la eficiencia de las autori-
dades, en nuestro país siempre ha existido el temor a
ser objeto de represalias o conductas hostiles cuando
se denuncia4 y exhibe públicamente a una autoridad
por la comisión de actos constitutivos de delito, que
generalmente se circunscriben a los multicitados actos
de corrupción, todo esto por no existir una efectiva
protección al denunciante,5 lo cual se traduce necesa-
riamente como un resultado del intento de desalentar o
impedir el ejercicio de derechos protegidos.6

Lo anterior se refleja con lo manifestado por organis-
mos internacionales como Washington Office on Latin
America y Committee to Protect Journalists, que han
señalado a México como uno de los países más peli-
grosos para ejercer el periodismo en el mundo después
de países como Iraq o Colombia;7 la desaparición u
homicidio de periodistas tras denunciar públicamente
corrupción de jueces, militares, políticos y fiscales, se
ha vuelto ya ordinario y un obstáculo casi insuperable
para ejercer la libertad de expresión como un meca-
nismo efectivo de control democrático de la gestión
gubernamental, sin existir respuesta efectiva del Esta-
do Mexicano a esta grave problemática.8

En términos de la Agencia de los Estados Unidos pa-

ra el Desarrollo Internacional (en inglés: United Sta-

tes Agency for International Development, USAID),
podríamos catalogar a México como un país vulnera-

ble o propenso a una situación de crisis interna, en vir-
tud de la incapacidad o falta de voluntad para asegurar
a la mayoría de su población el adecuado ejercicio de
los derechos humanos, que conlleva a su vez a una fal-
ta de legitimidad en el Estado,9 sin descartar a la co-
rrupción como un factor fundamental que contribuye a
la permanencia de este problema.

Consecuencia de dicha realidad y de diversas circuns-
tancias entre ciudadanía y corrupción, impunidad, cos-
tos sociales, políticos y económicos,10 fue la génesis
de la incorporación de México a tres convenciones in-
ternacionales anticorrupción como muestra de su ini-
ciativa de combate al multicitado fenómeno:

1. Convención de la Organización para la Coopera-
ción y el Desarrollo Económico (OCDE) para Com-
batir el Cohecho de Funcionarios Públicos Extranje-
ros en Transacciones Comerciales Internacionales,
adoptada por la Conferencia Negociadora el 21 de
noviembre de 1997;11

2. Convención Interamericana contra la Corrupción
(CICC) adoptada por la Conferencia Especializada
sobre el Proyecto de Convención Interamericana
Contra La Corrupción el 29 de marzo de 1996;12

3. Convención de las Naciones Unidas contra la Co-
rrupción (CNUCC), adoptada en la Conferencia de
Mérida, el 9 de diciembre de 2003, de conformidad
con la Resolución 58/4 de la Asamblea General de
las Naciones Unidas, de 31 de octubre de 2003.13

Aunado a ello, surgieron importantes impulsos legisla-
tivos en materia de combate a la corrupción. 

Así, el 27 de mayo de 2015 fue publicada en el Diario
Oficial de la Federación (DOF) la reforma constitu-
cional que dio causa al Sistema Nacional Anticorrup-
ción (SNA),14 el cual pretende establecer las bases de
coordinación entre los distintos órdenes de gobierno
para que dentro de su competencia prevengan, investi-
guen y sancionen las faltas administrativas y los he-
chos de corrupción cometidos en perjuicio de la na-
ción mexicana, pretendiendo componer la relación de
confianza entre sociedad y gobierno, pues resulta in-
concuso que aquellos que participen en la organiza-
ción de un Estado deberán ser estimulados a creer en
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sus pares y en el sistema en el que actúan; es una cues-
tión racional, no moral, seguida de la lógica sanciona-
toria si alguien pretende quebrantarla. 

Posteriormente en el periodo extraordinario de la LXII
legislatura de este Poder Legislativo, se aprobaron 7 pa-
quetes de legislación secundaria para prevenir y comba-
tir la corrupción,15 que contemplan la expedición en
2016 de la Ley General del Sistema Nacional Antico-
rrupción; Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas
de la Federación; Ley General de Responsabilidades
Administrativas; y en el mismo año reformas a la Ley
de Coordinación Fiscal de 1978; a la Ley General de
Contabilidad Gubernamental de 2008; a la Ley Orgáni-
ca de la Procuraduría General de la República de 2009;
al Código Penal Federal de 1931; y a la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal de 1976.

Aun cuando se afirmaba la consolidación de la prime-
ra etapa de implementación del SNA, ello no fue sufi-
ciente para frenar la comisión de continuos y mayores
escándalos de corrupción en todo el país, que paralela-
mente llevaría a México a descender 28 posiciones en
el índice de Percepción de la Corrupción 2016, ocu-
pando el deplorable lugar 123 de 176 países en la esca-
la de percepción del problema, siendo el peor evaluado
dentro de la OCDE, además de alcanzar un lastimoso
lugar 18º en la materia del G-20,16 y nuevamente en
2017 cayendo al lugar 135 de 180 países evaluados, si-
tuándose en el mismo último lugar dentro de la OC-
DE17 no obstante ya se habían aprobado importantes
modificaciones en el ordenamiento jurídico nacional
para contrarrestar y prevenir dicho fenómeno. 

Hoy en día, en parte por la exposición anterior, no que-
da duda de que ninguna de las medidas legislativas im-
plementadas en los últimos años en la materia han co-
adyuvado eficazmente a la transformación hacia el
Estado de Derecho que se pretende alcanzar; podría
hablarse que pueden existir determinadas mejoras le-
gislativas que, hasta no proponerse, aprobarse e im-
plementarse, su ausencia genera una atmósfera de
complicidad, encubrimiento y consecuente impuni-
dad.

Como muestra de aquello en un sector sensible, que es
la procuración de justicia, derivado de una solicitud de
información resuelta por la Coordinación de Planea-
ción, Desarrollo e Innovación Institucional,18 se des-
prende:

1. Que existe un total de 618 probables responsa-
bles indiciados en la Dirección General de Delitos
Cometidos por Servidores Públicos de la Procura-
duría General de la República por el presumible
delito de ejercicio indebido del servicio público,
previsto en el artículo 214 del CPF, anotando que
a partir del 2012 las cifras de indiciados por el re-
ferido se han visto considerablemente aumenta-
das, v.gr. en el año 2008 existieron 47 indiciados
dentro de una averiguación previa por el delito se-
ñalado, mientras que en el año 2015 la cifra as-
cendió a 97;

2. Que el visitador general de la Procuraduría Ge-
neral de la República manifestó el inicio de proce-
dimientos de remoción en contra de servidores pú-
blicos de esa dependencia por diversas faltas
administrativas graves, informando que tiene regis-
tro de 381 servidores públicos sancionados con re-
moción entre enero de 2010 al mes de julio de 2016,
de los cuales 283 son agentes del ministerio públi-
co de la federación, 97 son policías federales minis-
teriales y un perito.19

De manera paralela y complementaria, en solicitud de
información diversa realizada, dentro del plazo de
2014 a 2017, 607 servidores públicos se encuentran
sujetos a proceso penal; de 2015 a 2017, se han remo-
vido 333 servidores públicos; y 561 investigaciones se
han iniciado contra funcionarios de la institución cita-
da por hechos de corrupción y delitos cometidos con-
tra la administración de justicia, de las que únicamen-
te se han consignado ante juez la pequeña cantidad de
43 investigaciones.20

Lo expuesto únicamente hace evidente la corrupción
inmersa dentro de las instituciones públicas, ya en es-
te caso de procuración de justicia, además de presumir
por la naturaleza del fenómeno, que la situación mate-
rial y no la formal como la citada es mucho más gra-
ve, atendiendo a todos los servidores públicos a los
cuales no obstante actúan en un plano de ilicitud aún
no han sido investigados o sido sujetos de un procedi-
miento sancionador, ya sea por la corrupción que per-
mea en las Unidades Internas de Control y Procuradu-
rías, los deficientes recursos materiales y humanos
para dar seguimiento o iniciar las mismas, o bien la
simple omisión -por miedo o motivo que fuere- en el
ejercicio de dicha obligación de denuncia. 
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Con relación a lo último afirmado, en nuestro país, al
no existir credibilidad en los medios institucionales de
impartición de justicia, no solo es el ciudadano quien
no recurre a ellas para ejercer su derecho y a la vez de-
ber de denuncias, sino también los mismos servidores
públicos dentro de la administración pública ante los
órganos internos de control o demás vías instauradas
para tal efecto. 

En este contexto, si bien es cierto esta denuncia puede
ser realizada por cualquier persona, sean particulares o
servidores públicos, es pretensión nuestra pronunciar-
se únicamente sobre estos últimos debido a ellos se en-
cuentran en el corazón de la corrupción pública, que
son las dependencias gubernamentales, y por tal razón
pueden tener conocimiento de graves irregularidades
que se desprenden de información que cualquier ciu-
dadano normal no podría obtener ordinariamente. 

Así, mientras que un ciudadano normal vive la corrup-
ción en situaciones comunes de la vida diaria, como
ser detenido por un policía de tránsito por infringir una
norma de tránsito y evadir la imposición de una multa
por extender una dádiva, determinados servidores pú-
blicos vivirán la corrupción de manera distinta, v.gr.
encontrando una irregularidad de millones pesos en la
construcción de obra pública, prestación de servicios
relacionados con la misma, adquisiciones y arrenda-
mientos del sector público, entre otras situaciones, pe-
ro en esencia a determinados hechos que superan, por
mucho, la gravedad de otros cotidianos. 

En el marco del derecho internacional, la CNUCC21

obliga a los Estados a implementar medidas apropia-
das de protección a todo aquél que tenga conocimien-
to de posibles actos de corrupción. Dichas exigencias
se encuentran consignadas en sus artículos 32 y 33, en
la que el primero de ellos se denomina Protección de

testigos, peritos y víctimas, y el segundo Protección de

los denunciantes. 

La diferencia consiste en que el artículo 32 se dirige a
la protección del individuo como testigo ya inmiscui-
do en un proceso penal en curso, en el que existe evi-
dencia sólida de la posible comisión o participación
del servidor público acusado de un hecho de corrup-
ción, mientras que el artículo 33 se encauza a la pro-
tección del individuo que con bases razonables y bue-
na fe denuncia la posible comisión de un ilícito en
materia de corrupción, o su riesgo, es decir, aún no

existe procedimiento sancionador incoado y por tanto
la naturaleza del acto atiende más a una cuestión pre-
ventiva. En México, pareciere que se han tomado me-
didas razonables en términos del artículo 32 citado,
pero no así del diverso 33, cuyo fortalecimiento es el
fin de esta propuesta legislativa.

Dicho brevemente ¿Las condiciones para denunciar en
nuestro país son idóneas? En términos del numeral 7
de los Lineamientos generales para propiciar la inte-
gridad de los servidores públicos y para implementar
acciones permanentes que favorezcan su comporta-
miento ético, a través de los Comités de Ética y de Pre-
vención de Conflictos de Interés (ahora en adelante Li-
neamientos) publicados en 2015,22 únicamente puede
realizarse una delación ante el Comité de Ética y de
Prevención de Conflictos de Interés sobre posibles in-
cumplimientos al Código de Ética de los Servidores
Públicos del Gobierno Federal, de Conducta o a las
Reglas de Integridad para el ejercicio de la función
pública,23 recalcando que si bien no necesariamente
todo incumplimiento de los ordenamientos citados
puede implicar la comisión de una falta administrativa
o un delito, la comisión de una falta administrativa o
un delito siempre conllevará al incumplimiento de
aquellos ordenamientos.

Respecto de la delación, señala el numeral 724 de los
Lineamientos vigentes antes de agosto de 2017 aplica-
bles únicamente para los servidores públicos del orden
federal, que cuando resulte necesario, la identidad y
demás datos personales del delator se mantendrán en
estricta confidencialidad, así como del o de los terce-
ros a los que les consten los hechos, a no ser que el de-
lator o los terceros tengan el carácter de servidores pú-
blicos.

Como se advierte, anteriormente a 2017, no obstante
se señaló en la LGRA que las denuncias pueden ser
anónimas,25 por acuerdo de la Secretaría de la Función
Pública la delación de todo incumplimiento normativo
que debió iniciar ante el Comité de Ética y de Con-
flictos de Interés (Comité) no encontraba protección
de confidencialidad del denunciante si este era servi-
dor público, por lo que si posteriormente el Comité da-
ba vista a una autoridad investigadora superior que
contemplara tal protección en la denuncia –dígase an-
te el Órgano Interno de Control o bien ante el agente
del ministerio público-, esta no tenía efecto positivo
ulterior alguno, en virtud de que la identidad del de-
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nunciante/delator pudo haber sido conocida desde un
inicio, al momento en el que se denunció ante el Co-
mité.

Como se observó, en dichos lineamientos no se incor-
poró un criterio objetivo que permitiere justificar el
por qué un particular sí pudo ser protegido en la con-
fidencialidad del procedimiento de denuncia contra un
servidor público, cuando este no pudo serlo, incluso
cuando se atiende al mismo objeto,26 además, ¿Qué si-
tuación debe entenderse por necesaria? Claramente
queda tal definición al arbitrio del Comité, lo cual ge-
neraba inseguridad jurídica y vulneraba la confianza
del mecanismo de denuncia ante posibles represalias
una vez conocida la identidad del delator. 

Posteriormente, por acuerdo publicado el 22 de agosto
de 2017, fue modificado dicho numeral para permitir
que los servidores públicos también fueran protegidos
bajo confidencialidad, sin embargo, dicha modifica-
ción quedó al arbitrio de la Secretaría de la Función
Pública, y no así implementado por un medio que ga-
rantizare permanencia sobre la protección al denun-
ciante, es decir, que quedare plasmada en una ley así
aprobada por el poder legislativo e inmodificable por
la misma instancia administrativa ante sí. 

Lo anterior solo permite a que, atendiendo a un cam-
bio de circunstancia política en el país, la misma auto-
ridad administrativa pueda nuevamente modificar sin
límite aparente alguno dicha normatividad, regresán-
dola a su redacción original, o bien, incorporando me-
canismos que atentaren contra la promoción de la de-
nuncia anónima y confidencialidad de los datos del
delator en el servicio público.

Baste, como efecto muestra de los escenarios negati-
vos afirmados, que 6 de cada 10 mexicanos, servido-
res públicos o no, opta por no denunciar conductas ale-
jadas de la legalidad. Simultáneamente, 52 por ciento
del universo encuestado refiere no haber denunciado
por falta de confianza en las autoridades, y de manera
paralela, un 34 por ciento manifestó miedo a represa-
lias por parte de la persona que se denuncia.27

En atención a ello, es pilar reconocido de un Estado de

Derecho que la protección de todo aquel que denuncia
alguna conducta delictiva en nuestro país es primor-
dial, ya que no resulta raro que cualquier denunciante
que estime pueda ser objeto de cualquier tipo de re-

presalia por parte de los servidores públicos denuncia-
dos, o efectivamente lo haya sido, preferirá guardar si-
lencio al respecto, generando indirectamente una afec-
tación indeterminada, pues continuará el actuar
administrativo ilícito y/o irregular, máxime al tratarse
de servidores públicos que como mencionábamos pre-
viamente se encuentran en una posición especial sus-
ceptible de descubrir mayores, en gravedad y cantidad,
actos posiblemente constitutivos de corrupción.

Así, es justamente por estas consecuencias inhibidoras
de la cultura de la denuncia que la recomendación
emitida por el Comité de Ministros del Consejo de Eu-
ropa a los Estados miembros sobre protección de dela-
tores, de 2014, se encauza ampliamente a fomentar la
protección de los whistleblowers (informantes, delato-
res, denunciantes) en el combate a la corrupción tanto
en el sector público como en el privado.

Por tales razones se propone ampliar la obligación de
protección al denunciante expresamente en ley, lo cual
genera certeza y mayor garantía de las acciones pre-
tendidas al no permitir que la regulación de aspectos
fundamentales en el procedimiento de delación recai-
gan a la consideración y beneficio de quien eventual-
mente puede ser denunciado, es decir, la misma enti-
dad administrativa.

Además, se propone reiterar la obligación de los órde-
nes de gobierno de garantizar la confidencialidad del
nombre y demás datos personales del denunciante, y
adicionar que tal protección se extiende a los terceros
a los que les consten hechos denunciados y que cola-
boren además en su investigación, sean particulares o
servidores públicos.

Se pretende en el mismo sentido incorporar en la esfe-
ra de protección del denunciante a los datos personales,
más allá de solo señalar que se deberá proteger la
“identidad”, toda vez que al no ser el término “identi-
dad” un elemento delimitado en norma, el alcance de
su contenido puede caer en el juicio del operador jurí-
dico, a diferencia del término “datos personales”, que
conforme a la Ley General de Protección de Datos Per-
sonales en Posesión de Sujetos Obligados es plena-
mente cognoscible, y su contenido es cualquier infor-
mación concerniente a una persona física identificada o
identificable, considerándose que una persona es iden-
tificable cuando su identidad pueda determinarse direc-
ta o indirectamente a través de cualquier información.
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Por otra parte, como precisión jurídica y en pro del de-
recho a la seguridad jurídica, se advierte que la ley
únicamente obliga a los servidores públicos a observar
el Código de Ética emitido por las Secretarías u Órga-
nos Internos de Control, conforme a los Lineamientos
expedidos por el Sistema Nacional Anticorrupción pa-
ra la emisión del mencionado Código de Ética. 

Sobre este previo se observa, primero, que conforme a
la LGRA, el servidor público únicamente está obliga-
do a observar el Código de Ética, pero no así las Re-
glas de Integridad para el ejercicio de la función pú-
blica, el Código de Conducta,28 ni los Lineamientos
generales para propiciar la integridad de los servidores
públicos y para implementar acciones permanentes
que favorezcan su comportamiento ético, a través de
los Comités de Ética y de Prevención de Conflictos de
Interés29 o sus análogos en las entidades federativas;
segundo, que atendiendo a dicha omisión, pudiere in-
terpretarse de manera restrictiva que no le son aplica-
bles al servidor público las demás normas en la mate-
ria atendiendo a un principio de jerarquía normativa,
es decir, un acuerdo administrativo no puede exigir
más de lo que la misma Ley requiere, sobre todo por-
que la norma hace la distinción expresa, lo cual infie-
re exclusión en la interpretación literal, cuando debió
de redactarse de manera genérica como se propone en
este documento. Simultáneamente, la misma norma
solo prevé la obligación de publicar y hacer de cono-
cimiento a los servidores públicos el Código de Ética,
y no así la demás normativa relacionada y citada.

Como solución jurídica, se propone una redacción más
amplia que permita incorporar la obligación del servi-
dor público de observar cualquier norma que tenga co-
mo finalidad la promoción de la cultura de la ética, in-
tegridad y responsabilidad en el ejercicio del servicio
público, lo cual es acorde al contenido de los manda-
tos previstos en los artículos 109, fracción III de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, 5 de la Ley General del Sistema Nacional Antico-
rrupción y 7 de la Ley General de Responsabilidades
Administrativas, consistente en regirse el servicio pú-
blico por los principios de legalidad, objetividad, pro-
fesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, efi-
ciencia, eficacia, equidad, transparencia, economía,
integridad y competencia por mérito, así como la obli-
gación de publicitar y hacer del conocimiento de aque-
llos todas las demás normas relacionadas y ya multici-
tadas.

Por último, cabe referir que la presente iniciativa en-
cuentra identidad y además obedece al potencial man-
dato internacional contenido en el United States-Me-
xico-Canada Agreement (USMCA),30 que exige al
Estado Mexicano, primero, la incorporación de políti-
cas anticorrupción en materia de garantía a whistleblo-

wers, delatores, o denunciantes, cualesquiera sea su
denominación, con la finalidad de que sean protegidos
ante represalias y acciones que les perjudiquen con
motivo de su denuncia; y segundo, la ampliación de la
promoción de la cultura ética en el servicio público.31

Para mejor exposición, se integra el siguiente cuadro
comparativo:
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Es por lo anteriormente expuesto, con la única preten-
sión de atacar de manera más eficiente y eficaz este fe-
nómeno delictivo que merma el adecuado funciona-
miento de las instituciones del estado, circunstancia
indispensable para el disfrute de otros derechos funda-
mentales, que someto a la consideración de esta hono-
rable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 16 y 91
de la Ley General de Responsabilidades Adminis-
trativas

Único. Se reforman los artículos 16 y 91 de la Ley
General de Responsabilidades Administrativas, para
quedar como sigue:

Artículo 16. Los servidores públicos deberán observar
el código de ética, conducta, reglas de integridad, line-
amientos generales y toda norma que tenga como fi-
nalidad la promoción de la cultura de la ética, integri-
dad y responsabilidad en el ejercicio del servicio
público que al efecto sean emitidos por las Secretarías
o los Órganos internos de control, conforme a los line-
amientos que emita el Sistema Nacional Anticorrup-
ción, para que en su actuación impere una conducta
digna que responda a las necesidades de la sociedad y
que oriente su desempeño.

Las normas a que se refiere el párrafo anterior deberán
hacerse del conocimiento de los servidores públicos de
la dependencia o entidad de que se trate, así como dar-
les la máxima publicidad.

(…)

Artículo 91. La investigación por la presunta respon-
sabilidad de faltas administrativas iniciará de oficio,
por denuncia o derivado de las auditorías practicadas
por parte de las autoridades competentes o, en su caso,
de auditores externos. 

Las denuncias podrán ser anónimas. En su caso, las
autoridades investigadoras mantendrán con carácter de
confidencial la identidad y demás datos personales de
las personas que denuncien las presuntas infracciones,
así como de los terceros a los que les consten los he-
chos y colaboren en la investigación de la conducta
denunciada.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Es un sindicato nacional de afiliación voluntaria que reúne em-

presarios de los diferentes sectores económicos del país, y tiene

como uno de sus objetivos formular proposiciones estratégicas con

base en el estudio y el análisis de la realidad económica, política,

social y empresarial mexicana. 

2 Vid. De la Rosa, Eduardo (24 de mayo de 2017) “Coparmex: ho-

gares mexicanos destinan 14% de ingresos en corrupción” publi-

cado en portal electrónico de noticas “Milenio”. Recuperado de:

http://www.milenio.com/negocios/corrupcion_mexico-inflacion-

c o p a r m e x - i n v e r s i o n - g e n e r a c i o n _ e m p l e o s - p i b - m i l e -

nio_0_962304057.html (Consultado el 24 de mayo de 2017)

3 Cfr. HERNÁNDEZ DURÁN, Leopoldo: “Hilan siete años de ba-

jas, en credibilidad” publicado el 27 de noviembre de 2016 en por-

tal electrónico de noticias “El Economista”. Consúltese en:

http://eleconomista.com.mx/sociedad/2016/11/27/hilan-siete-

anos-bajas-credibilidad (Consultado el 29 enero de 2017)

4 La denuncia social, no cabe duda, es el mecanismo de control po-

lítico más importante que posee la ciudadanía sobre el gobierno.

5 Vid. Comité de Derechos Humanos (1995) caso Gauthier c. Ca-

nadá, párr. 13.4. El comité de Derechos Humanos abordó este te-

ma en el cual, después de citar su doctrina relativa a la relación en-

tre los derechos políticos y la libertad de expresión, comentó que

todo individuo, en particular por conducto de los medios de infor-

mación, deberían tener amplio acceso a la información y la opor-

tunidad de difundir información y opiniones acerca de las activi-

dades de los órganos del Estado constituidos por elección y de sus

miembros. 

6 Vid. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (1997) ca-

so Medina Charry c. Colombia, párrs. 73-74. 

Consúltese informe: 

https://www.cidh.oas.org/annualrep/97span/Colombia11.221.htm

(Consultado 20 marzo de 2017)

7 Consultado en: 
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http://www.theguardian.com/news/datablog/2014/jan/07/where-

deadliest-most-dangerous-place-journalists-syria y

https://www.cpj.org

8 Por mencionar ejemplos: SANCHO, Víctor. (3 de mayo de 2017)

“Corrupción acorrala periodistas: informe” Publicado en portal

electrónico de noticias “El Universal”. Consúltese en: 

http:/ /www.eluniversal.com.mx/articulo/nacion/seguri-

dad/2017/05/3/corrupcion-acorrala-periodistas-informe; AFP:

“Desaparece periodista mexicano que denunciaba casos de corrup-

ción en Sinaloa”, publicado en periódico digital “Emol” el 18 de

octubre de 2014. Consúltese: http://www.emol.com/noticias/inter-

nacional/2014/10/18/685656/desaparece-periodista-de-mexico-

que-denunciaba-casos-de-corrupcion-en-sinaloa.html; URESTE,
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digital “Animal Político” el 14 de abril de 2017. Consúltese:

http://www.animalpolitico.com/2016/04/con-pena-nieto-persisten-

la-corrupcion-y-las-violaciones-a-derechos-humanos-dice-esta-

dos-unidos/  

9 Vid. United States Agency for International Development (2005)

Fragile States Strategy. USAID. Washington. PD-ACA-999. Pág.

6. Consúltese en: http://pdf.usaid.gov/pdf_docs/PDACA999.pdf 

10 “Costos económicos: Inversión – Hasta 5% menor en países

con mayor corrupción (FMI); Ingreso de las empresas – Pérdida de

5% de las ventas anuales (Ernst & Young); Piratería – Pérdida de

480 mil empleos al año (CEESP); Producto Interno Bruto – 2% del

PIB (WEF), 9% (Banco de México, Banco Mundial y Forbes),

10% (CEESP). Costos políticos: Insatisfacción con la democracia:

Sólo 37% apoya a la democracia; Sólo 27% se encuentra satisfe-

cho con la democracia (Latinobarómetro 2013). Crisis de repre-

sentación: 91% no confía en partidos políticos; 83% no confía en

legisladores; 80% no confía en instituciones del sistema judicial

(Barómetro Global de la Corrupción, Transparencia Mexicana).

Costos sociales: Bienestar: 14% del ingreso promedio anual de los

hogares destinado a pagos extraoficiales (Transparencia Mexica-

na). Violencia: Existe una correlación positiva entre corrupción y

niveles de violencia (Institute for Economics and Peace).” Estos y

más datos duros en: Amparo Casar, María (2015) México: Anato-

mía de la Corrupción. Instituto Mexicano para la Competitividad

A. (IMCO) y Centro de Investigación y Docencia Económicas (CI-

DE). México. Consúltese: http://imco.org.mx/politica_buen_go-

bierno/mexico-anatomia-de-la-corrupcion/ 

11 Consúltese en: https://www.oecd.org/daf/anti-bribery/Conv-

CombatBribery_Spanish.pdf 

12 Consúltese en: http://www.oas.org/es/sla/ddi/tratados_multila-

terales_interamericanos_B-58_contra_Corrupcion.asp 

13 Consúltese en: https://www.unodc.org/pdf/corruption/publica-

tions_unodc_convention-s.pdf 

14 Se reformaron 19 artículos constitucionales, mismos en los que

se exigió la expedición de por lo menos 4 leyes nuevas y diversas

modificaciones a varias ya existentes.

15 Pueden consultarse libremente de manera electrónica en el por-

tal oficial del Diario Oficial de la Federación: 

http://www.dof.gob.mx/

16 Vid. Transparencia Mexicana (24 de enero de 2017) “Reformas

legislativas no logran frenar caída en el índice de Percepción de la

Corrupción: Transparencia Mexicana” Publicado en portal electró-

nico “Transparencia Mexicana”. 

Consúltese: http://www.tm.org.mx/ipc2016/ 

17 Vid. Transparencia Internacional (2018) Corruption Perceptions

Index 2017. S.P. Consúltese en: 

https://www.transparency.org/news/feature/corruption_percep-

tions_index_2017 

18 Solicitud de información por medio electrónico realizada por

Armando López Torres a la Dirección General de Quejas, Orienta-

ción y Transparencia de la Comisión Nacional de los Derechos

Humanos, mediante oficio No. 063604, de folio 00054216. Re-

suelta en la Ciudad de México el 22 de septiembre de 2016 por el

licenciado Carlos Manuel Borja Chávez, Director General de la ci-

tada Dirección.

19 Ídem. 

20 Solicitud de información por medio electrónico realizada por

Armando López Torres a la Oficina del C. Procurador, a través de

su Unidad de Transparencia y Apertura Gubernamental, mediante

oficio PGR/UTAG/02109/2017, de folio 0001700069617. Resuel-

ta en la Ciudad de México el 4 de abril de 2017 por el Licenciado

Miguel Ángel Cerón Cruz, encargado del Despacho de la Unidad

de Transparencia y Apertura Gubernamental.

21 Vid. Oficina contra la Droga y el Delito de las Naciones Unidas

(31 de octubre de 2003) Resolución 58/4 de la Asamblea General.

Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción. Con-

súltese: 
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vention-s.pdf 

22 Vid. Acuerdo que tiene por objeto emitir el Código de Ética de

los servidores públicos del Gobierno Federal, las Reglas de Inte-

gridad para el ejercicio de la función pública, y los Lineamientos

generales para propiciar la integridad de los servidores públicos y

para implementar acciones permanentes que favorezcan su com-

portamiento ético, a través de los Comités de Ética y de Preven-

ción de Conflictos de Interés, publicado el 20 de agosto de 2015 en

el Diario Oficial de la Federación. Consúltese: 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5404568&fe-

cha=20/08/2015 

23 Ibídem.

24 7.  (…) Cuando resulte necesario el Comité mantendrá estricta

confidencialidad del nombre y demás datos de la persona que pre-

sente una delación, y del o los terceros a los que les consten los he-

chos, a no ser que tengan el carácter de servidores públicos. (…)

–énfasis añadido-.

25 Artículo 91. La investigación por la presunta responsabilidad de

Faltas administrativas iniciará de oficio, por denuncia o derivado

de las auditorías practicadas por parte de las autoridades compe-

tentes o, en su caso, de auditores externos. 

Las denuncias podrán ser anónimas. En su caso, las autoridades in-

vestigadoras mantendrán con carácter de confidencial la identidad

de las personas que denuncien las presuntas infracciones.

26 Cfr. Transparencia Internacional (15 de mayo de 2013) “Whis-

tleblower protection and the UN Convention Against Corruption”.

ISBN: 978-3-943497-33-5. Recuperado de: 

https://www.transparency.org/whatwedo/publication/whistleblo-

wer_protection_and_the_un_convention_against_corruption 

27 Vid. INE y Colmex (2014) Informe País sobre la calidad de la

Ciudadanía en México. Citado en: Amparo Casar, María. Op. Cit.

Pág. 35

28 De conformidad con el Acuerdo multicitado, el Código de Con-

ducta es distinto al Código de Ética, siendo el primero el instru-

mento emitido por el Titular de la dependencia o entidad a pro-

puesta de los Comités de Ética y de Prevención de Conflictos de

Interés, y el segundo el Código de Ética de los Servidores Públicos
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lidades Administrativas. Publicado en el Diario Oficial de la Fede-

ración el 12 de octubre de 2018. Consúltese: 

https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5540872&fe-

cha=12/10/2018 

30 Mecanismo internacional que reemplazó el Tratado de Libre

Comercio de América del Norte (TLCAN, o NAFTA por su deno-

minación en inglés North American Free Trade Agreement).

31 Vid. Baker Mckenzie (27 de octubre de 2017) “Remarkable An-

ti-Corruption Framework in the new United States-México-Cana-

dá Agreement. Publicado en revista académica electrónica “Lexo-

logy”. Consultado el 10 de noviembre de 2018. Recuperado de:
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzode 2019.

Diputada Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado
(rúbrica)
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QUE EXPIDE LA LEY QUE CREA LA UNIVERSIDAD NACIO-
NAL NÁUTICA MERCANTE, A CARGO DEL DIPUTADO JESÚS

FERNANDO GARCÍA HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA

El suscrito, Jesús Fernando García Hernández, diputa-
do a la LXIV Legislatura, integrante del Grupo Parla-
mentario de Morena, con fundamento en lo que dispo-
ne el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación
con los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración del pleno de
esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto por
el que se expide la Ley que crea la Universidad Na-
cional Náutica Mercante, con el propósito de mejorar
la educación de nuestro país en esta materia, bajo la si-
guiente

Exposición de Motivos

Antecedentes

La educación marítima de México, tan antigua como
la independencia de nuestro país, data de 1822, fecha
en que por una disposición presidencial con visión de
largo alcance, es creada la primera Escuela Náutica
para la Marina Mercante en Isla del Carmen, Campe-
che.

En 1880 se establece en Mazatlán, Sinaloa, la Escuela
Náutica para la Marina del Comercio, hoy denomina-
da Escuela Náutica Mercante Capitán de Altura Anto-
nio Gómez Maqueo.

La Escuela de Comercio y Náutica de Veracruz, hoy
conocida como Escuela Náutica Mercante Capitán de
Altura Fernando Siliceo y Torres, en la ciudad y puer-
to del mismo nombre, es fundada en 1919.

En 1945 se crea la Escuela Náutica Mercante de Tam-
pico, Tamaulipas, que actualmente lleva por nombre
Capitán de Altura Luis Gonzaga Priego González.

Así y con el propósito central de modernizar la in-
fraestructura y homogenizar el sistema de enseñanza
de estos planteles educativos, en 1972 se instituyó el
Fideicomiso para la Reestructuración y Funciona-
miento de las Escuelas Náuticas de Mazatlán, Vera-
cruz y Tampico.

Entre otras acciones de trascendencia, inicia la moder-
nización de las instalaciones de los planteles educati-
vos y se implementa para los mismos el sistema de in-
ternado, con un objetivo específico: fomentar el
trabajo académico y el desarrollo de personal al fami-
liarizar a los alumnos con la rutina de a bordo en em-
barcaciones.

Asimismo, el Fideicomiso lleva a cabo gestiones para
la adquisición del buque escuela Primero de Junio, que
al concluir su vida útil fue sustituido por el Náuticas de
México, que en 2005 fue retirado del servicio. El pro-
pósito de haber adquirido ambas embarcaciones estuvo
en incrementar el nivel práctico, académico y profesio-
nal de los oficiales de la marina mercante en México.

Ya entrado el año de 1980, el organismo actualiza su
nombre y es denominado Fideicomiso de Formación y
Capacitación para el Personal de la Marina Mercante
Nacional, el cual entre otras funciones, ha venido ga-
rantizando la educación del personal que conforma la
marina mercante mexicana, a través de la formación,
actualización y capacitación.

En 2002 se instaura el Centro de Capacitación Náuti-
ca de Ciudad del Carmen, Campeche y en 2006, mo-
difica su nombre por el de Centro de Educación Náu-
tica de Campeche.

Las instituciones constitutivas del Fideicomiso de For-
mación y Capacitación para el Personal de la Marina
Mercante Nacional (Fidena), conforman el Sistema
Nacional de Educación Náutica, caracterizado por
ofrecer “estudios de calidad a nivel superior en el ám-
bito marítimo” y que a decir del propio organismo, es-
tá “comprometido con la excelencia de sus estudian-
tes, gestionando su mejora continua y administrando
eficientemente los recursos para garantizar a la gente
de mar, formación y competencias integrales que ga-
ranticen su incorporación al mercado de trabajo, en
apoyo al transporte marítimo seguro, protegido y efi-
ciente sobre océanos limpios”.

Panorama

La ubicación geográfica de México, flanqueado por
los dos océanos más grandes del mundo, confiere a
nuestro país una posición de enorme ventaja en el ám-
bito de la conectividad marítima comercial con todo el
planeta.
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Es así que frente a las expectativas de crecimiento que
proyecta el flujo global de comercio, gracias precisa-
mente al transporte de mercancías por la vía marítima,
la condición de nuestra nación resulta factor favorable
para la búsqueda de nuevas rutas y socios comerciales
en todo el mundo, generando así condiciones para el
ingreso de inversiones y divisas.

Ofrece además oportunidades enormes de desarrollo
en materia pesquera, de exploración y producción de
hidrocarburos, de investigación oceanográfica y desde
luego en la del turismo náutico, comercio marítimo y
construcción naval.

Es válido acotar que la economía de costos por uso de
combustible, así como la movilización de mayores vo-
lúmenes de carga, constituyen elementos de aliento al
desarrollo del comercio marítimo mundial, que en la
actualidad beneficia de manera directa a una población
superior a mil 100 millones de personas.

Un mundo cada vez más globalizado gracias al co-
mercio internacional y al sitio indiscutible que esta ac-
tividad representa para la economía, con demandas
crecientes de mercancías diversas, hacen de la marina
mercante una alternativa competitiva que es necesario
atender de manera eficiente, donde un mayor número
de personas capacitadas y formadas profesionalmente
han de jugar un papel de relevancia.

En años recientes, el comercio mundial movilizado vía
marítima se ha mantenido en 80 por ciento en prome-
dio del total, con una tendencia al crecimiento que
obligará a las naciones y en particular a nuestro país, a
realizar acciones que se distingan por adecuar están-
dares de eficiencia, que deberán estar sustentados en-
tre otras medidas, en un impulso a la educación náuti-
ca mercante.

El impulso a la educación en materia náutica mercan-
te en México, amén de significarse por una formación
integral de profesionistas y una constante actualiza-
ción de habilidades y conocimientos, debe ser parte
fundamental de la agenda que nuestra nación perfila
para enfrentar las oportunidades que le ofrece un co-
mercio marítimo en franco desarrollo en todo el orbe.

La mejora y mayor oferta educativa en las disciplinas
propias de la actividad náutica mercante, son factores
que indudablemente contribuirán a que nuestra nación

disponga de aquello que se ha denominado plataforma
logística global.

El objetivo es claro: impulsar en lo general la activi-
dad náutica y desde luego el transporte oportuno de
mercancías por la vía marítima, respondiendo así a las
necesidades crecientes de estos mercados.

Fundamento

De acuerdo con el Fidena, la educación náutica de Mé-
xico, sometida a una constante actualización, ha esta-
do basada en normas internacionales de carácter obli-
gatorio, que tienen como sustento el Convenio
Internacional de Formación, Titulación y Guardia pa-
ra la Gente de Mar.

El Fidena precisa asimismo que “los métodos educati-
vos y las técnicas didácticas van más allá de la trans-
misión de conocimientos”, toda vez que “priorizan el
desarrollo de las habilidades y competencias”.

Indica que éstos “desarrollan el razonamiento lógico
matemático exigido por el área de ingeniería, así como
aptitudes de liderazgo, disciplina, responsabilidad y
valores que permiten al estudiante desempeñarse con
éxito en la industria del transporte marítimo”.

Lo anterior refleja una trayectoria en la cual ha estado
presente la atención a la vocación náutica mercante de
México, que demanda su consolidación de cara a los
retos que impone la agenda mundial en esta materia.

Respecto a ello, especialistas proponen como necesa-
rio impulsar medidas tendientes a fortalecer la educa-
ción náutica mercante de México, con la creación de
una institución cuyo objetivo sea potenciar la forma-
ción técnica y práctica en esta actividad.

Una institución que se denominaría Universidad Na-
cional Náutica Mercante, que represente una etapa
nueva en la educación pública de México en esta ma-
teria.

Para el propósito definen un mecanismo específico:
poner en marcha un sistema educativo que lleve a Mé-
xico a posiciones de liderazgo en la materia náutica
mercante, con planes y programas de estudio actuali-
zados y basados en innovaciones científicas y tecnoló-
gicas.
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Un sistema que oferte educación a nivel licenciatura y
posgrado en disciplinas diversas y complementarias
como ingeniería y arquitectura naval, administración
portuaria, políticas públicas marítimas, investigación y
desarrollo marítimo, economía marítima y derecho
marítimo, entre otras.

La propuesta tiene un objetivo claro: mejorar la edu-
cación en la materia para ubicar a México como na-
ción referente en la esfera de la actividad náutica mer-
cante.

La propuesta cobra importancia y actualidad, al haber-
se anunciado que la presente administración proyecta
crear en México 100 universidades públicas, para lle-
gar a las zonas más alejadas y marginadas del país bus-
cando así que más personas accedan al derecho a la
educación profesional.

Vale referir que el Fidena ha ejercido entre 2010 y
2018 un presupuesto que anualmente han ido de 61 a
75 millones de pesos y que en 2019 se proyecta sea de
71 millones, mientas que las universidades públicas
reciben cada ejercicio fiscal un presupuesto promedio
por el orden de los 2 mil 300 millones de pesos.

La creación de la Universidad Nacional Náutica Mer-
cante implicaría entonces destinar un presupuesto ma-
yor a la educación en la materia, trayendo entre otros
beneficios: condiciones para la ampliación de la co-
bertura educativa y reducciones en los costos por con-
cepto del pago de colegiaturas.

Una medida inicial positiva que, seguramente vendrá a
fomentar el desarrollo de la actividad.

Un transporte marítimo moderno y suficiente, impone
retos que es preciso e impostergable atender, impul-
sando entre otras medidas, acciones tendientes a forta-
lecer la educación en aquellas disciplinas propias de la
actividad náutica mercante.

Hay en ello un propósito específico: generarle a nues-
tro país mejores condiciones de competencia econó-
mica, que le representen a su población oportunidades
de desarrollo económico y social.

En virtud de lo anteriormente expuesto, someto a con-
sideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley que crea la Uni-
versidad Nacional Náutica Mercante

Artículo Único. Se expide la Ley que crea la Univer-
sidad Nacional Náutica Mercante, para quedar como
sigue:

Ley que crea la 
Universidad Nacional Náutica Mercante

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. Se expide la presente ley en apego y cum-
plimiento a los criterios establecidos en el párrafo se-
gundo, fracción V del artículo 3o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 2. Se crea la Universidad Nacional Náutica
Mercante como institución de educación pública del
Estado mexicano, la cual cuenta con personalidad ju-
rídica y patrimonio propio.

Artículo 3. Las disposiciones de la presente ley son de
interés público y estratégicas para el desarrollo de la
educación en la materia. 

Artículo 4. La presente ley tiene por objeto impulsar
la educación en la materia y contribuir así al desarro-
llo de las disciplinas contenidas en la actividad.

Artículo 5. La Universidad impartirá educación supe-
rior en la materia, sin menoscabo de la que oferten las
instituciones de carácter privado.

Artículo 6. La Universidad estará facultada para dise-
ñar sus planes y programas de estudio, cuya aplicación
se hará a través de la docencia, la investigación y la
extensión.

Artículo 7. La Universidad estará constituida por au-
toridades, docentes especializados, investigadores, es-
tudiantes y personal administrativo.

Artículo 8. La educación que ofrezca la Universidad,
estará basada de manera obligatoria en las normas del
Convenio Internacional de Formación, Titulación y
Guardia para la Gente de Mar.
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Artículo 9. La Universidad establecerá preferente-
mente sus unidades y centros de estudio, así como de
investigación, en los puertos de Altura de México. 

Artículo 10. La Universidad estará adscrita a la Coor-
dinación General de Puertos y Marina Mercante de la
Secretaría de Comunicaciones y Transportes.

Artículo 11. Para los efectos de esta ley, se entiende por:

I. Universidad: La Universidad Nacional Náutica
Mercante;

II. Actividad: La actividad náutica mercante, y

III. Materia: La educación náutica mercante.

Artículo 12. La presente Ley tiene por objetivos:

I. Promover el liderazgo de México en la materia;

II. Formar profesionales en la materia, con alto gra-
do de especialización;

III. Desarrollar programas e innovaciones científi-
cas y tecnológicas en la materia;

IV. Impartir educación superior en la materia, en
apego a los requerimientos y normatividad nacional
e internacional de la actividad;

V. Fomentar el uso de las tecnologías de la infor-
mación y comunicación en los procesos de ense-
ñanza-aprendizaje;

VI. Promover el desarrollo de la cultura marítima
entre los agentes involucrados en la actividad, y

VII. Establecer convenios, con organismos y uni-
versidades nacionales e internacionales tendientes
al desarrollo de la actividad en México.

Capítulo II
De las Facultades de la Universidad

Artículo 13. Son facultades de la Universidad las si-
guientes:

I. Impartir educación en la materia en los niveles de
licenciatura y postgrado;

II. Impartir educación en la materia basada en las
normas internacionales de los países contratantes
del Convenio Internacional de Formación, Titula-
ción y Guardia para la Gente de Mar;

III. Ofrecer métodos educativos que además de ga-
rantizar la transmisión de conocimientos, generen el
desarrollo de habilidades y competencias en los es-
tudiantes;

IV. Ofrecer catedra cuyo objetivo sea formar profe-
sionales con los conocimientos y habilidades para
el desarrollo de la actividad en todas sus vertientes;

V. Diseñar planes de estudio que atiendan las nece-
sidades de especialización que requiere la activi-
dad;

VI. Mantener una constante actualización de sus
planes y programas de estudio;

VII. Fomentar la investigación en la materia;

VIII. Vincularse con otras instituciones a efecto de
extender de forma recíproca los conocimientos que
deriven de investigaciones, y

IX. Las demás que le determinen leyes y reglamen-
tos.

Capítulo III
De las Atribuciones de la Universidad

Artículo 14. Son atribuciones de la Universidad las si-
guientes:

I. Establecer su régimen de gobierno interno;

II. Organizar sus funciones y estructura respectiva;

III. Administrar su patrimonio;

IV. Formular planes y programas de estudio en la
materia;

V. Establecer los términos de contratación y perma-
nencia de su personal docente y administrativo;

VI. Establecer los términos de ingreso y permanen-
cia de los alumnos;
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VII. Otorgar y expedir títulos, diplomas, certifica-
dos de estudio, menciones honorificas y grados aca-
démicos;

VIII. Revalidar estudios en la materia realizados en
instituciones nacionales o extranjeras;

IX. Firmar convenios de apoyo reciproco con insti-
tuciones académicas y organismos relacionados con
la materia;

X. Establecer relaciones con dependencias del sec-
tor público a efecto de actualizar planes y progra-
mas de estudio, y

XI. Las demás que le determinen leyes y reglamen-
tos

Capítulo IV
De la Estructura de Gobierno de la Universidad

Artículo 15. La estructura de gobierno de la Universi-
dad estará integrada por:

1. La Junta de Gobierno.

2. El Consejo Universitario.

3. El Rector.

4. Los Directores de Escuelas e Institutos.

5. Los Consejos Técnicos de Escuelas e Institutos. 

Artículo 16. La Junta de Gobierno se integrará de con-
formidad con lo establecido en el artículo tercero tran-
sitorio de esta Ley.

Artículo 17. Son facultades de la Junta de Gobierno
las siguientes:

I. Nombrar al Rector, conocer de la renuncia de és-
te y removerlo por causa que la Junta aprecie dis-
crecionalmente;

II. Aprobar la propuesta de presupuesto para la Uni-
versidad que le presente el Rector;

III. Nombrar a los directores de las Escuelas e Ins-
titutos;

IV. Expedir las normas y disposiciones administra-
tivas;

V. Resolver los conflictos de asuntos que no sean
competencia del Consejo Universitario.

Artículo 18. Para ser miembro de la Junta de Gobier-
no, se requerirá:

I. Ser mexicano por nacimiento;

II. Ser mayor de treinta y cinco y menor de setenta
y cinco años;

III. Poseer al menos un postgrado universitario en
la materia, y

IV. Contar con experiencia como docente, investi-
gador y profesional en el ejercicio de la actividad.

El cargo de miembro de la Junta de Gobierno será ho-
norario.

Capítulo V
De la Estructura de Autoridad de la Universidad

Artículo 19. La estructura de autoridad de la Univer-
sidad estará integrada por:

1. El Consejo Universitario;

2. El Rector;

3. Los Directores de Escuelas e Institutos, y

4. Los Consejos Técnicos de Escuelas e Institutos. 

Artículo 20. El Consejo Universitario se integrará por
el Rector, directores de escuelas e institutos y por re-
presentantes de los alumnos de la Universidad, en nú-
mero y modalidades de elección y selección que de-
termine la propia legislación y reglamentación interna.

Artículo 21. Son facultades del Consejo Universitario
las siguientes:

I. Expedir aquellas normas y disposiciones genera-
les cuyo objetivo sea la organización y funciona-
miento técnico docente y de investigación de la
Universidad, y
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II. Conocer y resolver aquellos asuntos que de
acuerdo a su competencia le sean sometidos.

Las facultades del Consejo Universitario estarán esta-
blecidas en la legislación y reglamentación interna.

Artículo 22. El jefe de la Universidad será el Rector.

Artículo 23. El Rector será el representante legal y
presidente del Consejo Universitario de la institución.

Artícul6o 24. Para ser Rector de la Universidad se re-
querirá:

I. Ser mexicano por nacimiento;

II. Ser mayor de treinta y cinco y menor de setenta
años;

III. Poseer al menos un postgrado universitario en
la materia, y

IV. Contar con experiencia como docente, investi-
gador y profesional en el ejercicio de la actividad.

Capítulo VI
Del Funcionamiento de la Universidad

Artículo 25. Para su funcionamiento, la Universidad:

I. Formulará un programa anual de trabajo a ejecu-
tarse en el correspondiente ciclo escolar, cuyo ca-
lendario lo determinen las autoridades educativas
del ámbito federal;

II. Supervisará los avances del programa anual de
trabajo y determinará las acciones y mecanismos a
implementar para el cumplimiento de las metas pro-
yectadas;

III. Revisará periódicamente con su estructura do-
cente y de investigadores los programas de estudio,
a efecto de mantenerlos actualizados;

IV. Optimizará el uso de sus recursos físicos, con la
aplicación de un programa de eficiencia y austeridad;

V. Desarrollará programas de actividades encauza-
das a promover la integración de los estudiantes al
campo laboral;

VI. Implementará programas de actualización y for-
mación continua de docentes e investigadores, y

VII. Evaluará y validará aquellas investigaciones a
cargo de docentes, investigadores y estudiantes, que
tengan como propósito enriquecer planes y progra-
mas de estudio.

Capítulo VII
Del Financiamiento de la Universidad

Artículo 26. La Universidad dispondrá para su fun-
cionamiento de un presupuesto público que anualmen-
te se determine en el decreto de Presupuesto de Egre-
sos de la Federación.

Artículo 27. Los ingresos adicionales de recursos pa-
ra la Universidad estarán determinados en la legisla-
ción y reglamentación interna.

Capítulo VII
Disposiciones Finales

Artículo 28. Las relaciones laborales de la Universi-
dad se regirán al amparo de la Ley Federal de los Tra-
bajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del
Apartado b) del Artículo 123 Constitucional.

Artículo 29. La Universidad impartirá sus estudios
bajo un régimen de internado.

Artículo 30. El régimen de colegiaturas de la Univer-
sidad estará determinado por el reglamento interno.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. Las menciones contenidas en otras
leyes, reglamentos y, en general, en cualquier disposi-
ción respecto del Fideicomiso de Formación y Capaci-
tación para el Personal de la Marina Mercante Nacio-
nal, cuyas funciones quedan sin efecto por virtud de
este decreto, se entenderán referidas a la Universidad
Nacional Náutica Mercante.

Artículo Tercero. La Ley Orgánica de la Universidad
Nacional Náutica Mercante determinará los procedi-
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mientos para la integración del Consejo Constituyente
que habrá de designar la Junta de Gobierno inicial y la
renovación de la misma.

Artículo Cuarto. El titular del Poder Ejecutivo fede-
ral, por conducto de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, enviará a la Cámara de Diputados la pro-
puesta presupuestal que corresponda a la creación de
la Universidad Nacional Náutica Mercante.

Artículo Quinto. El titular del Poder Ejecutivo fede-
ral instruirá el traspaso de personal, recursos financie-
ros materiales, bienes inmuebles, archivos y expedien-
tes del Fideicomiso de Formación y Capacitación para
el Personal de la Marina Mercante Nacional que co-
rrespondan a la Universidad Nacional Náutica Mer-
cante, en un plazo que correrá a partir de la entrada en
vigor del presente decreto y hasta que entre en funcio-
nes la institución educativa.

Artículo Sexto. La Universidad Nacional Náutica
Mercante entrará en funciones a partir del ciclo esco-
lar 2020-2021.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputado Jesús Fernando García Hernández (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 27 A 29 DE LA LEY PARA

LA PROTECCIÓN DE PERSONAS DEFENSORAS DE DERE-
CHOS HUMANOS Y PERIODISTAS, SUSCRITA POR EL DIPU-
TADO JOSÉ SALVADOR ROSAS QUINTANILLA E INTEGRAN-
TES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

El suscrito José Salvador Rosas Quintanilla y los in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78

del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete-
mos a consideración de esta honorable asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman los artículos 27, 28 y 29, de la Ley
para la Protección de Personas Defensoras de De-
rechos Humanos y Periodistas.

Exposición de Motivos

La crisis de violencia que el país ha sufrido desde prin-
cipios de esta década ha implicado una serie de even-
tos preocupantes para el mantenimiento de la libertad
de expresión por parte de dirigentes de movimientos
sociales y periodistas. Según información publicada
en medios nacionales, en enero y febrero de 2019 se
han cometido 6 asesinatos de activistas y 2 de perio-
distas,1 lo que implica un tercio de los 13 asesinatos de
activistas y los 12 de periodistas cometidos en 2018,2

situando a México como unos de los peores países pa-
ra el ejercicio libre de la organización de movimientos
y el ejercicio del periodismo profesional ante el temor
de represalias que atentan contra la vida de estas per-
sonas y sus respectivos allegados.

Esto es algo indignante y preocupante en una nación
que pretende apegarse a los altos estándares de seguri-
dad que una nación democrática contemporánea debe-
ría de garantizar. Salvaguardar las libertades de la ciu-
dadanía, así como el derecho a disentir y manifestarse,
es algo indispensable en el desarrollo de un país plural
y con las herramientas para encontrar diversas solu-
ciones a los problemas cotidianos. 

La crítica, si es acallada, sólo da paso al estableci-
miento de políticas que pueden ser traficadas como la
voluntad de la mayoría, pero que no necesariamente
reflejan los deseos de la opinión pública. En un perio-
do de ascenso de gobiernos con características totali-
tarias alrededor del mundo, la labor de callar a la disi-
dencia, ya sea por parte de actores en cargos públicos
o por parte del crimen organizado, demuestra lo mu-
cho que nos hace falta trabajar en términos de seguri-
dad y mantenimiento de las libertades individuales an-
te el temor de un escenario de esta clase en el futuro de
nuestro país.

Mantener una normatividad que garantice los linea-
mientos indispensables en favor de la protección de
actividades de alto riesgo, como podrían considerarse
esta clase de labores en el México contemporáneo, re-
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sulta ser un trabajo obligatorio para nosotros como le-
gisladores. 

Más allá de posicionamiento ideológicos y políticos,
garantizar las bases del pensar diferente y tener la po-
sibilidad de comunicarlo o manifestarlo, es algo que
cualquiera, ya sea como régimen u oposición, necesi-
tan para mantener un espacio de diálogo, pluralidad y
una potencial transición ante resultados deficientes
respecto a las expectativas de la ciudadanía.

Por ello, como una medida para dar cabida a posterio-
res modificaciones en la normatividad acerca de la
protección de esta clase de labores, proponemos una
modificación a la Ley para la Protección de Personas
Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas en
materia de los tiempos necesarios para dotar de pro-
tección a actores que se ven comprometidos en su se-
guridad en el ejercicio de estas clase de funciones. 

Consideramos que los 10 días necesarios para la vali-
dación del estudio de riesgo es tiempo que debería de
acortarse debido a la urgencia de un caso de esta cla-
se. Si bien, la carga es mayor para los evaluadores, la
situación requiere de que exista disposición de recur-
sos y material humano para desarrollarse en tiempos
que sean lo suficientemente útiles para mantener la in-
tegridad de los afectados. 

Por otra parte, la necesidad de agilizar los procesos y
así poder garantizar la calidad de la evaluación requie-
re un reajuste en los lineamientos a los cuales se ape-
gue al momento de emplear sus criterios. Si bien, se
encuentra contenida en la ley en su artículo 28, la am-
bigüedad de palabras como “mejor” y “buenas prácti-
cas”, apela más a un juicio de valor moral o subjetivo
y no a metodología verificada y reutilizable para los
casos en México. 

Por último, el periodo de confirmación de las solicitu-
des, su difusión ante los canales pertinentes y su apli-
cación remite a tiempos sumamente extensos ante la
situación tan grave que atraviesa el actor o actores in-
volucrados. En tiempos donde los dispositivos electró-
nicos cuentan con la capacidad de transmitir informa-
ción en tiempo real y recolectar vastas cantidades de
información, alargar el proceso a un mes para su apli-
cación deriva en un alto riesgo para activistas y perio-
distas. Usar esta clase de herramientas para agilizar los
procesos y darle un uso apegado a la ley, demanda re-

ajustar los tiempos en los cuales se realiza dicha ope-
ración ante la existencia de las herramientas y tecno-
logías que facilitan el poder hacerlo. 

Así entonces, es necesario contar con un marco nor-
mativo que exija la presencia de estos elementos para
el cumplimiento de las expectativas ligadas a la efi-
ciencia para la salvaguarda de actores vulnerables, por
lo que se propone una modificación a los artículos 27,
28 y 29 de la Ley para la Protección de Personas De-
fensoras de Derechos Humanos y Periodistas, en favor
de implementar mejores herramientas y agilizar los
procesos para el mantenimiento de la seguridad de ac-
tivistas y periodistas. Esto refuerza la seguridad y el
mantenimiento de las libertades individuales al de-
mostrar que la labor estatal respalda la diversidad de
perspectivas y la apertura a la información, donde
cualquier que pretenda vulnerarla se topará con todo el
peso de la ley.

A efecto de clarificar los cambios que se proponen se
muestra continuación el siguiente cuadro:
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Con esto, se ejemplifica de manera explícita el argu-
mento para proponer la siguiente iniciativa con pro-
yecto de; 

Decreto por el que se reforma el segundo párrafo
del artículo 27, el artículo 28 y las fracciones I y II
del artículo 29; todos de la Ley para la Protección
de Personas Defensoras de Derechos Humanos y
Periodistas

Único. Se reforman el segundo párrafo del artículo 27;
el artículo 28 y las fracciones I y II del artículo 29; to-
dos de la Ley para la Protección de Personas Defenso-
ras de Derechos Humanos y Periodistas, para quedar
de la siguiente manera;

Artículo 27. …

La Unidad de Evaluación de Riesgos, en un término de
siete días naturales contados a partir de la presentación
de la solicitud, procederá a:

I. a III. …

Artículo 28. El Estudio de Evaluación de Riesgo y
el Estudio de Evaluación de Acción Inmediata se
realizarán de conformidad con las mejores meto-
dologías verificadas y probadas, el apego a los
estándares internacionales de organismos de al-
to prestigio y buenas prácticas asociadas a un to-
tal respeto a los aspectos éticos y técnicos que

conllevan el desarrollo de evaluaciones profesio-
nales de este tipo.

Artículo 29. …

I. Comunicar los acuerdos y resoluciones de la Jun-
ta de Gobierno a las autoridades correspondientes
en un plazo no mayor a 48 horas;

II. Coadyuvar en la implementación de las Medidas
Preventivas o Medidas de Protección decretadas
por la Junta de Gobierno en un plazo no mayor a 14
días naturales;

III. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Héctor Briseño. (2019). Reporta ONU-DH el asesinato de seis

activistas y dos periodistas en 2019 en México, de La Jornada

Guerrero. Sitio web: https://www.lajornadaguerrero.com.mx/in-

dex.php/sociedadyjusticia/item/6161-reporta-onu-dh-el-asesinato-

de-seis-activistas-y-dos-periodistas-en-2019-en-mexico

2 Ídem

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputado José Salvador Rosas Quintanilla (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 165 DEL CÓ-
DIGO PENAL FEDERAL Y 2O. DE LA LEY FEDERAL CONTRA

LA DELINCUENCIA ORGANIZADA, A CARGO DE LA DIPU-
TADA MAIELLA MARTHA GABRIELA GÓMEZ MALDONA-
DO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIU-
DADANO

La que suscribe, diputada federal Martha Maiella
Gómez Maldonado, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Movimiento Ciudadano de la LXIV Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, en uso de las facultades que confieren la frac-
ción II del artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y el artículo 6, nume-
ral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, someto a consideración de esta hono-
rable asamblea la presente, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

La vida diaria nos presenta una serie de hechos con-
trarios a la norma y que, por dañar en alto grado la
convivencia social, se sancionan con una pena.

Como es sabido, en el marco de la delincuencia orga-
nizada la comisión de un delito será obra de varios in-
dividuos que se ponen de acuerdo y dividen entre sí el
esfuerzo para realizar un hecho criminal. La actividad
delincuencial se asemeja a una empresa industrial; el
delito suele ser conducta de un solo hombre, pero con
frecuencia aparecen varios cooperando a la ejecución
de acciones criminales que en ocasiones el tipo legal
no requiere.1

En la lucha contra este fenómeno delictivo, los deno-
minados cárteles, con la finalidad de mejorar y pro-
longar su operación delictiva cuentan con una extensa
red de vigilancia en ciudades, pueblos y autopistas pa-
ra monitorear la actividad de las autoridades en mate-
ria de seguridad pública.

A esto se le denomina labor de halconeo,2 y consiste,
en parte, en informar a un grupo criminal, por cual-
quier medio, toda actividad ejecutada por autoridades
de la rama de seguridad pública, procuración y admi-
nistración de justicia, que signifique un riesgo para la
operación de aquel, con la pretensión de propiciar la
continuidad operativa de la organización criminal, o
bien la ejecución inminente de un delito.

Por mencionar uno de varios ejemplos mediáticos más
relevantes a nivel local, El Ojos, líder abatido de la or-
ganización criminal denominada Cártel de Tláhuac,
contaba con una red de halconeo conformado por mo-
totaxis3 que operaban en distintas demarcaciones de la
Ciudad de México y que, se infiere, gracias a dicho
monitoreo pudo evadir los operativos implementados
por la Secretaría de Marina y Policía Federal en el mes
de mayo de 2017.4

En estricta relación con lo previamente manifestado,
podría explicarse doctrinalmente que uno de los facto-
res que influye en la efectividad de las operaciones de
fuerzas armadas y federales de seguridad pública, y
por otra en el incremento del fenómeno delictivo del
halconeo, es la falta de atención legislativa bajo pre-
misas similares de la teoría denominada de “las venta-
nas rotas”, elaborada por James Q. Wilson y George
Kelling,5 misma que se basa en la premisa de que el
crimen es, en resumen, el resultado inevitable de la
falta de atención particular al caso.6

Un hecho ilícito de común comisión al que no se le di-
rige atención suficiente en su combate (señala dicha
teoría)7 tiene como efecto contagiar en personas cer-
canas al infractor el quebrantamiento de los códigos de
convivencia; es el resultado de la falta de atención gu-
bernamental; ausencia de ley, idea misma que se rea-
firma y multiplica cada vez que se comete nuevamen-
te el ilícito sin respuesta contundente alguna contra
ella, hasta volverse incontenible.8

El halconeo, más ahora que nunca, es una actividad
que representa un grave obstáculo a la seguridad pú-
blica, procuración de justicia y mantenimiento de un
estado de derecho; la constante interacción nociva en-
tre grupos de delincuencia organizada denominados
cárteles y población en general9 han elevado el grado
de reacción penal de por lo menos 21 congresos loca-
les, al tipificar en sus respectivos ordenamientos tal
conducta.10

A manera de precisión, algunos de los diversos inten-
tos legislativos por tipificar esta conducta han resulta-
do fallidos v.gr. legislaturas de los estados de Michoa-
cán11 y Chiapas,12 mismos que han sido calificados de
inconstitucionales por la Suprema Corte de Justicia de
la Nación derivado de la resolución de acciones de
constitucionalidad interpuestas por la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, en virtud de que la
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descripción típica relativa al halconeo en su oportuni-
dad propuesta resultó ser tan amplia que no aportaba
suficientes elementos que acotaran adecuadamente la
conducta que se pretendió prohibir de aquellas permi-
tidas, por lo que conllevaba a forzar al juez a una in-
tensa interpretación de la norma y se podía afirmar que
se prohibía, prima facie, cualquier pretensión genérica
de obtención de información en materia de seguridad
pública. 

En otros términos, la tipificación local era violatoria
del principio de legalidad en su vertiente de taxativi-
dad y de los derechos humanos a la libertad de expre-
sión e información contemplados en los artículos 6o. y
7o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. 

Ahora, si bien es cierto la conducta en comento se en-
cuentra regulada en el marco local, no lo es así en el
federal. El Código Penal Federal contempla en su Tí-
tulo Noveno “Revelación de secretos y acceso ilícito a
sistemas y equipos de informática”, en su Capítulo II
“Acceso ilícito a sistemas y equipos de informática”,
el artículo 211 Bis 2,13 mismo que en sus párrafos ter-
cero y cuarto tipifica la conducta que en mayor medi-
da podría asemejarse, pero no equipararse, siendo esta
la correspondiente a conocer, obtener, copiar o utilizar
información contenida en cualquier sistema, equipo o
medio de almacenamiento informáticos de seguridad
pública sin autorización para ello, y se agrava cuando
la conducta obstruye, entorpece, obstaculiza, limita o
imposibilita la procuración o impartición de justicia. 

El Código Penal únicamente sanciona la obtención de
la información, y en dado caso su resultado, pero de
ninguna manera la difusión de la misma con una in-
tención específica, además de que se limita a la infor-
mación que puede ser obtenida de algún medio de so-
porte documental o informático del Estado, dejando
sin sanción la comunicación de información que po-
dría ser obtenida en campo, es decir, por el sujeto que
v.gr. conduce un vehículo de transporte público y que
al percatarse del despliegue de un operativo de seguri-
dad pública, informa vía celular su desarrollo con la fi-
nalidad de que el destinatario (posiblemente un crimi-
nal) lo eluda. 

Manifestado lo previo, la regulación aquí propuesta
está orientada a la protección del interés general, con-
cretamente en el marco seguridad pública, definida en

el artículo 21 constitucional como la función que des-
empeñan los tres niveles de gobierno y que compren-
de la prevención de los delitos, la investigación y per-
secución para hacerla efectiva, lo cual se logra
actualmente en el marco federal a través de institucio-
nes como la Policía Federal, Marina Nacional, Ejérci-
to Nacional y Fuerza Aérea, mismas que, en virtud del
Pacto Federal, dependen exclusivamente del Congreso
de la Unión, por lo que cualquier falta hacia estas se
traduce necesariamente en una falta a la Federación, y
es tal motivación, aunado a los argumentos ya verti-
dos, por lo cual debe regularse en el Código Penal Fe-
deral tal hecho que perjudica su adecuado funciona-
miento.

¿Qué justifica la ampliación de la reacción penal? De
ninguna manera pueden desconocerse los efectos ins-
trumentales de la nueva integración de tipos penales a
la legislación sustantiva vinculados al fin o la función
de protección de bienes jurídicos, pues estos tienen ca-
pacidad para modificar la realidad social por la vía de
prevenir la realización de comportamientos indesea-
dos.14

La norma penal cumple una función de motivación
que pretende que los ciudadanos se abstengan de co-
meter delitos15 y de reafirmar la obediencia a la nor-
ma; hacer prevalecer el estado de derecho.

Atendiendo a ello, indubitablemente deben existir co-
mo presupuesto para tal integración dos realidades so-
ciales: por un lado, la efectiva producción en nuestra
sociedad de graves lesiones o puestas en peligro de
bienes jurídicos fundamentales para la convivencia, en
este caso el de la seguridad pública; y por otro, la exis-
tencia de individuos a los que en alguna medida se les
puede hacer responsables de tales daños sociales,16

que serían no solo los grupos de delincuencia organi-
zada que generan una afectación continua derivado de
la comisión de actividades previstas en la Ley Federal
Contra la Delincuencia Organizada, sino los que parti-
cipan para facilitar su comisión: los denominados hal-
cones, quienes también obstaculizan o impiden su per-
secución, investigación, proceso y eventual sanción.

De esta manera, la tipificación de una conducta, y por
consecuente la precisión de la pena correspondiente
cumple también una función simbólica sobre sus des-
tinatarios.17
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Los efectos simbólicos están conectados al fin o la
función de transmitir a la sociedad ciertos mensajes o
contenidos valorativos, y su capacidad de influencia
quedaría confinada a las mentes o las conciencias en
las que producirían emociones o, cuando más, repre-
sentaciones mentales.18

Con respecto al bien jurídico tutelado, la seguridad ad-
quiere el carácter de pública cuando el Estado asume
el compromiso de otorgarla. Por tal, la prevención del
delito como mecanismo de garantía implica, general-
mente, una legítima intrusión parcial a la esfera de de-
rechos de los gobernados,19 particularmente con los
derechos de acceso a la información y libertad de ex-
presión tratándose del halconeo (pues que se sancione
que una persona reporte vía telefónica un operativo
militar de revisión vehicular realizado en vía pública
para restar eficacia a su finalidad indiscutiblemente
significa una restricción legítima al derecho funda-
mental de libertad de expresión).

Avanzando en nuestro razonamiento, la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación ha sostenido durante los úl-
timos años que la libertad de expresión constituye un
derecho preferente, ya que sirve de garantía para la re-
alización de otros derechos y libertades. En efecto, te-
ner plena libertad para expresar, recolectar, difundir y
publicar informaciones e ideas es imprescindible, no
solamente como instancia esencial de auto-expresión y
auto-creación, sino también como premisa para poder
ejercer plenamente otros derechos humanos y como
elemento funcional que determina la calidad de la vi-
da democrática de un país.20

En esta línea intrusiva, los costos constitucionales de
restricciones a derechos humanos deben ser evaluados
con extrema cautela en el diseño de un modelo demo-
crático de prevención del delito, ya que el dilema de la
prevención surge del hecho de que constituya, a la vez,
tanto una protección de la libertad, como una interfe-
rencia a la misma;21 lo que es válido para el principio
de “defensa del ordenamiento jurídico” es válido para
todos los fines de la pena orientados de forma preven-
tiva, especialmente para la teoría de la prevención ge-
neral positiva.22

Y es habiendo considerado los argumentos doctrinales
y fundamentación histórica previa que la propuesta de
adición en comento se encuentra no solo justificada
hacia el interior, en la que debe demostrar a efectos de

validez ante la jerarquía normativa (constitución; le-
yes), sino también al exterior, es decir, cuya ejecución
no solo sea correcta, sino eficaz (lograr la resocializa-
ción; reintegración; control de la criminalidad). 

Justamente atendiendo a estos precedentes, la pro-
puesta típica a continuación expuesta se visualiza co-
mo un mecanismo jurídico que contribuya al combate
al crimen organizado, y contiene las precisiones nece-
sarias que permiten generar certeza jurídica en la po-
blación respecto de qué tipo de conducta será sancio-
nada a diferencia de aquella legítima consistente en el
ejercicio al derecho a la expresión; esto conlleva a una
actuación legislativa respetuosa de los principios de
seguridad jurídica, legalidad en materia penal, tipici-
dad, taxatividad y plenitud hermética, contenidos de
los artículos 14 y 16 de nuestra Constitución.

Al mismo tiempo, los artículos 6 y 723

constitucionales así como los diversos 13 y 19 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos24 y
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,25

respectivamente, establecen restricciones legítimas al
derecho a la libertad de expresión, siendo algunas de
estas las que se orienten a garantizar el orden público
o la seguridad nacional, por lo que la regulación de la
restricción del mismo también se funda en normas con
supremacía de grado constitucional, acorde con los
criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
en cuanto a que las restricciones constitucionales ex-
presas al ejercicio de los derechos humanos tiene su-
premacía como norma fundamental en el orden jurídi-
co mexicano.26

Por lo previamente manifestado y con mera finalidad
didáctica, se expone a continuación el tipo penal pro-
puesto:
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Ciertamente, se propone la génesis de un delito de re-
sultado en el que impera el dolo: existió posibilidad
cognoscitiva de la producción de un acontecimiento
dañoso determinado.27

Es importante recalcar la exigencia de un elemento
subjetivo distinto del dolo, siendo este el conocimien-
to del resultado que pretende alcanzar el sujeto activo,
que es la de impedir u obstaculizar la adecuada ejecu-
ción de labores operativas en materia de seguridad pú-
blica y/o nacional.

Remitiéndonos a la Real Academia de la Lengua Es-
pañola, “impedir” es un verbo transitivo que significa
“estorbar o imposibilitar la ejecución de algo”, y obs-
taculizar, igualmente verbo transitivo, significa “impe-
dir o dificultar la consecución de un propósito”, por lo
cual bastará acreditar que el emisor de la comunica-
ción pretendió desde un inicio que, por ejemplo, el
operativo militar con fines de detención de diversos
individuos investigados por delincuencia organizada
que se encuentran en un inmueble determinado, se
frustrara en su totalidad, o bien, por lo menos parcial-
mente, pudiendo evadir el referido operativo precisa-
mente por conocer con antelación la ejecución de es-
te,28 conocimiento derivado de la acción del sujeto
activo. Dicho brevemente, se tutela la eficacia de los
servicios tendientes a garantizar la seguridad pública;
la capacidad de lograr el efecto que se desea o espera
en la materia. 

Por otra parte, se debe precisar qué tipo de informa-
ción proporcionada es la que se encuentra fuera del al-
cance de protección del ejercicio a un derecho huma-
no:

Teniendo como presupuesto los elementos subjetivos,
se sanciona en primer lugar toda comunicación o pro-
curación de información de cualquier tipo de operati-
vo que las fuerzas de seguridad pública federales,
Guardia Nacional y fuerzas armadas ejecuten por sí o
en conjunto con autoridades locales y municipales,
con fines de investigación, preventivos o de reacción,
orientada a cualquiera de los fines descritos previa-
mente, por lo que la simple publicación periodística o
informativa en general que no tenga como intención
frustrar actividades de seguridad pública quedará al
margen de la sanción. Fuerzas armadas comprende el
Ejército, la Fuerza Aérea y la Armada mexicanos, en
términos de la Ley del Instituto de Seguridad Social
para las Fuerzas Armadas Mexicanas, Guardia Nacio-
nal a todas aquellas previstas como integrantes de la
misma en términos de su ley orgánica, y fuerzas de se-
guridad pública federales a la Policía Federal. 
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A manera de complemento, la Ley General del Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública aporta en su artícu-
lo 75 las funciones que deberán realizarse en materia
de seguridad pública, entendidas también como fin, y
que por tanto brinda elementos para determinar lo que
deberá entenderse por Prevención, siento esta toda ac-
ción tendiente a evitar la comisión de delitos e infrac-
ciones administrativas, a través de acciones de investi-
gación, inspección, vigilancia y vialidad en la
circunscripción correspondiente; Reacción, las ten-
dientes a garantizar, mantener y restablecer el orden y
la paz públicos; e Investigación.29 Para efectos de De-

tención, nos remitimos a los supuestos previstos en el
artículo 16 constitucional: flagrancia o inmediatamen-
te después, caso urgente u orden de aprehensión.

En segundo lugar, se sanciona en mayor medida la di-
vulgación de información clasificada como Reserva-

da, en términos de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública. La razón es eviden-
te, es una excepción a la regla general de publicidad de
la información en poder de las autoridades, y se clasi-
fica en ese sentido ya que la publicación de la misma,
en términos del artículo 110,30 puede comprometer la
seguridad o defensa nacional y/o la seguridad pública,
así como obstruir la prevención o persecución de los
delitos. 

La información Reservada puede abarcar, por ejem-
plo, la relativa a todo tipo de acto preparatorio por par-
te de las fuerzas armadas, Guardia Nacional y de se-
guridad pública federal, precisiones de despliegues
estratégicos como la reubicación o reorganización de
unidades, entre otros aspectos logísticos y operativos,
pero además supone que, en principio, los sujetos obli-
gados en términos de la citada ley serían los principa-
les infractores de la norma, lo cual resulta de especial
y mayor gravedad, ya que violentan los principios de
profesionalismo, honradez, legalidad del servidor pú-
blico en su actuar, así como la confianza que les fue
delegada al ser custodios de información de suma im-
portancia en materia de seguridad pública y nacional. 

Cabe también refrendar que la hipótesis delictiva es
clara y precisa, ya que contiene todos los elementos
necesarios para acreditarla, con lo que se dota de cer-
teza jurídica a los gobernados en la medida en que
pueden conocer claramente que lo que se pretende
sancionar es la comunicación o procuración de infor-
mación a otro individuo miembro de la delincuencia

organizada, relacionada con los operativos de distinta
naturaleza que ejecutan las Fuerzas Armadas, Guardia
Nacional o Fuerzas de Seguridad Pública Federal, con
la pretensión de obstaculizar o impedir la ejecución o
consecución de los fines de aquellos, por lo que resul-
ta irrelevante la inexistencia de un catálogo exhausti-
vo de conductas que lo actualizan, pues sería imposi-
ble agotar todas las variantes del actuar humano. Así lo
ha resuelto nuestro máximo tribunal constitucional.31

Se establecen, además, agravantes motivadas por la
experiencia en lo referente a que debe considerarse
que determinadas profesiones u oficios, por su misma
naturaleza, permiten mayores facilidades al sujeto pa-
ra la comisión del ilícito, ya que los medios con los
cuales pueden auxiliarse para la ejecución de la con-
ducta en comento pueden ser sus mismas herramientas
de trabajo, de uso diario, paralelo a tratarse de activi-
dades que la ciudadanía en general deposita su con-
fianza, como sucede con los individuos que laboral-
mente se desenvuelven como operadores del
transporte público de pasajeros, o bien los mismos ser-
vidores públicos a quienes se les ha confiado la garan-
tía de la seguridad pública o nacional.32

Atendiendo a esto último, se proponen dos agravantes
atendiendo a la calidad del sujeto activo: 

Primero, si el delito fuere cometido por servidor pú-
blico de alguna corporación policial, se le impondrá,
además, la destitución del empleo, cargo o comisión
públicos e inhabilitación de uno a cinco años para des-
empeñar otro, y si el delito lo cometiere un miembro
de las Fuerzas Armadas Mexicanas o de la Guardia
Nacional en situación de retiro, de reserva o en activo,
se le impondrá, además de la pena de prisión señalada,
la baja definitiva de la Guardia Nacional o Fuerza Ar-
mada a que pertenezca y se le inhabilitará de uno a cin-
co años para desempeñar cualquier cargo o comisión
públicos;

Segundo, si el delito se comete por operadores de ve-
hículos de transporte público terrestre de pasajeros, o
de cualquier tipo de embarcación marítima o aerona-
ve, durante su operación, se aumentará la pena de pri-
sión en una mitad. Cabe resaltar la precisión de la ca-
lidad especial del sujeto activo, que sea directamente
el que opera la unidad de transporte, entiéndase con-
ductor de autobús de transporte público, piloto de he-
licóptero o capitán de un navío, y no cualquier sujeto
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que utilice tales como simple pasajero de modo con-
tingente.

Por otra parte, respecto de estas redes de vigilancia se
ha observado y alertado de la creciente tendencia de
incorporación de menores de edad, sobre todo del gé-
nero femenino. Medios periodísticos afirman que, por
ejemplo, en la región del Triángulo Rojo, tres de cada
diez menores de edad son halcones;33 simultánea-
mente existe, alegan, un incremento de menores de
edad presuntamente víctimas de la trata de personas34

que son sometidos a la realización forzada de dicha
actividad.

En estrecha conexión con el párrafo previo y cons-
cientes de dicha circunstancia, se pretende adicionar a
las actividades delictivas referidas en el artículo 2o. de
la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, la
que aquí pretende tipificarse con dos finalidades:

La primera, de mayor importancia y en estrecha armo-
nía con los artículos 10 y 25 de la Ley General para
Prevenir, Sancionar y Erradicar los delitos en materia
de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia
a las Víctimas de estos Delitos, que se sancione de 10
a 20 años de prisión y de 1 mil a 20 mil días multa
(Unidad de Medida y Actualización) a quien utilice a
menores de 18 años en labores de halconeo. 

Y segundo, que dada la propensión al incremento de la
especialización y diversificación de grupos criminales
entre sí, hoy existen agrupaciones delictivas que con
estructura independiente actúan de manera concertada
con el propósito exclusivo de ejecutar la acción en es-
tudio, y de manera debatible, sin ceñir su actuar a cual-
quiera de los fines sancionados por la Ley Federal
Contra la Delincuencia Organizada, pero de igual mo-
do, es indudable la estrecha relación y necesidad que
existe entre la continuidad de operación de grupos de
delincuencia organizada y la conducta aquí propuesta,
por lo que se pretende reafirmar expresamente que el
halconeo forma parte de los fines que constituyen la
delincuencia organizada, disminuyendo las posibles
lagunas de punibilidad frente a su combate. 

A modo de conclusión, de esta acción legislativa pro-
puesta (como sucede por extensión también toda ac-
ción judicial y de ejecución penal) se desprenden con-
secuencias con efectos instrumentales, expresivos o
integradores.35

En principio, por efecto instrumental entenderíamos
aquel que supone cierta modificación de la realidad
social; de los comportamientos humanos, es decir,
es una cuestión objetiva, que en este caso sería la
disminución de la actividad calificada como halco-
neo. 

Consideraríamos efecto expresivo al que suscita emo-
ciones o sentimientos en las conciencias, que en este
caso sería el temor a cometer dicho delito por la mera
aplicación de la pena, y estaríamos ante un efecto in-
tegrador cuando se generan determinadas representa-
ciones valorativas en las mentes,36 es decir, reafirmar
que la sociedad vea la actividad que se expone en este
proyecto legislativo como una conducta reprobable,
ilegítima, contraria a la justicia. 

En la misma línea de razonamientos, el tipo penal pro-
puesto guarda equilibrio entre los beneficios y la in-
tromisión en la esfera jurídica del individuo que el
ejercicio del derecho en comento genera, por lo que es
proporcional, ya que, por una parte, se pretende garan-
tizar el buen funcionamiento de los cuerpos de seguri-
dad pública federales, nacionales y de las Fuerzas Ar-
madas, y por otra, se exige al ciudadano el ejercicio
diligente de su derecho a la información sin provocar
un efecto inhibidor ilegítimo en el mismo, ya que lo
que pretende inhibirse es, precisamente, la simulación
de un acto lícito pero en el fondo lesivo que menosca-
ba la seguridad pública, derechos fundamentales y
consecuentemente la dignidad humana. 

Es por lo anteriormente expuesto, con el objetivo de
atacar de manera más eficiente y eficaz este fenómeno
delictivo que merma la seguridad pública y nacional
circunstancia indispensable para el disfrute de otros
derechos fundamentales, que someto a la considera-
ción de esta honorable soberanía la siguiente:

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones del Có-
digo Penal Federal y de la Ley Federal Contra La
Delincuencia Organizada

Artículo Primero. Se adiciona el capítulo V “Delitos
contra la eficacia de los servicios de seguridad públi-
ca” al título cuarto, y a este el artículo 165, recorrién-
dose los subsecuentes del Código Penal Federal, para
quedar como sigue:
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Capítulo V
Delitos contra la Eficacia de los 
Servicios de Seguridad Pública

Artículo 165. El que dolosamente impida u obstaculi-
ce la adecuada ejecución de las labores operativas de
detención, investigación, prevención y reacción de las
Fuerzas Armadas, Guardia Nacional o de Seguridad
Pública Federal, ya sea las ejecuten por sí o conjunta-
mente con instituciones de seguridad pública estatales
y municipales, al proporcionar o comunicar a miem-
bros de la delincuencia organizada información de
cualquier tipo sobre aquellas, se le impondrá la pena
de tres a seis años de prisión y multa de quinientas a
novecientas veces el valor de la Unidad de Medida y
Actualización.

La pena anterior se duplicará si dicha comunicación
consistiere en información clasificada como reservada
y fuere realizada por las personas responsables de su
resguardo en términos de la ley aplicable.

Si el delito fuere cometido por un operador de vehícu-
los de transporte público terrestre de pasajeros o de
cualquier tipo de embarcación marítima o aeronave
durante su operación, se aumentará la pena de prisión
en una mitad.

Si el delito fuere cometido por servidor público de al-
guna corporación policial, se le impondrá, además la
destitución del empleo, cargo o comisión públicos, in-
habilitación de uno a cinco años para desempeñar otro,
y si el delito lo cometiere un miembro de la Guardia
Nacional o Fuerzas Armadas Mexicanas en situación
de retiro, de reserva o en activo, se le impondrá, ade-
más de la pena de prisión señalada, la baja definitiva
de la Guardia Nacional o Fuerza Armada a que perte-
nezca y se le inhabilitará de uno a cinco años para des-
empeñar cualquier cargo o comisión públicos.

Artículo Segundo. Se adiciona el artículo 2o. con una
fracción XI, de la Ley Federal Contra la Delincuencia
Organizada, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Cuando tres o más personas se organicen
de hecho para realizar, en forma permanente o reitera-
da, conductas que por sí o unidas a otras, tienen como
fin o resultado cometer alguno o alguno de los delitos
siguientes, serán sancionadas por ese solo hecho, co-
mo miembros de la delincuencia organizada:

(…)

XI. Contra la eficacia de los servicios de Seguridad
Pública, previsto en el artículo 165 del Código Pe-
nal Federal.

(…)

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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Diputada Maiella Martha Gabriela Gómez 
Maldonado (rúbrica)

QUE ADICIONA Y REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE PESCA Y ACUACULTURA SUSTENTA-
BLES, A CARGO DEL DIPUTADO MAXIMILIANO RUIZ

ARIAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, Maximiliano Ruíz Arias, diputado
federal e integrante del Grupo Parlamentario de More-
na en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en la fracción II, artículo 71, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en la fracción I del numeral 1 del artí-
culo 6, y del numeral 1 del artículo 77, del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración del pleno de esta soberanía, la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto, por el que se re-
forma la fracción I, del artículo 2o.; las fracciones
I y V, del artículo 17; así como los incisos a) e i), de

la fracción III, del artículo 24; todos ellos de la Ley
General de Pesca y Acuacultura Sustentables, al te-
nor del siguiente

Planteamiento del Problema

Las actividades pesquera y acuícola han contribuido
permanentemente para resolver las necesidades ali-
mentarias de la humanidad. Resulta incuestionable
que ambas actividades también se han constituido en
pilares de los esfuerzos de miles de familias, que han
hecho de tales actividades el único medio para obtener
el sustento diario, la satisfacción de sus necesidades y
el ejercicio de sus derechos básicos.

Ambas actividades son indispensables para que nues-
tro país obtenga en el futuro la soberanía alimentaria
de nuestra nación. Se trata dos elementos que deben
ser permanentemente incluidos en la planeación na-
cional con miras a fomentar el desarrollo económico y,
que se relacionan invariablemente con la gestión inte-
gral de los recursos a cargo del Estado mexicano.

Los trabajadores de la pesca y de la acuacultura tienen
derecho a un trabajo digno y mejores ingresos. Ello
puede ser una realidad en la medida que se logre una
distribución del ingreso y de la riqueza más justa y
equitativa, en el sector.1

Los pescadores y acuicultores más pobres han sido
marginados y les ha sido prácticamente coartado el de-
recho de obtener los beneficios de los programas so-
cial. Es necesario establecer criterios legales y admi-
nistrativos más justos, que generen una expectativa
real, para pescadores y acuicultores de lograr el acce-
so a los beneficios de los programas sociales.

El marco jurídico que regula las actividades pesquera
y acuicultora pasa por alto el carácter de actividades
productivas de carácter primario que en realidad pose-
en, y por ello, no reciben el mismo tratamiento que se
proporciona a otras actividades primarias como la
agricultura o la ganadería, en las que el Estado tiene la
obligación legal de fomentar la realización de obras de
infraestructura y, de otorgar acceso a insumos, crédi-
tos, servicios de capacitación y asistencia técnica.

El necesario que “el sector acuícola continúe desarro-
llándose hasta alcanzar todo su potencial, y de que
aporte una contribución neta a la disponibilidad de ali-
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mentos mundial, la seguridad alimentaria interna, el
crecimiento económico, el comercio y la mejora de los
niveles de vida.”2

Es necesario transformar de manera radical la manera
en que se ha instrumentado la política pública en ma-
teria de pesca durante los últimos 30 años, pues sola-
mente generó pobreza, abuso y corrupción.

La inversión pública debe tener como principales indi-
cadores de efectividad de las acciones que se realicen,
el de la reducción de la pobreza y la generación de me-
jores condiciones de vida para los pescadores y acui-
cultores más desprotegidos; debemos asegurarnos de
que los apoyos los beneficien a quienes realmente los
requieren; eso no ha sucedido en por lo menos tres dé-
cadas. 

Como ejemplo de la injusta distribución de los benefi-
cios y recurso que se otorgaban en el pasado, median-
te los programas social, se puede señalar el siguiente
caso: “Las grandes firmas sardineras y atuneras del
área industrial, se cuentan entre las que más subsidios
recibieron en los últimos años, pese a disfrutar de ma-
yor desarrollo tecnológico. En el caso de las sardine-
ras, durante el sexenio pasado, les fueron otorgados
755 millones de pesos a través de Diconsa, dependien-
te de la entonces Secretaría de Desarrollo Social; me-
diante 805 contratos.3 Dichos contratos formaron par-
te del Programa de Seguridad Alimentaria, que estaba
a cargo de dicha Secretaría. 

En el periodo de los años 2010 al 2017 las sardineras
recibieron 257 millones de pesos para diésel marino y
modernización de embarcaciones. No obstante, la in-
versión en apoyos no generó la disminución del precio
de la sardina, por el contrario, registró un aumento
promedio de 20 centavos por lata, no obstante que las
reglas de operación, indicaban que se debía generar
una disminución del 15 por ciento, lo que equivaldría
a una reducción de 3.75 pesos por lata.4

Por casos como éste, resulta necesario que el marco ju-
rídico que regula el sector pesquero y acuícola, debe
contener reglas claras para el fomento y el uso de los
programas social, con la finalidad de que los apoyos
no se distribuyan de manera injusta y en beneficio de
las empresas más poderosas; sino que tiendan a redu-
cir el abismo que existe entre éstas y los pescadores y
acuicultores que no tienen más remedio que tratar de

sobrevivir con los pocos o nulos recursos con que
cuentan.

La pobreza en el sector pesquero está relativamente
extendida. La población pesquera pobre puede esta-
blecerse en 62.8 por ciento.5 Resulta inadmisible que
a pesar de que la industria pesquera genera aproxima-
damente mil 300 millones de pesos al año, solamente
en un puerto, sus pescadores obtengan un ingreso de
50 pesos diarios.

Resulta inadmisible que el riesgo que los pescadores
corren al realizar su actividad, no sea compensado con
ingresos que les permitan poseer condiciones de vida
digna para ellos y para su familia. A los pescadores
que se encuentran sumidos en la pobreza, no les es po-
sible obtener un crédito, pues no poseen propiedades
que puedan otorgar en garantía. Derivado de ello, ni si-
quiera podrían realizar inversión alguna para mejorar
o dar mantenimiento a sus instrumentos de pesca o de
acuacultura.6

Es urgente que se retome el enfoque social de los pro-
gramas que se aplican en el sector pesquero.

Los apoyos gubernamentales poseen en lo general la
siguiente clasificación: acceso a créditos; otros apoyos
financieros y de comercialización; estímulos impositi-
vos y subsidios a insumos.7 Como efecto de la aplica-
ción de una política de erradicación del enfoque social
de apoyo a los más pobres, tan solo en el periodo de
1994 al año de 2005 se registró una reducción del 30
por ciento en la concesión de créditos en el sector pes-
quero.8

Debemos considerar que la pesca y la acuacultura co-
mo actividad primaria, está basadas en el aprovecha-
miento directo de los recursos de mares y de aguas in-
teriores. En virtud de que agregan poco valor a sus
productos sus precios son bajos y por ello el sector ca-
da vez más personas que tradicionalmente se dedica-
ban a estas actividades, prefieren ocuparse en activi-
dades en otros sectores de la economía, que les
resultan más redituables.

Aunque resulta fácil admitir que el sector primario se
encuentra integrado fundamentalmente por la activi-
dad agrícola; la cría y explotación de animales y la
pesca; ésta última, incluyendo la acuicultura, no reci-
ben en el cuerpo jurídico de la Ley General de Pesca y
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acuacultura sustentables, el reconocimiento expreso
como actividades productivas primarias. Este hecho
ha limitado el acceso de quienes integran el sector a in-
sumos, apoyo de programas, créditos y obras de in-
fraestructura; que por mandato de ley son otorgados a
otras actividades primarias, como la agricultura.

“Ruiz-Moreno y Mérigo-Orellana, (2006) afirman
que “el único apoyo que recibe la pesca y la agri-
cultura mexicanas es el Régimen Fiscal Simplifica-
do (RFS) que se da a las actividades primarias”.
Discuten que este apoyo es “otorgado no por moti-
vos políticos sino por su elevada aleatoriedad, que
hace que los riesgos inherentes a la inversión ejer-
cida en ellas sean mayores, pues se trata de inver-
siones intensivas de capital, con periodos prolonga-
dos de recuperación.”9

En resumen, las actividades pesquera y acuícola, a pe-
sar de ser consideradas actividades productivas del
sector primario, no son reconocidas con ese carácter
en la legislación secundaria, por lo que no son plena-
mente incluidas en las acciones de fomento a cargo del
Estado, que por mandato de ley se ocupa del fomento
de la agricultura y de la ganadería; con obras de in-
fraestructura, insumos, créditos, servicios de capacita-
ción y asistencia técnica. 

Por ello es necesario reformar la Ley General de Pes-
ca y acuacultura Sustentables, para que se les otorgue
el reconocimiento expreso como actividades producti-
vas del sector primario y que el Estado mexicano se
ocupe de su desarrollo integral.

Argumentación

Las actividades primarias son actividades económicas
o productivas mediante las cuales se realizan labo-
res fundamentalmente de extracción de bienes y re-
cursos provenientes de la naturaleza. Estas actividades
incluyen, entre otras la agricultura, ganadería, explota-
ción forestal o silvicultura, minería, caza y pesca; en-
tre ésta última la acuacultura.

La pesca de captura y la acuicultura suministran al
mundo, aproximadamente 157 millones de toneladas
de pescado; generando una derrama de 130 mil millo-
nes de dólares. Asimismo, la acuicultura es el sector
alimentario de mayor crecimiento en el mundo.

En México, la producción pesquera y acuícola nacio-
nal fue de 1.8 millones de toneladas durante el año de
2017; ocupando el lugar 17 en producción pesquera y
acuícola en el mundo. 

El impulso y el aprovechamiento de los recursos pes-
queros, de manera organizada, tiene un impacto direc-
to en la vida productiva y en la generación de medios
de sobrevivencia de las comunidades pesqueras dedi-
cadas a su consumo y producción.

El 97 por ciento de las unidades económicas dedicadas
a la actividad pesquera en el país, son de carácter mi-
cro y pequeño. Estas unidades económicas, represen-
tan el 97 por ciento de las que existen en el país, con-
centran el 61 por ciento de los trabajadores y, generan
el 47 por ciento de la producción. 

En México existen casi 400 mil personas que se dedi-
can a la pesca. El 90 por ciento de ellos practican la
pesca artesanal y la acuicultura, como actividades de
autoconsumo. Más del 50 por ciento de los pescadores
artesanales, alternan su actividad con la agricultura,
trabajando como jornaleros o en actividades turísticas;
para lograr el ingreso necesario para la alimentación
propia y de sus familias; pues regularmente carecen de
apoyo financiero para desarrollar actividades tendien-
tes a la industrialización pesquera y/o acuicultora.

Los pescadores y acuicultores enfrentan continuos obs-
táculos para acceder a los apoyos económicos y de ges-
toría estatal, por lo que les resulta sumamente difícil
concretar planes y los arreglos con fines productivos.

Es necesario que la Ley General de Pesca y Acuacul-
tura reconozca que en ellas se realizan actividades pro-
ductivas de carácter primario y que resulta indispensa-
ble para el desarrollo del sector, que el Estado
Mexicano asuma la obligación jurídica de realizar ac-
tividades para su fomento, en virtud de que la pesca y
la acuacultura son un pilar fundamental para que nues-
tra nación logre la soberanía alimentaria. 

La política económica que han instrumentado los go-
biernos neoliberales, han debilitado el mercado inter-
no y con ello el aprovechamiento de los recursos natu-
rales y las industrias estratégicas en beneficio de la
sociedad. Es necesario recuperar el irrenunciable dere-
cho sobre el territorio y los recursos estratégicos, que
deben ser explotados en beneficio de los mexicanos.
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Resulta preocupante que el sector primario haya redu-
cido su participación en el PIB total de la economía de
3.6 por ciento en 1993 a 3.1 por ciento en 2016 de
acuerdo con datos del Instituto Nacional de Estadísti-
ca y Geografía (Inegi). En ese periodo, el sector pri-
mario creció a una tasa promedio anual de 1.9 por
ciento ubicándose por debajo del crecimiento prome-
dio de la economía total de 2.6 por ciento en el mismo
periodo.10

Lo anterior se ha derivado de la falta de impulso de in-
centivos al sector y, a la orientación de la política eco-
nómica hacia un modelo basado en la exportación de
manufacturas ha incentivado el crecimiento de la eco-
nomía en las últimas décadas, dejando de lado el des-
arrollo del sector primario.11

En un nuevo modelo económico, el nivel de vida de la
gente debe ser el principal indicador de su productivi-
dad no especulativa, con base en industrias, consumo,
mercado, crecimiento, distribución equitativa de la ri-
queza y bienestar creciente. El Estado debe reasumir la
responsabilidad de conducir el desarrollo sin injeren-
cia externa. Fortaleciendo el mercado interno, salarios
justos y remunerativos para los trabajadores. Fortale-
ciendo la economía popular y a la pequeña y mediana
empresa; con financiamiento accesible y barato para
las actividades productivas.12

Ese cambio de perspectiva requiere de la transforma-
ción del marco jurídico que sirve de apoyo a las acti-
vidades productivas del sector primario. De ello de-
pende también el fortalecimiento del mercado interno
del que se derivará la soberanía económica y alimen-
taria. 

El artículo 4o. de la Ley General de Pesca y Acuacul-
tura Sustentables, en su fracción XXVII, define a la
pesca como “el acto de extraer, capturar o recolectar,
por cualquier método o procedimiento, especies bioló-
gicas o elementos biogénicos, cuyo medio de vida to-
tal, parcial o temporal, sea el agua. 

Asimismo, en su fracción II, define a la acuacultura
como “el conjunto de actividades dirigidas a la repro-
ducción controlada, preengorda y engorda de especies
de la fauna y flora realizadas en instalaciones ubicadas
en aguas dulces, marinas o salobres, por medio de téc-
nicas de cría o cultivo, que sean susceptibles de explo-
tación comercial, ornamental o recreativa”. 

Resulta claro que ambas definiciones se describen ac-
tividades fundamentales para el desarrollo del sector
productivo de carácter primario.

El fomento de la pesca y la acuacultura, con miras al
fortalecimiento del mercado interno, debe ir acompa-
ñado del reconocimiento expreso en el marco jurídico,
de su importancia en el desarrollo del sector primario
de la economía nacional; ello permitiría canalizar de
manera más productiva el esfuerzo realizado en la ac-
tividad pesquera y/o acuícola. A ello debe integrarse el
componente de la capacitación y la democratización
de los organismos cooperativos del sector y de otras
instancias de participación.

No debemos perder de vista que la vida productiva, se
organiza con base en aspectos socio-culturales y con-
diciones locales que se vinculan con la explotación de
los recursos pesqueros en cada territorio; pero fre-
cuentemente se carece de mecanismos de organización
del trabajo colectivo y del aprovechamiento del es-
fuerzo productivo individual, no obstante, es posible
fortalecer el marco jurídico que los potencie plena-
mente.

En general, las personas que se dedican a la actividad
pesquera en las comunidades, se constituyen en gru-
pos minoritarios, exigiendo la atención de las instan-
cias gubernamentales y de las instituciones federales;
aunque durante décadas no han sido escuchados.

En México se practican de manera predominante dos
tipos de pesca: la pesca de altura y la pesca artesanal,
ribereña. 

La primera es realizada por grandes embarcaciones
destinadas predominantemente a la pesca de camarón,
atún, calamar y tiburón, sardina y anchoveta; se reali-
za en mar abierto. La pesca ribereña es practicada por
un sector heterogéneo que principalmente realiza la
actividad por autoconsumo y a pequeña escala. 

De acuerdo con la fracción XXIX-L del artículo 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, el Congreso tiene facultad “para expedir leyes
que establezcan la concurrencia del gobierno federal,
de los gobiernos de las entidades federativas y de los
municipios, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, en materia de pesca y acuacultura, así como la
participación de los sectores social y privado.”
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La presente iniciativa propone reformar la fracción I,
del artículo 2º; las fracciones I y V, del artículo 17; así
como los incisos a) e i), de la fracción III, del artículo
24; todos ellos de la Ley General de Pesca y Acuacul-
tura Sustentables.

La fracción I, del artículo 2o., para establecer que el
objetivo de la Ley General de Pesca y Acuacultura
Sustentables, de la misma establezca y defina los prin-
cipios para ordenar, fomentar y regular el manejo inte-
gral y el aprovechamiento sustentable de la pesca y la
acuacultura, considerando los aspectos sociales, tec-
nológicos, productivos, biológicos y ambientales, se
realice sobre la base de que son actividades produc-
tivas primarias, ello con la finalidad de que el enfo-
que de fortalecimiento del mercado interno se conser-
ve en la interpretación de los preceptos de la Ley
secundaria.

Reformar las fracciones I y V del artículo 17 para es-
tablecer que los principios que ese artículo establece,
tengan efecto desde el momento mismo de la formula-
ción y conducción de la Política Nacional de Pesca y
Acuacultura Sustentables y no, de manera exclusiva,
en la aplicación de los programas y los instrumentos
que se deriven de ésta Ley. Asimismo, que el sujeto
obligado de cumplir con los principios, será el Estado
Mexicano; dando un giro al sentido meramente enun-
ciativo del precepto. 

Por otra parte, mediante la reforma se propone que la
pesca y la acuacultura sean reconocidas como activi-
dades productivas primarias que fortalecen la sobe-
ranía alimentaria y territorial de la nación, que son
asuntos de seguridad nacional y son prioridad para la
planeación nacional del desarrollo y la gestión integral
de los recursos pesqueros y acuícolas; 

Que el Estado mexicano es el encargado de fomentar
la pesca y la acuacultura como actividades producti-
vas primarias que permitan la diversificación ali-
mentaria, ofrecer opciones de empleo en el medio ru-
ral, incrementar la producción y la oferta de alimentos
que mejoren la dieta de la población mexicana, así co-
mo la generación de divisas, con obras de infraes-
tructura, insumos, créditos, servicios de capacita-
ción y asistencia técnica. 

Los incisos a) e i) de la fracción III del artículo 24, pa-
ra establecer que la Secretaría, en coordinación con las

dependencias y entidades de la Administración Públi-
ca Federal competentes, y en lo que corresponda, con
los gobiernos de las entidades federativas, realizará las
acciones necesarias para fomentar y promover el des-
arrollo de la pesca y la acuacultura, en todas sus mo-
dalidades y niveles de inversión, y para tal efecto fo-
mentará, promoverá y realizará acciones tendientes a
la formulación y ejecución de programas, así como de
estímulos de crédito financiero, el acceso a insumos,
capacitación y asistencia. Con lo que se pretendería
obtener para la pesca y la acuacultura, los mismos
efectos de fomento que actualmente poseen otras acti-
vidades del sector productivo de carácter primario. 

Fundamento Legal

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi
calidad de diputado federal e integrante del Grupo Par-
lamentario de Morena en la LXIV Legislatura, de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, y con fundamento en lo dispuesto en la frac-
ción II, artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en la fracción I,
del numeral 1, del artículo 6 y; del numeral 1, del artí-
culo 77, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someto a consideración del pleno de esta soberanía, la
presente iniciativa con proyecto de:

Decreto que reforma la fracción I del artículo 2o.;
las fracciones I y V del artículo 17; así como los in-
cisos a) e i) de la fracción III del artículo 24; todos
ellos de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sus-
tentables

Único. Se reforma la fracción I del artículo 2o.; las
fracciones I y V del artículo 17; así como los incisos a)
e i) de la fracción III del artículo 24; todos ellos de la
Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 2o. Son objetivos de esta Ley: 

I. Establecer y definir los principios para ordenar,
fomentar y regular el manejo integral y el aprove-
chamiento sustentable de la pesca y la acuacultura,
considerando los aspectos sociales, tecnológicos,
productivos, biológicos y ambientales sobre la ba-
se de que son actividades productivas primarias; 

II. a la XV. …
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Título Tercero
De la Política Nacional de 

Pesca y Acuacultura Sustentables

Capítulo I
Principios Generales

Artículo 17. Para la formulación y conducción de la
Política Nacional de Pesca y Acuacultura Sustenta-
bles, así como en la aplicación de los programas y los
instrumentos que se deriven de ésta Ley, el Estado
mexicano deberá observar los siguientes principios: 

I. La pesca y la acuacultura son actividades pro-
ductivas primarias que fortalecen la soberanía ali-
mentaria y territorial de la nación, que son asuntos
de seguridad nacional y son prioridad para la plane-
ación nacional del desarrollo y la gestión integral de
los recursos pesqueros y acuícolas; 

II a IV. …

V. El Estado mexicano es el encargado de fo-
mentar la pesca y la acuacultura como actividades
productivas primarias que permitan la diversifica-
ción alimentaria, ofrecer opciones de empleo en el
medio rural, incrementar la producción y la oferta
de alimentos que mejoren la dieta de la población
mexicana, así como la generación de divisas, con
obras de infraestructura, insumos, créditos, ser-
vicios de capacitación y asistencia técnica;

V a XVI….

Artículo 24. La Secretaría, en coordinación con las
dependencias y entidades de la Administración Públi-
ca Federal competentes, y en lo que corresponda, con
los gobiernos de las entidades federativas, realizará las
acciones necesarias para fomentar y promover el des-
arrollo de la pesca y la acuacultura, en todas sus mo-
dalidades y niveles de inversión, y para tal efecto: 

I. a la II.

III. Fomentará, promoverá y realizará acciones ten-
dientes a:

a. La formulación y ejecución de programas de
apoyo y crédito financiero para el desarrollo de
la pesca y la acuacultura, el acceso a insumos,

capacitación y asistencia técnica que incluyan,
entre otros aspectos, la producción de especies
comestibles y ornamentales de agua dulce, es-
tuarinas y marinas, la reconversión productiva,
la transferencia tecnológica y la importación de
tecnologías de ciclo completo probadas y ami-
gables con el ambiente; 

b. a la h. … 

i. La aplicación de estímulos fiscales, económi-
cos, de apoyo y crédito financiero necesarios
para el desarrollo productivo y competitivo de la
pesca y la acuacultura. Para estos efectos, la Se-
cretaría se coordinará con las dependencias y
entidades competentes, además de observar y
aplicar lo dispuesto en la Ley de Energía para el
Campo; 

j. a la k. …

I. a la V. …

Artículos Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. La Secretaría de Agricultura y
Desarrollo Rural realizará las adecuaciones reglamen-
tarias y normativas necesarias para la aplicación del
presente decreto.

Notas

1 Valenzuela Reyes, María Delgadina. Las Cooperativas de pro-

ducción pesquera. Su lugar en la constitución y en las diversas le-

yes de pesca mexicanas. Letras Jurídicas. Num. 26. México 2012.

2 Organización de las Naciones Unidas para la alimentación y la

Agricultura (FAO). 2016. Examen Mundial de la Pesca y la Acui-

cultura. http://www.fao.org/3/y7300s/y7300s04.htm

3 Andrés M. Estrada; Alejandro Melgoza. Darán apoyo a pescado-

res pobres en México. Diario el Universal. 12 de enero del año

2019. https://www.eluniversal.com.mx/estados/daran-apoyo-pes-

cadores-pobres-en-mexico

4 Ibídem.
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5 Blanco Orozco, María de Lourdes. Pobreza y explotación de re-

cursos pesqueros en el alto Golfo de California. Revistas Banco-

mext. evistas.bancomext.gob.mx/rce/magazines/353/9/RCE9.pdf

6 Saavedra Alberto. Los Pescadores mexicanos son muy pobres,

pero impulsan una industria millonaria. Aristegui Noticias-Data

Mares. 2019. https://breaking.com.mx/2017/11/los-pescadores-

mexicanos-pobres-impulsan-una-industria-millonaria/

7 Genómica y Pesca. Elementos de análisis sobre la pesca y la

acuacultura en México. Biotech. http://www.gbcbiotech.com/ge-

nomicaypesca/pdfs/pesca_mexico/Elementos por

ciento20de%20an%C2%A0lisis%20sobre%20la%20pesca%20y

%20la%20acuacultura%20en%20M%E2%80%9Axico.pdf

8 Loc Cit.

9 Ibídem.

10 BBVA. Observatorio económico México. 2017.

11 ibídem

12 Programa del Movimiento Regeneración Nacional (Morena)

Por qué luchamos https://lopezobrador.org.mx/wp-content/uplo-

ads/2013/02/Programa-MORENA.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo del 2019.

Diputado Maximiliano Ruiz Arias (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, SUSCRITA POR

EL DIPUTADO CARLOS ALBERTO VALENZUELA GONZÁLEZ

E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

El que suscribe, diputado Carlos Alberto Valenzuela
González, y los diputados federales integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de
la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 77, Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se adiciona un Capítulo XII, Del estímu-
lo fiscal a periodistas con actividades en zonas de alto
riesgo, y el artículo 205 al Título VII.- De los Estímu-
los Fiscales de la Ley del Impuesto Sobre la Renta
(ISR) en materia de estímulos fiscales, con base en el
siguiente

I. Planteamiento del Problema.

La actividad del periodismo en México se ha ejercido
en las décadas recientes, como una actividad reserva-
da a personas valientes que cubren zonas de peligro o
investigaciones periodísticas que pueden poner en pe-
ligro su vida o actividad derivado de atacar intereses
de grupos de delincuencia organizada. 

Además de que el gremio del periodismo es un sector
que no cuenta con niveles de remuneración altos, y
que por el riego que toman los periodistas dejan de cu-
brir las notas asociadas a estos riesgos o abandonan la
profesión; poniendo en riesgo la labor social y su con-
tribución al desarrollo democrático del país.

II. Argumentos que sustentan la presente iniciativa.

Como dato relevante, Artículo 19 señaló que el go-
bierno de Javier Duarte, que comenzó en diciembre de
2010 y finalizó el 30 de noviembre de 2016, ha sido el
más letal para los comunicadores: 17 periodistas ase-
sinados (incluyendo el asesinato del periodista Rubén
Espinosa). Veracruz permanece con el mayor registro
de asesinatos de periodistas por entidad, con 26. Para
el periodo del año 2000 a la fecha, Article 19 ha docu-
mentado el asesinato de 123 periodistas en México, en
posible relación con su labor periodística. De los cua-
les114 son hombres y 9 son mujeres. De estos, 47 se
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registraron durante el mandato anterior del presidente
Enrique Peña Nieto y 3 en el actual de Andrés Manuel
López Obrador; el último caso es el de Samir Flores,
el 20 de febrero de 2019, en Morelos.1

Asimismo, de acuerdo al Inegi la incidencia delictiva
en el país al cierre de 2017 es de 39 mil 369 delitos por
cada 100 mil habitantes; encontrándose por arriba del
índice nacional los estados de Aguascalientes, Baja
California, Ciudad de México, Guerrero, Jalisco, Mo-
relos, Puebla, Sonora y Tabasco.

La tasa se calcula dividiendo el número total de delitos ocurridos

entre la población de 18 años y más multiplicado por 100 000 ha-

bitantes.

/1 Para 2010 incluye 41 delitos por cada 100 000 habitantes entre

la población de 18 años y más en donde no se especificó la entidad

de ocurrencia del delito.

/2 Para 2011 incluye 28 365 delitos entre la población de 18 años y

más en donde no se especificó la entidad de ocurrencia del delito.

/3 Para 2012 incluye 20 825 delitos entre la población de 18 años y

más en donde no se especificó la entidad de ocurrencia del delito.

/4 Para 2013 en la cifra nacional se consideraron 3 779 delitos en

los que no se especificó la entidad federativa de ocurrencia.

Fuente: https://www.inegi.org.mx/temas/incidencia/

Esta propuesta busca atender y compensar la reduc-
ción del presupuesto federal que se ha venido reali-
zando al “Fondo para la protección de personas defen-
soras de derechos humanos y periodistas”, así como
establecer un medio por el cual las autoridades federa-
les revaloren la importancia de la actividad periodísti-
ca y de la figura de los periodistas que realizan su la-
bor en zonas de alto riesgo para desempeñar su
actividad, que de acuerdo a la página de internet de la
dependencia el disponible para el 2019 es de 49.1 mi-
llones de pesos, que es solo el 14.7 por ciento de lo que
se disponía en 2015, año que alcanzó su saldo dispo-
nible más alto.

Tabla I.-

Tabla II.- 
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Tablas I y II extraídas de: https://www.gob.mx/defensorasype-

riodistas/articulos/fideicomiso-1032

De acuerdo al Mecanismo de Protección a Periodistas
en 2018 se asesinaron a 18 periodistas en estados co-
mo Guerrero, Tamaulipas, estado de México, Quinta-
na Roo, Nayarit, Chiapas, Guanajuato, Ciudad de Mé-
xico, Oaxaca, Nuevo León, Tabasco y Nuevo León.
Leonardo Vázquez Atzin, en Veracruz.2

Tan solo en agosto de 2018, la Oficina en México del
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Derechos Humanos (ONU-DH) hizo un llamado al go-
bierno mexicano para que destine los fondos necesa-
rios para el funcionamiento del Mecanismo para la
protección de personas defensoras de derechos huma-
nos y periodistas. 

La ONU-DH expresó su preocupación sobre la insufi-
ciencia de recursos financieros en el fideicomiso del
“Fondo para la Protección de Personas Defensoras de
Derechos Humanos y Periodistas”. 

Mediante este fondo se financian algunas de las medi-
das otorgadas por el mecanismo para la protección de
personas defensoras de derechos humanos y periodis-
tas y, señaló en aquel momento que el fin de ese recur-
so supondría un riesgo para las 959 personas beneficia-
rias del mecanismo; y también ocasionaría que nuevas
personas en riesgo no pudieran recibir protección.3

Actualmente, en el Padrón Nacional de Medios Impre-
sos de la Segob, cuenta con mil 664 registros. Lo cual
nos da un parámetro del universo de posibles periodis-
tas que corren un riesgo y que no se les ha considera-
do que también no solo requiere protección sino tam-
bién estímulos fiscales para permanecer en su
actividad que en estos tiempos implica un riesgo.

Es de señalar que la plataforma Indeed obtuvo datos
de salarios de los periodistas en México; y este oscila
en promedio es de 6 mil 987 pesos mensuales. Los da-
tos se han recopilado de una estimación a partir de 230
fuentes obtenidas directamente de las empresas, usua-
rios y empleos en Indeed en los últimos 36 meses.4

Asimismo, la Ley del Impuesto sobre la Renta estable-
ce una tabla que establece el porcentaje de contribución
de dicho impuesto se debe cubrir de acuerdo al ingreso
mensual. Misma que a continuación se presenta:

Tabla: De los ingresos por salarios y en general por
la prestación de un servicio personal subordinado
(Artículo 96). 

Tabla: Régimen de incorporación fiscal (Artículo
111)

Es decir, con esta propuesta de estímulo fiscal del 10
por ciento del ISR a quienes desempeñen la actividad
periodística en zonas de alto riesgo, si bien no resuel-
ve los gravísimos problemas a que se enfrentan, les
permitirá tener un ingreso disponible que no merme su
salario, y que a la vez incentive su actividad mediante
este estímulo.

I. Fundamento legal de la iniciativa

A esta iniciativa les son aplicables diversas disposicio-
nes contenidas en los marcos jurídicos siguientes:

a) Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; y 
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b) Ley del Impuesto sobre la Renta.

II. Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona un Capítulo XII. Del estímulo fiscal a periodis-
tas con actividades en zonas de alto riesgo; y el artícu-
lo 205 al Título VII.- De los Estímulos Fiscales de la
Ley del Impuesto sobre la Renta (ISR)

III. Ordenamientos a modificar

- Ley del Impuesto sobre la Renta.

IV. Texto normativo propuesto

Por lo expuesto, se presenta a esta soberanía la inicia-
tiva con proyecto de decreto para quedar como sigue:

Único. Se adiciona un Capítulo XII. Del estímulo fis-
cal a periodistas con actividades en zonas de alto ries-
go; y el artículo 205 al Título VII.- De los Estímulos
Fiscales de la Ley del Impuesto sobre la Renta, para
quedar como sigue:

Título VII. 
De los Estímulos Fiscales de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta (…)

Capítulo XII. 
Del estímulo fiscal a periodistas 

con actividades en zonas de alto riesgo.

Artículo 205. Se otorga un estímulo fiscal a los con-
tribuyentes del Impuesto sobre la Renta, consisten-
te en aplicar un crédito fiscal equivalente al 10 por
ciento, en el ejercicio fiscal de que se trate, cuando
realicen permanente el periodismo en zonas de alto
riesgo en las que se lleve a cabo esta actividad.

Este crédito fiscal no será acumulable para efectos del
impuesto sobre la renta. En ningún caso, el estímulo
podrá exceder del 10 por ciento del impuesto sobre la
renta causado en el ejercicio inmediato anterior al de
su aplicación.

Cuando dicho crédito fiscal sea mayor al impuesto so-
bre la renta que tengan a su cargo en el ejercicio fiscal
en el que se aplique el estímulo, los contribuyentes po-
drán acreditar la diferencia que resulte contra el im-

puesto sobre la renta que tengan a su cargo en los cin-
co ejercicios siguientes hasta agotarla. En el caso de
que el contribuyente no aplique el crédito en el ejerci-
cio en el que pudiera hacerlo, perderá el derecho a
acreditarlo en los ejercicios posteriores y hasta por la
cantidad en la que pudo haberlo efectuado.

Para los efectos de este artículo, se considerarán como
actividad periodística la que es efectuada por personas
físicas o morales que consiste en recabar, generar,
procesar, editar, comentar, opinar, difundir, publi-
car o proveer información, a través de cualquier
medio de difusión y comunicación que puede ser
impreso, radioeléctrico, digital o imagen.

Para la aplicación del estímulo fiscal a que se refiere el
presente artículo, se estará a lo siguiente:

I. Se creará un Comité Interinstitucional que estará
formado por un representante de la Junta de Go-
bierno del Mecanismo para la Protección de Per-
sonas Defensoras de Derechos Humanos y Perio-
distas, uno del Servicio de Administración
Tributaria y uno de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, quien presidirá el Comité Interinstitu-
cional y tendrá voto de calidad.

II. El monto total del estímulo a distribuir entre los
aspirantes del beneficio, no excederá de 200 millo-
nes de pesos por cada ejercicio fiscal ni de 200
mil pesos por contribuyente.

El Comité podrá autorizar un monto superior al lí-
mite de 200 mil de pesos a que se refiere el párrafo
anterior, cuando se trate de personas físicas que
dentro del ámbito del periodismo requieran o se-
an beneficiarios de las medidas de protección
que establece la Ley para la Protección de Per-
sonas Defensoras de Derechos Humanos y Perio-
distas.

III. Las zonas de alto riesgo para la actividad pe-
riodística, serán determinadas por el Secretaria-
do Ejecutivo del Consejo Nacional de Seguridad
Pública, esto de acuerdo al índice de incidencia
delictiva por cada entidad federativa; misma
que deberá publicarse en el Diario Oficial de la
Federación a más tardar el 31 de enero del ejer-
cicio fiscal que corresponda.
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IV. El Comité Interinstitucional publicará a más tar-
dar el último día de febrero de cada ejercicio fiscal,
el nombre de los contribuyentes beneficiados, los
montos autorizados durante el ejercicio anterior. 

V. Los contribuyentes deberán cumplir con lo dis-
puesto en las reglas generales que para el otorga-
miento del estímulo publique el Comité Interinsti-
tucional.

Los contribuyentes a que se refiere el primer párrafo
de este artículo, además de cumplir las obligaciones
establecidas en otros artículos de esta ley, deberán pre-
sentar en el mes de febrero de cada año, ante las ofici-
nas autorizadas, una declaración informativa en la que
se detallen los gastos e inversiones realizados por su
actividad periodística validado por contador público
registrado, así como llevar un sistema de cómputo me-
diante el cual se proporcione al Servicio de Adminis-
tración Tributaria, en forma permanente, la informa-
ción relacionada la aplicación de los recursos del
estímulo en cada uno de los rubros de gasto e inver-
sión que dicho órgano desconcentrado determine. El
Servicio de Administración Tributaria establecerá, me-
diante reglas de carácter general, las características
técnicas, de seguridad y requerimientos de informa-
ción del sistema de cómputo señalado.

El estímulo fiscal a que se refiere este artículo, no po-
drá aplicarse conjuntamente con otros tratamientos fis-
cales que otorguen beneficios o estímulos fiscales.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1 de
enero del siguiente ejercicio fiscal al de su publicación
en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co realizará los ajustes de estimaciones de recaudación
en la propuesta de la Ley de Ingresos de la Federación
del ejercicio siguiente que se trate y las estimaciones
de los gastos fiscales que correspondan.

Notas

1 Véase https://articulo19.org/periodistasasesinados/

2 Véase https://www.gob.mx/defensorasyperiodistas/es/articu-

los/personas-periodistas-asesinadas?idiom=es 

3 Véase 

h t t p : / / w w w . h c h r . o r g . m x / i n d e x . p h p ?

option=com_k2&view=item&id=1159%3Aonu-dh-exhorta-go-

bierno-mexicano-agarantizar-recursos-para-mecanismo-de-pro-

teccion-a-periodistas-ydefensores&Itemid=265

4 Véase https://www.indeed.com.mx/salaries/PeriodistaSalaries

(Actualización al 6 de marzo de 2019).

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputado Carlos Alberto Valenzuela González (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 27 DE LA LEY

DE INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE FIANZAS Y 11 DE LA

LEY DE PROTECCIÓN Y DEFENSA AL USUARIO DE SERVI-
CIOS FINANCIEROS, A CARGO DEL DIPUTADO MARIO AL-
BERTO RODRÍGUEZ CARRILLO, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

El que suscribe, Mario Alberto Rodríguez Carrillo, di-
putado de la LXIV Legislatura, en nombre del Grupo
Parlamentario del Movimiento Ciudadano, en ejerci-
cio de la facultad que me otorga el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como los artículos 6 numeral 1,
fracción 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, some-
te a consideración de este pleno la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones de la Ley de Institucio-
nes de Seguros y Fianzas y de la Ley de Protección y
Defensa al Usuario de Servicios Financieros, al tenor
de la siguiente
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Exposición de Motivos

El artículo 133 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos especifica que “todos los trata-
dos celebrados por el presidente de la República, con
aprobación del senado, pasarán a formar parte de la ley
suprema de toda la Unión”. Al mismo tiempo, en su
artículo 1, párrafo segundo, se especifica que “las nor-
mas relativas a los derechos humanos se interpretarán
de conformidad con esta Constitución y con los trata-
dos internacionales de la materia favoreciendo en todo
momento a las personas la protección más amplia.”1

Adicionalmente, la sentencia del pleno de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación que resuelve la contra-
dicción de tesis 293/2011 establece criterios sobre có-
mo interpretar la Constitución junto con los tratados
internacionales como fuentes de ley suprema. En di-
cha sentencia, se establece que ambas fuentes de dere-
cho están en el mismo nivel de jerarquía, pero que a la
hora de resolver un caso, se debe tomar de entre am-
bas fuentes de ley suprema la norma que resulte más
protectora.

El 13 de diciembre de 2006, el presidente de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, Felipe de Jesús Calderón Hi-
nojosa, ratificó la Convención sobre los Derechos de
las Personas con Discapacidad y su Protocolo Faculta-
tivo, presentada ante la Asamblea General de la Orga-
nización de las Naciones Unidas. Dicha Convención
fue aprobada por la Cámara de Senadores del H. Con-
greso de la Unión el 27 de septiembre de 2007, y fue
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de
mayo de 2008 para entrar en vigor el día siguiente. 

El artículo 25 de dicha convención especifica lo si-
guiente:

Los Estados partes reconocen que las personas con
discapacidad tienen derecho a gozar del más alto ni-
vel posible de salud sin discriminación por motivos
de discapacidad. Los Estados partes adoptarán las
medidas pertinentes para asegurar el acceso de las
personas con discapacidad a servicios de salud que
tengan en cuenta las cuestiones de género, incluida
la rehabilitación relacionada con la salud. En parti-
cular, los Estados partes:

…

e) Prohibirán la discriminación contra las personas
con discapacidad en la prestación de seguros de sa-
lud y de vida cuando éstos estén permitidos en la le-
gislación nacional, y velarán por que esos seguros
se presten de manera justa y razonable.

Como fundamento adicional, tenemos también el artí-
culo 9 de la Ley General para la Inclusión de las Per-
sonas con Discapacidad:

Queda prohibido cualquier tipo de discriminación con-
tra las personas con discapacidad en el otorgamiento
de seguros de salud o de vida.

Expuesto lo anterior, queda claro que a raíz de la ra-
tificación de la Convención sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultati-
vo, la ley suprema nacional ahora exige a los prove-
edores de servicios de seguros de salud y de vida que
no discriminen a las personas que padecen alguna
discapacidad, y es necesario que las leyes secunda-
rias nacionales reflejen dicho cambio en la legisla-
ción suprema, con el fin de que éstas armonicen con
la convención anteriormente mencionada; en particu-
lar, la Ley de Instituciones de Seguros y Fianzas, y la
Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios
Financieros.

Con el fin de llevar a cabo lo anterior, hemos identifi-
cado que será necesario hacer los siguientes cambios a
las leyes secundarias nacionales:

• En la Ley de Instituciones de Seguros y Fianzas,
ampliaremos la definición de seguros de gastos mé-
dicos a aquellos tratamientos y procedimientos mé-
dicos que tengan como finalidad el mejorar la cali-
dad de vida del asegurado, meta que es necesario
seguir en el caso de las discapacidades por ser éstas
condiciones imposibles de resolver para la ciencia
médica contemporánea que afectan significativa-
mente la capacidad del discapacitado para desem-
peñar sus actividades diarias con normalidad, lo que
puede dar pie a ser objeto de discriminación por
motivo de su desventaja física o mental.

• En la Ley de Protección y Defensa al Usuario de
Servicios Financieros, añadiremos disposiciones
orientadas a la protección y vigilancia de los dere-
chos humanos y a la prevención de la discrimina-
ción de los usuarios de dichos servicios, puesto que
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los seguros privados son considerados como servi-
cios financieros.

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta ho-
norable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley de Instituciones de Se-
guros y Fianzas y de la Ley de Protección y Defen-
sa al Usuario de Servicios Financieros

Artículo Primero. Se reforma la fracción V del artí-
culo 27de la Ley de Instituciones de Seguros y Fian-
zas, para quedar como se especifica a continuación:

Artículo 27. Los seguros comprendidos dentro de la
enumeración de operaciones y ramos señalados en los
artículos 25 y 26 de esta ley, son los siguientes:

I. a IV. …

V. Para el ramo de salud, los contratos de seguro
que tengan como objeto la prestación de servicios
dirigidos a prevenir enfermedades, restaurar la sa-
lud, habilitar, rehabilitar para mejorar la calidad
de vida, a través de acciones que se realicen en be-
neficio del asegurado.

Se reforma en la misma ley el artículo 117, añadién-
dosele una fracción IV que quedará como se especifi-
ca a continuación:

Artículo 117. La comisión tendrá facultades para:

I. a III. …

IV. Vetar las normas de autorregulación que ex-
pidan las organizaciones aseguradoras y afianza-
doras, cuando la propia comisión considere que
éstas puedan desembocar en actos de discrimina-
ción o de violación a los derechos humanos de sus
asegurados o de quienes soliciten sus servicios.

Se reforma en la misma ley el artículo 294, añadién-
dosele una fracción XXII, que quedará como se espe-
cífica a continuación:

Artículo 294. A las Instituciones de Seguros les estará
prohibido:

I. a XXI. …

XXII. Rechazar el otorgamiento de seguros de
salud o de vida por motivo de cualquier discapa-
cidad que sufra el solicitante.

Se reforma en la misma ley el artículo 366, añadién-
dosele una fracción I Bis, que quedará como se espe-
cifica a continuación:

Artículo 366. La comisión es un órgano desconcentra-
do de la secretaría, con autonomía técnica y facultades
ejecutivas en los términos de esta ley.

La comisión tendrá las facultades siguientes:

I. …

I Bis. Vigilar que las instituciones y sociedades
mutualistas se abstengan de discriminar contra
las personas con discapacidad en la prestación
de seguros de salud y de vida, y velar por que
esos seguros se presten de manera justa y razo-
nable.

II. a XV. …

Articulo Segundo. Se adiciona una fracción VII bis al
artículo 11 de la Ley de Protección y Defensa al
Usuario de Servicios Financieros que quedará como
se especifica a continuación:

Artículo 11. La comisión nacional está facultada para:

I. a VII. …

VII Bis. Promover y proteger los derechos hu-
manos del usuario, vigilar que las instituciones
financieras se abstengan de discriminar contra
las personas con discapacidad en la prestación
de sus servicios, y velar por que éstos se presten
de manera justa y razonable.

VIII. a XLV. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Nota

1 Honorable Congreso de la Unión. (1917). Artículo 1o. de la

Constitutción Política de los Estados Unidos Mexicanos. México;

Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputado Mario Alberto Rodríguez Carrillo (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 16 Y 21 DE LA

LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS

COMETIDOS EN MATERIA DE HIDROCARBUROS, A CARGO

DE LA DIPUTADA SOCORRO IRMA ANDAZOLA GÓMEZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, diputada federal Socorro Irma Andazola
Gómez, integrante de la LXIV Legislatura del Con-
greso de la Unión del Grupo Parlamentario de More-
na, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como el numeral 1, fracción I,
del artículo 6, y 77 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se reforman las fracciones I, II y III del
artículo 16 y el artículo 21 de la Ley Federal para pre-
venir y sancionar los Delitos Cometidos en Materia de
Hidrocarburos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En últimas fechas, hemos visto como el gobierno fe-
deral ha iniciado y mantenido una lucha fundada, de-
cidida y frontal, con el fin de erradicar la corrupción
en varios sectores del gobierno y un tanto más marca-

da, en el sector energético, específicamente en lo refe-
rente al robo de hidrocarburos y gasolina, ilícito cono-
cido como huachicol, en donde poco a poco se ha ido
descubriendo la colusión de altos funcionarios por lo
menos de los 3 sexenios pasados, en los que se han
visto involucrados personajes de la administración pú-
blica federal y de otros niveles de gobierno.

Esas son las principales razones, por las que la des-
confianza y la falta de credibilidad en las instituciones
crecieron con el tiempo dañando la imagen y prestigio
de diversas dependencias de gobierno, que eran dirigi-
das por personas que formaban parte de la cadena de
corrupción e impunidad en algunas empresas produc-
tivas del estado como lo es Pemex y que ahora se sa-
be, se había extendido al sector privado ya que existe
información de gasolineras que al amparo de la refor-
ma energética, se instalaron en diversas zonas de nues-
tro país1 y que algunas, eran consumidoras de gasoli-
na robada, otra muestra de los daños colaterales de la
corrupción.

Por otro lado, desafortunadamente, no es solo la pér-
dida de recursos monetarios lo que provoca este tipo
de delito, sino que en el caso del robo de combustible
o huachicoleo, se lamenta también la pérdida de vidas
humanas2 de los que con el objeto de llevar a cabo di-
cho robo, provocan fugas que se salen de control que
derivan en tragedias como la ocurrida en últimas fe-
chas en el poblado de tlahuelilpan en el estado de Hi-
dalgo el pasado 18 de enero, caso que hizo visible los
altos riesgos a los que se someten aquellos que practi-
can a pequeña y grande escala éste ilícito.

Por lo que cómo una de las medidas de parte de la pre-
sente administración, el presidente de la República,
por medio de la Secretaría de Energía, ha implementa-
do una estrategia de distribución de combustible vía
terrestre, misma que ha logrado disminuir en un por-
centaje muy importante de alrededor del 77.77 por
ciento el robo del combustible por parte de la delin-
cuencia organizada y que por lo menos al 21 de febre-
ro de 2019, reportó un ahorro de 7 mil 800 millones de
pesos,3 al evitar el ilícito, con el reparto de gasolina
por medio de pipas tanque y el cierre de algunos duc-
tos de distribución.

En el contexto del estado que guarda el combate a la
corrupción en nuestro país en materia de robo de
combustible que se esbozó en los párrafos anteriores,
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me permito exponer en esta iniciativa la problemáti-
ca referente al caso en el que las gasolineras y ex-
pendedoras de gas comúnmente conocidas como ga-
seras, no entregan a los consumidores “Litros de a
litro” a la hora de abastecerse del combustible res-
pectivo.

Es muy importante comentar, que en el sector energé-
tico, los ilícitos son muy variados y en esa diversidad,
se encuentra un caso detectado por muchos pero recla-
mado por pocos, se trata del caso en el que las conce-
sionarias de venta de gasolina o franquicias de Pemex
(gasolineras) y gaseras, entregan litros incompletos de
combustible, sin embargo “esto”, esta de alguna forma
previsto o permitido hasta cierto punto en el artículo
16, fracciones I, II y III de la Ley Federal para preve-
nir y sancionar los Delitos Cometidos en Materia de
Hidrocarburos, misma que fue creada en 2016 ante la
necesidad de mejorar las estrategias de seguridad que
el estado decía proporcionar, para evitar la extracción
ilícita de hidrocarburos; dentro de esta ley, también se
establecieron los delitos en particular así como las san-
ciones que serían aplicables en materia de hidrocarbu-
ros, petrolíferos o petroquímicos y demás activos co-
mo bienes asociados al proceso de producción,
transporte, almacenamiento y distribución de los mis-
mos.

Asimismo, otro de los problemas en contra de la po-
blación de nuestro país con los que se ha topado este
nuevo gobierno incluyendo al Poder Legislativo, han
sido ciertas argucias legales que permiten o facilitan
una actuación deshonesta de algunos, mismas que fue-
ron aprobadas en su momento por las mayorías en el
Congreso de la Unión, en las que se ha notado una cla-
ra inducción al beneficio de unos cuantos y grupos de
poder que habían venido manteniendo una hegemonía
como poderes fácticos en México. Situación que ex-
plica parte de la corrupción que encierra el sector ener-
gético de nuestro país.

Es por ello que para no incentivar las prácticas co-
rruptas que históricamente se han constituido en im-
punidad, se debe cerrar cualquier posibilidad que per-
mita otra modalidad de robo, que pareciera no dañar
pero cuando se evalúa, se torna asombroso lo que pue-
de llegar a significar, sobre todo al saber que hay cier-
ta permisividad legal que termina en menoscabo de la
economía de la ciudadanía. 

Es así, que en las fracciones del artículo 16 de la Ley
Federal para prevenir y sancionar los Delitos Cometi-
dos en Materia de Hidrocarburos en mención, se lee: 

“Artículo 16. Se impondrá de 5 a 8 años de prisión
y multa de 5 mil a 8 mil veces el valor de la Unidad
de Medida y Actualización vigente, a quien:

I. Enajene o suministre gasolinas o diésel con co-
nocimiento de que está entregando una cantidad in-
ferior desde 1.5 por ciento a la cantidad que aparez-
ca registrada por los instrumentos de medición que
se emplean para su enajenación o suministro.

II. Enajene o suministre gas licuado de petróleo con
conocimiento de que está entregando una cantidad
inferior desde 3.0 por ciento a la cantidad que apa-
rezca registrada por los instrumentos de medición
que se emplean para su enajenación o suministro.

III. Enajene o suministre gas natural, con conoci-
miento de que está entregando una cantidad inferior
desde 3.0 por ciento a la cantidad que aparezca re-
gistrada por los instrumentos de medición que se
emplean para su enajenación o suministro.

Para los efectos de los supuestos señalados en este
artículo deberá mediar querella del órgano regula-
dor o de parte ofendida.”

De lo anterior, se deduce que se permite que no se en-
treguen al consumidor final litros completos de gaso-
lina, sino que sean 986 mililitros en vez de mil milili-
tros, y que en el caso de gas licuado no se entreguen
kilos sino 971 gramos y en el caso de gas natural tam-
bién 971 gramos, todo esto, con cargo a los bolsillos
de millones de mexicanos y mexicanas que de una u
otra forma consumen estos combustibles en su diario
vivir.

Por lo que la reflexión que surge, es que los consumi-
dores o usuarios finales, no tienen por qué cargar con
los errores o tolerancias permitidas por las normas co-
rrespondientes aplicables a instrumentos de medición
y/o sistemas para medición y despacho de gasolina y
otros combustibles líquidos, como la NOM-005-SCFI-
2011, es decir, aun cuando los aparatos o mecanismos,
instrumentos o sistemas de medición, de despacho de
combustibles tengan intrínsecos “errores” o variabili-
dad por su naturaleza tecnológica, los costos no tienen

Miércoles 20 de marzo de 2019 Gaceta Parlamentaria157



por qué trasladarse a los usuarios, sino que estas dife-
rencias deben ser absorbidas por los dueños de los ne-
gocios de expendio de Gasolina o Gas, llámense sumi-
nistrador, franquiciatario, concesionario, propietario,
asignatario o de la persona que puede disponer, enaje-
nar o suministrar estos bienes con arreglo a la ley, por
lo que su calibración está normada y es responsabili-
dad de los mismos.

Como un ejemplo de la problemática, se expone lo si-
guiente:

En un millón de litros de gasolina, sí se tolera para que
no se tipifique como delito, que falte el 1.4 por ciento
equivalente a 14 mililitros por litro, lo que resulta es
una pérdida para los consumidores de 14 mil litros, lo
que multiplicado por 20.59 pesos que cuesta la gasoli-
na regular, conocida también como magna, nos da un
total de 288 mil 260 pesos por cada millón de litros de
gasolina.4

Ahora bien, tomando en cuenta el promedio nacional
del precio de la gasolina magna5 de 19.86 pesos por li-
tro por cada millón de litros por día resulta un menos-
cabo de 278 mil 40 pesos.

Asimismo, con estos datos y continuando con el ejem-
plo, pero con un detalle diferente, al llenar un tanque
promedio de 50 litros de gasolina magna, se tendría
una pérdida de 700 mililitros, lo que equivale a 13.902
pesos por tanque y si en un día, se llenan un millón de
tanques de esa capacidad lo que equivaldría a 50 mi-
llones de litros, se tendría una perdida para los consu-
midores de 700,000 mil litros equivalentes a 13 millo-
nes 902 mil pesos por día, 417.06 millones al mes y
5,004.7 millones al año, que al final termina pagando
la ciudadanía en beneficio de enajenadores o suminis-
tradores de gasolina, sin tomar en cuenta diésel, gas li-
cuado, natural u otros, donde los porcentajes permisi-
bles son más altos, y peor aún, sin recibir los bienes de
forma completa.

Dicho lo anterior, se sabe que con cifras de 2018 que
en México se consumen 124 millones de litros de ga-
solina al día,6 de los cuales el 84 por ciento es de ga-
solina magna y el restante 16 por ciento corresponde a
gasolina Premium.

Siendo conservadores con los datos de los ejemplos
aquí presentados, la cantidad de litros diarios no entre-

gados a los consumidores asciende a 1 millón 736 mil
litros, equivalentes a 34 millones 477 mil pesos dia-
rios, 1,034.3 millones de pesos al mes y 12 mil 411.7
millones de pesos por año, cifra que resulta una ofen-
sa por el menoscabo que se provoca al bolsillo de la
ciudadanía y que termina en los bolsillos o arcas de los
suministradores o enajenadores de gasolina en este ca-
so.

Por otro lado, como legisladores y legisladoras, es im-
portante impulsar acciones e iniciativas con el objeto
de que los ordenamientos que se reforman, sean armo-
nizados hasta donde sea posible para que estos, con-
tengan una actualización que permita su continuidad
apegados lo más posible a la realidad, por lo que en
ese sentido el ordenamiento que nos ocupa, la Ley Fe-
deral para prevenir y sancionar los Delitos Cometidos
en Materia de Hidrocarburos, en su artículo 21, hace
mención a las sanciones aplicables en caso de que el
infractor o sujeto activo sea o fue servidor público de
la industria petrolera o de las instituciones policiales
por lo que hace referencia a la Ley Federal de Res-
ponsabilidades Administrativas de los Servidores Pú-
blicos, misma que con motivo de la entrada en vigor
de la Ley General de Responsabilidades Administrati-
vas, fue derogada con fecha 19 de julio de 2017 por el
decreto DOF 18-07-2016, por lo que se estima necesa-
rio proponer la reforma a dicho artículo.

Es por ello que es necesario apoyar a la ciudadanía que
consume no solo gasolina sino alguno de los tipos de
gas ya sea LP o natural en nuestro país, con un marco
legal acorde a las exigencias de la política pública an-
ticorrupción que no solo sean implementadas en las
estructuras o infraestructura de transporte y distribu-
ción de hidrocarburos, sino en las instalaciones del
despacho de combustibles de gasolina y gas (gasoline-
ras y gaseras), sus instrumentos de medición y/o siste-
mas para medición y despacho de gasolina y otros
combustibles líquidos y bombas despachadoras, ya
que hoy por hoy, son los combustibles más usados por
la población de nuestro país, México está sumido en
una crisis de corrupción que no debiera permitir ser to-
lerantes en ningún sentido, y estos porcentajes permi-
ten eso, la tolerancia a la corrupción.

De aprobarse la presente iniciativa, las diputadas y di-
putados de ésta legislatura, estaremos aprovechando la
oportunidad de hacer los cambios normativos necesa-
rios para ofrecer a la ciudadanía en general, instru-
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mentos legales que aseguren de forma justa el despa-
cho o suministro de combustibles normados en la Ley
que nos ocupa, que beneficie en la economía de millo-
nes de mexicanas y mexicanos, asimismo estaremos
enviando un mensaje claro de que tenemos la voluntad
de participar en acciones que vayan en contra de la co-
rrupción y cero tolerancia a la impunidad.

Por lo anteriormente motivado y fundado, someto a la
consideración de esta soberanía, el siguiente proyecto
de

Decreto por el que se reforman las fracciones I, II y
III del artículo 16 y el primer párrafo del artículo
21 de la Ley Federal para prevenir y sancionar los
Delitos cometidos en materia de Hidrocarburos

Artículo Único. Se reforman las fracciones I, II y III
del artículo 16 y el primer párrafo del artículo 21 de la
Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos Co-
metidos en Materia de Hidrocarburos, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 16. ...

I. Enajene o suministre gasolinas o diésel con co-
nocimiento de que está entregando una cantidad in-
ferior desde 0.1 por ciento a la cantidad que aparez-
ca registrada por los instrumentos de medición que
se emplean para su enajenación o suministro.

II. Enajene o suministre gas licuado de petróleo
con conocimiento de que está entregando una
cantidad inferior desde 0.1 por ciento a la canti-
dad que aparezca registrada por los instrumentos de
medición que se emplean para su enajenación o su-
ministro.

III. Enajene o suministre gas natural, con conoci-
miento de que está entregando una cantidad inferior
desde 0.1 por ciento a la cantidad que aparezca re-
gistrada por los instrumentos de medición que se
emplean para su enajenación o suministro.

...

Artículo 21. Si el sujeto activo es o fue trabajador o
prestador de servicios de asignatarios, contratistas,
permisionarios o distribuidores o servidor público de
la industria petrolera o de las instituciones policiales;

las sanciones se aumentarán hasta una mitad más de
acuerdo con la pena prevista en la presente Ley por el
delito cometido, independientemente de las sanciones
correspondientes conforme a la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas, cuando dicho orde-
namiento resulte aplicable.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Los procesos penales iniciados antes de la
entrada en vigor del presente decreto, se seguirán tra-
mitando hasta su conclusión conforme a las disposi-
ciones vigentes al momento de la comisión de los he-
chos que dieron su origen.

Notas

1 https://www.merca20.com/datos-para-entender-el-consumo-de-

gasolina-en-mexico/

2 https://www.animalpolitico.com/2019/02/victimas-explosion-

tlahuelilpan/

3 https://www.proceso.com.mx/572609/estrategia-antihuachicol-

genero-ahorros-por-siete-mil-800-mdp-en-dos-meses-amlo

4 http://www.cre.gob.mx/ConsultaPrecios/GasolinasyDiesel/Ga-

solinasyDiesel.html

(Consulta realizada a las 9:35 am del 14 de marzo de 2019,

PL/10884/EXP/ES/2015)

5 https://elcomercio.pe/mundo/mexico/precio-gasolina-mexico-

hoy-jueves-14-marzo-2019-noticia-nndc-616602

6 https://www.forbes.com.mx/consumo-diario-de-gasolina-es-de-

124-millones-de-litros-en-promedio/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputada Socorro Irma Andazola Gómez (rúbrica)
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QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY FE-
DERAL DEL TRABAJO, A CARGO DE LA DIPUTADA ANA

PRISCILA GONZÁLEZ GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La que suscribe, Ana Priscila González García, dipu-
tada integrante del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano en la LXIV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, con fundamento en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración del pleno de esta asamblea, la
presente iniciativa con proyecto de decreto, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

La Revolución Industrial como proceso de transfor-
mación de las economías rurales basadas en la agri-
cultura y la ganadería hacia nuevas formas de produc-
ción de carácter urbano, industrializado y mecanizado,
incidió en la reconfiguración del orden social y distri-
bución de la riqueza: la clase burguesa dueña del capi-
tal y la clase obrera o proletariado, que aportan el fac-
tor trabajo.

Ante los abusos de los dueños del capital, los obreros
comienzan a agruparse para defender sus derechos la-
borales, y reivindicar la igualdad en dignidad de la cla-
se trabajadora con los empleadores. Es importante
mencionar que los derechos laborales no son una con-
cesión del Estado ni de los dueños del capital, son el
resultado de una lucha histórica de la clase trabajado-
ra unida; estas agrupaciones se convirtieron en lo que
en la actualidad conocemos como sindicatos.

Desafortunadamente, en México, el espíritu de lucha
de los sindicatos para mejorar las condiciones de los
trabajadores se ha perdido; los dirigentes sindicales
usan las agrupaciones como medios para ejercer con-
trol político y realizan negociaciones con los patrones
de forma arbitraria y a espaldas de los trabajadores pa-
ra tener beneficios personales y perpetuarse en el po-
der. 

La verdad es que los sindicatos no están haciendo su
trabajo; la llamada Paz Laboral, no es más que un me-
canismo de control por parte de los líderes de sindica-
tos poderosos, hacia la clase trabajadora. Y en la ini-

ciativa privada, los llamados “contratos de protección”
limitan la libertad sindical, tenemos una iniciativa pri-
vada sin organizaciones sindicales.

Recordemos que el derecho de los trabajadores a per-
tenecer a un sindicato, es un derecho humano recono-
cido en el Artículo 123 de la Constitución Política y en
los Tratados Internacionales de los cuales México for-
ma parte, que ha ratificado, y que, por lo tanto, son de
observancia obligatoria.

En noviembre del año pasado, la Cámara de Senado-
res ratificó el Convenio 98 de la OIT, sobre el derecho
de sindicación y de negociación colectiva, lo que re-
frenda el compromiso por el respeto de los derechos
fundamentales en el trabajo, en particular el derecho
de sindicación y de negociación colectiva.

En consecuencia, de la ratificación del Convenio 98,
resulta necesario reformar el Artículo 388 de la Ley
Federal del Trabajo, para otorgar igualdad de derechos
a los trabajadores de una empresa, industria o del Es-
tado, independientemente del sindicato al que perte-
nezcan o incluso, si no pertenecen a uno.

Garantizar la libertad sindical dentro de los centros de
trabajo, implica adecuar el marco normativo que pre-
suponen o que otorgan ventajas a los sindicatos mayo-
ritarios en detrimento de los otros y, por lo tanto, cons-
tituyen una forma de coacción hacia los trabajadores a
la hora de elegir a qué sindicato afiliarse.

De conformidad con el Artículo 386 de la Ley Federal
del Trabajo, el Contrato colectivo de trabajo es el con-
venio por el cual se establecen las condiciones según
las cuales debe prestarse el trabajo en una o más em-
presas o establecimientos.

La legislación actual permite la existencia de más de
un sindicato dentro de un centro de trabajo, siempre y
cuando, cumplan con los requisitos de Ley. No obs-
tante, la normatividad dispone de conformidad con el
Artículo 388 de la Ley Federal del Trabajo, que, al
existir más de un sindicato, el patrón debe negociar las
condiciones de trabajo con el sindicato mayoritario. 

De conformidad con el Artículo 396 de la ley en co-
mento, las estipulaciones del contrato colectivo se ex-
tienden a todas las personas que trabajan en la empre-
sa o establecimiento, aunque no sean miembros del
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sindicato que lo haya celebrado, con la limitación con-
signada en el artículo 184. 

Por su parte el Artículo 184 estipula que las condicio-
nes de trabajo contenidas en el contrato colectivo que
rija en la empresa o establecimiento se extenderán a
los trabajadores de confianza, salvo disposición en
contrario consignada en el mismo contrato colectivo. 

De estas disposiciones normativas en conjunto, se ad-
vierte un trato desigual para los trabajadores en igual-
dad de circunstancias; además, es claro que, en tanto el
sindicato mayoritario al llevar a cabo las negociacio-
nes del contrato colectivo, constituye una ventaja y, en
consecuencia, obstaculiza la libertad de los trabajado-
res para decidir a qué sindicato afiliarse, lógico es, que
la mayoría, optará por estar con quien tome las deci-
siones.

En la práctica, sucede que lo empleadores, al no estar
de forma explícita en el Artículo 388 hacer extensivos
los beneficios logrados por el sindicato mayoritario a
los trabajadores que no estén afiliados al mismo, los
sindicatos minoritarios han tenido que recurrir a las
instancias impartidoras de justicia laboral, para exigir
mediante sentencia, el reconocimiento de la cotitulari-
dad en cuanto hacer extensivos los beneficios.

La SCJN en el amparo directo en revisión 392/2010,
estableció criterios respecto a la interpretación siste-
mática de los Artículos 388 y 389 de la Ley Federal del
Trabajo, puesto que la parte quejosa alegaba que estas
disposiciones transgreden el artículo 1 Constitucional,
pues ocasionan sin justificación razonable y objetiva,
un tratamiento desigual entre sindicatos al favorecer
que una sola organización tenga el monopolio de la re-
lación de trabajo, sin establecer que las condiciones
generales de trabajo pactadas por el sindicato mayori-
tario se harán extensivas a los trabajadores que perte-
nezcan a los sindicatos minoritarios.

Al respecto, la Segunda Sala resolvió que, si bien es
cierto, el contrato colectivo se celebrará por el sindica-
to mayoritario, si es extensiva a los sindicatos minori-
tarios los beneficios, incluso hasta para los trabajadores
que no están agremiados, por lo tanto, no se descono-
cen a las organizaciones sindicales minoritarias.

Y agregó que el principio de extensividad a que se re-
fiere el Artículo 396 de la Ley Federal del Trabajo, es

una de las características de los contratos colectivos
aceptadas generalmente. La limitante prevista en di-
cho numeral 396 de la Ley Federal del Trabajo, es la
referida a los trabajadores de confianza, quienes no
gozarán de los beneficios del contrato colectivo de tra-
bajo cuando exista disposición en ese sentido en el in-
dicado contrato colectivo.

Esta resolución, nos da certeza jurídica respecto del
principio de extensividad; el reto ahora es, por una
parte, brindar información suficiente a los trabajadores
para que puedan decidir libremente, a qué sindicato
afiliarse, o en su caso no afiliarse.

Como legisladora, tengo un compromiso con la clase
trabajadora, que históricamente ha sido un grupo vul-
nerado; y la realidad es que los trabajadores no son ex-
pertos en derecho, por lo que debemos adecuar las nor-
mas para que estas sean claras y no den lugar a
ambigüedades o interpretaciones erróneas. 

Por lo que propongo integrar al Artículo 388 de mane-
ra expresa, el principio de extensividad.

Con la ratificación del Convenio 98, el Estado Mexi-
cano asumió la responsabilidad de garantizar a los tra-
bajadores una adecuada protección contra todo acto de
discriminación tendiente a menoscabar la libertad sin-
dical en relación con su empleo. 

Debo hacer referencia que, al hablar de libertades, des-
de la teoría del derecho, existe la libertad negativa y la
libertad positiva.

La libertad negativa se puede definir, en palabras de
Norberto Bobbio, como: la situación en la cual un su-
jeto tiene la posibilidad de obrar o de no obrar, sin ser
obligado a ello o sin que se lo impidan otros sujetos.
Esta libertad supone que no hay impedimentos para re-
alizar alguna conducta por parte de una determinada
persona (ausencia de obstáculos), así como la ausencia
de constricciones, es decir, la no existencia de obliga-
ciones de realizar determinada conducta, la libertad
positiva puede definirse de acuerdo con Bobbio como
“la situación en la que un sujeto tiene la posibilidad de
orientar su voluntad hacia un objetivo, de tomar deci-
siones, sin verse determinado por la voluntad de
otros”. Si la libertad negativa se en tiende como la au-
sencia de obstáculos o constricciones, la positiva su-
pone la presencia de un elemento crucial: la voluntad,
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el querer hacer algo, la facultad de elegir un objetivo,
una meta.1

En este sentido, y ante el momento histórico que el pa-
ís está viviendo para pagar una deuda que se tiene con
la clase trabajadora, reivindicando la justicia laboral y
garantizando la libertad sindical, partiendo de la pre-
misa que un trabajador, decide en el ejercicio del ple-
no goce de sus libertades sindicales, no afiliarse a un
sindicato (libertad negativa), el Estado Mexicano tiene
la responsabilidad de proteger el derecho tutelado y a
prevenir, sancionar y erradicar cualquier conducta que
como consecuencia de su decisión, constituya un me-
noscabo en derechos, incluyendo las disposiciones
normativas. 

Por otra parte, para garantizar la igualdad de oportuni-
dades en el goce de los derechos laborales, se necesi-
tan romper los candados normativos que, por décadas,
han privado de beneficios derivados de los contratos
colectivos de trabajo, a los empleados de confianza.

Debemos hacer una precisión: los trabajadores de con-
fianza no pueden formar parte de los sindicatos de los
demás trabajadores, porque la naturaleza jurídica de
los mismos, es ser una extensión de la representativi-
dad del patrón; por lo que, al integrarse a los sindica-
tos de los trabajadores de base, se generaría conflictos
de intereses, toda vez que los sindicatos defienden los
derechos de los trabajadores frente a los empleadores,
es decir, no puede ser juez y parte.

Sin embargo, los trabajadores de confianza sí son titu-
lares del derecho a la libertad sindical, que encuentra
su fundamento en el derecho a la libertad de asocia-
ción que es un derecho humano y no puede ser res-
tringido. Al respecto y para dejar más claro el derecho
de libertad sindical de los trabajadores de confianza,
cito la siguiente tesis:

Trabajadores de confianza. Son titulares del derecho
de libertad sindical consagrado en el artículo 123,
apartado a, fracción XVI, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

De la interpretación armónica de los artículos 9o. y
123, apartado A, fracción XVI, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, se colige que
el derecho a la libertad sindical deriva del derecho fun-
damental a la libre asociación, y no está limitado a nin-

gún tipo de connacional; su objeto es la defensa de los
derechos de los trabajadores, así como el mejoramien-
to de sus condiciones laborales, a través de la agrupa-
ción en un ente con reconocimiento jurídico denomi-
nado sindicato; su ejercicio puede estar a cargo de
cualquier clase de trabajador por no existir en el texto
constitucional exclusión alguna en ese sentido; por
tanto, los trabajadores de confianza tienen tutelado, al
igual que los de base, el derecho a la libre sindicación,
sin ser óbice que sus actividades sean propias de la re-
presentación de los intereses de los empleadores, de
conformidad con los artículos 9o. y 11 de la Ley Fe-
deral del Trabajo, pues ello no les resta identidad co-
mo prestadores de un servicio personal subordinado,
menos aún les puede limitar el ejercicio del derecho
fundamental de libre asociación. Asimismo, atento a
los artículos 183 y 184 de la citada ley, los trabajado-
res de confianza no pueden formar parte de los sindi-
catos de los demás trabajadores y no pueden benefi-
ciarse de los contratos colectivos de éstos si en su
texto existe exclusión expresa en ese sentido; pero ello
no puede entenderse como una prohibición a la agru-
pación sindical por dichos trabajadores, pues obedece
únicamente a un propósito de congruencia derivada de
la propia naturaleza del trabajador de confianza, iden-
tificada por sus funciones con la representación patro-
nal; de modo que implicaría un contrasentido que la
defensa de los intereses de los trabajadores de base es-
tuviera sujeta a la opinión y voto de los de confianza,
de ahí la prohibición para participar conjuntamente en
la vida sindical, mas no impide que los trabajadores de
confianza conformen su propio sindicato. Lo anterior
tiene sustento en la exposición de motivos de la Ley
Federal del Trabajo, publicada en el Diario Oficial de
la Federación el 1 de abril de 1970, que dice: “El artí-
culo 183 resuelve las cuestiones relativas a las relacio-
nes entre los trabajadores de confianza y los demás
trabajadores: no podrán formar parte de sus sindicatos,
lo que no implica que no puedan organizar sindicatos
especiales ...”. Por su parte, los artículos 2, 8, 10 y 11
del Convenio Número 87, relativo a la Libertad Sindi-
cal y a la Protección al Derecho Sindical, adoptado el
9 de julio de 1948 por la XXXI Conferencia Interna-
cional del Trabajo, en San Francisco California, publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación el 16 de oc-
tubre de 1950, signado por México, establecen que el
derecho a la sindicación no debe hacer distinción al-
guna de trabajadores y empleadores, siendo compro-
miso de los Estados adoptantes, no menoscabar el
ejercicio de esa garantía en su regulación jurídica
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interna, por el contrario, adoptar todas las medidas
necesarias para asegurarlo.2

De la tesis anterior, y con la obligatoriedad del Convenio
98 para el Estado mexicano que en su Artículo 1º man-
data al Estado, realizar las acciones necesaria a fin de
salvaguardar el derecho de libertad sindical, a todos los
trabajadores sin distinción alguna, y por lo fundamenta-
do y motivado en la tesis citada, siendo congruentes con
los compromisos internacionales relativos a la aplica-
ción de los principios del derecho de sindicación y de ne-
gociación colectiva, es imperante la adecuación del mar-
co legislativo para reconocer la titularidad del derecho a
la libertad sindical de los trabajadores de confianza; por
supuesto, de conformidad con las condiciones propias
que la naturaleza jurídica del puesto entrañan. 

Por último, y para lograr la igualdad en derechos y be-
neficios laborales, y en virtud que se propone recono-
cer el derecho sindical y negociación colectiva de los
trabajadores de confianza, el Artículo 184 debe ser
modificado para hacer extensivo los beneficios de la
negociación del contrato colectivo para todas las per-
sonas que laboren en un centro de trabajo, lo que cons-
tituye, de acuerdo a lo expuesto, la regla general; de-
rogando la excepción que consiste que los beneficios
no se extenderán a los trabajadores de confianza, siem-
pre y cuando se haya pactado en el contrato colectivo. 

Es cierto, es urgente y necesario la reforma laboral pa-
ra garantizar una verdadera democracia sindical, que
tenga como pilar fundamental, la igualdad en dignidad
de todos los trabajadores.

En materia de derechos laborales, no hay trabajadores
de primera ni de segunda, poniendo piso parejo para
todos, la clase trabajadora estará en condiciones de de-
cidir sin presiones ni limitaciones, a que agrupación
sindical afiliarse, o de no afiliarse y por lo consiguien-
te, ejercer plenamente el derecho a la libertad sindical
y negociación colectiva.

De lo anterior, someto a consideración de ésta sobera-
nía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 183,
184, 388 y 396 de la Ley Federal del Trabajo

Único. Se reforman los artículos 183, 184, 388 y 396
de la Ley Federal del Trabajo.

Artículo 183. Los trabajadores de confianza tienen
derecho a agruparse en sindicatos para defender
sus derechos laborales y mejorar sus condiciones
de trabajo. 

Sin embargo, no podrán formar parte de los sindica-
tos de los demás trabajadores, ni serán tomados en
consideración en los recuentos que se efectúen para
determinar la mayoría en los casos de huelga, ni po-
drán ser representantes de los trabajadores en los or-
ganismos que se integren de conformidad con las dis-
posiciones de esta Ley. 

Artículo 184.- Las condiciones de trabajo contenidas
en el contrato colectivo que rija en la empresa o esta-
blecimiento se extenderán a los trabajadores de con-
fianza.

Artículo 388. Si dentro de la misma empresa existen
varios sindicatos, se observarán las normas siguientes:

I. Si concurren sindicatos de empresa o industriales
o unos y otros, el contrato colectivo se celebrará
con el que tenga mayor número de trabajadores
dentro de la empresa; 

II. Si concurren sindicatos gremiales, el contrato
colectivo se celebrará con el conjunto de los sindi-
catos mayoritarios que representen a las profesio-
nes, siempre que se pongan de acuerdo. En caso
contrario, cada sindicato celebrará un contrato co-
lectivo para su profesión; y 

III. Si concurren sindicatos gremiales y de empresa
o de industria, podrán los primeros celebrar un con-
trato colectivo para su profesión, siempre que el nú-
mero de sus afiliados sea mayor que el de los traba-
jadores de la misma profesión que formen parte del
sindicato de empresa o de industria.

Todos los trabajadores tendrán los mismos dere-
chos establecidos en las condiciones generales de
trabajo, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 184 y 396, independientemente de la
naturaleza del puesto que desempeñan, de la afi-
liación sindical o incluso aunque no estén afilia-
dos a ningún sindicato.

Artículo 396.- Las estipulaciones del contrato colecti-
vo se extienden a todas las personas que trabajan en la
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empresa o establecimiento, aunque no sean miembros
del sindicato que lo haya celebrado.

Transitorio

Único. - El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 Miguel Carbonell, Libertad y derechos fundamentales, IIJ

UNAM.

2 Trabajadores de confianza. Son titulares del derecho de libertad

sindical consagrado en el artículo 123, apartado A, fracción XVI,

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

2004349. XX.3o.1 L (10a.). Tribunales Colegiados de Circuito.

Décima Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Libro XXIII, agosto de 2013, Pág. 1741.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 20 días del mes de marzo de 2019.

Diputada Ana Priscila González García (rúbrica)

QUE REFORMA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS ME-
XICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO PABLO GÓMEZ ÁLVA-
REZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Pablo Gómez Álvarez, diputado a la LXIV Legislatu-
ra del Congreso, integrante del Grupo Parlamentario
de Morena, con base en la fracción II del artículo 71
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, presenta por este conducto iniciativa con pro-
yecto de decreto para reformar y derogar diversas dis-

posiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de fuero e inmunidad
constitucional.

Exposición de Motivos

Durante varios lustros se ha venido planteando la ne-
cesidad de remover el llamado fuero constitucional de
que gozan los altos servidores públicos titulares de los
poderes y de algunos órganos autónomos, así como los
correspondientes en las entidades federativas por la
comisión de delitos federales. Este fuero consiste en
una inmunidad procesal penal en tanto que no se de-
clare en sede legislativa el llamado desafuero; es de-
cir, la procedencia de la acción penal. Por su parte, el
presidente de la República no es sujeto de desafuero
sino de un juicio directo por parte, sucesivamente, de
las Cámaras del Congreso, sólo por traición a la patria
y otros delitos graves del orden común.

Así las cosas, el desafuero se ha usado casi siempre
por motivos políticos contra opositores o díscolos
mientras otros aforados han gozado con frecuencia de
impunidad debido al bloqueo del mecanismo parla-
mentario o, sencillamente, a las omisiones del Minis-
terio Público.

No se requiere demasiada discusión para llegar a la
conclusión de que el llamado fuero constitucional, co-
mo inmunidad procesal penal, debe ser sustituido por
otro sistema que termine con ese privilegio.

Por ello se propone una vez más que las personas ac-
tualmente “aforadas”, así como el presidente de la Re-
pública, puedan ser sujetas del procedimiento penal.
Sin embargo, se propone también que el inicio de tal
procedimiento penal o de cualquier otro de carácter
administrativo que implique arresto no conduzca a la
detención inmediata o la imposición de otras medidas
cautelares. Se trata de garantizar el libre funciona-
miento de los poderes públicos y otras instituciones
mediante la libertad personal de sus integrantes, los
cuales llevarán sus procesos en libertad, como si estu-
vieran bajo fianza.

Cuando se produce sentencia condenatoria, entonces
la inmunidad es retirada, el servidor público es separa-
do del cargo y puesto a disposición de la autoridad
competente.
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Al mismo tiempo, se propone la derogación de la frac-
ción II del artículo 38, en la cual se establece la sus-
pensión de derechos y prerrogativas ciudadanas a par-
tir de un auto de sujeción a proceso (formal prisión en
la denominación anterior). Esta propuesta se debe a
que, por un lado, ese precepto resultaría específica-
mente incompatible con la sujeción a proceso de altos
servidores públicos en ejercicio, ya que no podrían
ejercer derechos de ciudadanía como el de desempeñar
esos cargos. Por otro lado, hay antecedentes judiciales
en los cuales se sostiene que ese mismo precepto no
puede aplicarse de manera aislada sino en congruencia
con otros en los cuales se precisan justamente dere-
chos como el de acceso a la jurisdicción del Estado, el
debido proceso, etcétera, que no se observan cuando
de manera automática, sin procedimiento alguno ni
posibilidad de defensa, se considera que una persona
sujeta a un proceso penal, por ese mismo hecho, tiene
suspendidos sus derechos de ciudadano durante el
tiempo en que se encuentre en tal situación y sin haber
sido condenado. Las cosas han llegado al punto en que
la autoridad electoral se prepara para recoger la vota-
ción en centros de reclusión entre sujetos, hombres y
mujeres, que se encuentran en prisión preventiva.

Asimismo, se propone la derogación de la fracción V
del artículo 74 constitucional debido a que, una vez
eliminado el llamado fuero, debe eliminarse también
el llamado desafuero.

Al tiempo que se hiciera esta reforma, sería también
prudente definir que la actual inmunidad absoluta de
los legisladores respecto a la inviolabilidad de sus ex-
presiones verbales o escritas por cualquier medio, ope-
ra durante el tiempo en el que desempeñen el cargo, y
no sólo “en el desempeño del mismo” como ahora se
señala en el artículo 61 constitucional, manteniendo
asimismo que “jamás podrán ser reconvenidos”, a lo
que se propone agregar, para evitar confusiones, las
palabras “procesados ni juzgados”.

Por las consideraciones expuestas se presenta

Decreto por el que se reforman y derogan diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en materia de fuero e in-
munidad constitucional

Artículo Único. Se reforman los artículos 61, 108,
segundo párrafo, 111 y 112; y se derogan la fracción

II del artículo 38 y el primer párrafo de la fracción V
del artículo 74 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 38. …

I. …

II. Derogada.

III. a VI. …

…

Artículo 61. Las y los diputados y senadores son in-
violables por las opiniones que manifiesten o difun-
dan, las propuestas legislativas y votos que emitan, du-
rante el tiempo en el que desempeñen sus cargos, y
jamás podrán ser reconvenidos, procesados ni juzga-
dos por ellas.

El presidente o presidenta de cada Cámara velará por
el respeto de la inmunidad constitucional de las y los
integrantes de la misma y por la inviolabilidad del re-
cinto parlamentario.

Artículo 74. …

I. a IV. …

V. Derogada.

…

VI. a IX. …

Artículo 108. ...

La o el presidente de la República, durante el tiempo
de su encargo, sólo podrá ser acusado en términos del
artículo 111 de esta Constitución.

…

…

…

Artículo 111. La o el presidente de la República, las
y los diputados y senadores al Congreso de la
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Unión, las y los ministros de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, las y los magistrados de la Sa-
la Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial
de la Federación, la o el fiscal general de la Repú-
blica, las y los consejeros del Consejo General del
Instituto Nacional Electoral, gozan de inmunidad y,
por tanto, no pueden ser privados de su libertad du-
rante el tiempo en el que ejercen su cargo, salvo que
exista una sentencia condenatoria en su contra. Los
servidores públicos incluidos en este artículo son
sujetos de proceso penal, de conformidad con lo si-
guiente:

a) Las medidas cautelares no pueden consistir en
privación, restricción o limitación de la libertad, ni
en el retiro de la inmunidad.

b) El auto de vinculación a proceso penal puede ser
recurrido directamente ante el pleno de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación.

c) Cuando existe sentencia condenatoria, el juez co-
munica el retiro de la inmunidad a las Cámaras del
Congreso, a partir de lo cual el servidor público
sentenciado cesa en sus funciones y queda a dispo-
sición de la autoridad correspondiente.

d) Las y los gobernadores de los estados, la o el je-
fe de gobierno de la Ciudad de México, las y los di-
putados, y las y los magistrados de los tribunales
superiores de justicia de las entidades federativas,
quienes también gozan de inmunidad, son sujetos
de proceso penal por la comisión de delitos federa-
les. Cuando se dicta sentencia condenatoria, el juez
comunica a la legislatura respectiva el retiro de la
inmunidad y la separación del cargo.

e) Si se trata de un delito cometido durante el ejer-
cicio del cargo, no se podrá conceder indulto.

f) Las sanciones penales se aplicarán de acuerdo
con lo dispuesto en la legislación y, tratándose de
delitos por cuya comisión el autor o autora hubieran
obtenido un beneficio económico u ocasionado da-
ños o perjuicios patrimoniales, deberán graduarse
de acuerdo con el lucro obtenido y con la necesidad
de satisfacer los daños y perjuicios causados por su
conducta ilícita.

g) Las sanciones económicas no podrán exceder de
tres tantos de los beneficios obtenidos o de los da-
ños y perjuicios causados.

h) Las sentencias del orden civil y las sanciones ad-
ministrativas o de cualquier naturaleza distinta a la
penal, se aplican sin el retiro de la inmunidad. Sólo
aquellas que implican arresto se ejecutan inmedia-
tamente después de que el servidor público deja de
contar con inmunidad.

Artículo 112. Carecen de inmunidad las y los servido-
res públicos a que hace referencia el artículo 111 de es-
ta Constitución cuando se encuentran separados de su
encargo, pero no la pueden recobrar, ni reasumir el
puesto, luego de que les sea dictado un auto de vincu-
lación a proceso penal.

Si tras la separación del cargo, la sentencia condenato-
ria es revocada por resolución judicial firme, el servi-
dor público puede reasumirlo para terminar su perio-
do. 

Si la o el servidor público es elegido o designado para
desempeñar otro cargo de los incluidos en el artículo
111 y haya prestado la protesta, se procede de acuerdo
con lo dispuesto en dicho precepto.

Transitorios

Primero. Este decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Se derogan las disposiciones que se opon-
gan al contenido del presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputado Pablo Gómez Álvarez (rúbrica)
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QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 3O. Y 994 DE LA LEY FE-
DERAL DEL TRABAJO, A CARGO DE LA DIPUTADA ANA

PRISCILA GONZÁLEZ GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La que suscribe, Ana Priscila González García, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano, en la LXIV Legislatura de la Cámara de Di-
putados, y con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos y 77, numeral I y II, del
Reglamento Interior de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración del pleno de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

“El trabajo decente se consigue gracias a la afirma-
ción de la dignidad personal, a la existencia de de-
mocracias al servicio de las personas y al creci-
miento económico, lo que brinda oportunidades de
trabajo productivo y desarrollo empresarial”.

Nelson Mandela, Primer Premio de la OIT a la in-
vestigación sobre trabajo. Ginebra, 15 de junio de
2007.

Garantizar la igualdad de oportunidades para el acce-
so al trabajo decente, constituye un deber del Estado y
es un requisito sine qua non para la consolidación de
la democracia, partiendo del supuesto que el Estado
Democrático tiene su fundamento en el reconocimien-
to de la igualdad en dignidad de las personas, y, en
consecuencia, el respeto a los derechos inherentes al
ser humano: los Derechos Humanos.

En México, los derechos laborales que se encuentran
regulados a nivel constitucional en el Artículo 123 y
que deben interpretarse y aplicarse en bloque con los
Derechos Humanos reconocidos en la Carta Magna y
los Tratados Internacionales; siguen siendo una reali-
dad incumplida; una deuda pendiente con la clase tra-
bajadora.

En la presente exposición de motivos, solo haré refe-
rencia al problema de la discriminación como factor
excluyente para lograr la igualdad de oportunidades a

una vida digna y por supuesto, incide negativamente
en el goce de los derechos laborales desde el proceso
de selección, contratación y en las condiciones de tra-
bajo. 

Refiriéndome al proceso de selección, es en principio,
el primer obstáculo que los trabajadores enfrentan pa-
ra el acceso al empleo decente. La discriminación la-
boral sucede continuamente pasando desapercibida, ya
que los solicitantes nunca pueden saber con certeza los
criterios utilizados de quien toma la decisión en la
contratación de los postulantes.

Durante los procesos de selección, que se llevan a ca-
bo por convocatorias a una vacante, los encargados de
realizar la selección toman en consideración aspectos
que no tiene que ver con las capacidades profesionales
y de experiencia de los postulantes para el desempeño
del trabajo requerido, sin embargo, en muchos de los
casos se toman en consideración aspectos como ori-
gen, religión, estado civil, intención de tener hijos y
para colmo hasta las medidas físicas del candidato.

En México, el derecho a no ser discriminado se en-
cuentra regulado en el Artículo 1o Constitucional, de
hecho, otorga el derecho a no ser discriminado y tam-
bién implica el deber a no discriminar, puesto que la
redacción constituye una prohibición normativa:

“Queda prohibida toda discriminación motivada
por origen étnico o nacional, el género, la edad, las
discapacidades, la condición social, las condiciones
de salud, la religión, las opiniones, las preferencias
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente
contra la dignidad humana y tenga por objeto anu-
lar o menoscabar los derechos y libertades de las
personas.”

Siguiendo a Vela Barba,1 de acuerdo al Artículo 1º de
la Constitución, todas las autoridades, en el ámbito de
sus competencias, están obligadas a respetar, proteger,
garantizar y promover los derechos humanos, estas
obligaciones tienen implicaciones jurídicas distintas
para los Estados. 

La obligación de “respetar” es una libertad negativa
para el Estado, por lo que no debe de injerir, obstacu-
lizar o impedir el acceso al goce de un derecho y en
materia de la no discriminación en el empleo, implica
que toda legislación y normatividad secundaria en ma-
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teria laboral debe tratar igual a quienes se encuentren
en los mismos supuestos de hecho sin excluir a deter-
minados grupos por circunstancias como el color de
piel, preferencias sexuales, religión por citar algunos
ejemplos.

La obligación de proteger, por su parte, consiste en
“impedir que terceros injieran, obstaculicen o frenen”
el goce de un derecho, por lo que el Estado se encuen-
tra obligado a promulgar leyes y generar mecanismos
para detectar, castigar y reparar la discriminación la-
boral, por ejemplo, las que se manifiesta en convoca-
torias de trabajo, en planes de seguro, en prestaciones
y servicios, en políticas de promoción, en el trato y al
momento del despido. 

En cuanto a la protección del derecho a no ser discri-
minado, nuestro país ha firmado y ratificado diversos
tratados internacionales para erradicar la discrimina-
ción, el Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales en su artículo 2º, párrafo II esta-
blece que los Estados Partes “se comprometen a ga-
rantizar el ejercicio de los derechos que en él se enun-
cian, sin discriminación alguna y el Artículo 6
reconoce el derecho a trabajar y que toda persona de-
be tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un
trabajo libremente escogido o aceptado. El mismo tra-
tado en su Artículo 7, estipula que las personas deben
gozar de condiciones de trabajo equitativas y satisfac-
torias.

Por su parte, el Protocolo Adicional a la Convención
Americana sobre Derechos Humanos en materia de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (el Pro-
tocolo de San Salvador), que es un parteaguas para la
consolidación de los derechos difusos reconoce el de-
recho al trabajo imponiendo la obligación a los Esta-
dos de ejecutar y fortalecer “programas que coadyu-
ven a una adecuada atención familiar, encaminados a
que la mujer pueda contar con una efectiva posibilidad
de ejercer el derecho al trabajo.” (artículo 6); es decir,
no se puede hablar de inclusión de las mujeres en el es-
pacio laboral sin que existan políticas para transformar
la esfera familiar.

Sin embargo, la prevalencia de la discriminación en
nuestro país sigue siendo alta, los resultados de la En-
cuesta Nacional sobre Discriminación (Enadis) 2017
señalan que el 20.2 por ciento de la población de 18
años y más, declaró haber sido discriminada en el últi-

mo año por alguna característica o condición personal,
tono de piel, manera de hablar, peso o estatura, forma
de vestir o arreglo personal, clase social, lugar donde
vive, creencias religiosas, sexo, edad y orientación se-
xual; es decir, la violación al Artículo 1º Constitucio-
nal es una constante que perjudica a más de 25 millo-
nes de mexicanos.

Los motivos que destacan son principalmente, la for-
ma de vestir o arreglo personal, peso o estatura, creen-
cias religiosas y la edad. 

En el ámbito laboral, el 18.3 por ciento de las mujeres
declaró haber recibido menos paga respecto a un hom-
bre por realizar el mismo trabajo. y en lo que respecta
a las trabajadoras del hogar, el 87.7 por ciento no ha
recibido ningún tipo de prestaciones laborales en su
último empleo realizando quehaceres domésticos.2

Los datos anteriores, nos demuestran que en México
hay mucho por hacer para erradicar la discriminación,
y vale la pena realizar el siguiente ejercicio para con-
textualizar la discriminación laboral de acuerdo a las
circunstancias propias de las personas e identificar
áreas de oportunidad en materia legislativa y en la
construcción de políticas públicas para erradicar la
discriminación laboral.

Si hablamos de discriminación laboral por razones de
género, pese a los avances normativos -tales como la
Ley general de acceso a las mujeres a una vida de vio-
lencia- y la aplicación de acciones afirmativas que han
sido el resultado de una lucha histórica de las mujeres;
en México la brecha salarial por razones de género es
una realidad, la paridad de género no ha logrado que
las mujeres ocupan cargos de toma de decisiones en
condiciones de igualdad que los hombres, porque la
igualdad adjetiva no resuelve la desigualdad sustanti-
va; el techo de cristal sigue presente.

La OCDE en el estudio “Construir un México inclusi-
vo: políticas y buena gobernanza para la igualdad de
género 2017”, indica que menos de la mitad (47 por
ciento) de las mexicanas en edad productiva participa
en la fuerza de trabajo, tasa muy inferior al promedio
de la OCDE para las mujeres (67 por ciento).

La discriminación por preferencias sexuales en Méxi-
co es una constante, en la cultura mexicana se encuen-
tra arraigado el machismo, por lo tanto, las preferen-
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cias sexuales de las personas distintas a las relaciones
heterosexuales, es calificada de inmoral y transgresora
de las reglas sociales y por consecuencia, es causa de
discriminación, acoso y violencia, 

En México 7 de cada 10 personas de la comunidad
LGBTTTI ha sufrido discriminación en sus centros de
trabajo, en términos laborales, la discriminación redu-
ce las posibilidades de contratar al personal adecuado,
ya que en ocasiones se rechazan candidatos en prime-
ra instancia por su orientación o preferencia sexual.
Esto fomenta la marginación y la falta de oportunida-
des para las comunidades LGBTTTI. Adicionalmente,
cuando se trata de elegir un empleo, personas
LGBTTTI toman en consideración la existencia de po-
líticas y contextos inclusivos. Los candidatos
LGBTTTI serán más renuentes a aceptar ofertas labo-
rales si consideran que serán víctimas de discrimina-
ción ya sea en su lugar de trabajo o en su comunidad.3

La discriminación contra las personas lesbianas, gays,
bisexuales, transexuales e intersexuales (LGBTTTI)
no solo les hiere a ellas, sino también a familias, em-
presas y países enteros. la discriminación por motivos
de orientación sexual o identidad de género es un fac-
tor causante de violencia y acoso en el mundo del tra-
bajo.

Ningún trabajador debe despojarse de su identidad en
el entorno laboral. Se tiene que trabajar con el “autén-
tico ser” y esa “autenticidad” debe ser aceptada y res-
petada en el lugar de trabajo.

Es necesario modificar el marco normativo para crear
políticas públicas que promuevan entre el gobierno y
las empresas privadas modelos de contratación basa-
dos en gestión de competencias y talento y no en cri-
terios que nada tienen que ver, con la capacidad profe-
sional.

Mi propuesta es modificar el Artículo 3º de la Ley Fe-
deral del Trabajo para prohibir expresamente que no
podrán establecerse condiciones de selección, que im-
pliquen discriminación entre los trabajadores por mo-
tivo de origen étnico o nacional, género, edad, disca-
pacidad, condición social, condiciones de salud,
religión, condición migratoria en los términos de la le-
gislación aplicable, opiniones, preferencias sexuales,
estado civil o cualquier otro que atente contra la dig-
nidad humana.

Una medida que se considera de utilidad para evitar la
discriminación en la contratación es el uso del currí-
culum ciego, el objetivo del currículum ciego consiste
en excluir cualquier dato vinculante como la edad, el
género o el lugar de residencia, que pueda suponer la
creación de prejuicios o suposiciones que terminen por
afectar la imagen del candidato negativamente, al mar-
gen de que en efecto, se encuentren capacitados para
desarrollar la actividad profesional y beneficiarse de
una gestión por competencias y del talento en el que
los conocimientos y las competencias de los candida-
tos estén por encima de ninguna otra condición.

En España, la compañía de Recursos Humanos,
“ADECCO”, puso en marcha la propuesta de #Talen-
toSinEtiquetas, un modelo de selección para hacer
frente a la discriminación laboral en favor del talento
en los procesos de selección, mediante la eliminación
de etiquetas como la edad, el sexo, el origen u otros
datos personales.4

Es cierto, la legislación por sí sola no elimina la dis-
criminación, pero constituye un avance para modificar
conductas sociales que promuevan la discriminación
en cualquier aspecto, y en caso contrario, es necesario
establecer multas para disuadir a los empleadores de
establecer requisitos discriminatorios para la selección
de personas en la contratación, al respecto, propongo
adicionar una fracción VIII al artículo 994 para esta-
blecer una multa de 250 a 500 Unidades de Medidas
de Actualización a quien en el proceso de selección,
imponga requisitos que constituyan actos de discrimi-
nación.

El reto es grande, pero no imposible; cumplir con el
enunciado de la OIT que establece que todas las perso-
nas tienen derecho a perseguir su bienestar material y
su desarrollo espiritual en condiciones de libertad y
dignidad, de seguridad económica y en igualdad de
oportunidades, debe ser el fin último de los gobiernos
para garantizar el pleno goce de los derechos laborales.

Por lo anterior, someto a consideración de ésta sobera-
nía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se reforma el artículo 3 y se adiciona la frac-
ción VIII al artículo 994 de la Ley Federal del Tra-
bajo.
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Artículo 3o. El trabajo es un derecho y un deber so-
ciales. No es artículo de comercio.

No podrán establecerse condiciones de selección,
contratación y de trabajo, que impliquen discrimi-
nación por motivo de origen étnico o nacional, gé-
nero, edad, discapacidad, condición social, condi-
ciones de salud, religión, condiciones migratorias
en los términos de la legislación aplicable, opinio-
nes, preferencias sexuales, estado civil o cualquier
otro que atente contra la dignidad humana.

No se considerarán discriminatorias las distinciones,
exclusiones o preferencias que se sustenten en las ca-
lificaciones particulares que exija una labor determi-
nada. 

Es de interés social garantizar un ambiente libre de
violencia y promover y vigilar la capacitación, el
adiestramiento, la formación para y en el trabajo, la
certificación de competencias laborales, la productivi-
dad y la calidad en el trabajo, la sustentabilidad am-
biental, así como los beneficios que éstas deban gene-
rar tanto a los trabajadores como a los patrones.

Artículo 994. Se impondrá multa, por el equivalente
a:

(...)

VIII. De 250 a 5000 unidades de medidas de ac-
tualización, al patrón que cometa cualquier acto
o conducta discriminatoria en el proceso de se-
lección y contratación o en el centro de trabajo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Vela Barba Estefania, La discriminación en el empleo en Méxi-

co, Instituto Belisario Domínguez, Senado de la República.

2 INEGI, Enadis 2017. Comunicado de prensa número 346/18

http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-

nes/2018/EstSociodemo/Enadis2017_08.pdf

3 Portilla Regina, Comunidad LGBT y la discriminación laboral y

educativa, Animal político, 17 de mayo de 2017.

4 Adecco combate la discriminación laboral en los procesos de se-

lección de personal https://www.europapress.es/economia/laboral-

00346/noticia-adecco-combate-discriminacion-laboral-procesos-

seleccion-personal-20170220121320.html

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 20 días del mes de marzo de 2019.

Diputada Ana Priscila González García (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 33 Y 35 DE LA

LEY GENERAL DE SALUD, A CARGO DEL DIPUTADO FRAN-
CISCO JAVIER RAMÍREZ NAVARRETE, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA

Francisco Javier Ramírez Navarrete, diputado federal
del Grupo Parlamentario de Morena de la LXIV Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, nume-
ral 1, 77, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto por el que se adiciona
y reforma los artículos 33 y 35 de la Ley General de
Salud, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

En los años 50 la expectativa de vida era de 50 años
(tomando en cuenta la alta mortalidad materno-infan-
til) y las causas de muerte eran principalmente por en-
fermedades transmisibles conocidas como infeccio-
nes. Actualmente, gracias a la difusión tan importante
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que tuvo el uso de antibióticos, nuestra expectativa de
vida se ha elevado de manera significativa hasta 78
años de edad, siendo hoy otras las causas principales
de muerte, como las enfermedades crónico-degenera-
tivas, la diabetes, la alimentación inadecuada, las car-
diopatías y la hipertensión arterial. Además, existen
factores de riesgo, factores hereditarios (que puedan
significar hasta 80 por ciento de los casos), procesos
cancerosos, o bien factores que nosotros hemos provo-
cado, como el tabaquismo, alcoholismo, sedentarismo,
obesidad y abuso en el consumo de grasas.

Es por esto que se recomienda realizar una adecuada
valoración que generalmente los medios hospitalarios
importantes han diseñado, apegados principalmente a
las estadísticas mundiales.

Todo esto inicia con estudios de laboratorio, como bio-
metría hemática, perfil bioquímico, hemoglobina gli-
cosilada (herramienta muy valiosa para detección de
diabetes), perfil de lípidos, examen general de orina y
de heces fecales. Después, se realizan estudios como
electrocardiograma y prueba de esfuerzo y estudios de
radiología e imagen como tele de tórax y ultrasonido
(ecografía) de abdomen; pero en muchas ocasiones so-
lo en centros de alto nivel se realizan tomografías de tó-
rax, abdomen y score de calcio coronario para ver el
grado de grasas calcificadas en las arterias del corazón,
así como pruebas de función respiratoria (espirometría)
, algún padecimiento o lesión interna del enfermo.

A partir de los 45 años se recomienda realizar las eva-
luaciones cuando menos cada 3 años; después de los
45, cada 1 o 2 años, para lograr detectar oportunamen-
te y sobre todo tratar adecuadamente enfermedades
que no presentan síntomas, pues cuando les permiti-
mos avanzar causan daños irreversibles, difíciles de
controlar y de tratamientos costosos.

Estas enfermedades son algunas de las causas que nos
hacen insistir en una adecuada y oportuna valoración
médica de tipo curativa, preventiva, de rehabilitación
y por supuesto de especialidades, para así decidir qué
opciones tomar, siempre teniendo conveniente un esti-
lo de vida saludable, logrando asegurar que la detec-
ción oportuna de enfermedades en beneficio de la sa-
lud y calidad de vida a futuro.

La salud en México sustentada en el artículo 4 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-

nos, sirve como marco para la Ley General de Salud,
que tiene como primicias de desarrollo: el bienestar fí-
sico, mental, social, la prolongación y mejoramiento
de la calidad de vida; la protección y acrecentamiento
de los valores que impulsen la creación, conservación
y condiciones de salud, lo más óptimamente posible;
de igual manera, se aboca al aprovechamiento de los
servicios de salud, compartiendo el conocimiento me-
diante la investigación científica y tecnológica, así co-
mo generar las medidas de control y calidad de los ser-
vicios que prestan a la población.

El tema de salud en México, no es un asunto que se
pueda soslayar y dejarlo para un segundo momento de
la historia; de conformidad a los censos realizados por
el Instituto Nacional de Estadística y Geografía y la
Comisión Nacional de Población, la pirámide genera-
cional que se tiene el día de hoy cambiará en los pró-
ximos 15 años, motivo por el cual, se tienen que ana-
lizar diversos aspectos de lo que se debe atender en el
corto, mediano y largo plazo, ya que las necesidades
estarán cambiando.

El nivel de desarrollo, así como el aspecto humano,
ubican a México como uno de los países con mayo-
res logros, aun a pesar de las transiciones que se han
vivido; tal es el caso de las grandes reformas es-
tructurales en los temas: económico, social y labo-
ral.

La salud; tema por demás trascendente, complejo y de-
terminante en la subsistencia del ser humano; viene
acompañado por una infinidad de aristas y retos que
exigen acciones concretas, programadas y diseñadas;
ninguna medida de prevención estará por demás cuan-
do de salud se trata, la continuidad de la raza humana
depende de este hecho y bajo esta premisa el costo vie-
ne a ser relativo o mínimo.

¿Qué necesita un mexicano para vivir sano?

¡Requiere una transformación!, que el sistema de sa-
lud mexicano cuente con los servicios de atención mé-
dica preventiva, curativa, paliativa, de rehabilitación
incluyendo las especialidades para la protección de su
salud independientemente si se cuenta o no con una
institución que represente al paciente, dentro de las
Instituciones que dependen del gobierno federal como
lo establece la Constitución. 
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Objetivos

Por lo anterior, es que se busca mediante esta iniciati-
va, generar las condiciones y perfeccionar tal atribu-
ción en beneficio de los más necesitados en cuanto
atención médica con un programa de detención tem-
prana acompañada de especialidades medico oportu-
nas enfocadas a la atención de mecanismos de genera-
ción de imagen.

Antes de que un programa de detección temprana sea
ampliamente aceptado y recomendado por los médi-
cos, se debe hacer algo más que detectar la enferme-
dad en una etapa temprana.

Dicho programa exitoso debe producir mayores bene-
ficios que perjuicios, y hacerlo a un costo que la so-
ciedad pueda afrontar.

Existen pruebas médicas que han demostrado ser efica-
ces reduciendo la tasa de mortalidad como las de Papa-
nicolaou para el cáncer de cuello uterino, la mamografía
para el cáncer de mama, detección de pequeños tumores,
para embarazos los conocidos ultrasonidos, etcétera.

Una gran parte de esta atención se centra en el uso de
exámenes por imágenes como ya se mencionó. Las
tecnologías médicas tales como la tomografía compu-
tarizada (TC), la resonancia magnética (RMN) y la ad-
quisición de imágenes moleculares son cada vez más
capaces de detectar enfermedades y otras anomalías en
sus primeras fases.

Estos servicios médicos en específico se deben incluir
dentro del artículo 33 y 35 de la Ley General de Salud
puesto que la detección temprana, y cualquier otra evi-
dencia médica ayudaría a orientar a los pacientes para
la protección de la salud, conforme lo indica el artícu-
lo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Por lo expuesto y fundado se propone ante esta hono-
rable asamblea la siguiente

Decreto por el que se adiciona y reforma los artícu-
los 33 y 35 de la Ley General de Salud

Artículo Único: Se adiciona una nueva fracción V al
artículo 33 y modifica el segundo párrafo del artículo
35 de la Ley General de Salud.

Artículo 33. Las actividades de atención médica son:

I. a IV. …

V. Especialidades, como los son equipos médicos
nucleares enfocados a imágenes capaces de de-
tectar enfermedades y otras anomalías en sus
primeras fases.

Artículo 35. Son servicios públicos a la población en
general los que se presten en establecimientos públi-
cos de salud a los residentes del país que así lo requie-
ran, preferentemente a favor de personas pertenecien-
tes a grupos sociales en situación de vulnerabilidad,
regidos por criterios de universalidad y de gratuidad
en el momento de usar los servicios, fundados en las
condiciones socioeconómicas de los usuarios.

Los derechohabientes de las instituciones de seguridad
social podrán acceder a los servicios a que se refiere el
párrafo anterior y de atención médica, en los términos
de los convenios que al efecto se suscriban con dichas
instituciones, de conformidad con las disposiciones
aplicables.

Transitorios

Primero. Publíquese en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Su entrada en vigor será el día siguiente al
de su publicación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de marzo de 2019.

Diputado Francisco Javier Ramírez Navarrete (rúbrica)
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QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 35 DEL CÓDIGO CIVIL FE-
DERAL Y 32 DE LA LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE

LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, A CARGO DE LA DI-
PUTADA CLAUDIA PÉREZ RODRÍGUEZ, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Claudia Pérez Rodríguez, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV Legisla-
tura, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta asamblea iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se modifica el artículo 35
del Código Civil Federal y se adiciona una fracción
V al artículo 32 de la Ley General para la Inclusión
de las Personas con Discapacidad, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La Organización Mundial de la Salud considera a la
discapacidad como una amplitud que abarca limitacio-
nes a largo plazo, tanto físicas como intelectuales, las
cuales restringen la participación en la vida social de
los sujetos que la padecen, en mayor o menor medida.
Dichas deficiencias afectan las estructuras corporales,
causando una considerable dificultad a la hora de rea-
lizar actividades cotidianas.

Quienes presentan algún tipo de discapacidad se ven
con graves dificultades para integrarse en los factores
personales y ambientales de la sociedad; por ejemplo,
lidian con distintos tipos de rechazo, con accesos com-
plicados al transporte público y edificios, así como con
un reducido apoyo del Estado.

Cifras de la Organización Mundial de la Salud indican
que más de mil millones de personas en el planeta
(equivalentes a 15 por ciento de la población) padecen
algún tipo de discapacidad. Dicha tasa se acentúa a
causa del envejecimiento y el aumento de enfermeda-
des crónicas, entre otros factores.1

Las personas en la descrita situación tienen mayor
apremio por acceder a los servicios de salud que ofre-
cen los países, dependiendo de su nivel de desarrollo,
e irónicamente son quienes más padecen a la hora ha-
cer uso de ellos, debido a que rara vez se centra la
atención médica en dicho sector y, en menor medida,

dichas prestaciones se adecuan a las limitaciones físi-
cas o intelectuales que presentan.

Ante esa situación, la Organización de las Naciones
Unidas presentó en 2006 la Convención sobre los De-
rechos de las Personas con Discapacidad y protocolo
facultativo, que México ratificó al año siguiente y que
tiene por objeto promover, salvaguardar y asegurar las
condiciones de igualdad y las libertades de las perso-
nas que padecen algún tipo de discapacidad, así como
promover el respeto de su dignidad.2

La ratificación de la convención marcó un hito, pues
México se manifestó a favor de la promoción y pro-
tección de los derechos de los connacionales que pa-
dezcan algún grado de inhabilidad, a la vez que se
compromete a generar las condiciones necesarias para
garantizar que todas las personas puedan desarrollarse
de manera integral y sin padecer discriminación.3

Y es que en el país, durante 2014, 6.4 por ciento de la
población (7.65 millones de personas) manifestó pa-
decer algún grado de discapacidad, en su mayoría
adultos mayores de 60 años, siendo la motriz (2.6 mi-
llones de personas) el principal padecimiento, y se es-
timó que aproximadamente en 19 de cada 100 hogares
vivía alguna persona en esta problemática. En cuanto
a la situación económica de las ellas, 54.1 por ciento
se encontraba en condición de pobreza y, en este rubro,
12.7 estaba en pobreza extrema.4

Ante ese escenario, mientras que en el país se realizan
grandes esfuerzos por lograr una inclusión justa de las
personas con discapacidad en los ámbitos social, labo-
ral y educativo, entre otros, en la parte jurídica y le-
gislativa, no se han realizado cambios sustanciales que
permitan integrar con total igualdad a las personas que
se encuentran en dicha situación.

El Estado mexicano debe proporcionar las atenciones
pertinentes para que las personas con alguna disminu-
ción de sus capacidades puedan gozar de autonomía en
todos los sentidos, de manera que, sean capaces de to-
mar resoluciones propias y se incorporen de forma
efectiva a la participación plena en la sociedad, a la
vez que se les retira el estigma de ser individuos que
siempre requieren cuidados especiales.

Un ejemplo concreto de la compleja situación que re-
presenta la discapacidad, es lo referente a las deficien-
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cias visuales; quienes las padecen, se enfrentan a un
entorno complejo, el cual la mayoría de las ocasiones,
no se encuentra completamente adaptado a sus necesi-
dades, aunado a la carga económica que representa
tanto para ellos, como para sus familiares, lo que con-
tribuye a que los padecimientos no puedan ser tratados
de la mejor manera por parte de muchos de los indivi-
duos que la experimentan.

Datos del Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía revelan que la ceguera es la segunda causa de in-
capacidad en el país, donde las cataratas, retinopatías
y glaucoma, son las principales afectaciones respon-
sables de provocarla. Según cifras de la misma insti-
tución, estos padecimientos afectan a más dos millo-
nes de personas, muchas de las cuales carecen de
atención médica especializada y casi la mitad de los
afectados no utilizan ningún tipo de ayuda, lo que en
ocasiones se debe a que no tienen acceso a estos ins-
trumentos.5 Todo lo anterior contribuye a una grave
pérdida en la calidad de vida de las personas con ce-
guera.

En el contexto latinoamericano, países como Chile y
Costa Rica han implantado medidas para otorgar a sus
ciudadanos pasaportes, actas de nacimiento, tarjetas
bancarias y demás documentos oficiales en sistema
braille, basados en los principios de vida independien-
te y acceso universal para que sus efectos puedan ser
comprensibles, utilizables y accesibles por el total de
su población, de forma autónoma.6

Resulta primordial que las personas con discapacidad
puedan ejercer de manera personal sus derechos, pues
en ocasiones son víctimas de personas mal intenciona-
das que se aprovechan para obtener ventaja de su vul-
nerabilidad. De esta manera, al obtener documentos
oficiales en formatos que permitan su comprensión sin
ayuda de terceros, podrán administrar individualmen-
te sus bienes, controlar asuntos económicos y sociales,
acceder a recursos financieros, etcétera.

La presente propuesta pretende reducir la brecha en el
acceso a la información que tienen las personas que
padecen algún tipo de discapacidad, pues en la actua-
lidad no tienen garantía de recibir documentos, acorde
a sus necesidades; de tal suerte, que en ocasiones ca-
recen de autonomía al requerir asistencia adicional de
terceros para la realización de trámites gubernamenta-
les, limitando su capacidad de ejercicio y dando pauta

a que en ocasiones no se realicen de manera adecuada
u oportuna, en perjuicio del interesado.

Es prudente que las leyes implanten disposiciones que
han sido adoptadas en otros países y han sido conside-
radas como buenas prácticas de gobierno, lo cual per-
mite alcanzar los objetivos establecidos en la agenda
2030, que en su décimo objetivo establece la necesi-
dad de “potenciar y promover la inclusión social, eco-
nómica y política de todas las personas, independien-
temente de su edad, sexo, discapacidad, raza, etnia,
origen, religión o situación económica u otra condi-
ción”.7

Debemos legislar con visión de futuro, estableciendo
las condiciones que permitan erradicar la discrimina-
ción estructural, ya que hoy en día, muchos ordena-
mientos aún no contemplan acciones concretas para
estos fines; de tal manera, que indirectamente se vio-
lenta lo ordenado en el artículo 1o. de la Constitución
Política, que señala el reconocimiento de los derechos
humanos y la obligación del Estado para que éstos se
ejerzan por todas y todos los mexicanos.

Por ello es necesario generar políticas públicas y pro-
gramas que complementen el marco jurídico que ger-
mine las condiciones para que estas personas no vuel-
van a ser víctimas de la discriminación. Por lo anterior,
esta propuesta abonará al esfuerzo de los últimos años,
con la encomienda de mejorar la calidad de vida y fa-
voreciendo la inclusión.

En este sentido se presentan los siguientes cuadros
comparativos, con la intención de reforzar lo funda-
mentado:
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En el cuadro anterior se aprecia la ambigüedad con
que en la actual ley se soslaya el acceso a la informa-
ción y la adecuación de los formatos que deberán ser
proporcionados. Con la redacción propuesta se preten-
de crear un compromiso con los mexicanos que pade-
cen discapacidad para garantizar que la información
referida en el artículo 35 del Código Civil Federal les
sea proporcionada en los formatos que les resulten
más adecuados.

En virtud de lo expuesto es clara la necesidad de pro-
porcionar a las personas que padecen algún tipo de
discapacidad los documentos personales que señala el
artículo 35 del Código Civil Federal en formatos que
les sean adecuados, dependiendo del tipo de condición
que presenten. Lo anterior, a fin de lograr su autono-
mía, libre participación en los asuntos públicos del pa-
ís, así como la igualdad de oportunidades, haciéndose
cada vez menos dependientes de terceras personas.

Todo, en completa observancia de lo establecido en la
Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad, haciendo énfasis en la conminación que
se hace al Estado mexicano de salvaguardar la inclu-
sión, promoción y autonomía de las personas que pa-
decen discapacidad.

En virtud de lo anterior propongo el siguiente

Decreto por el que se modifican los artículos 35 del
Código Civil Federal y 32 de la Ley General para la
Inclusión de las Personas con Discapacidad

Primero. Se modifica el artículo 35 del Código Civil
Federal, para quedar como sigue:

Código Civil Federal

Título Cuarto

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 35. En los Estados Unidos Mexicanos esta-
rá a cargo de los jueces u oficiales del Registro Civil
autorizar los actos del estado civil y extender las actas
relativas a nacimiento, reconocimiento de hijos, adop-
ción, matrimonio, divorcio administrativo y muerte de
los mexicanos y extranjeros residentes en los períme-
tros de las entidades federativas, así como inscribir
las ejecutorias que declaren la ausencia, la presunción
de muerte, el divorcio judicial, la tutela o que se ha
perdido o limitado la capacidad legal para administrar
bienes. En caso de que el solicitante presente algu-
na discapacidad, se deberá cumplir lo establecido
en el artículo 32 de la Ley General para la Inclu-
sión de las Personas con Discapacidad.

Segundo. Se modifica la fracción I del artículo 32 de
la Ley General para la Inclusión de las Personas con
Discapacidad, para quedar como sigue:

Ley General para la Inclusión de las Personas con
Discapacidad

Capítulo X
Libertad de Expresión, Opinión 

y Acceso a la Información

Artículo 32. Las personas con discapacidad tienen de-
recho a la libertad de expresión y opinión; incluida la
libertad de recabar, recibir y facilitar información me-
diante cualquier forma de comunicación que les facili-
te una participación e integración en igualdad de con-
diciones que el resto de la población. Para tales
efectos, las autoridades competentes establecerán en-
tre otras, las siguientes medidas:

I. Proporcionar en el momento en que sea solici-
tada y sin costo adicional, la información dirigida
al público en general, en formatos accesibles y con
las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de
discapacidad;

II. a IV. …
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Registro Civil contará con 180 días para
realizar las adecuaciones necesarias, a fin de dar cum-
plimiento a lo establecido en el presente mandato.

Notas

1 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/disability-

and-health

2 http://www.un.org/disabilities/documents/convention/convopt-

prot-s.pdf

3 http://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Huma-

nos/D39TER.pdf

4 https://www.gob.mx/publicaciones/articulos/diagnostico-sobre-

l a - s i t u a c i o n - d e - l a s - p e r s o n a s - c o n - d i s c a p a c i d a d - e n -

mexico?idiom=es

5http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/productos/pro

d_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_es-

truc/702825090203.pdf

6 https://www.poder-judicial.go.cr/observatoriojudicial/vol96/no-

ticias_prensa/np13.htm

7 http://www.sela.org/media/2262361/agenda-2030-y-los-objeti-

vos-de-desarrollo-sostenible.pdf

Dado en el salón de sesiones del 
Palacio de San Lázaro, a 20 de marzo de 2019.

Diputada Claudia Pérez Rodríguez (rúbrica)
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